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Introducciôn
Esta tesis doctoral nace de una conversaciôn con el General Luis Gonzalez 
Ramos, ya fallecido, en su casa de Arenas de San Pedro. Comentaba él con 
gracia como, siendo General Interventor, habia intentado auditar las cuentas 
del extinto CESID. “Hombre, Luis, que ocurrencia”, vinieron a decide en el 
Ministerio de Defensa. Aquel General, con sôlida formaciôn juridica, 
especialista en Derecho Administrativo, que habia sobrevivido a un atentado de 
los GRAPO gracias a la perspicacia de su hija, sostenia que era posible y 
necesario, para defender el estado de derecho, contar con unos servicios de 
inteligencia modernes y creibles, democrâticos, que respetasen 
escrupulosamente el ordenamiento juridico espanol.
A) Razôn de ser de esta tesis
La tesis arranca de aquella conversaciôn inicial y de otras muchas 
mantenidas con personas que hicieron reflexionar a este doctorando y 
provocaron decenas de lectures encaminadas a confirmer o desmentir aquella 
aseveraciôn y sus argumentos.
El objetivo de la tesis ha sido demostrar que cabe defender el estado de 
derecho desde los servicios de inteligencia, que es posible conter con unos 
servicios de inteligencia plena y absolutamente democrâticos respetuosos con
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la legalidad vigente, que carece de sentido conculcar el estado de derecho para 
defenderlo, que no es lôgico romper el jarrôn para salvarlo y que no es posible 
decir a la sociedad que se conculcan sus derechos para defenderlos.
Existe ya una Câtedra de Servicios de Inteligencia y Sistemas Democrâticos 
funcionando en la Universidad Rey Juan Carlos con el apoyo del Centro 
Nacional de Inteligencia, una câtedra que contribuye a la difusiôn de la cultura 
de inteligencia y que organize, entre otras actividades, el Congreso Nacional de 
Inteligencia que, en la apertura de su segunda ediciôn -  aho 2010- contô con la 
presencia del Secretario de Estado Director, General de Ejército Félix Sanz 
Roldân, que déclaré: “Hoy el CNI, gracias a su ley reguladora que pone un 
magistrado del Supremo a nuestra disposicion los 365 dias del ano, las 
veinticuatro horas del dia, no comete un solo a cto ilegal"\
B) Estado de la cuestiôn
Cuando hace diez anos -1999/2000- se comenzé a abordar el objeto de la 
présente tesis doctoral, la situacion era bien distinta. El toledano Javier 
Calderon Fernândez se hace cargo de la direcciôn del CESID en 1996 como 
teniente general de Infanterie DEM en la réserva. Hasta llegar a ostentar la 
direcciôn del CESID Calderôn ha cumplido destine en el Alto Estado Mayor en 
labores de Inteligencia. La llegada al Centro de Calderôn se produce en unos 
mementos particularmente dificiles para “la Casa”: todavia resuenan los ecos 
de la caida de Manglano, estâ abierto el asunto de los GAL, el del gabinete de
' Corrillo informai al termine de la mesa inaugural en el que estaban présentes, ademâs del propio General, algunos 
medios -enviada de RNE, Manuel Ângel Menéndez de “Diario Critico”, el director de comunicaciôn del Centro y este 
doctorando.
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escuchas y sale a la luz la “Operaciôn Mengele” .^ A Calderôn le advierte el 
Présidente del Gobierno que el Centro debe dejar de ser noticia permanente en 
los medios de comunicaciôn, que las cosas han de cambiar hacia el silencio y 
la discreciôn pero no se le dice cômo hacerlo. El nuevo director se preocupa 
por la imagen del Centro desde el primer momento. Asi, se créa una pagina 
web, hay mayor contacto con la prensa, se participa en seminaries y 
conferencias, dentro y fuera de Espana, invitados por servicios amigos, y se 
alientan algunas publicaciones, pero todo elle de manera esporadica y sin 
hilazôn. No hay aùn un desarrollo coherente ni promociôn alguna de lo que hoy 
conocemos como cultura de inteligencia.
El peor momento de Javier Calderôn al trente del Centro, durante el 
primer gobierno Aznar, fue el caso de las “escuchas de Vitoria” a la sede de 
HB. Las informaciones aparecidas en la prensa y la batalla en el Parlamento 
planteada por el PNV e lU pusieron al director al borde de la dimisiôn, que no 
fue aceptada por Aznar. El asunto de las “escuchas de Vitoria” no hizo sino 
ratificar a Javier Calderôn en la opiniôn de que los servicios necesitaban mas 
medios y una legislaciôn mas adecuada a sus necesidades. Por lo demas, 
durante sus primeros ahos al trente de “la Casa” se continué la labor de 
proyecciôn internacional iniciada por Emilio Alonso Manglano. En el interior, la 
colaboraciôn y coordinaciôn con los otros servicios de informaciôn del estado 
seguia sin ser enteramente satisfactoria aunque se produjo un avance 
significative -necesidad obliga- a raiz de la declaraciôn de tregua de la banda
 ^ La llamada “Operaciôn Mengele” consistirla en el secuestro de indigentes para probar drogas que luego serian 
utilizadas en el secuestro de etarras en Francia.
 ^ Hasta el punto de que Calderôn declarô en reiteradas ocasiones que el CESID estaba entre los ocho mejores 
servicios del mundo.
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terrorista ETA y de las reuniones que con tal motivo llevaron a cabo los 
responsables de los distintos organismos.
C) Hipôtesis
La hipôtesis de la que parte esta tesis es que es posible incardinar los 
servicios de inteligencia espaholes dentro de la Constituciôn, dentro del estado 
de derecho sin que por ello mermen ni su eficacia ni su eficiencia ni disminuya 
su capacidad operativa.
Hace diez ahos tal opiniôn, lejos de ser pacifica resultaba utôpica. En 
conversaciôn mantenida con el Coronel Perote (que habia dirigido los Grupos 
de Apoyo Operativo del CESID en la etapa Manglano), este sostenia que tal 
opciôn era inviable.
D) Metodologia
El derecho responde claramente a la idea de complitud propia del 
pensamiento occidental. Especialmente si hablamos de derecho administrativo, 
en las ultimas décadas hemos asistido a una “motorizaciôn legislativa” que 
pareciera no haber dejado nada sin regular respecte de la actividad de las 
administraciones pûblicas.
En cuanto a los servicios de inteligencia se ha producido un antes y un 
después de las leyes promulgadas en 2002. Hasta entonces la legislaciôn era 
fragmentaria, reglamentaria y preconstitucional. Después, el reglamento déjà
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paso a la ley, se unifican las areas dispersas y se incardinan a los servicios de 
inteligencia dentro del marco del estado de derecho y de la Constituciôn.
Al iniciar esta tesis doctoral hubo que hacer un esfuerzo de recopilaciôn 
de todos los reglamentes disperses que afectaban a la actividad de los 
servicios de inteligencia. La reforma de 2002 facilitô enormemente la tarea. De 
la exegesis de las leyes se pasô al anâlisis de la doctrina y la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional.
La hipôtesis de principio era que los servicios de inteligencia podian 
trabajar en el marco del estado de derecho y que fuera del estado de derecho 
su actividad no te'nia sentido, <j,cômo séria creible que defendian el estado de 
derecho si principiaban por atacarlo?
En el momento en que se empieza a redactar la tesis hay que recurrir a 
los principios, los principios que sostienen el estado de derecho y a los que 
todo organismo del estado debe estar cometido. El estudio de derecho 
comparado demuestra entonces que la real id ad, en todos los paises de nuestro 
entorno, dista mucha de la legalidad. Sôlo quedaba apoyarse en los principios y 
construir desde ellos.
Lo que se ha pretendido en esta tesis doctoral es contraster y 
argumenter lôgicamente una hipôtesis (contraria a la realidad social del 
momento en que se iniciô). Se de la circunstancia de que se llega a unas 
conclusiones que coinciden con la linea de actuaciôn que los sucesivos 
gobiernos espaholes han ido marcando en los ûltimos diez ahos. Y eso es asi 
hasta el punto que, a dia de hoy, 2010, Espaha es un modelo de cômo han de 
abordarse estos asuntos, si bien como se explica en la tesis doctoral, sigue 
habiendo aspectos que es necesario mejorar.
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D) Estructura y contenido
La présente tesis doctoral estâ dividida en seis capitules. En el primero de 
ellos se examina el sujeto organizado, el Centro Nacional de Inteligencia (CNI), 
que es, que parte del ordenamiento juridico le afecta y que tipos de control 
puede ejercer la sociedad sobre él.
En el segundo se realiza un estudio de derecho comparado prestando 
especial atenciôn a la regulaciôn juridica de organismos semejantes en paises 
de nuestro entorno.
En el Capitulo III se aborda el fundamento juridico-constitucional de los 
servicios de inteligencia, la libertad y la seguridad en el marco del estado de 
derecho.
En el Capitulo IV se trata de la relaciôn entre los servicios secretos y los 
secretos de estado. El fundamento y los limites de la razôn de estado son 
analizados al tiempo que se realiza un estudio de derecho comparado.
El Capitulo V estâ dedicado al acceso a la informaciôn y la potestad 
informativa del estado. El acceso a los archivos y registros administrativos y, en 
particular, el acceso a los archivos de los servicios de inteligencia ocupan una 
parte importante en este apartado.
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El Capitulo VI contempla el secreto de las comunicaciones y la inviolabilidad 
del domicilie, asuntos ambos que, por si mismos, merecerian una tesis doctoral 
-o  varias- cada une de ellos, pero que no constituyen el objeto central de la 
tesis, sino, mas bien, elementos instrumentales del anâlisis de la 
constitucionalidad operativa de los servicios de inteligencia.
E) Bibliografia, documentes y jurisprudencia
De entre los libros manejados para confirma r la hipôtesis y contextualizar 
la materia en el âmbito del Derecho de la Informaciôn cabe mencionar, como 
bibliografia bâsica iusinformativa la obra de José Maria Dosantes, La Funciôn 
de Informer (Pamplona, 1976). En esa misma linea de estudio la obra de la 
Doctora Cousido, Derecho de la Comunicaciôn (Madrid, 2001) y la obra de Luis 
Escobar de la Sema, Manual de Derecho de la Informaciôn, Madrid, 1997.
La elaboraciôn previa filosôfica fue posible gracias a obras clâsicas 
como Camino de Servidumbre (Madrid, 2002) de Hayek o El Espectador 
(Madrid, 1988) de José Ortega y Gasset.
Para profundizar en la contextualizaciôn de los Servicios, el marco 
general pudo obtenerse de trabajos ampliamente conocidos como las 
aportaciones del profesor Revenga, en especial El imperio de la politica ( 
Barcelona, 1995) , por su amplia visiôn del modelo americano, el trabajo de 
Carlos Ruiz Miguel Servicios de inteligencia y seguridad del estado 
constitucional (Madrid, 2002), muy en la linea de la hipôtesis que se defiende 
en esta tesis; la obra de la profesora Pérez Villalobos Derechos fundamentals
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y servicios de inteligencia (Granada, 2002); que ofrece un amplio panorama de 
derecho comparado, asi como todos los trabajos del profesor Diego Navarro, 
Diez Picazo y Blanca Lozano, convergentes en la linea de unos servicios de 
inteligencia que deben estar plenamente integrados en el marco del estado de 
derecho.
Los trabajos de Rafael del Âguila han sido también una fuente 
imprescindible para poder otear el panorama de todos aquellos autores que 
han escrito en sentido contrario, “los implacables”, los llama él, y de quienes se 
sitûan a caballo de ambas posturas como el mismo.
Entre los documentos utilizados ha tenido una importancia muy destacada 
el informe del CGPJ porque ha permitido realizar una revision critica de la 
reforma de 2002 que, aunque con algunas carencias" ,^ va en la direcciôn que 
aqui se ha defendido.
E) Conclusiones
Ni la doctrina ni el Derecho positivo espanol permiten considerar que 
todo lo que se refiere al CNI tiene la consideraciôn de secreto. Es secreto 
el nombre de un agente cualquiera pero no el de su director. Son sécrétas las 
operaciones encubiertas pero no las conferencias ni los seminarios a las que 
sus miembros suelen acudir. Es decir, no toda la actividad del Centro es 
sécréta. En consecuencia, hay una parte considerable que no esta sujeta a 
ningûn tipo de restricciôn informativa y esa parte debe llegar en extensiôn -
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Meikiejohn- tan lejos como sea posible”. El pùblico tiene derecho a conocer y 
los servicios tienen el deber de ocultar, pero no todo. La parte que puede ser 
conocida debe serlo, porque el ciudadano tiene derecho, porque ese 
conocimiento acerca la imagen del servicio a la sociedad, porque el 
conocimiento anula el miedo -se teme lo que no se conoce-, porque mejora la 
imagen del servicio a los ojos del ciudadano y porque en ultima instancia - 
velis,nolis- siempre serân objeto del interés pùblico.
1. La seguridad nacional no puede ser utilizada como vâlvula para 
interrumpir el despliegue normalizado de los derechos, sin producir 
al mismo tiempo inseguridad constitucional. La seguridad nacional 
no puede desnaturalizar la esencia de las sociedades libérales de 
occidente porque al hacerlo pierde todo su sentido. Si infringe los 
derechos que afirma defender ^para que defenderlos si ya han sido 
abolidos? No es posible defender el estado de derecho sino desde el 
estado de derecho mismo. El fundamento juridico constitucional de los 
servicios de inteligencia de un estado democrâtico de derecho no es 
tanto la defensa de la Constituciôn (que puede o no existir y cuya 
importancia dériva de los principios y valores que entraha) cuanto la 
protecciôn de aquellos principios y valores que configuran el estado de 
derecho vengan o no reconocidos en el texto constitucional. La 
seguridad nacional sôlo es un medio que permite la existencia de la 
libertad individual que es para lo que se creô el Estado. El Estado no 
tiene derechos fundamentales, su existencia se justifica como garante 
de la libertad de los hombres que en él habitan. Por otro lado, debe
Muy présentes en la prensa estos dias, articules de Gimbernat, Cussac y Olle.
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quedar definitivamente desterrada la cultura juridica que impone la 
seguridad nacional como valor prépondérante sobre cualesquiera otros 
que con él pudieran entrar en conflicto.
2. Hasta el aho 2002, no ha existido, en Espaha, ni control 
gubernamental, ni control legislativo, ni control judicial de los 
Servicios de Inteligencia.
Hasta la reforma de 2002 no ha existido un control eficaz sobre los 
servicios de inteligencia en Espaha. Por parte del ejecutivo -aparté la 
posibilidad de destituir al Director-, porque los sucesivos gobiernos de la 
Espaha democràtica han preferido permanecer de espaldas - como no 
se ve, no se sabe, como no se sabe, no se es culpable y, si no hay 
culpa, no hay responsabilidad-. El argumento en si mismo es puéril: tan 
culpable se es por acciôn como por omisiôn, y si el gobierno no contrôla 
a sus servicios de informaciôn es culpable in vigilando y culpable in 
eligendo, porque es el gobierno quien désigna a su director y maximo 
responsable. Respecte del control judicial, segùn el CGPJ, “el 
Anteproyecto que se informa llena un importante vacio legislativo 
respecte de la actuaciôn de los servicios secretos, por cuanto en la 
actualidad no existe disposiciôn legal alguna que contemple 
especificamente el régimen de autorizaciones judiciales con relaciôn a 
los servicios de inteligencia. De esta forma, en estos mementos, la 
actuaciôn de los citados servicios, si incidiera en el ejercicio de los 
derechos fundamentales, no sôlo se encontraria al margen de la
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legalidad, sino que podria dar lugar a responsabilidad penal” .^ El informe 
destaca también otro asunto de particular relevancia como es la 
atribuciôn al Poder Judicial del control de la actividad de los servicios 
secretos, evitando asi la existencia de zonas inmunes en la actuaciôn de 
los poderes pûblicos®. Por lo que respecta al poder legislativo, la Ley 
11/2002, de 6 de mayo, introduce el control parlamentario por primera 
vez en nuestro ordenamiento juridico.
3. Tendencia a la apertura dentro de unos limites y al respeto de los 
derechos personales, en el marco de procedimientos judiciales 
reservados. A la vista de las propuestas doctrinales y de la evoluciôn 
legislativa actual, cabe confirmer que si no todo lo que atahe al CNI es 
secreto, si la seguridad nacional no puede prevalecer siempre, si 
disponemos ya de un marco normativo homologable al que puedan 
disponer otras instituciones del estado, ni el poder legislativo ni el judicial 
pueden trata r las cuestiones que atahen a los servicios de inteligencia 
sino desde la mas estricta “normalidad”. Es un âmbito mâs regulado por 
el derecho positivo espanol dentro del marco del estado de derecho y de 
la Constituciôn y como tal tiene que ser enfocado. No cabe alegar 
excepcionalidad alguna en funciôn del sujeto porque lo caracterîstico del 
estado liberal, del estado de derecho, es que es ciego. Una cosa es que 
haya un magistrado del Supremo especifico para el CNI y otra que ese
5 Informe del CGPJ. de 6 de noviembre de 2001, pâg. 11. que cita, como ejemplo de responsabilidad penal la
sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 26 de mayo de 1999 y la sentencia del Tribunal Supremo de 22
de marzo de 2001, ambas concern lentes al escândalo de las “escuchas del CESID".
G Informe del CGPJ, de 6 de noviembre de 2001, pâg. 12.
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magistrado aplique reglas jurîdicas diferentes a cuando se ponderan 
otros derechos cualesquiera.
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Capitulo I:
El sujeto organizado: 
El Centro Nacional de Inteligencia (CNI)
1. La necesidad de los servicios de inteligencia en el siglo XXI
“Los organismos de inteligencia modernes tienen sus raices inmediatas 
en la Segunda Guerra Mundial”  ^ pero fue después, a lo largo de la “Guerra 
Pria”, cuando los servicios de informaciôn occidentales adquirieron un papel 
prépondérante con pocos/nulos contrôles por parte del estado®. Razones de 
estado, las mismas a las que Gracian llamaba “razones de establo” ,^ 
justificaban la elefantiasis del secreto y la proliferaciôn de acciones 
encubiertas^°. El enemigo comunista queria conquistar el mundo^  ^ e imponer la
 ^ Informe solicitado por el Parlamento de Chile al Investigador de la Unidad de Estudios y Publicaciones de la 
Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, Connelly, Thomas John; “Respuesta a una consulta sobre organismos de 
inteligencia en la lucha contra la delincuencia, la violencia politica y el terrorisme"; Santiago de Chile, 1991, pâg. 1.
* La legislaciôn nacional “trente al hecho de que la guerra era conducida por el poder ejecutivo y en la 
clandestinidad, sôlo reaccionaba ante abuses notorios, cuando no le entregaba amplias atribuciones que 
sobrepasaban las capacidades de contrapeso y control de los poderes legislative y judicial”. Ibidem, pâg. 1.
 ^“Es un false politico llamado el Maquiavelo que quiere dar a beber sus falsos aforismos a los ignorantes... razones, 
no de Estado, sino de establo... arroja un fuego infernal que abrasa las costumbres y quema las repùblicas." 
Graciân, Baltasar; El Criticôn; Madrid, 1996, pâg. 165.
Segùn la Intelligence Authorization Act de 1991 -EE.UU.- son acciones encubiertas:"las acciones del Gobierno de 
Estados Unidos dirigidas a manipular las condiciones politicas, econômicas, o militares fuera de Estados Unidos, 
siempre que hayan sido planificadas de tal manera que la intervenciôn del Gobierno de Estados Unidos no se 
manifieste ni se reconozca pùblicamente". Ad abundantiam, Revenga Sânchez, Miguel; “El control de las acciones 
encubiertas en Estados Unidos”; “Claves de Razôn Prâctica", n° 64, pâgs. 24 a 27.
"  Ya en 1917 Lenin sonaba con una sociedad que se hubiese convertido en “una sola oficina y una sola fâbrica con 
igualdad en el trabajo y la remuneraciôn”. Como dijo Hôlderlin, “lo que ha hecho siempre del Estado un infierno 
sobre la tierra es precisamente que el hombre ha intentado hacer de él su paraiso". Hayek, Friedrich; Camino de 
servidumbre:Madrid. 2002, pâg 53.
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dictadura del proietariado y, en liamativa paradoja, todo estaba permitido para 
salvar la democracia y el estado de derecho^^.
Es la época dorada de los servicios de informaciôn^® asentada sobre lo 
que los historiadores han dado en llamar la “presidencia imperial”, expresiôn 
acuhada por Arthur Schlessinger^" ,^ que no es sino la prevalencia del présidente 
de los EE.UU. sobre el Congreso en materias de defensa y politica exterior, 
prevalencia que durarla de iure hasta la ley de 1973 {War Powers Resolution) y 
de facto hasta el final del segundo mandato del présidente William Clinton^®. 
Para la comunidad de inteligencia norteamericana el final de la 
irresponsabilidad puede situarse en 1976 cuando el présidente Ford prohibe 
taxativamente el recurso al asesinato^®.
Concluido ya el periodo de guerra fria entre las dos superpotencias^^, en 
el umbral de lo que algunos intelectuales norteamericanos han dado en llamar
Obsérvese la paradoja, se transgrede el estado de derecho para salvar el estado de derecho del comunismo, asi 
pues, se muere para seguir vivo. “Cuando en aras de unà pretendida defensa de la seguridad del Estado, se 
imponen medidas restrictivas que afectan, mâs allâ de lo razonable y de lo constitucionalmente admisible, a 
derechos fundamentales... se estâ socavando precisamente une de los pilares fundamentales de ese Estado que se 
pretende defender”. Lozano, Blanca; La desclasificaciôn de los secretos de Estado: Madrid, 1998, pâg. 169.
Que actùan como “equilibradores” del poder; “la paz mundial era la que habian conseguido los agentes secretos 
que se situaban casi por encima de los propios politicos; la historia la hacian los espias, que se erigian de alguna 
manera en la proyecciôn real del Estado”. Pérez Villalobos. Maria Concepciôn; Derechos fundamentales v servicios 
de inteligencia: Granada, 2002, pâgs. 11 y 12.
Schlessinger, Arthur; The Imperial Presidency; Boston, 1989, passim.
Beschloss, Michael; “El fin de la Presidencia Imperial”; “El Mundo”, 19 de diciembre de 2000.
Revenga, Miguel; “El control de las acciones encubiertas...", op. cit., pâg. 25. No obstante, conviene resenar que 
una década después la CIA eliminaba en Madrid a un comando que habia asesinado a uno de sus agentes. Los 
miembros de la CIA que intervinieron en aquel ajuste de cuentas fueron detenidos por las autoridades espanolas, 
extraditados a Estados Unidos, previo ultimâtum del gobierno norteamericano, y puestos en libertad al llegar a su 
pais. De todo esto nada supo la sociedad espanola, el asunto fue convenientemente disfrazado de delincuencia 
comùn. No era, en cualquier caso, el primer incidente serio de los servicios de inteligencia espaholes con la CIA 
(que hasta unos anos antes pagaba la nômina de los espias espaholes). En su intervenciôn en los Cursos de 
Verano de la Universidad de Cantabria celebrados en Castro Urdiales en julio de 2005 (“Servicios secretos y 
secretos de Estado”) explicaba Juan Alberto Perote cômo el General Manglano expulsô a toda la delegaciôn de la 
CIA después de que aquélla intentase accéder a las relaciones privadas del entonces Vicepresidente del Gobierno 
Alfonso Guerra.
“A partir de 1989 se produce una nueva orientaciôn en las politicas de seguridad de los paises de occidente y 
empiezan a tomar relevancia funciones de los servicios de inteligencia que antes no eran las prépondérantes: los 
aspectos econômicos, la prevenciôn de conflictos bélicos como el de los Balcanes, la proliferaciôn nuclear, el 
narcotrâfico o el terrorisme”. Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.,, pâg. 12.
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“el final de la historia” ®^ y el triunfo de la “pax americana", se plantea en las 
sociedades avanzadas la necesidad de los servicios de informaciôn^®; si deben 
continuer como hasta ahora o si es necesario introducir cambios en el marco 
del proceso de globalizaciôn^® y de integraciôn de la Uniôn Europea^\ si hay
** Fukuyama, Francis; “^El final de la historia?”; “Claves de Razôn Prâctica”, n° 1. Su refutaciôn puede verse en 
Jiménez Losantos, Federico; La dictadura silenciosa; Madrid, 1993, pâgs 50 a 61. En apoyo de la tesis de 
Fukuyama, cfr. Revel, Jean-François; La obsesiôn antiamericana, Barcelona, 2003, pâg. 29. Fukuyama vuelve a 
insistir en su teoria tras el 11-8, Fukuyama, Francis; “El fin de la Historia sigue vigente”, “La Razôn”, 12 de octubre 
de 2001; “Permanecemos en el final de la Historia porque hay un solo sistema que continuarâ dominando el mundo 
politico: el liberal-democrâtico occidental... el conflicto que nos espera... consiste en acciones desde la retaguardia 
cometidas por sociedades para las cuales su tradicional existencia estâ amenazada por la modernizaciôn”.
Sâinz de la Pena, José Antonio y Marquina, Antonio; Los servicios de informaciôn en un estado democrâtico.' 
Madrid, 1996, pâgs. 1 y 2.
20 “La globalizaciôn afecta no sôlo a los paises europeos, sino que también supone un reto para el proceso de 
unidad europea. Muchas amenazas de nuevo cuno requieren la colaboraciôn de todos los Estados. Asi lo expresô el 
ex ministre socialiste de Asuntos Exteriores Carlos Westendorp hace un ano en un seminario celebrado en El 
Escorial bajo el lema “Seguridad y Democracia. El future de los servicios de inteligencia”. El diplomâtico dijo: 'Si la 
UE quiere construir su propia identidad de defensa y llega a ser autônoma de los Estados Unidos, précisa que su 
politica de seguridad esté respaldada por una capacidad de inteligencia comùn'. Dentro del proceso de 
mundializaciôn de la economia, los servicios secretos se han volcado en estos ùltimos tiempos en prévenir los 
efectos negativos en la seguridad de los paises. Las telecomunicaciones son objetivo prioritario para la vigilancia en 
un doble aspecto: la previsiôn de ataques contra las redes de comunicaciôn, que son muy vulnérables porque se 
apoyan en sistemas informâticos complejos que trabajan en red. El segundo aspecto, segùn sefialô en el citado 
seminario Wolfgang Hetzer, a la sazôn miembro de la Comisiôn de Coordinaciôn de los Servicios de Inteligencia de 
Alemania, 'la necesidad de observaciôn del trâfico internacional para obtener inteligencia en los âmbitos de 
terrorisme internacional, narcotrâfico, contrabando de armas de guerra y blanqueo de dinero'. Otra tarea de especial 
preocupaciôn que deberâ abordar el nuevo responsable es la utilizaciôn de armas quimicas y biolôgicas por el 
terrorisme". “El CESID en la era de la globalizaciôn” articule de Santiago Pérez Diaz publicado en “El Pais” el 1 de 
julio de 2001.
“Solana dispone desde hace poco de un servicio de inteligencia propio. Situation Center (Sitcen), con unos 
resultados en las tareas de reconocimiento en el extranjero... que hace très ahos hubiesen sido inimaginables... el 
trabajo preparatorio iniciado por cuatro servicios secretos nacionales ha desembocado en la cooperaciôn entre siete 
agendas de informaciôn. Los servicios secretos de Alemania, Francia, Gran Bretaha, Espaha, Italia, Holanda y 
Suecia intercambian informaciôn hasta el nivel de confidencialidad “documente secreto-confidencial”. Pero se 
pretende que este fiujo de informaciôn alcance niveles de secreto aùn mâs estrictos una vez firmados los acuerdos 
necesarios de protecciôn de confidencialidad en toda la Uniôn Europea. Estados Unidos presionô para que dirigiera 
el Sitcen un especialista en servicios de informaciôn britânico. El alemân que ocupaba el cargo se vio obligado a 
abandonar su puesto. Desde entonces la calidad de la difusiôn de informaciôn ha aumentado de manera ostensible”. 
De otro lado, “el Estado Mayor reunido en torno a Solana,... también cuenta con un departamento de inteligencia 
propio en el que trabajan 30 especialistas procédantes de todos los servicios secretos militares de los paises de la 
UE”. Thies, Jochen; “El renacimiento de los servicios secretos"; “Politica Exterior”, n” 101, pâg. 56. En cuanto a la 
policia europea, Europol, naciô en La Haya, “pero se le adjudicô una dotaciôn insuficiente... su cometido estaba 
muy por encima de sus posibilidades. Sus miembros, unos 500 agentes de policia, no estaban autorizados ni a 
interrogar, ni a registrar ni a arrestar. No podian recurrir a confidentes ni intercepter teléfonos. En el entorno de los 
servicios secretos holandeses se comentaba que los anâlisis de la Europol eran tan sugerentes como la informaciôn 
de una oficina de registre de automôviles”. Thies, Jochen; op. cit., pâg. 52. Distinto es el caso de Enfopol. Se trata 
de un organismo de la Uniôn Europea para la vigilancia y escucha masiva de teléfonos, faxes, y comunicaciôn por 
ordenador. Sus origenes se remontan a la reuniôn de ministres comunitarios de diciembre de 1991 (Trevi). En un 
principio, su existencia se mantiene en riguroso secreto, y esto es asi hasta que el grupo antiescuchas britânico, 
Statewatch, hace pùblicos algunos documentos de Enfopol que databan del aho 1995. Con posterioridad, el webzine 
alemân Telepolis.de vuelve a alertar sobre su existencia y, finalmente, sale a la luz con la aprobaciôn de la Comisiôn 
Europea y el pronunciamiento en contra del Comité Pro Derechos Humanos del Parlamento Europeo. Cuando, 
segùn todos los medios de comunicaciôn, iba a ser rechazado por el Parlamento Europeo, es aprobado en mayo de 
1999.
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competencias que deben abandonar o si son los propios servicios de 
informaciôn los que han de ser abandonados por los estados democrâticos de 
derecho^^, habida cuenta de que en “un Estado constitucional no puede haber 
ningûn sector del mismo que escape al principio de legalidad, al sometimiento 
al Derecho y al respeto escrupuloso a los derechos fondamentales”®®.
Sobre todos estos interrogantes hay que hacer notar dos detalles que no 
deben pasar desapercibidos: de un lado, la ausencia del debate en la doctrina 
de la ciencia politica, tal como muestra Rafael Fraguas®'^  y, de otro, la 
inmediatez de los juicios. Las noticias y los anâlisis en los medios de 
comunicaciôn han de fabricarse al instante, cada minute que transcurre desde 
el hecho que origina la noticia resta interés. La informaciôn on line no 
contribuye necesariamente a una mejor informaciôn de los ciudadanos sino 
mâs bien a la falta de reflexiôn sobre la misma. Los politicos se afanan por ser 
los primeros en presenter su versiôn de los hechos a la sociedad -sean 
campahas électorales o no- sabiendo que la primera impresiôn es decisive. 
Pero esa falta de distanciamiento, esa lucha contra el tiempo implica que taies
Ya desde antiguo se ha dudado de la bondaçJ del espionaje para los individuos y para el estado. Asi Carlos de 
Secondât, Baron de Montesquieu, escribia que: “El espionaje séria quizâ tolerable si lo pudieran ejercer hombres 
honrados, pero la infamia necesaria de la persona puede dar idea de la infamia de la cosa". Montesquieu; El espiritu 
de las leves: Madrid, 1987, pâg. 141. “De esta suerte, la publicidad, la informaciôn, se impone al propio monarca y 
deja de ser un instrumente de poder en sus manos para convertirse ella misma en poder. El hecho de que la 
informaciôn, la publicidad, no solo sea un “instrumente” del poder, como fue considerado en la Antigüedad, sino que 
aparezca configurada ella misma como “el poder”, explica porqué la ampliaciôn del âmbito del poder, de la 
soberania, que lleva a cabo el Constitucionalismo, se tradujo en una, consecuente, ampliaciôn del âmbito de la 
informaciôn, de la publicidad.” Ruiz Miguel, Carlos; Servicios de inteligencia v seguridad del estado constitucional: 
Madrid, 2002, pâgs. 22 y 23.
Pérez Villalobos, Maria Concepciôn; op. cit., pâg. 11.
“Salvo pequehas incursiones de Harold Lasswell primero y de Norberto Bobbio después, sin consecuencias 
cientificas, el vasto mundo de las organizaciones sécrétas estatales de informaciôn y de acciôn permanece 
inabordado por la Ciencia Politica”. La afirmaciôn es de Fraguas, Rafael; “Servicios secretos y Razôn de Estado”; 
“Claves de Razôn Prâctica”, n° 14, pâg. 64. En el caso espanol hay que destacar los trabajos del catedrâtico Rafael 
del Aguila; Las estrateoias politicas en Macuiavelo: Madrid, 1998, y La senda del mal: Politica v razôn de estado. 
Madrid, 2000.
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juicios se vean fuertemente condicionados por estados emocionales de la 
opinion pùbiica deficientemente informada^^ y/o manipulada^®.
Es destacable, asimismo, el poder de atracciôn de “lo secreto”. La régla 
general del estado de derecho es la publicidad y no el secreto, ni siquiera en 
asuntos de seguridad nacional debiera perderse de vista que el secreto es algo 
excepcional. Sustraer informaciôn a los ciudadanos es algo inusual en una 
democracia, un supuesto extraordinario que debe estar debidamente 
justificado. En expresiôn de Luis Maria Diez Picazo, “la democracia no puede
Viene a cuento aqui la distinciôn de los fiiôsofos griegos entre “doxa” (apariencia de conocimiento) y “ousia” (la 
esencia de las cosas). La multiplicidad de medics (y la instantaneidad de los mismos) en la era posmoderna no 
quiere decir que el hombre del siglo XXI esté mejor informado que el del XIX, mâs bien lo contrario. La rapidez en la 
informaciôn, la exclusiva, ser el primero... todo ello va en detrimento del anâlisis, se asiste hoy a un fluir de 
informaciôn en cascada que no ha sido debidamente procesada, son dates sueltos e inconexos que nunca se 
trasforman en inteligencia, no da tiempo, el tiempo juega en contra de la informaciôn -no digamos de la opiniôn-, y 
las noticias, como la ropa, pasan de moda. Asi las cosas, se ha de concluir que el hombre contemporâneo es 
“doxa", apariencia de conocimiento, que toma, errôneamente, por conocimiento verdadero de las cosas, id est, 
confonde cantidad de informaciôn con calidad de informaciôn, confonde rapidez con bondad, confonde mucho con 
plural. Esta “apariencia de informaciôn" es mucho mâs perjudicial que la ausencia de ella. Quien no conoce trata de 
saber pero quien cree conocer no va mâs allâ, y no acepta magisterio alguno. Los fragmentes de informaciôn se 
almacenan en el cuarto del olvido porqüe no hay estructura cartesiana que los sustente sobre los cimientos de la 
razôn. Este hombre informativamente piano -unidimensional, que diria Herbert Marcuse- y definitivamente 
posmoderno -que rehuye la razôn y contempla el pasado como espectâculo, sin hilazôn con el présente-, qui 
prodest? “Para la sociedad de la informaciôn, la informaciôn es cualquier cosa que esté en la red. De esta forma, si 
uno produce mucho ruido y lo pone en la red, para algunos eso es informaciôn... en mi opiniôn, la informaciôn es la 
transmisiôn de un contenido con noticias... Mi queja se centra en que, cada vez mâs, el medio que transmite las 
noticias es la televisiôn, y menos los periôdicos. Crecientemente, sacamos de la televisiôn lo que llamo 
subinformaciôn y desinformaciôn... Subinformaciôn significa informaciôn insufidente; y desinformaciôn, informaciôn 
distorsionada... Estâmes en un circule vicioso. Tenemos una sociedad de la informaciôn que nos inunda con 
informaciôn absolutamente trivial e insufidente, que no despierta interés porque no se entiende... Ahora quisiera 
diferenciar claramente informaciôn y conocimiento... La informaciôn es la acumulaciôn de conceptos. El 
conocimiento, en su sentido adecuado, es el control cognitive de las cosas... estâmes dando mâs poder a 
ciudadanos menos informados, menos compétentes y, en realidad, menos ciudadanos. Los llamo “hipnodudadanos" 
0 “subdudadanos". Estâmes creando un subdudadano, incluse peer de lo que era en el pasado... un dudadano 
totalmente desinformado, no interesado e increlblemente ignorante". Sartori, Giovanni; “Democracia y sociedad de la 
informaciôn”, “Claves de Razôn Prâctica", n° 97, pâgs. 6 a 8.
Recuérdense los dias posteriores al 11-M. “La ultima paradoja, y no la mener, de esta triste crônica, resumida 
aqui sin pasiôn pero con rigor, reside en el comunicado de Bin Laden, apenas unas semanas después del atentado, 
en el que anuncia que ha ordenado a sus secuaces, especialmente al cerebro del 11-M, Amer Azizi, atacar Espana 
mucho antes de la decisiôn de Aznar de acompanar a Bush y Blair en su aventura. En otono de 2002... los 
acontecimientos del 11-M no fienen nada que ver con la guerra de Irak. Se deben a que Espana représenta un 
estado occidental décadente, anteriormente controlado por el Islam, que ha estado en el blanco de los islamistes. 
Sôlo esa es la causa. Odio, mentiras, manipuladores. Y por desgracia 191 victimes. Una historié verdaderamente 
triste". Cfr. Chalvidant, Jean; 11-M:La manioulaciôn: Madrid. 2004, pâgs. 179 y 180.
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sobrevivir sin opiniôn publies; y opiniôn publics es tsnto opiniôn del publico 
como opiniôn sobre ssuntos pùblicos”^^ .
Pues bien, Is respuests s Iss dudss snteriormente pisntesdss es que Is 
creencis msyoritsris se inclins hscis Is continuidsd de los servicios^® si bien 
dsndo prioridsd s nuevos ssuntos, el terrorisme fundsmentsiists islsmico^® -  
trss los stentsdos de Nuevs York, Msdrid y Londres- en el msrco del 
posmodernismo occidentsl®°. Is industris, el comercio®\ Iss nuevss 
tecnologiss... dejsndo de Isdo el control sistemstico de los miembros mâs 
relevsntes de Is sociedsd, control propio de Iss dictsdurss y del “estsdo 
ocupsdo”, pero sbsolutsmente insdecusdo y contrsrio s Iss directrices bâsicss
Diez Picazo, Luis Maria; Sobre secretos oficiales: Madrid, 1998, pâg, 82.
“En la actualidad, el papel de la Inteligencia ha resurgido asumiendo nuevos horizontes. El grado de incertidumbre 
social y politica en los que ha quedado sumida una parte del Globo, obliga a los gobiernos occidentales a estar 
permanentemente informados de lo que ocurre, pues los cambios se suceden y los conflictos régionales se 
multiplican"... Va a ser necesaria “una especial dedicaciôn a la recogida de informaciôn de las zonas en crisis, 
indispensable para la planificaciôn de misiones de paz, bien en su vertiente de ayuda humanitaria, bien en la de 
intervenciôn militar conjunta”... “El trâfico de drogas o armas, la delincuencia organizada y el elemento terrorista... 
han situado a los ôrganos de contrainteligencia al lado de las fuerzas policiales... Parece pues que no vamos a 
asistir a una desapariciôn, ni siquiera graduai, de estos servicios, antes al contrario. Con un cambio de direcciôn y 
adaptaciôn de sus objetivos, serân capaces de asumir nuevas misiones. Los servicios deberân compiler informaciôn 
durante las épocas de paz, no para préparer la guerra, sino con vistas a evitarla". Montero-Gômez, Andrés; "Valor 
de inteligencia.", dentro del documente "Los servicios de inteligencia" pâg. 36, entregado a los participantes en el 
segundo seminario de "Estudios sobre el Ejército", Escuela Superior del Ejército, Madrid, mayo de 1.998.
“ Siguiendo la argumentaciôn de Pere Vilanova, Catedrâtico de Ciencia Politica de la Universidad de Barcelone, 
es importante distinguir claramente entre integrisme y fundamentalismo isiâmico". El primero séria un 
tradicionalismo integral que no cuestiona el orden politico mundial, genera una sociedad castradora y se dirige hacia 
dentro de la propia naciôn (Arabie Saudi), no quiere imponer nada a nadie solamente que les dejen vivir a la manera 
en que elles han vivido durante generaciones, sin cambios. El segundo tiene carâcter revolucionario, 
internacionalista, desestabilizador y violente. Vinals, Francisco y Puente, M® Luz; Anâlisis de escritos v documentes 
en los servicios secretos: Barcelona, 2003, pâg. 24.
Posmodernismo es una expresiôn con la que diverses autores (Ventura, Augé, Marina, etc) designan no sôlo un 
période cronolôgico sino también una categoria espiritual de occidente marcada por la falta de verdades absolutas, 
el abandono de la razôn y el desprestigio de la idea de progreso. Las construcciones de la razôn humana 
“estuvieron ahi desde siempre”, asi que “se cuidan solas" y se puede atacar el “sistema" sin medida “porque lo 
aguanta todo". Si la modemidad es la conciliaciôn armônica de pasado y présente el posmodernismo vacia de 
contenido el pasado y lo convierte en un mero espectâculo. Idem; pâgs. 26 y 27.
Hasta fechas muy recientes el servicio de inteligencia espahol permanecia colonizado por el alemân. Ambos 
servicios compartian instalaciones de inteligencia electrônica en Espana. Los espaholes desechaban toda la 
informaciôn relativa a industria, comercio y actividad empresarial, los alemanes no. La confirmaciôn la obtiene el 
doctorando en conversaciôn con Juan Alberto Perote.
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del estado de derecho®  ^ y al camino que la humanidad ha recorrido en las 
ultimas décadas®®.
No faltan posiciones favorables a la total supresiôn de las acciones 
encubiertas o actividades de “magia negra”®"^. Los servicios serian ûnicamente 
agencias de anâlisis de informaciôn obtenida por medios limpios tradicionales -  
medios de comunicaciôn, embajadas, Membres de négocies...-. Desde un punto 
de vista estrictamente econômico se ha cuestionado también la utilidad de la 
informaciôn obtenida, si el alto coste del ciclo de inteligencia®® estâ justificado 
en funciôn de su contribuciôn al proceso de toma de decisiones. En el case de 
Espana tal asunto no es cuestionable. El Centre Nacional de Inteligencia (en 
los sucesivo CNI) es uno de los servicios con mejor ratio calidad/precio.®® Este 
es uno de los motives fondamentales por el que gran cantidad de paises 
acuden a Espana para que forme a sus agentes de inteligencia® .^
En un anâlisis mas detallado es posible evaluar la necesidad de cada 
una de las funciones bâsicas de los servicios de informaciôn por separado®®:
Recuérdese la “Operaciôn Jano", el dios bifronte, operaciôn disenada en el SECED de San Martin para controlar 
las actividades privadas de las personalidades mas relevantes del pais. De la intervenciôn del SECED en asuntos 
politicos da buena cuenta el libro de su director San Martin, José Ignacio; Servicios Secretos; Barcelona, 1983, 
sobre todo en los capitulos II y III.
”  Benito Mussolini opinaba que conforme la civilizaciôn se hiciese mâs compleja mâs tendria que restringirse la 
libertad del individuo.
Espionaje sin cobertura diplomâtica. Segùn le han asegurado al autor de la tesis distintos especialistas 
consultados el porcentaje de informaciôn que taies actividades reportan a los servicios del primer mundo de 
inteligencia no alcanzan en ningùn caso el 10% del total.
Se trata de la “secuencia mediante la cual se obtiene informaciôn, se transforma en inteligencia mediante el 
anâlisis, y se pone a disposiciôn de los usuarios". CESID Manual de Inteligencia. 1^  Parte. Madrid, 1.985, pâg. 16.
El servicio exterior britânico -MI6- tiene fama de obtener un producto excelente pero el dinero que destina para 
ello es muy superior al que maneja el CNI.
Desde Centroamérica a Oriente Medio. El salto de calidad de los servicios de inteligencia espaholes se produjo 
en la época de Manglano al trente del CESID. De un lado, el gobierno socialiste incrementô fuertemente la dotaciôn 
presupuestaria; de otro lado, la disminuciôn por la preocupaciôn interior (involuciôn y terrorismo) permitiô destiner 
mâs recursos a la inteligencia exterior. El autor de la tesis pudo constater taies hechos en conversaciones con Juan 
Alberto Perote, jefe de la Agrupaciôn Operative en el CESID a las ôrdenes del General Manglano.
Segùn la disecciôn del Consortium for the Study of Intelligence norteamericano recogida por Godson, Roy; 
Intelligence Reoueriments for the 1990 s: Washington, 1989, a la que se refieren Sâinz de la Peha, José Antonio y 
Marquina, Antonio; op. cit; pâg. 21.
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a) Recogida de informaciôn®®: Su necesidad es perentoria en la Espana 
actual. Tanto por motives internes -la lucha contraterrorista- como por 
necesidades de politica exterior, principalmente en America Latina y Oriente 
Medio, donde las Fuerzas Armadas espanolas han intervenido 
sucesivamente en diferentes misiones humanitarias. Es de resehar la cada 
vez mâs estrecha ligazôn entre la recogida de informaciôn y los intereses de 
empresas privadas espanolas en el extranjero.
b) Anâlisis^ *®: Los analistas espaholes"^  ^ gozan de un merecido prestigio 
internacional. Elles han previsto con antelaciôn considerable movimientos 
politicos en la Europa del Este o el Africa francôfona a partir de informaciôn 
recogida por servicios amigos, o bien, partiendo simplemente de la 
informaciôn recogida por los medios de comunicaciôn de la zona. Su 
contribuciôn al proceso de toma de decisiones del gobierno justifica su 
trabajo y continuidad.
c) Contrainteligencia^®: En esta actividad puede observarse un 
desplazamiento cada vez mas acusado hacia la protecciôn del comercio y la 
tecnologia de vanguardia. Histôricamente ha sido el ârea que mejor ha
También llamada compilaclôn, que puede ser: Compilaciôn de fuerza: Reunion de dates iogrados tras vioiar un 
domicilie. Cemoilacién eficial: Infermacienes de precedencia eficial. Cemoilacién técnica: Realizada per medies 
técnices.
La infermaciôn es semetida a diversas pruebas per el servicio para excluir, en le posible, desinfermacienes e 
intexicacienes. Apreciacién: Es la investigacién del informe, de las fuentes, de las metivacienes, de les agentes. 
Pesteriermente se cruza con etres dates y etres informes hasta llegar a un resultade de veresimilitud, prebabilidad, 
dudas e rechaze. Descalificacién: Case de rechaze cemienzan las dudas. Si el agente ha side intexicade, deblade, e 
se ha equivecade. 0  si per increible que parezca es cierte, y les dates/infermes anterieres ne. Exactitud: La 
exactitud se détermina per contraste cen etres informes y per el pase del tiempo. Inteligencia en accién: Consiste en 
precisar la exactitud de un informe mediante la intuiciôn y la deduccién. Metivacienes: Razenes que justifican un 
cempertamiente incohérente. Cfr. Mentere-Gémez, Andrés; “Prejuicie versus inteligencia”; dentro del documente 
"Les servicios de inteligencia" pâgs. 44 a 47, entregado a les participantes en el segundo seminario de "Estudios 
sobre el Ejército", Escuela Superior del Ejército, Madrid, mayo de 1.998.
Es per su calidad y competencia que algunos de elles han estado siempre muy prôximos a los sucesivos 
présidentes o vicepresidentes del gobierno de la Espana democrâtica, incluse después de haber abandonado el 
servicio active.
“Conjunto de actividades encaminadas a anular la eficacia de la agresiôn indirecta clandestina realizada por 
agentes al servicio de potencies extranjeras”. CESID Manual de inteligencia 1^  Parte. Madrid, 1985, pâg. 15.
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funcionado en los diferentes servicios de informaciôn espaholes. Hodieme 
die, en el caso espahol, tiene un papel destacado en la lucha contra ETA y, 
después del 11-M, ha empezado a asumirlo en relaciôn con los grupos 
fundamentalistas isiâmicos.
d) Operaciones encubiertas^®: También conocidas como “actividades 
especiales". Constituyen el nudo gordiano de la problematica en torno a los 
servicios de informaciôn y su adecuaciôn a la legalidad vigente. La linea 
mâs pragmâtica concluye afirmando su necesidad ûnicamente cuando no 
haya ninguna otra forma de actuaciôn posible y siempre de manera 
controlada por la autoridad correspondiente. Todos los casos que han 
puesto en cuestiôn las actividades del antiguo CESID han tenido su origen 
en el conocimiento pùblico de operaciones encubiertas"^ realizadas por sus 
agentes"^ ®.
“La creciente dificultad que encierra la decisiôn obliga a las autoridades 
y organismos a disponer de unos ôrganos capaces de dar una valoraciôn 
profunda de la situaciôn, con errores que sean nulos o lo mâs reducidos
“Actividades realizadas en el extranjero en apoyo de objetivos nacionales de politica exterior, planeadas y 
ejecutadas de tal forma que la participaciôn en ellas del gobierno norteamericano no sea manifiesta ni resuite de 
conocimiento pùblico, asi como las acciones necesarias para llevar a cabo dichas actividades, siempre y cuando su 
finalidad no sea manipular el proceso politico de Estados Unidos, la opiniôn pùbiica, las decisiones politicas o los 
medios de comunicaciôn, exceptuando de su âmbito las actividades diplomâticas, la recolecta y anâlisis de dates de 
inteligencia y las acciones necesarias para el cumplimiento de estos ùltimos fines”. Asi se definen las operaciones 
encubiertas en la Orden Ejecutiva 12.333 firmada por el Présidente Reagan en 1981. Cita y traducciôn de Revenga, 
Miguel; “El control de las acciones encubiertas en Estados Unidos”; “Claves de Razôn Prâctica”, n° 64, pâg. 25.
Que, como ya se apuntô, contribuyen en una muy pequena parte al total de la informaciôn. Ademâs, lo relevante 
no es la informaciôn, sino su transformaciôn en inteligencia porque es esta la utilizada en ùltima instancia por el 
poder politico como ayuda en el proceso de la toma de decisiones. Pérez Villalobos, Maria Concepciôn; op cit., 
pâgs. 13 y 14.
Agente: “Persona especialmente adiestrada para realizar actividades sécrétas, légales o no, en bénéficié y bajo la 
direcciôn de un Servicio de Inteligencia al que puede pertenecer o no. Normalmente recibe contraprestaciôn 
econômica”. 1. Agente conoelado: Miembro de un servicio no utilizado temporalmente. 2. Agente doble: Captado o 
forzado a trabajar por/para el enemigo. 3. Agente muerto: Aparcado pero no cancelado. Se espera que pueda volver 
a ser ùtil. 4. Agente provocador: Induce o provoca actes comprometedores simulando ser miembro del grupo al que 
excita para dar pie a una acciôn/reacciôn posterior. 5. Agente solitario: Opera sin conexiones a la propia red. CESID 
Manual de inteligencia 1  ^Parte. Madrid, 1985, pâgs. 13 y 14.
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posible""*®. La conclusion es que mientras haya gobiernos que tomen decisiones 
habrà servicios de informaciôn que colaboren en la toma de taies decisiones. 
Su extensiôn, regulaciôn y contenido dependerân de la necesidad de 
informaciôn y del ordenamiento juridico del pals considerado en un momento 
dado"* .^
Decla Ortega que la politica es el pensamiento de lo util, y dentro de ella 
pocas cosas resultan mâs utiles al gobernante que unos buenos servicios de 
inteligencia. “Mientras tomemos lo util como util nada hay que objetar”"*®, pero, 
parafraseando a Ortega, convertir lo util en el centro de la galaxia juridica es 
iluminar un universe de mentiras. Gire el planeta de la seguridad nacional en 
torno al sol del estado de derecho porque su contrario sôlo daria lugar a 
infinidad de ciudadanos mareados. Bien por lo util, bien por los servicios 
secretos y los secretos de estado,"*® si saben guardar sala y ocupar su sitio.
2. El Centro Nacional de Inteligencia (CNI)
La Constituciôn espahola de 1978, a diferencia de otras constituciones 
europeas, no contiene ninguna referencia a los servicios de inteligencia®®. 
Nôtese que la gestaciôn de la Constituciôn y del CESID coincide en el tiempo, 
pareciera pues buen momento para anclar, constitucionalmente, la legalidad de
^  CESID Manual.... op. cit., pâg. 89.
En el caso espahol hay necesidades que han desaparecido (involuciôn), que se han mantenido (ETA) y que se 
han incorporado (fundamentalismo isiâmico).
Ortega y Gasset, José; El espectador. Madrid, 1998, pâg. 46.
Contra la tentaciôn expansiva de la inteligencia y el secreto hay que decir que el «temor del principe», que es el 
origen del secreto de estado, puede convertirse en un «temor al principe», “cuando el instrumente creado, por su 
naturaleza, escapa a los medios ordinaries de acceso por parte de los ciudadanos a los instrumentes del poder”. 
Alvarez Conde, Enrique, “El temor del principe o el temor al principe (secretos de estado y constituciôn)”, “Revista 
del Poder Judicial”, n° 45, ediciôn electrônica.
Si se citan los servicios de inteligencia expresamente en la Constituciôn de Austria (articule 52.a) y en la Ley 
Fundamental de Bonn (articules 73 y 87). Sobre este asunto puede verse, Ruiz Miguel, Carlos; Servicios de 
Inteligencia v Seguridad del Estado Constitucional: Madrid, 2002, pâg. 174, que defiende la cita expresa de taies 
servicios en contra de lo sostenido por Revenga Sânchez, Miguel; “Servicios de Inteligencia y derecho a la 
intimidad”; “Revista Espahola de Derecho Constitucional”, n° 61, pâgs. 59 y ss.
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los servicios evitando dejarios al pairo de los vientos de la politica. No fue asi, 
pese a que ya habia habido problemas en otros paises por este motivo y pese 
a la recomendaciôn expresa del servicio norteamericano®^
La respuesta fue un rotundo no, se entendiô enfonces que se trataba de 
una pretension excesiva: “El CESID fue escuchado, pero se le adujo lo 
excesivo de la pretension nada menos que en el texto constitucional y se alegô 
que eso habria de ser abordado en una ley especifica y otras normas 
reglamentarias”®®.
Las constituciones occidentales se dividen en dos grandes apartados: en 
uno se reconocen a los ciudadanos sus derechos fundamentales y en el otro se 
regulan las instituciones (poderes) basicos del Estado. Lo que se dijo enfonces 
es que los servicios de inteligencia no son una instituciôn bâsica del Estado, 
luego no era necesaria su inclusion en la Constituciôn. Sin embargo, la 
actividad diaria de los servicios de inteligencia puede afectar decisive y 
masivamente -escuchas- a derechos fundamentales de los ciudadanos, ergo 
merecian una regulaciôn constitucional. Su importancia es vicaha, no son 
relevantes constitucionalmente per se, sino como consecuencia de su 
actividad.
De la relaciôn del servicio de inteligencia con diferentes articules de la 
Constituciôn se escribirâ mâs adelante. En esta primera toma de contacte 
baste dejar sentado aqui que hasta las dos recientes leyes de fecha 6 de mayo 
de 2002 -mâs la modificaciôn que la ley 62/2003 hace del articule 72 de la Ley
La CIA recomendô la inclusiôn de alguna referencia expresa en la Constituciôn con el objetivo de facilitar el 
anclaje y la cobertura legal de los servicios de inteligencia espaholes vistos los problemas que, en ese sentido, 
habian experimentado otros servicios. Tal recomendaciôn y la negativa posterior del gobierno espahol son 
conocidas por el autor de la tesis en conversaciôn con José Luis Cortina.
Joaquin Bardavio, Pilar Cernuda y Fernando Jâuregui; Servicios Secretos." Barcelona, 2000, pâg. 212.
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11/2002-®® casi toda®"* la regulaciôn concerniente a los servicios de inteligencia 
tuvo carâcter reglamentario. “La explicaciôn se debe en una medida importante 
a que, las materias en las que se fundamenta la creaciôn de un servicio de 
inteligencia han estado tradicionalmente reservadas al ejecutivo”®®.
Se puede decir claramente que “hasta el aho 2001, la regulaciôn de 
nuestros servicios de inteligencia era fragmentaria®® y, en parte, pre- 
constitucional”®^.
2.1. De facto
Siquiera mînimamente -esta es una tesis juridica- se mencionan aqui 
algunos aspectos bâsicos que, de hecho, deben ser tenidos en cuenta antes de 
afrontar la legislaciôn aplicable a los servicios de inteligencia espaholes, de la 
misma forma que en una sentencia hay una relaciôn de hechos que preceden y 
condicionan el resultado juridico de la misma.
Es por ello que se abordan a continuaciôn las siguientes cuestiones: la 
fragmentaciôn de los servicios de inteligencia en los paises occidentales -
Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora de! Centro Nacional de Inteligencia y LO 2/2002, de 6 de mayo, 
reguladora del control judicial previo del CNI. La Ley de Acompahamiento 62/2003 de 30 de diciembre, en su 
articule 72, ahade dos nuevos apartados, el 5 y el 6, al articule 8 de la Ley 11/2002. Ambos apartados hacen 
referencia a autorizaciones presupuestarias en concepto de anticipes de caja fija para “poder atender los gastos 
periôdicos o répétitives de material no inventariable, mantenimiento y conservaciôn, tracte sucesivo, 
indemnizaciones por razôn del servicio y otros de similares caracteristicas" (art. 8.5) y para “las adquisiciones de 
material y servicios complementarios en el exterior".
Se equivoca la Exposiciôn de Motives de la ley 11/2002 cuando dice que ninguna de las normas que regulaban el 
CESID ténia range legal “sôlo el estatuto de su personal (RD 1324/1995) fue disehado por una norma con range de 
Ley formai y desarrollado reglamentariamente". En tal afirmaciôn olvida el legislador la existencia de la ley 11/95 
reguladora de la utilizaciôn y control de los crédites destinados a gastos reservados.
Ruiz Miguel, Carlos; op. c/t., Madrid, 2002, pâg. 177.
Al menos trece Reales Décrétés y una ley que afectan expresamente al antiguo CESID se suceden entre 1977 y 
2001: RD 1558/1977, RD 2723/1977, RR DD 726 y 919/1981, RD 135/1982, RD 135/1984, RD 2632/1985, RD 
1/1987, Ley 11/1995, RD 1169/1995, RD 1324/1995, RD 266/1996, RD 839/1996, RD 1883/1996 y RD 741/2001.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit:, pâg. 178.
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6^no O varios?-, la coordinaciôn de la comunidad de inteligencia®® y la direcciôn 
de los servicios.
2.1.1. Uno o varios servicios de inteligencia
En el caso espahol la llegada de la democracia y del estado de derecho 
debiera haber marcado un antes y un después (Fue un primer paso pero no fue 
el paso decisivo que la sociedad espahola estaba esperando). De no ser asi 
<i,porqué sustituir el SECED®® por el CESID? <j,Cômo puede pretenderse 
disponer de unos servicios de inteligencia sin encaje en el ordenamiento 
juridico espahol? Sobre estas cuestiones reflexiona Antonio Marquina; "... la 
experiencia de otros paises de nuestro entorno deberia haber encendido ya 
todas las sehales de alarma: La concentraciôn de poder que como una régla 
fata lista los servicios de informaciôn en las democracias han ido acumulando 
durante la guerra fria, con un incrementô exponencial de las actividades 
sécrétas a favor como mucho del gobierno o el partido de turno, ha chocado 
reiteradamente con las exigencias del propio sistema democrâtico”®®.
“Comunidad de inteligencia” es una expresiôn que aparece por primera vez en la legislaciôn espahola en el 
articule 6.1 de la Ley 11/2002 reguladora del Centro Nacional de Inteligencia.
Secciôn Central de Documentaciôn. Su origen esta en una solicitud, tras el célébré mayo del 68, del Ministre de 
Educaciôn, Villar PalasI, al Jefe del Alto Estado Mayor, Muhoz Grandes, para que éste disponga un servicio de 
espionaje (“Oficina de enlace con el sehor Ministre de Educaciôn”) que contrôle la actividad estudiantil conflictiva. 
Esta solicitud se sustancia en la Organizaciôn Contrasubversiva Nacional que se vincula a la Presidencia del 
Gobierno (Por diferentes motives de oportunidad politica y distintos movimientos del coronel San Martin -no todos le 
reportaron los bénéficiés que el esperaba- primero dependiô de Educaciôn -el ministre pronto desconfiô del 
monstruo que habia creado-, luego de Interior-consecuencia de las manifestaciones orquestadas por San Martin en 
la Plaza de Oriente con cientos de miles de personas apoyando a Franco ante la repercusiôn internacional del 
Proceso de Burgos-, dependiendo finalmente de Presidencia -Carrero Blanco-) a través del SECED. De su carâcter 
y organizaciôn militar dan buena prueba sus mandes sucesivos: De 1.971 a 1.974 lo dirige el Teniente Coronel 
Ignacio San Martin; de 1.974 a 1.976 el Teniente Coronel Juan Valverde y en su ultima etapa, inmediatamente 
anterior al CESID, el Teniente Coronel Andrés Cassinello, que lo hace de 1.976 a 1.977. Los objetivos del SECED 
son contener y reducir la subversiôn y contribuir a una evoluciôn politica razonable mediante la creaciôn de 
movimientos adictos orientando debidamente a la opiniôn pùbiica. Las misiones encomendadas al SECED fueron 
contrapropaganda, guerra psicolôgica, e informaciôn sobre movimientos clandestinos. (Y no clandestinos, tan poco 
clandestinos como la Conferencia Episcopal.)
Marquina, Antonio; Una reestructuraciôn y profesionalizaciôn de los servicios de informaciôn; “Cuenta y Razôn”, 
n° 87.
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Es esa concentraciôn de poder la que coloca al servicio bajo sospecha. 
El estado democrâtico de derecho se configura como una delicada balanza de 
poderes contrapuestos. Ningùn poder puede estar por encima de los demâs ni 
condicionar su existencia. El control reciproco garantiza la libertad y los 
derechos de los ciudadanos®^ Sobre esta base teôrica se configuran los 
servicios de informaciôn de los estados democrâticos occidentales®®.
No es verdad, como sehalaba en su momento el ministre Eduardo Serra, 
secundado por el general Calderôn, que la pluralidad de servicios -y  en 
particular el servicio exterior- obedezca a un anacronismo usado por los 
“paises que tenian colonias, cosa que Espana no ha tenido este siglo”.®® Con 
semejante argumente cômo justificar el servicio exterior alemân, o el Israeli; 
ninguna de estas naciones son ejemplos de potencies ultramarinas ya 
avanzado el siglo XX que es cuando se crean sus respectives servicios 
exteriores. Incluse el antiguo KGB tras la caida del mundo se ha escindido en 
dos®^ . El ùnico caso similar al nuestro, “en nuestro entorno geogrâfico, no en el
Los ciudadanos han de ser siempre los beneficiarios de los servicios de inteligencia. “Desde el mismo instante en 
que cualquier organisme pùblico creado para este fin , no sea conducido bajo la gula de este principio y se deje 
llevar por intereses politicos o personales, estaremos asistiendo a una deformaciôn del servicio desde su base, 
haciendo de este un ente comprometedor para la misma naciôn que lo sustenta. Andrés Montero-Gômez, "Valor de 
inteligencia", op. cit., pâg. 32, entregado a los participantes en el segundo seminario de "Estudios sobre el Ejército", 
Escuela Superior del Ejército, Madrid, mayo de 1.998.
“  En Estados Unidos, CIA (exterior), FBI (interior), NSA (inteligencia electrônica); en el Reino Unido SS (interior, 
MIS), SIS (exterior, MI6), y GCHQ (electrônica); en Alemania, BFV (interior), BND (exterior), MAD (militar); incluso en 
Israel, Mossad (exterior), Shin-Beth (interior) y Amman (militar), etc.
“ Diario 16”, martes 5 de diciembre de 2000, pâg. 10. Cabe preguntarse por el Sâhara o Guinea, ^no eran 
colonias espanolas? Sin embargo hay algo de verdad en sus afirmaciones, aunque mal acotadas en el tiempo. Fue 
hasta la Primera Guerra Mundial cuando las primitivas "organizaciones estatales de informaciôn fijaban sus 
prioridades airededor de todo lo que suponia aumentar o, cuando menos, preserver los imperios coloniales tan 
orgullosamente conquistados con el paso de los anos”. Andrés Montero-Gômez, "Valor de inteligencia.", op. cit., 
pâg. 35, entregado a los participantes en el segundo seminario de "Estudios sobre el Ejército", Escuela Superior del 
Bército, Madrid, mayo de 1.998.
SVR y FSB. Si bien hay que hacer notar que el Présidente Putin parecia tener intenciôn de desandar lo andado. 
Daniel Utrilla firma en “El Mundo” de fecha 15 de julio de 2004 un articule titulado “Putin reorganiza los servicios de 
seguridad a imagen del antiguo KGB". La reforma pretende integrar bajo un mismo techo a SVR, FSB y el cuerpo de 
guardaespaldas del F SO (Servicio Federal de Protecciôn). El nuevo servicio résultante podria obedecer -la  reforma 
estaba pendiente entonces de su aprobaciôn por el Parlamento, finalmente no se llevô a cabo- a las siglas MGB 
(Ministerio de Seguridad Estatal) que era como se llamaban los servicios soviéticos antes de denominarse KGB.
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cultural, de un Estado con un servicio de inteligencia omniprésente es el 
marroqui con la DGED”.®®
La pluralidad de servicios de informaciôn, ademâs de corresponderse 
mejor con la esencia de un sistema democrâtico por cuanto permite dividir y 
contrapesar los poderes, ha demostrado ser mâs eficaz. Asi se ha demostrado 
en el caso Ames®®, en las continuas y reiteradas sospechas del MI-5 y la CIA 
sobre Philby que era defendido por su servicio el MI-6®^ , o en el caso Yehuda 
Gil®®.
De lo expuesto se concluyen dos afirmaciones: una, la diversificaciôn de 
servicios parece mejorar la contrainteligencia y hacen mâs dificil las 
infiltraciones, y dos, esa misma variedad de la comunidad de inteligencia hace 
posible contraster la informaciôn que se somete a consideraciôn del gobierno 
para ayudarle en el proceso de toma de decisiones.
Contra estas razones®® se argumenta que cuando en un mismo pais 
existen varios servicios de informaciôn las ta reas no se duplican sino que se
Sâinz de la Peha, José Antonio, y Marquina, Antonio; op. cit. pâg. 35.
^  Aldrich Hazen Ames, responsable de la division de contraespionaje de la CIA, fue doblado en 1.985 por el KGB. 
Proporcionô los nombres de diez rusos que trabajaban para la CIA, que fueron ejecutados por los soviéticos, y 
compléta informaciôn sobre las operaciones de “la compahia”. Cobrô millôn y medio de dôlares durante sus nueve 
ahos como agente doble. Y fue la pista del dinero la que permitiô su captura por la central del FBI. Sus ingresos y 
sus compras no eran acordes con su sueldo. Provocô un desconcierto formidable en la CIA y la paralizaciôn de las 
actividades de ésta en la antigua CEI al menos durante un aho, segùn el Teniente General de la KGB, Leonov. 
Ames declarô haberlo hecho por dinero. Tuvo la ayuda de su esposa, la colombiana Maria del Rosario Casas, para 
colocar la informaciôn para los rusos en buzones muertos en Estados Unidos, y proporcionândole la coartada 
perfecta para los contactos personales con sus controladores durante sus viajes a Colombia para ver a su suegra. 
V. Pastor Petit, Domingo; Diccionario Enciclopédico del Esoionaie; Madrid, 1996, pâg. 28.
Cfr. Wright, Peter, y Greengrass, Paul; Cazador de esolas. Barcelona, 1987, pâgs. 200,201 y 208.
^  Rueda, Fernando; Por gué nos da miedo el Cesid: Madrid, 1999, pâgs. 101 y ss. El caso Yehuda Gil présenta 
algunas caracteristicas que le hacen particularmente interesante. Yehuda Gil, agente del Mossad, suministra 
informaciôn falsa a su gobierno para intentar provocar una guerra con Siria, cosa que estuvo a punto de conseguir 
en 1996, en bénéficié de un partido ultraderechista israeli al que pertenecia. La diversificaciôn de los servicios de 
informaciôn de Israel impidiô que su gobierno fuese intoxicado.
Sobre los problemas que plantea la variedad de servicios de inteligencia: “El principal problema generado ha sido 
la descoordinaciôn y el solapamiento de la actividad de estos diferentes servicios que ilegan incluso a compatir entre 
si. Este solapamiento lleva consigo una multiplicaciôn del gasto econômico (pues los servicios de informaciôn son 
sumamente caros y a veces se produce una dupiicaciôn innecesaria de esfuerzos) y una reducciôn de la efectividad 
del servicio (pues a veces, en la dinâmica de competitividad, un servicio oculta deliberadamente informaciôn 
relevante a otro)”. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit; pâg 82.
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reparten, y si no hay solapamiento no hay contraste de informaciôn. Con ser 
verdad esta afirmaciôn, no es toda la verdad. Digase ser mas verdad que las 
ta reas no se reparten con tiralineas, sino que hay areas difusas donde varios 
servicios de un solo pais intervienen, y ademâs, téngase en cuenta que las 
informaciones procédantes de campos disimiles pueden estar conectadas entre 
si. Por otro lado, no debemos olvidar la esencia de los servicios de inteligencia, 
ayudar al gobierno en el proceso de toma de decisiones; en el caso espahol: 
“El Centro Nacional de Inteligencia es el Organisme pùblico responsable de 
facilitar al Présidente del Gobierno y al Gobierno de la Naciôn las 
informaciones, anâlisis, estudios o propuestas que permitan prévenir y évitar 
cualquier peligro, amenaza o agresiôn contra la independencia o integridad 
territorial de Espaha, los intereses nacionales y la estabilidad del Estado de 
derecho y sus instituciones” ®^.
Como argumento en contra de la existencia de varios servicios de 
inteligencia se ha alegado la dificultad de repartir entre diverses ôrganos 
operaciones con ramificaciones dentro y fuera del pals, o bien con 
implicaciones civiles y militares al mismo tiempo. La soluciôn debe ser la misma 
que se aplica en los paises de nuestro entorno. En estos casos todos los 
servicios implicados conocen del asunto pero la direcciôn operative se asume 
por unos u otros en funciôn del forus loci, o bien en sede materiae, atrayendo lo 
mâs a lo menos. Estas reglas -similares a las reglas del derecho procesal- son 
determinadas a priori o por ley o por protocolo.
Ademâs de todo lo expuesto no hay que perder de vista que el 
mantenimiento de un solo servicio permite a su director asignar las principales
70 Art. 1 Ley 11/2002.
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partidas del presupuesto^^ bien a interior, bien a exterior, siendo él quien, de 
hecho, realmente détermina las necesidades de informaciôn del pais pudiendo 
enmendar contablemente lo establecido en la Directiva^® de Inteligencia^®. En 
buena lôgica democrâtica debiera ser el gobierno quien precisase ambas 
partidas^"* de motu propio -de la misma forma que acota los presupuestos del 
ministerio del Interior y de Asuntos Exteriores y no lo hace ninguno de sus 
funcionarios- porque son partidas cruciales para el buen gobierno de Espaha, 
que entran de lleno en su responsabilidad politica^®, y porque tal 
responsabilidad corresponde al poder ejecutivo y no a un funcionario del 
Estado, ni siquiera teniendo la consideraciôn de Sécrétario de Estado como es 
el caso en la actualidad^®.
El presupuesto del CNI para el aho 2005 era de 189,7 millones de euros, un 17,2% mâs que en el 2004. El dinero 
destinado a gastos reservados ascendia a 11,2 millones de euros. El presupuesto total del Ministerio de Defense 
alcanzaba los 8.186 millones de euros. Gonzâlez, Miguel; “El CNI contratarâ mâs de 250 agentes para reforzar la 
lucha contra el terrorismo”; “El Pais”, 13 de octubre de 2004. Comparativamente, un club de fùtbol espahol, el Real 
Madrid, disponia de un presupuesto de 300 millones de euros para la temporada 2004-2005.
En la aperture del reciente II Congreso Nacional de Inteligencia, celebrado en Noviembre de 2010, el Secretario 
de Estado, Director del CNI, Félix Sanz Roldân, anunciô une modificaciôn importante en el proceso de creaciôn de 
la Directive. Todos los ôrganos del Estado que precisasen de inteligencia iban a tener la oportunidad de solicitarla, y 
el Gobierno determinaria si taies necesidades serian recogidas o no en la redacciôn final de la Directive.
Jorge Dezcallar, entrevistado por “El Pais” en su condiciôn -entonces- de Secretario de Estado Director del CNI, 
reconoce una gran inferioridad en presupuesto y personal, no ya con los norteamericanos, sino, por ejemplo, 
respecto de los servicios secretos italianos. “El Pais”, 28 de abril de 2002 
Extrahamente, no quiere saber nada del dinero pero si de las personas. Se entiende que el gobierno nombre al 
Secretario de Estado Director -Alberto Saiz, en sustituciôn de Jorge Dezcallar-, a la Secretaria General -Esperanza 
Casteleiro, que sucede a Maria Dolores Vilanova-, nombramientos publicados en el BOE, pero la sustituciôn por el 
gobierno Zapatero del director general responsable de administraciôn y personal junto con la destituciôn de la mayor 
parte de jefes de divisiôn hace aparecer al CNI como un ôrgano de gobierno y no como un ôrgano de Estado. 
Gonzâlez, Miguel; op. cit:, “El Pais”, 13 de octubre de 2004 
Segùn la Contituciôn espahola: “El Gobierno dirige la politica interior y exterior...” Art. 97. La discriminaciôn 
presupuestaria -y  sus resultados- es de tal envergadura que condiciona seriamente el material del que va a 
disponer el ejecutivo para la toma de decisiones en politica interior y exterior. “La base de la acciôn del Estado se 
asienta sobre la convicciôn de que la vida intraestatal e interestatal se despliega en un escenario de incertidumbre 
politica, que influye o détermina la seguridad y la estabilidad de aquél. Despejar tal incertidumbre mediante 
decisiones nutridas por la informaciôn evaluada y su colecta discreta, para informar decisiones politicas, constituye 
el fin primordial de los Servicios Secretos... La inteligencia se ha convertido hoy en la base informative capital de la 
decisiôn estatal ôptima. Esta base no asegura por si misma una actuaciôn estatal idônea, pero ha quedado probado 
que una falta de inteligencia garantiza siempre el desastre politico interior o exterior.” Fraguas, Rafael; “Servicios 
Secretos y Razôn de Estado”; “Claves de Razôn Prâctica”, n° 14, pâgs. 64 y65.
Articule 9 de la Ley 11/2002. En el articule 9.2.b. de la citada ley se contempla la facultad del Director para 
elaborar el anteproyecto de presupuesto. La elevaciôn del director del Centro a range de Secretario de Estado tuvo 
lugar por RD 741/2001.
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Es llamativo que, en la Exposiciôn de Motives de la ley 11/2002 de 6 de 
mayo, se diga que la ley se inspira “en el modelo de los paises de nuestro 
entorno politico y cultural” y al mismo tiempo mantenga incôlume la condiciôn 
unitaria del servicio. Esta unidad de actuaciôn “viene aconsejada por très 
elementos significatives: por el principio de economia de medios, por la 
tradiciôn y, después sobre todo del 11 de septiembre, por la eficacia 
operativa”^^ .
Pues bien, los très elementos son completamente descartables: 
<i,dinero? El mismo, sôlo que repartido de inicio entre los distintos servicios por 
el Gobierno que és quien debe hacerlo; ^tradiciôn de inteligencia en Espaha? 
Si de algo se carece es precisamente de eso, de tradiciôn y continuidad; 
eficacia operativa? Perejil^ ®, 11 de marzo, infiltraciones...
La comunidad de inteligencia espahola deberia quedar configurada de 
manera expresa con très grandes servicios principales (exactamente igual que 
estén configured os los de las democracias occidentales de nuestro entorno, 
facilitando asi el intercambio de informaciôn y la cooperaciôn entre servicios 
con las ventajas derivadas de responder al mismo standard): el servicio interior, 
prioritariamente dedicado a contrainteligencia, integrado por los servicios de 
informaciôn de la policia y la guardia civil; el exterior (CNI); y el militar, pues 
estos asuntos tienen especificidad propia y requieren de sus propios
Pérez Villalobos, Maria Concepciôn; op. cit.; Granada, 2002, pâg. 47.
De este asunto da Vinals una opiniôn que merece la pena considerar. Segùn él -que perteneciô en su momento 
al servicio de informaciôn del ejército- la actuaciôn marroqui habria obtenido en un principio el visto bueno 
norteamericano que se aseguraba un observatorio geoestratégico de primera fila en el estrecho de Gibraltar para 
controlar los movimientos terroristes de Al Qaeda. Estados Unidos, “deseoso de imponer su hegemonia en el 
estrecho, consideraba mâs operativo -por la opacidad del régimen antidemocrâtico alauita- la pantalla de un control 
marroqui sobre el ârea a que Espaha realizara dicha vigilancia en las dos orillas". Vihals, Francisco y Puente, M* 
Luz; op. cit.; Barcelona, 2003, pâg. 25.
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organismos capaces de atender la particularidad de sus necesidades^®. Cabria 
asimismo la posibilidad de establecer dos servicios autônomos -integrados, 
como ya estan, o no, en alguno de los principales, la prâctica diaria y el 
presupuesto disponible tendrian la ultima palabra- dedicados a comercio y 
nuevas tecnologîas (Centro Criptolôgico Nacional). Todos ellos, conjuntamente 
considerados, constituirian la comunidad de inteligencia espahola®®.
2.1.2. La coordinaciôn de la comunidad de inteligencia
La existencia de una comunidad de inteligencia®  ^ “suscita 
inmediatamente el problema de la coordinaciôn entre servicios”.®® En Estados 
Unidos el coordinador era el director de la CIA®®. En otros paises de nuestro 
entorno -Italia, Francia- la coordinaciôn corresponde a diferentes comités. En 
cualquier caso la figura del coordinador estâ intimamente ligada a la del jefe del 
ejecutivo que es quien ha de tomar las principales decisiones sobre las que 
informan y asesoran los servicios de inteligencia.
La situaciôn de indigencia de la informaciôn militar es senalada por Bardaji, Rafael, y Cosidô, Ignacio, La 
racionalizaciôn de los servicios de inteligencia. Madrid, 1995, pâg. 3. Sôlo recientemente la participaciôn de nuestras 
fuerzas armadas en operaciones internacionales ha obligado a rectificar el rumbo. Segùn la doctrina de la OTAN hay 
siete capacidades criticas que combinadas determinan la capacidad de combate de una unidad, maniobra, 
movilidad, contramovilidad y supervivencia, apoyo de fuegos, defensa aérea, mando y control, apoyos de combate e 
inteligencia. Pues bien la primera Célula Nacional de Inteligencia (SPNIC) se desplegô en Bosnia-Herzegovina 
(Sarajevo) el 4 de diciembre de 1996. A partir de este ano vuelve a potenciarse la actividad de la inteligencia militar. 
A finales de 2000 el Ministerio de defensa créa el Centro de Inteligencia de las Fuerzas Armadas (CIFAS), 
organisme que coordina los servicios de inteligencia de los très ejércitos. Garcia Mostazo, Nacho; Libertad Vioilada: 
Barcelona, 2003, pâgs. 263 y 264 quien se remite a un articule de Miguel Gonzâlez publicado el 9 de febrero de 
2001 en el diario “El Pais” bajo el titulo de “Un general estarâ al frente del CIFAS, la nueva agenda de espionaje 
militar”. Ad abundantiam, Montânchez, Enrique; “Tras el CNI, el Gobierno crearâ un servicio secreto militar”, “La 
Razôn”, 7 de junio de 2002.
La intenciôn del ex ministre Trille fue, en su momento, dividir al CESID en dos grandes servicios, interior y 
exterior, que, junte con la inteligencia militar, integrarian la comunidad de inteligencia espahola. Cfr. Montânchez, 
Enrique; “Calderôn se impone a Trille e impide dividir el CESID en dos servicios”, “La Razôn”, 5 de junio de 2001.
Expresiôn recogida en la legislaciôn norteamericana desde la National Security Act de 26 de julio de 1947. 
Curiosamente la National Security Act no define en ningùn lugar que sea la seguridad nacional.
Sâinz de la Peha, José Antonio, y Marquina, Antonio; op. cit. pâg. 36.
Sustituido por el Director de la Inteligencia Nacional, sin agenda propia que le respalde.
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Las condiciones de eficacia y operatividad parecen cumplirse mejor 
cuando el coordinador es una sola persona en vez de un comité. Pues bien, en 
nuestro pais se ha optado por una comisiôn presidida por un vicepresidente del 
gobierno®"*. El desarrollo de esta Comisiôn Delegada del Gobierno para 
Asuntos de Inteligencia se encuentra en el articule 6 que abre el capitule II, 
titulado “De la organizaciôn y régimen juridico”®® (Ley 11/2002).
Destaca el reconocimiento expreso, por vez primera en la legislaciôn 
espahola, de que es deseable la existencia de una comunidad de inteligencia -  
art. 6.1 Ley 11/2002-, aunque no se asocian a ella las bondades que podrian 
derivarse desde un punto de vista juridico: “establecer un régimen juridico 
comùn, o al menos supletorio, en aspectos importantes como el del estatuto del 
personal al servicio de estos ôrganos, sus competencias, las garantias de su 
actividad y los contrôles a que debieran someterse”®®. También llama la 
atenciôn la falta de representaciôn tecnolôgica en la Comisiôn Delegada del 
Gobierno. Economia y nuevas tecnologias son las dos areas que mâs 
recientemente han incorporado como merecedoras de su atenciôn los servicios
^  A este respecto la ley 11/2002 dice en su Exposiciôn de Motives; “El Centro Nacional de Inteligencia funcionarâ 
bajo el principio de coordinaciôn con los demâs servicios de informaciôn del Estado espanol. A estos efectos, se 
créa la Comisiôn Delegada del Gobierno para Asuntos de Inteligencia, presidida por el Vicepresidente del Gobierno 
que désigné su Présidente e integrada por el Ministre de Asuntos Exteriores, el Ministre de Defensa, el Ministre del 
Interior, el Ministre de Economia, el Secretario general de la Presidencia, el Secretario de Estado de Seguridad y el 
Secretario de Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia”.
85 Articule 6 de la ley 11/2002. Comisiôn Delegada del Gobierno para Asuntos de Inteligencia. 1. La Comisiôn 
Delegada del Gobierno para Asuntos de Inteligencia velarâ por la adecuada coordinaciôn de todos los servicios de 
informaciôn e inteligencia del Estado para la formaciôn de una comunidad de inteligencia. 2. La Comisiôn estarâ 
presidida por el Vicepresidente del Gobierno que désigné su Présidente e integrada por los Ministros de Asuntos 
Exteriores, Defensa, Interior y Economia, asi como por el Secretario general de la Presidencia, el Secretario de 
Estado de Seguridad y el Secretario de Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia, que actuarâ como 
Secretario. 3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrân ser convocados a las reuniones de la 
Comisiôn los titulares de aquellos otros ôrganos superiores y directivos de la Administraciôn General del Estado que 
se estime conveniente. 4. Corresponde a la Comisiôn Delegada: a) Proponer al Présidente del Gobierno los 
objetivos anuales del Centro Nacional de Inteligencia que han de integrar la Directiva de Inteligencia. b) Realizar el 
seguimiento y evaluaciôn del desarrollo de los objetivos del Centro Nacional de Inteligencia. c) Velar por la 
coordinaciôn del Centro Nacional de Inteligencia, de los servicios de informaciôn de los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad del Estado y los ôrganos de la Administraciôn civil y militar.
^  Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; Madrid, 2002, pâgs. 181 y 182.
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de inteligencia. No se entiende por que una ha de estar representada y la otra 
no®'.
Como se desprende del articule 6.4.c) de la citada ley, el CNI coordina 
todos los ôrganos de inteligencia del estado, ya sean civiles o militares, y a la 
Comisiôn corresponde velar por que asi sea, proponer al présidente del 
Gobierno los objetivos que han de integrar la Directiva de Inteligencia y 
efectuar su seguimiento®®.
2.1.3. El problema de la direcciôn
Es accesorio que el director sea civil o militar, pero si es militar deberia 
abandonar su condiciôn de tal y cumplir su cometido como funcionario del 
estado. La milicia es incompatible con las necesidades de un servicio de 
informaciôn moderne y eficaz®®. Los requisites de mando de unidades militares 
para continuar ascendiendo en la carrera de las armas se avienen mal con las 
necesidades de inteligencia®®. Por otro lado el uniforme militar -y  los valores 
que représenta, segùn los propios militares- no parece adecuado a las 
funciones que taies servicios desempehan®\ Esto por no hablar de los recelos 
suscitados entre “militares de verdad” y “los otros”.
Artîculo 6.2 de la Ley 11/2002 de 6 de mayo reguladora del CNI.
“El Gobierno determinarâ y aprobarâ anualmente los objetivos del Centro Nacional de Inteligencia mediante la 
Directiva de Inteligencia, que tendra carâcter secreto.” Art. 3, ley ut supra.
^  Aunque el RD 327/2004, de 27 de febrero, pretende compatibilizar ambas actividades flexibilizando los requisitos. 
En su Disposiciôn final primera se modifica el Reglamento de evaluaciôn y ascensos del personal militar profesional, 
aprobado por RD 1064/2001; de 28 de septiembre anadiendo un apartado 3 al articulo 32 que reza asi: “Los 
militares profesionales que hayan adquirido la condiciôn de personal estatutario del Centro Nacional de Inteligencia 
estarân exentos del cumplimiento de los tiempos minimos de mando o funciôn para el ascenso establecidos por el 
présente Reglamento”.
^  Y cuando el gobierno prescindiô de taies requisitos -antes de la nueva regulaciôn- y ascendiô a militares que 
trabajaban en el antiguo CESID taies ascensos nunca fueron pacificos entre la milicia: Bastos, Manglano, Del 
Olmo...
Las criticas por parte de los militares, en las salas de bandera y fuera de ellas, ftjeron clamorosas durante la 
Transiciôn y continuaron con el General Manglano al frente del CESID. Hay referencias en casi todas las obras que 
pueden consultarse referidas a ese periodo de la historia de los servicios de inteligencia espaholes.
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La homologaciôn con los paises de nuestro entorno -y, no se olvide, con 
el ordenamiento juridico propio de un estado de derecho- conlleva algunas 
exigencias. Entre ellas, y por lo que al mando se refiere, hay que resehar que 
“los servicios de inteligencia occidentales suelen tener un directory un segundo
El primero de ellos, el director, tiene una doble funciôn: por un lado es el 
“primer agente del servicio”®®, el hombre que mâs y mejor informaciôn puede 
conseguir de resultas de sus relaciones con otras instituciones amigas -luego 
su designaciôn no es cuestiôn baladi-; por otro lado, es el jefe politico que, 
designado por el gobierno, asume la responsabilidad politica en caso de 
actuaciones inadecuadas por parte del centro. Comparece en el Parlamento y 
ante la sociedad. Es la cara visible del organisme y, sobre todo, el depositario 
del “mandate”®"*.
Se entiende por mandato el conjunto de reglas definidas por el poder 
legislative que determinan los fines y los medios a los que ha de atenerse el 
servicio de informaciôn considerado. De esta forma el ejecutivo no puede 
abusar del servicio, ni el servicio puede convertir en rehén politico al ejecutivo; 
de la claridad todo son ventajas: bénéficia al sehor y alegra la condiciôn del 
criado.
Ejemplos de actuaciones espurias -referenciadas en fuentes abiertas- 
se pueden encontrar en casi todos los paises de nuestro entorno y en casi
Sâinz de la Peha, José Antonio, y Marquina, Antonio; op. cit. pâg. 36.
”  Afirmaciôn literal de Juan A. Perote en el Seminario “Servicios Secretos y Secretos de Estado" celebrado en julio 
de 2005 en Castro Urdiales dentro de los Cursos de Verano de la Universidad de Cantabria.
La patemidad de la expresiôn “définir un mandato” corresponde al almirante norteamericano Stanfield Turner que 
fue director de la CIA con la administraciôn Carter. Segùn Perote, ex jefe de la Agrupaciôn Operativa del CESID, el 
director es “el primer espia del pais”, el hombre que mâs informaciôn debe aportar, lo que requiere una cualificaciôn 
previa a su nombramiento.
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todos los servicios®®, verbi gratia: Francia®®, Reino Unido®', Estados Unidos®®, 
Israël®®... Al final estas actuaciones de los politicos les convierte en prisioneros 
de su propia torpeza y redundan en grave quebranto para su pais^°°.
El segundo jefe es el técnico. El experto en asuntos de inteligencia a la 
que ha dedicado su vida. El hombre que en ùltima instancia puede ampararse 
en el mandato si el jefe politico se niega a hacerlo. En esta linea de bicefalia en 
el mando el Real Decreto 1169/95 de 7 de julio, que modificaba la estructura 
orgânica del antiguo CESID, dispuso la creaciôn de “una Secretaria General, 
dependiente de la Direcciôn cuyo titular tendra la categoria de Director 
G e n e r a l . E n  la actualidad la Secretaria General del CNI ostenta la 
condiciôn de Subsecretaria de Estado como indica el articulo 1. b) del RD 
436/2002 de 10 de mayo por el que se establece la estructura orgânica del 
CNP°®.
Convendria que se definiese, lo mâs precisamente posible, cual sea el 
mandato que vaya a detentar la direcciôn del centro^ ®®. De esta manera es
Servicios de inteligencia oficiales. Se deja de lado organizaciones de inteligencia que fueron constituidas 
ûnicamente para llevar a cabo este tipo de actuaciones. Asi, el gobierno socialiste sueco “se viô obligado a 
reconocer que lia venido realizando espionaje politico de sus oponentes. El Ejecutivo admitiô lo que era un secreto 
a voces: la existencia de Informations Byra, agenda de inteligencia politica compuesta por militares y civiles del 
Partido Socialiste”. “El Mundo”, 20 de septiembre de 1998, articulo firmado por Carlos Medina, “Un escândalo de 
espionaje politico ensombrece las elecciones en Suecia”.
^  Pompidou y Miterrand.
El ex agente David Shayler revelô que la inteligencia britânica espiô en los anos 70 a los politicos laboristas -  
entre ellos Jack Straw-. “El Mundo”, 3 de agosto de 1998, articulo firmado por Guillem Balagué, “Encarcelado un ex 
espia britânico acusado de desvelar secretos”.
^  El Watergate y la CIA.
^  Netanyahu y senora. Sobre el particular Gordon, Thomas; Mossad. Buenos Aires, 2000, pâgs. 144 y ss. La 
sehora Netanyahu se consideraba investida de potestad suficiente en su calidad de senora del primer ministre para 
pretender que el Mossad la informase a ella directamente de cuantas veces se cambiaban las sâbanas en 
determinada embajada de Israel en el extranjero donde el matrimonio habia de pernoctar.
Como aseveratia Cicerôn “somos esclaves de las leyes para ser libres”.
Sâinz de la Pena, José Antonio y Marquina, Antonio; op. cit. pâg. 38.
El secretario general, “el jefe técnico”, serâ nombrado por RD “a propuesta del Ministre de Defensa, entre 
personas de reconocida experiencia y competencia profesional en el âmbito de la inteligencia.” Art. 1. b) RD 
436/2002 de 10 de mayo. En cambio este mismo RD en su art. 1. a) no especifica ningùn requisite para el 
nombramiento del Director del CNI, “el jefe politico”.
Que la Directiva de Inteligencia tenga carâcter secreto no es ôbice para que no sea concreta.
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posible garantizar la fortaleza de la direcciôn frente al gobierno y la asunciôn de 
responsabilidades en caso de violaciôn del mandato.
Segùn la legislaciôn en vigor^ ®"*, al Secretario de Estado Director le 
corresponde “impulser la actuaciôn del Centro y coordinar sus unidades para la 
consecuciôn de los objetivos de inteligencia fijados por el Gobierno, asegurar la 
adecuaciôn de las actividades del Centro a dichos objetivos y ostenta r la 
representaciôn de aquél”.
Se encarga, en concrete, de elaborar la propuesta de estructura 
orgânica del Centro y nombrar y sépara r a los titulares de sus ôrganos 
directivos, de aprobar el anteproyecto de presupuesto, de mantener los 
procedimientos de relaciôn necesarios para el desarrollo de las actividades 
especificas del Centro, de la celebraciôn de los contratos y convenios con 
entidades pùblicas o privadas, de mantener y desarrollar, dentro del âmbito de 
su competencia, la colaboraciôn con los servicios de informaciôn de las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y los ôrganos de la
Administraciôn civil y militar, relevantes para los objetivos de inteligencia y de 
desempehar las funciones de Autoridad Nacional de Inteligencia y
Contrainteligencia y la direcciôn del Centro Criptolôgico Nacional^ ®®. Al
Art. 9.2 Ley 11/2002 reguladora de! CNI.
El Centro Criptolôgico Nacional ha sido regulado por RD 421/2004 de 12 de marzo. En su articulo 1 establece 
que el Secretario de Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia lo es también del Centro Criptolôgico 
Nacional tal y como venia recogido con anterioridad en el art. 9.2.f) de la Ley 11/2002 de 6 de mayo. Por su parte el 
art. 3 del RD 421/2004 establece que “El Centro Criptolôgico Nacional queda adscrito al Centro Nacional de 
Inteligencia y comparte con este medios, procedimientos, normative y recursos, y se régira por la Ley 11/2002 de 6 
de mayo reguladora del Centro Nacional de Inteligencia. El personal del CCN estarâ integrado orgânica y 
funcionalmente en el Centro Nacional de Inteligencia, por lo que le serân de aplicaciôn todas las disposiciones 
relativas al personal de este, contempladas en la Ley 11/2002, de 6 de mayo, y en la normativa de desarrollo, 
particularmente su régimen estatutario”.
42
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
Secretario de Estado Director se le nombra por cinco ahos^ °® renovables a 
propuesta de! Ministre de Defensa.
Por su parte, “el jefe técnico”, el Secretario General, con rango de 
Subsecretario de Estado, se ocupa^®' bâsicamente de sustituir al Director en 
los casos de ausencia, vacante o enfermedad, de apoyar y asistir al Director 
del Centro Nacional de Inteligencia en el ejercicio de sus funciones, de 
establecer los mecanismos y sistemas de organizaciôn del Centro y determinar 
las actuaciones précisas para su actualizaciôn y mejora, de dirigir el 
funcionamiento de los servicios comunes del Centro a través de las 
correspondientes instrucciones y ôrdenes de servicio y de desempehar la 
jefatura superior del personal del Centro, elaborar la propuesta de relaciôn de 
puestos de trabajo y determinar los puestos vacantes a proveer durante cada 
ejercicio. La novedad que incorpora la Ley es el mando directo del Secretario 
General sobre una de las dos nuevas Direcciones Generates Técnicas: la 
Direcciôn General Técnica de Recursos.
2.2. De iure
Este apartado, de carâcter eminentemente juridico como se enuncia, 
comprende dos bloques bien diferenciados: De un lado, se revisa la normativa 
espahola atinente a los servicios de inteligencia (corpus iuris), de otro, se hace 
hincapié en aquellas cuestiones principales que mâs se prestan al debate y la 
necesaria ponderaciôn de derechos.
Como ya recogia el art. 1.1 de! derogado RD 266/96. Ahora tal disposiciôn se encuentra en el art. 9.1 de la Ley 
11/2002, que ahade que el Consejo de Ministres podrâ sustituir al Secretario de Estado Director en cualquier 
momento a lo largo de su mandato.
Segùn disponen el art. 10 de la Ley 11/2002, y el art. 3 del RD 436/2002.
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2.2.1. Corpus iuris
Se examina aqui la legislaciôn espahola concerniente a los servicios de 
informaciôn, desde la presumible incardinaciôn constitucional^®® hasta los 
reales décrétés que dan vida juridica a la comunidad de inteligencia.
2.2.1.1. La Constituciôn Espahola (CE)
El hecho de que la Constituciôn espahola no “contenga una referencia 
expresa a los servicios de inteligencia no significa que deslegitime la existencia 
de los mismos. Ciertamente, la existencia y el funcionamiento de los servicios 
de inteligencia espaholes, para poder ser compatibles con la declaraciôn de 
Espaha como Estado de Derecho (art. 1.1 CE), requiere tener una cobertura en 
ùltima instancia constitucional...” ®^®.
Asi las cosas, los articulos de la constituciôn espahola que pudieran 
amparar la existencia de los servicios de inteligencia son los siguientes;
El articulo 149.1.4^^® que otorga en exclusiva al Estado la competencia 
sobre el ârea de defensa podria bastar por si sôlo^^  ^ para cimentar 
constitucionalmente los servicios de inteligencia espaholes conectândolos con 
la idea de defensa nacional^
’ °® Presumible porque, como ya se ha resehado, a diferencia de otras constituciones (la alemana, la austriaca...) 
nuestros servicios de inteligencia no tienen un vinculo constitucional expreso, que vendria justificado por la 
incidencia de los mismos sobre los derechos fundamentales de los ciudadanos. En su momento se perdiô “una 
magnifica oportunidad de dar una seguridad juridica a la existencia y el funcionamiento de los servicios de 
inteligencia". Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; Madrid, 2002, pâg. 175.
Ibidem; pâg. 175.
" °  Art. 149.1.4 CE: “El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 4. Defensa y Fuerzas 
Armadas"
" ^ 0  haciéndose acompanar del 97 (El gobierno dirige la defensa del Estado) y 105 b (La Constituciôn garantiza la 
existencia del secreto en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado). Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; 
Madrid, 2002, pâg. 175.
La definiciôn clâsica de defensa nacional, y la consecuente conexiôn con la idea de seguridad nacional, quedan 
puestas de relieve en la siguiente definiciôn: “ Se trata de crear, organizar y disponer de una estructura instruida y 
apta para proporcionar el grado de protecciôn y cobertura establecido en la formulaciôn de seguridad. Esa 
estructura es la defensa nacional que guarda asi relaciôn de medio a fin con la seguridad nacional”. Quero Rodiles, 
Felipe; Introducciôn a la teoria de la seguridad nacional: Madrid, 1989, pâg. 52.
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El articulo 149.1.3^^® que atribuye al estado la competencia exclusiva en 
cuanto a las relaciones internacionales podria fundamentar la existencia de 
servicios de inteligencia del estado dedicados a la recogida y anâlisis de 
informaciôn exterior.
El articulo atribuye a las Fuerzas Armadas la defensa del
ordenamiento constitucional lo que justificaria la existencia de servicios de 
inteligencia tanto internos como externos.
El articulo 149.1.29^^® establece la competencia exclusiva del Estado en 
materia de seguridad pùbiica sin perjuicio de la posibilidad de crear policias 
autonômicas por las Comunidades Autônomas segùn dispongan sus 
respectives Estatutos.
2.2.1.2. Ley 11/2002 reguladora del CNI
La actual regulaciôn de los servicios de inteligencia espaholes es fruto 
de un pacte de estado entre las principales fuerzas politicas^^®. Al proyecto de 
ley se presentaron “130 enmiendas, 6 de ellas a la totalidad, de devoluciôn al 
Gobierno”^ S i n  embargo, todos los grupos estuvieron de acuerdo “en la
Art. 149.1.3 CE: “El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 3. Relaciones 
internacionales”.
Art. 8.1. CE: “Las Fuerzas Armadas, constituidas por el ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen 
como misiôn garantizar la soberania e independencia de Espana, defender su integridad territorial y el ordenamiento 
constitucional”.
Art. 149.1.29 CE: “El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 29. Seguridad pùbiica, 
sin perjuicio de la posibilidad de creaciôn de policias por las Comunidades Autônomas en la forma que se 
establezca en sus respectives Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgânica".
Partido Popular, Partido Socialista Obrero Espanol, Convergencia y Uniôn y Coaliciôn Canaria.
“Las 6 enmiendas a la totalidad fueron presentadas por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida, el Grupo 
Parlamentario Vasco y el Grupo Parlamentario Mixto (Iniciativa per Catalunya-Verds, Bloque Nacionalista Galego, 
Ezquerra Republicana de Catalunya y Eusko Alkartasuna). Las principales razones por las que se pidiô su 
devoluciôn al Gobierno del Proyecto tienen que ver con la falta de definiciôn de las funciones del CNI, con su 
adscripciôn al Ministerio de Defensa y con la falta de control de las actividades del Centro, que repercute 
directamente en las garantias de los derechos y libertades constitucionales.” Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. 
cit.; Granada, 2002, pâg. 44.
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necesidad de procéder a la regulaciôn legal de los servicios de inteligencia”^^®. 
Al final, hubo pocas modificaciones respecto del Proyecto de Ley que se 
publicô en el Boletin Oficial de las Cortes Generales^^®: En el art. 5.5. se ampliô 
la capacidad de investigaciôn del CNI, el articulo 7.1 “olvidô” la Disposiciôn 
Adicional Tercera para subrayar la dependencia de Defensa y en el articulo 8 
se precisô el contenido del Estatuto de Personal y se regulô la situaciôn del 
personal laboral^ ®®.
Asi las cosas, estâ claro “que la filosofia de la ley no podia ser otra que 
la de terminer con la dispersiôn normativa que régula los servicios de 
inteligencia espaholes, dar a los mismos una regulaciôn legal, y sujetarlos a las 
prescripciones del estado de derecho”^®\
En este sentido, los criterios inspiradores de la ley segùn los arts. 2.1 y 
2.3 son el principio de sometimiento del centro al ordenamiento juridico^ ®® y los 
principios de eficacia, especializaciôn y coordinaciôn^®®.
No hay que perder de vista, entre los principios rectores de la vida 
juridica del centro, la autonomia funcional necesaria para que pueda ser eficaz 
un servicio de inteligencia. En la Exposiciôn de Motives de la ley se dice que 
“contarâ con la necesaria autonomia funcional para el cumplimiento de sus 
misiones, por lo que tendrâ un régimen especifico presupuestario, de 
contrataciôn y de personal”.
Ibidem, pâg. 44.
Vid. BOCG, Serie A, num. 57-1, de 23 de noviembre de 2001.
Ambas leyes, la Ley 11/2002, y la LO 2/2002, fueron aprobadas en el Congreso de los Diputados con “286 votos 
a favor, 15 en contra y una abstenciôn". Solana, Luis; “Cambios en el CESID”, “La Razôn”, 15 de marzo de 2002.
Ibidem, pâgs. 45 y 46.
Art. 2.1 Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora del CNI: “El Centro Nacional de Inteligencia se regirâ por el 
principio de sometimiento al ordenamiento juridico y llevarâ a cabo sus actividades especificas en el marco de las 
habilitaciones expresamente establecidas en la présente Ley y en la Ley Orgânica 2/2002, de 7 de mayo.”
Art. 2.3. Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora del CNI: “En el desarrollo de sus funciones, el Centro Nacional 
de Inteligencia actuarâ bajo los principios de eficacia, especiaiizaciôn y coordinaciôn, de acuerdo con los objetivos 
de inteligencia definidos por el Gobierno."
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Como corolario de este principio de autonomia el CNI “queda incluido 
dentro de los Organismos pùblicos a que se refiere la disposiciôn adicional 
décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organizaciôn y Funcionamiento de 
la Administraciôn General del Estado” ®^"*.
2.2.1.3. Ley Orgânica 2/2002 reguladora del control judicial previo del 
CNI.
Esta Ley Orgânica “es complementaria de la Ley 11/2002, de 7 de mayo 
(sic)^ ®®,” y establece un control judicial de las actividades del centro que afecten 
a los derechos fundamentales reconocidos en los articulos 18.2 y 18.3 de la 
Constituciôn Espahola^ ®®. “Para las actividades que puedan afectar a la 
inviolabilidad del domicilie y al secreto de las comunicaciones, la Constituciôn 
espahola exige en su articulo 18 autorizaciôn judicial, y el articulo 8 del 
Convenio Europeo para la Protecciôn de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales exige que esta injerencia esté prevista en la Ley y 
constituya una medida que, en una sociedad democrâtica, sea necesaria para 
la seguridad nacional, la seguridad pùbiica, el bienestar econômico del pais, la 
defensa del orden y la prevenciôn del delito, la protecciôn de la salud o de la 
moral, o la protecciôn de los derechos y libertades de los demâs” ®^'.
La tramitaciôn de esta ley orgânica de articulo ùnico, conjunta con la Ley 
11/2002^ ®®, contô con el mismo apoyo parlamentario que la ley ordinaria:
Disposiciôn adicional primera de la Ley 11/2002, de 6 de mayo.
Exposiciôn de motives de la LO 2/2002 La referencia que hace a la fecha de la Ley 11/2002 es inexacte, donde 
dice 7 de mayo debiera decir 6 de mayo.
Inviolabilidad del domicilie y secreto de las comunicaciones.
Exposiciôn de motives de la LO 2/2002.
La exposiciôn de motivos de la LO dice que su alcance résultera de una interpretaciôn conjunta con la ley 
reguladora del CNI.
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PSOE, PP, ClU y Ahora bien, en el caso de la Ley Orgânica 2/2002, el
Consejo General del Poder Judicial emitiô un informe preceptive y no 
vinculante el 6 de noviembre de 2 0 0 sobre el anteproyecto de ley que le fue 
presentado.
Segûn el CGPJ, “el Anteproyecto que se informa llena un importante 
vacio legislative respecte de la actuaciôn de los servicios secretes, per cuanto 
en la actualidad no existe disposiciôn legal alguna que contemple 
especificamente el régimen de autorizaciones judiciales con relaciôn a los 
servicios de inteligencia. De esta forma, en estes mementos, la actuaciôn de 
citados servicios, si incidiera en el ejercicio de los derechos fondamentales, no 
solo se encontrarla al margen de la legalidad, sine que podria dar lugar a 
responsabilidad penal"^^\
El informe destaca también otro asunto de particular relevancia como es 
la atribuciôn al Poder Judicial del control de la actividad de los servicios 
secretes, evitando asi la existencia de zonas inmunes en la actuaciôn de los 
poderes pûblicos^^^.
Esta idea fue expuesta con determinaciôn por el Sécréta rie de Estado 
Director del CNI, Félix Sanz, en la Apertura del Segundo Congreso de 
Inteligencia que tuvo lugar en el Aula Magna de la Universidad Carlos III de
“ Se presentaron 44 enmiendas, 6 de ellas a la totalidad. Las enmiendas fueron las mismas que las que se 
presentaron para el proyecto de Ley reguladora del CNI, y la principal razôn que se alegô para pedir la devoluciôn al 
Gobierno fue que el control judicial puede quedar reducido a un control meramente formai, entre otras cosas porque 
el Magistrado nombrado para controlar esas actuaciones no dispone de los elementos de juicio suficientes para 
decidir la conveniencia, o no de las medidas solicitadas. Aparté de esto, el control se prevé solo respecto del articule 
18.2 y 3 de la Constituciôn y los requisites habilitantes son indeterminados. El control judicial que exige la 
Constituciôn debe ser real y efectivo y no meramente formai”. Pérez Villalobos, Concepcion; op. cit; pag. 46.
El informe consta de 15 paginas y son ponentes los Excmos. Sres. Enrique Arnaido Alcut)illa y Ramôn Sâez 
Valcârcel.
Informe del Consejo General del Poder Judicial, de 6 de noviembre de 2001, pâg. 11, que cita, como ejemplo de 
responsabilidad penal la sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 26 de mayo de 1999 y también, la 
sentencia del Tribunal Supremo de 22 de marzo de 2001, ambas concernientes al escândalo de las “escuchas del 
CESID”.
Informe del CGPJ, de 6 de noviembre de 2001, pâg. 12.
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Madrid en noviembre de 2010, “somos y actuamos, absolutamente dentro de la 
ley, sin cometer ninguna ilegalidad, incluse aunque tengamos tentaciones 
siempre seguimos el camino que ma rca la ley”.
Para otros pretender la adecuaciôn absoluta de los servicios de 
inteligencia al marco del Estado de Derecho es desconocer parte de la 
actividad de taies servicios^^^. La hipôtesis de esta tesis es que es 
perfectamente posible disponer de unos servicios de inteligencia modernes y 
eficaces con absolute sometimiento a le dispuesto en nuestro ordenamiento 
juridico. Sobre elle se volverâ mas adelante cuando se hable del control judicial 
p revio.
2.2.1.4. Ley 11/1995 reguladora de la utilizaciôn y control de los créditos 
destinados a gastos reservados
Esta ley tiene importancia porque, ademâs de regular los fondes 
reservados, una buena parte de los cuales tiene como destinatarios los 
servicios de inteligencia, instaura una comisiôn a la que la LO 2/2002 atribuye 
el control de taies servicios.
Sôlo los Ministerios de Defensa, Exteriores e Interior dispondràn de 
fondes en concepto de gastos reservados. Sobre ese dinero existirâ un control 
administrative interne y el del titular del departamento que informera 
periôdicamente a la Comisiôn y al Présidente del Gobierno. A su vez y con
En el curso de verano de la Universidad de Cantabria “Servicios Secretes y Secretos de Estado” celebrado en 
Castro Urdiales en julio de 2005, dejô claro Juan Alberto Perote que tal pretension desde su punto de vista era un 
imposible. E ilustrô su aseveraciôn con una anécdota. Cuando en el llamado “juicio de las escuchas” la fiscal se 
dirigiô a él inquiriéndole sobre si era consciente del ilicito penal le contesté: “esto es lo menos grave de todas las 
actividades que yo he realizado”.
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carâcter anual “la Comisiôn podrâ elaborar un informe para su remisiôn a los 
Présidantes del Gobierno y del Tribunal de Cuentas”^^ "^ .
2.2.1.5. Real Decreto 436/2002, por el que se establece la es truc tu ra 
orgânica del CNI
“La estructura orgânica deberâ estar dotada de una singular flexibilidad 
que permita la râpida adaptaciôn del centre para el mejor desarrollo de las 
funciones asignadas al mismo y el cumplimiento de unos objetivos anuales, 
que el Gobierno aprobarâ mediante la direct!va de inteligencia”^^ .^
Este RD es el desarrollo reglamentario de la ley 11/2002, de 6 de 
mayo^ ^®. La citada ley clasifica con el grade de secrete la organizaciôn y 
estructura interna del centre. Es por elle que el RD 436/2002 se limita a la 
regulaciôn de los ôrganos rectores -Secretario de Estado Director, Secretario 
General- incorporando, como principal novedad, dos Direcciones Técnicas con 
range de Direcciôn General que ayudan a simplificar el organigrama y a 
mejorar decisivamente la estera de controP^.
Las personas que las dirigirân son nombradas por el Secretario de 
Estado Director quedando la Direcciôn Técnica de Inteligencia bajo mande 
directe suyo, mientras que la otra Direcciôn Técnica, la de Recursos, es 
responsabilidad directa, como ya se apuntô anteriormente, del Secretario 
General del Centro.
Art. 7.4 Ley 11/1995, reguladora de la utilizaciôn y control de los créditos destinados a gastos reservados.
Exposiciôn de motives del RD 436/2002.
Art. 7.3 de la Ley 11/2002: “El Centro Nacional de Inteligencia se estructura en una Direcciôn, cuyo titular tendra 
range de Secretario de Estado, una Secretaria General y en las unidades que se determinen reglamentariamente".
Ningùn jefe de “la casa" deberia, idealmente, ostentar mâs de seis mandes directes.
Articule l.c  del Real Decreto 436/2002: “Dos Direcciones Técnicas, cuyos titulares tendrân range de Director 
General, una bajo la dependence directe del Secretario de Estado Director y otra dependiente del Secretario 
general, que serân nombrados por el Secretario de Estado Director, de acuerdo con lo previsto en el articule 9.2.a) 
de la ley 11/2002".
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2.2.1.6. RD 593/2002 que desarroila el régimen econômico 
presupuestario del CNI
El Real Decreto 593/2002 es resultado de la habilitaciôn que la ley 
11/2002, concede al Gobierno para establecer las peculiaridades necesarias en 
el régimen econômico presupuestario del Centro Nacional de Inteligencia^^®.
Estas peculiaridades tienen que ver “con la necesidad de guardar la 
debida réserva, para garantizar la confidencialidad de los datos contenidos en 
sus documentes y de las informaciones que pueden desprenderse de los 
mismos, dada su clasificaciôn de secreto” "^^® lo que requiere una legislaciôn 
especifica que la garantice.
El control econômico del Centro Nacional de Inteligencia es ejercido por 
el Parlamento, el Tribunal de Cuentas y la Intervenciôn General del Estado. El 
Parlamento “aprueba el presupuesto correspond lente al Servicio de Inteligencia 
y contrôla sus gastos. El Ministro de Defensa présenta un informe semestral 
sobre fondos reservados a la Comisiôn de control de los créditos destinados a 
gastos reservados. El Tribunal de Cuentas realiza el control econômico externo 
de los gastos efectuados por el CNI, informando al Parlamento de los 
resultados. El control econômico interno lo lleva a cabo la Intervenciôn General 
del Estado"^^\
Art. 8.3 Ley 11/2002: “El control de la gestion econômico-financiera se efectuarâ con arreglo a lo dispuesto en la 
Ley General Presupuestaria para los Organismos pùblicos previstos en la disposiciôn adicional décima de la Ley 
6/1997, de 14 de abril, de Organizaciôn y Funcionamiento de la Administraciôn General del Estado. El Gobierno 
establecerà las peculiaridades necesarias que garanticen su autonomie e independencia funcional”.
Exposiciôn de Motives del RD 593/2002, por el que se desarroila el régimen econômico presupuestario del CNI. 
Navarro Bonilla, Diego y Esteban, Miguel Angel; Terrorisme Global: Madrid, 2006, pâg 121.
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Asi pues, a través de este RD se régula la financiaciôn '^*^, el régimen 
presupuestario^"^^, el de la contrataciôn, el patrimonial, la contabilidad y los 
posibles contrôles a cargo de la Intervenciôn General de la Administraciôn del 
Estado^-mâs exactamente, de la Intervenciôn Delegada destacada en el 
propio Centro Nacional de Inteligencia con carâcter permanente^"^^-, del 
Tribunal de Cuentas y del Ministro de Defensa^ "^ ®.
Se tiene en cuenta también las solicitudes de datos que otros 
organismos pudieran hacer al centro a efectos estadisticos, en ese caso, la 
Disposiciôn Final Primera faculta al Centro para “acordar con las personas, 
Organismos e Instituciones pùblicas o privadas responsables un procedimiento 
de comunicaciôn que salvaguarde la protecciôn de las informaciones 
clasificadas”.
Segûn el articule 2 del RD 593/2002 el CNI “se financiarà con cargo a los siguientes recursos; a) Las 
transferencias consignadas en los Presupuestos Generates del Estado, a través de un concepto especifico. b) Los 
ingresos obtenidos como consecuencia del normal desarrollo de sus actividades. c) Los ingresos procédantes de la 
gestion de su patrimonio. d) Los ingresos procédantes de las actividades que pueda realizar, en virtud de convenio o 
disposiciôn legal, e) Cualesquiera otros ingresos que le sea autorizado percibir”.
Donde, de résultés del articule 3 del RD 593/2002, el Secretario de Estado Director, una vez concedido el 
montante global, puede alterar las partidas, quitar y poner, siendo él quien verdaderamente, decide por la via del 
dinero, donde ha de poner el acento el Centro Nacional de Inteligencia en el desempeho de sus actividades. 
Semejante poder parece excesivo y debiera estar mucho mas matizado. Al menos las lineas principales deberia 
marcarlas el Gobierno (Art. 97 CE: El Gobierno dirige la politica del estadoj, /cf est, el esfuerzo hecho en inteligencia, 
en contrainteligencia, en recursos, en inteligencia de senales y en informaciôn comercial/industrial. De nada sirve la 
existencia de departamentos del Centro vacios de recursos. Recuérdese a este respecto la minùscula célula de 
involuciôn existante en el CESID antes del 23-F.
Art. 7 RD 593/2002: “El Centro Nacional de Inteligencia estarâ sometido a control financiero permanente con el 
objeto de verificar que la gestiôn econômico-financiera se adecua a los principios de legalidad, economia, eficiencia 
y eficacia, ejerciéndose por la Intervenciôn Delegada destacada en el mismo. El Interventor general de la 
Administraciôn del Estado comunicara al Interventor Delegado en el Centro Nacional de Inteligencia, en su caso, los 
informes a emitir asi como la fecha de emisiôn dentro del Plan de auditorias y actuaciones de control financiero. Los 
informes de control financiero, una vez surtida su finalidad de promover la mejora de las técnicas de gestiôn 
econômico-financiera, se custodiarân en la Intervenciôn Delegada del Centro Nacional de Inteligencia remitiéndose 
al Interventor general de la Administraciôn del Estado aquellos que determine expresamente”.
Hace ya dos décadas, el general Luis Gonzalez Ramos, a la sazôn 2° Jefe de la Intervenciôn General del 
Ejército, intentô que la Intervenciôn Militar conociese con carâcter regular las cuentas del servicio. Sus intentos 
fueron baldios, se le dijo que no era posible y que sobre ese asunto no habia mâs control que el interno del propio 
Centro (entonces CESID). El autor de la tesis conociô la existencia de taies conversaciones a través del propio 
general interventor.
El art. 8 del RD 593/2002 dispone que el centro estarâ sometido “a un control de eficacia, que serâ ejercido por 
el Ministro de Defensa, sin perjuicio de los contrôles asignados a la Intervenciôn General de la Administraciôn del 
Estado y al Tribunal de Cuentas por la Ley General Presupuestaria. Dicho control tendrâ por finalidad comprobar el 
grado de cumplimiento de los objetivos y la adecuada utilizaciôn de los recursos asignados".
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2.2.1.7. RD 327/2004 que modifica el Estatuto de! Personal del CNI 
aprobado por RD 1324/1995
El RD 1324/1995 estableciô un régimen de personal ùnico para todos los 
profesionales^^^ -e l sujeto cualificado- que prestaban servicio en el Centro, 
“conjugando el régimen del personal militar con el de la funciôn pùblica e 
introduciendo, ademâs, determined as particularidades que respondian a las 
especiales circunstancias que afectan al personal del Centro” "^^®.
Hasta entonces las mayores quejas suscitadas por el personal del 
CESID tenian que ver precisamente con su condiciôn funcionarial^^® y las 
ventajas que de ellas podîan derivarse.
El RD 327/2004 modifica el RD 1324/1995 teniendo en cuenta la 
necesidad de adapter el Estatuto del personal a las exigencies derivadas “tanto 
de la nueva legislaciôn que afecta al Centro Nacional de Inteligencia como de 
la variaciôn del entorno de su aplicaciôn, tratando al mismo tiempo de suplir las 
deficiencies, lagunas y contradicciones que la prâctica diaria ha revelado en el 
vigente estatuto” ®^®.
Se trata de modificaciones de envergadura^®\ en cantidad y calidad, que 
atahen a casi todos los aspectos de la relaciôn del personal con el centro, a
Reclentemente, en una reunion auspiciada por el CNI con presencia de représentantes de diferentes servicios 
amigos sobre inteligencia europea -CESEDEN, finales de junio de 2010-, el Secretario de Estado Director anunciô 
la creaciôn de un Côdigo Etico.
Exposiciôn de Motives del RD 327/2004.
Los oficiales del ejército no planteaban ningùn problème, ya que se consideraban bien tratados y bien cubiertos, 
pero el reste del personal queria asegurarse seguir disfrutando de la mejora de las condiciones laborales que 
representaba su peso por el CESID. El autor de la tesis supo de la existencia de taies reclamaciones del personal 
del servicio en conversaciones con Juan Alberto Perote Pellôn. Esta incertidumbre -y  las consiguientes ventanas de 
vulnerabilidad- se evitaria estableciendo un régimen de seguridad social para toda la comunidad de inteligencia.
Exposiciôn de Motives del RD 327/2004, que modifica el Estatuto del Personal del CNI aprobado por RD 
1324/1995.
Ademâs de derogar las Disposiciones Adicionales 3 y 5.
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saber: la estructura jerârquica y la relaciôn de puestos de trabajo^® ,^ la 
asignaciôn de puestos de trabajo^ ®®, los ôrganos compétentes^®" ,^ las 
competencias del Ministro de Defensa, Secretario de Estado Director y 
Secretario General^ ®®, el registre de personal^®®, el proceso de selecciôn de 
personal temporaP® ,^ el ingreso en el centre^ ®®...
Lo que sigue sin haber en Espaha es un Estatuto de la comunidad de 
inteligencia como tal. Existen diverses Estatutos correspondientes a diferentes 
servicios: “Por un lado, existe un estatuto especifico para los agentes del CNI, 
por otro lado, existen los estatutos que rigen para los miembros de las Fuerzas 
Armadas, la Guafdia Civil o el Cuerpo Nacional de Policia que no establecen 
disposiciones especificas para aquellos de sus miembros que se dedican a 
ta reas de inteligencia” ®^®.
Hoy, asuntos como el incremento del numéro de civiles del centro 
(su “desmilitarizaciôn”), o la incorporaciôn de la mujer ya no se plantean^ ®®.
Lo mas destacable de la anterior regulaciôn era la amplitud de poderes 
de que gozaba el Director General del CESID. De résultés de los sucesivos 
escândalos (GAL, escuchas,...) y como fruto de esa preocupaciôn se sintiô la 
necesidad de évitar a toda costa cualquier fuga de informaciôn desde el 
servicio hacia la prensa.
^^Art. 1 RD 327/2004.
”  Arts. 2 y  3RD327/2004.
^"A rt.4R D  327/2004.
Arts. 5 ,6 y 7 R D 327/2004.
^^Art.8RD 327/2004.
A rt.9RD 327/2004.
Art. 10 RD 327/2004.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 203.
^  Avanzado ya el ano 2005 el Secretario de Estado Director es un civil, Alberto Saiz Cortés, nombrado por RD 
607/2004, de 19 de abril, en sustituciôn de otro civil, Jorge Dezcallar de Mazarredo, y la secretaria general del centro 
es una mujer, Esperanza Casteleiro (con rango de Subsecretaria), que sustituye en el cargo a otra mujer. Maria 
Dolores Vilanova Alonso. En el ano 2010, la secretaria general es, de nuevo, una mujer, Elena Sânchez Blanco.
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A s i  las cosas, el resultado final fue la extension de las prerrogativas del 
director de manera que este tuviese en su mano todas las riendas del servicio 
controlando directamente el mayor numéro de divisiones posible con el mînimo 
control externo. Con la reforma del RD 327/2004 se redistribuyen las funciones 
entre el Director y el Secretario General, que es el jefe superior de personaP®\ 
y se crean dos Direcciones Técnicas que agrupan las anteriores divisiones del 
CESID, dependiendo directamente cada una de ellas del Secretario de Estado 
Director (Inteligencia) y del Secretario General (Recursos).
En cuanto al ingreso; “Son miembros del Centro Superior de Informaciôn 
de la Defensa quienes, en virtud de nombramiento legal y una vez superadas 
las correspondientes pruebas de selecciôn, se incorporan al mismo con una 
relaciôn estatutaria de servicios profesionales y retri bu id os con cargo a los 
presupuestos generates del Estado. Este personal, cualquiera que sea su 
procedencia, quedarâ sujeto a las disposiciones contenidas en el présente 
Estatuto y a las normas que se dicten para su desarrollo” ®^^. Tanto militares 
como guardias civiles una vez que entran al servicio del CNI se someten a la 
/ex specialis (El Estatuto de Personal contenido en el RD 1324/1995 modificado 
por el RD 327/2004) en detrimento de la /ex generalis representada por su 
Estatuto de origen^ ®®. Se ingresa en el Centro con carâcter temporal y, 
transcurrido el periodo de formaciôn y demostrada la idoneidad pertinente, el 
contrato se eleva a definitive.
Art. 7 RD 327/2004, de 27 de febrero.
Art. Idel RD 1324/1995 que régula el Estatuto del Personal.
Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. c't, pâg. 204. De hecho, una vez que un militar ingresa en el Centro déjà de ser 
relevante el empleo que ostente, un sargento puede mandar y ser el superior de un capitân. Esto es asi desde la 
época en que el entonces comandante José Luis Cortina Prieto -que fue quien introdujo la novedad, conversaciôn 
con el autor de la tesis- estaba al frente de la Agrupaciôn Operativa del CESID.
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Es resenable la posibilidad que plantea el art. 4.2 del Estatuto del 
PersonaP®  ^ de designer personas con catégorie de subdirector general o 
asimilado sin necesidad de pruebas de selecciôn o idoneidad^ ®®. Precisamente 
por la responsabilidad que taies personas ostentan y la importancia de la 
informaciôn que han de conocer se deberia extremar las precauciones a la 
hora de pro veer destines semejantes (que sean oficiales o licenciados no 
parece garantie de idoneidad suficiente).
Los ceses^ ®® pueden obedecer a causas de carâcter politico (ser elegido 
miembro de las instituciones mâs relevantes del pais, en los très niveles, 
estatal, autonômico y local, ser nombrado alto cargo de alguna de ellas o 
perder la nacionalidad espahola), profesional (que van desde el cese a peticiôn 
propia a la jubilaciôn) o discrecionaP®^ (pero motivada)^ ®®.
Entre los derechos recogidos en el art. 25 del RD 1324/1995 (ser 
clasificado en el grupo correspondiente, ser informado debidamente de cuanto 
le concierne saber, la posibilidad de hacer carrera en el Centro) destaca la 
protecciôn y el respaido del centro^ ®® al agente en el cumplimiento de sus 
actividades regulares^^®.
Art. 4.2. del Estatuto de! Personal: “La relaciôn de puestos de trabajo podrâ indicar que puestos de los que tienen 
asignado nivel de subdirector general o asimilado pueden proveerse sin necesidad de superar las correspondientes 
pruebas de selecciôn y periodo de valoraciôn de idoneidad. De darse esta circunstancia, sôlo procederâ el 
nombramiento a que se hace referenda en el articule 14 de este Estatuto, y la provisiôn, en este caso, deberâ 
recaer necesariamente en personal militar procédante de la Ensehanza Militar de Grado Superior o en funcionarios 
civiles pertenecientes a Cuerpos o Escalas clasificados en el grupo A”.
Pruebas que si ha de superar el reste del personal como parece adecuado a un servicio de informaciôn. Taies 
pruebas estân reguladas en el Capitule III del RD 1324/95. De hecho, Felix Sanz Roldan, actual director del CNI, 
prescindiô de personas que habian side incorporadas durante la etapa de Alberto Saiz, por “falta de idoneidad”.
Regulados en el art. 18 del RD 1324/1995 modificado por el articule 14 del RD 327/2004.
Art. 4.3 del Estatuto de Personal: “El personal designado para ocupar un puesto del Centro podrâ ser cesado 
libremente en el desempeho del mismo. La motivaciôn de la resoluciôn de cese se referirâ a la competencia para 
adoptarla".
Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. cfr; pâg. 205.
Art. 25.C) RD 1324/1995: “Obtener la protecciôn y el respaido del Centro respecto a su actuaciôn regular..., 
asumiendo aquél la responsabilidad patrimonial en que hubiera podido haber incurrido por las acciones u omisiones 
que le hayan sido legitimamente ordenadas, haciéndose cargo de la oportuna asistencia letrada".
Protecciôn que -de  facto- se extendiô también a las acciones irregulares. Ruiz Miguel, Carlos; op. cfr; pâg. 205.
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Los deberes que afectan a los miembros del centro presentan un 
particular interés juridico porque limitan derechos fondamentales. Asi, el 
derecho a la intimidad (art. 18.1 CE) queda afectado por los articulos 37 y 41 
del Estatuto de Personal que exigen llevar una vida sin acciones que ocasionen 
vulnerabilidades al agente y dar toda la informaciôn que se le solicite sobre sus 
bienes y patrimonio, respectivamente.
El derecho a la informaciôn, una de cuyas facultades es la difusiôn libre 
de informaciôn (art. 20 CE) queda capitidisminuido por la obligaciôn de guardar 
secreto sobre todo lo que conociô a lo largo de su vida laboral incluse después 
de haber cesado en sus funciones (art. 38, deber de réserva, del Estatuto de 
Personal).
Por ultimo, al personal del centro le esta vedado también -art. 37 del 
Estatuto- el derecho de huelga (art. 28.2 CE), el de sindicaciôn (art. 28.1 CE) y 
el de asociaciôn (art. 22.1 CE).
Pues bien, segûn reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional^^\ 
la limitaciôn de los derechos fondamentales précisa de cinco requisites que 
sintetiza asi Carlos Ruiz MigueP^^: principio de legalidad, fin
constitucionalmente légitimé, juicio de idoneidad, juicio de necesidad y juicio de 
proporcionalidad. El primero no se cumple; la regulaciôn se establece por 
decreto no por ley. El segundo si encuentra acomodo en el actual 
ordenamiento^^® y el tercero también. Pero son cuando menos discutibles^^"  ^ los 
puntos cuarto y quinte: ^no hay otras medidas que danen menos los derechos
SSTC 66/1995, de 8 de mayo, y 207/1996, de 16 de diciembre. 
Ruiz Miguel, Carlos; op. cfr; pâgs. 206 y 207.
173 Otra cosa es discriminar después en donde, de las alternativas que nos ofrece la Constituciôn, ha de reposer su 
cabeza la comunidad de inteligencia.
Desde el punto de vista juridico, los agentes posiblemente las estimarân absolutamente necesarias.
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en cuestiôn y que sean igualmente idôneas? &Son medidas ponderadas, 
résulta mâs bénéficie para la comunidad que perjuicio para el individuo?
En cuanto al régimen disciplinario el articule 42 del Estatuto de Personal 
toma como derecho supletorio lo dispuesto en la legislaciôn vigente de 
personal civil funcionario. Las autoridades sancionadoras son:”a) El Ministro de 
Defensa^para la separaciôn del servicio y para la suspensiôn de funciones 
superior a un ano. b) El Secretario de Estado Director, para la suspensiôn de 
funciones de seis meses y un dia hasta un ano. c) El Secretario General, para 
la suspensiôn de funciones de seis dias hasta seis meses. d) Los titulares del 
resto de ôrganos directivos del Centro, para la suspensiôn de funciones hasta 
cinco dias y reprensiôn”^^®.
Las causas de cese afectan también a derechos fondamentales: haber 
revelado -libertad de expresiôn-, haberse sindicado, -libertad sindical-; en 
consecuencia cabe hacerles el mismo reproche que a los deberes que 
establece el Estatuto, esto es, la ruptura del principio de legalidad al venir 
reguladas por sendos decretos^^^.
El expediente que, antes de la reforma del Estatuto, se incoaba por 
orden del Director se incoa ahora por orden del Secretario GeneraP^®.
Las faltas pueden ser muy graves, graves o leves.^^® Pues bien, entre 
las graves hay una que merece especial consideraciôn. El articule 45 b) del RD 
1324/1995 califica de grave: “La falta de obediencia debida a los superiores”. 
Sobre este asunto se debe resehar que en su trabajo diario la vinculaciôn
Cuyas resoluciones, ya sea en primera instancia, o resolviendo un recurso sobre una sanciôn impuesta por un 
mando del Centro, ponen fin a la via administrativa.
Articulo 28 RD 327/2004, que modifica el art. 51 del RD 1324/1995.
RD 1324/1995 modificado por RD 327/2004.
En este sentido indicar que el articulo 27 del RD 327/2004 reforma el apartado 3 del articulo 50 del Estatuto.
179 Articulos 44,45 y 46 del RD 1324/1995.
58
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
prioritaria del agente ha de ser la ley, entendida aqui, lato sensu, como el 
ordenamiento juridico que rige en nuestro pais. Solo subsidiariamente -  
después de la ley- ha de sentirse vinculado a los mandos y ôrganos de 
direcciôn del servicio. En contra de lo que se ha dicho la obediencia a la ley -la 
actuaciôn secundum legem- no merma la eficacia de los servicios, bien al 
contrario, es precisamente la actuaciôn contra legem la que hace tambalear la 
moral y la eficacia de los agentes, y la que ha dado lugar a los mayores 
escândalos en que han sido protagonistas los servicios de inteligencia.
Es fâcil para un servicio alentar en sus agentes la consideraciôn de que 
estân realizando una acciôn de gran sacrificio -  dulcis est pro patrie mori- por 
su pais. La “naciôn”, personificada en la escala de mandos del Centro, lo pide, 
y expresa su gratitud por adelantado pese a que el hecho en si contradiga la 
ley. El brillo de la bondad de la acciôn concreta opera como una estrella que no 
deja ver el firmamento de repercusiones que conlleva. Este deslumbramiento 
ayuda a sustituir la obediencia a la ley por la obediencia al mando, pero cuando 
el momento/estrella ha pasado y el agente puede considerar la totalidad de la 
empresa es el principio de la desmoralizaciôn y el final de la eficacia^ ®®.
2.2.1.8. RD 421/2004 por el que se régula el Centro Criptolôgico Nacional
El RD 421/2004 es consecuencia di recta de la ley 11/2002^®^  que 
encomienda al Centro Nacional de Inteligencia el ejercicio de las funciones
“La bondad de una cosa arrebata a los hombres y, puestos a su servicio, olvidan fâcilmente que hay otras 
muchas cosas buenas con quienes es forzoso compaginar aquella, so pena de convertirla en una cosa pésima y 
funesta.” Ortega y Gasset, José; op. cit., pâg. 67.
La Exposiciôn de Motives del RD 421/2004 sehala: “Este real decreto se dicta en virtud de lo dispuesto en la 
disposiciôn final primera de la Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora del Centro Nacional de Inteligencia”. Y la 
Disposiciôn Final Primera de la Ley 11/2002, de 6 de mayo, faculta “al Consejo de Ministres para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para la aplicaciôn y desarrollo de la présente Ley”.
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relativas a la seguridad de las tecnologias de la informaciôn^® ,^ la protecciôn de 
la informaciôn clasificada^®® y confiera al Secretario de Estado Director del CNI 
la responsabilidad de dirigir el Centro Criptolôgico NacionaP®"^  (en adelante 
CCN)^ ®®.
El desarrollo alcanzado por las tecnologias de la informaciôn en nuestros 
dias obliga a la existencia de un ôrgano de la administraciôn que vele por la 
seguridad de sus sistemas de informaciôn^®®. Pues bien, este ôrgano es el 
Centro Criptolôgico Nacional que esta adscrito al CNI y comparte con este 
“medios, procedimientos, normative y recursos, y se régira por la Ley 11/2002, 
de 6 de mayo, reguladora del CNI. El personal del CCN estarâ integrado 
orgânica y funcionalmente en el CNI, por lo que le serân de aplicaciôn todas las 
disposiciones relativas al personal de este, contempladas en la Ley 11/2002, de 
6 de mayo, y en la normativa de desarrollo, particularmente su régimen 
estatutario” ®^^.
' '"A rt. 4.e) Ley 11/2002.
""A r t. 4.f) Ley 11/2002.
Responsabilidad que le es atribuida en el art. 9.2.f) de la Ley 11/2002.
Criptologia: Es la ciencia que estudia el cifrado y descifrado de la informaciôn asi como los sistemas que realizan 
dichas funciones. 1. Caroa remota de claves: Técnica por la que un equipo de cifra puede transmitir a otro 
compatible una clave cifrada que, una vez descifrada, puede utilizer en operaciones de cifra. 2. Criptoanàlisis: Pasos 
sucesivos para transformer un criptograma en el texto claro original sin conocer el sistema cifrado utilizado y/o la 
clave. 3. Criptofonia: Rama de la criptologia que estudia la voz. 4. Criptograma: Texto cifrado, ya formateado, 
preparado para la transmisiôn. 5. Expresiôn cifrante: Numéro de caractères del texto cifrado que se corresponden 
con la unidad de cifra. 6. Gestiôn de claves: Proceso que comprende la generaciôn, distribuciôn, almacenamiento, 
utilizaciôn, archive y destrucciôn de claves empleadas en un criptosistema. 7. Môdulo de claves: Dispositive portâtil 
utilizado para el almacenamiento y, en ocasiones, transporte de parte o la totalidad de claves que utiliza un equipo, 
pudiendo ser retirado de manera que la clasificaciôn de seguridad del equipo disminuye. 8. Protocole: Conjunto de 
normas utilizadas para establecer y mantener una comunicaciôn. Pastor Petit, Domingo.; op. cfr, pâgs. 101 y 102.
“El concepto de seguridad de los sistemas de informaciôn no sôlo abarca la protecciôn de la confidencialidad de 
ésta; en la mayorla de los cases es necesario también que los sistemas permitan el acceso de los usuarios 
autorizados, funcionen de manera integra y garanticen que la informaciôn que manejan mantiene su integridad. En 
consecuencia, la seguridad de los sistemas de informaciôn debe garantizar la confidencialidad, la disponibilidad y la 
integridad de la informaciôn que manejan y la disponibilidad e integridad de los propios sistemas”. Exposiciôn de 
Motives del RD 421/2004.
187 Art. 2.3 RD 421/2004.
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El âmbito de actuaciôn del Centro Criptolôgico^®® Nacional comprende 
no sôlo los sistemas de las tecnologias de la informaciôn de la administraciôn 
que incluyen medios de cifra^ ®® sino también “la seguridad de los sistemas de 
las tecnologias de la informaciôn que procesan, almacenan o transmiten 
informaciôn clasificada” ®^°.
2.2.2. La cuestiôn de la dependence: el organigrama
“El Centro Nacional de Inteligencia se adscribe orgânicamente al 
Ministerio de Defensa"^Esta ha sido la adscripciôn tradicional de los 
servicios inteligencia espaholes a lo largo de la historia y con la nueva ley se 
mantuvo la tradiciôn aunque el PNV presentô una enmienda al proyecto de ley 
en la que pedia la adscripciôn orgânica del centro a la vicepresidencia primera 
del gobierno a través de los ministerios de Interior y Defensa. Si se entiende la 
comunidad de inteligencia como tal, como una verdadera comunidad de 
inteligencia, la incardinaciôn del servicio exterior en defensa viene de suyo. El
188 Criptografia es el arte de escribir de forma que resuite incomprensible para quien no posee la clave. Es un arte 
de larga tradiciôn histôrica hasta la criptografia digital de nuestros dias (Wd. Pastor Franco, José; Criptoorafia digital: 
Zaragoza, 1.998, passim) que puede realizarse mediante: cifrado de flujo (generaciôn de sucesiones aleatorias de 
bits, siendo el bit la unidad minima de informaciôn, ceros o unos), cifrado de bloque (que puede ser simétrico o 
asimétrico), cifrado con curvas elipticas (gravita en torno a las curvas elipticas cuyo dominio son los cuerpos finitos 
de numéros enteros) o cifrado cuântico (escapando de los limites de la fisica convencional). Hay dos posiciones 
sobre este asunto: quienes piensan que la criptografia puede ser un arma peligrosa para la seguridad nacional y 
quienes creen que préserva el derecho a la intimidad (En este ultimo sentido recuérdese el famoso comentario de 
Philip Zimmermann, creador del PGP - programa de encriptaciôn -, “si la intimidad esta al margen de la ley, sôlo los 
que estàn al margen de la ley tendrân intimidad”). Los gobiemos desean que las claves de recuperaciôn de los 
algoritmos sean almacenadas por las autoridades para protéger la seguridad nacional, y los usuarios no se flan del 
uso que se haga de taies almacenes. La Uniôn Europea apoya la encriptaciôn “fuerte o dura” (La encriptaciôn es 
mas “fuerte o mâs dura” cuanto mâs larga es la clave), pero por otra parte la mayoria de los estados que la integran 
son signatarios del Tratado de Wassenaar, que establece restricciones a la exportaciôn de claves superiores a 64 
bits. En 1999 se aprobô en EE.UU. la Ley de Seguridad y Libertad de la Encriptaciôn en Estados Unidos que 
permite exporter cualquier tipo de encriptaciôn siempre y cuando se deposite el algoritmo ante la Administraciôn 
para su estudio durante quince dias. En Espaha, la Ley General de Telecomunicaciones en su art. 52, dispone que 
los usuarios de cifrado deben notificar al Estado “los algoritmos o cualquier procedimiento de cifrado utilizado”, 
disposiciôn que puede infringir el derecho constitucional a no declarar contra uno mismo.
Se denomina cifra a un sistema de escritura compuesto por letras y/o numéros para textos secretos.
'^ A r t. 2.1.b) RD 421/2004.
Art. 7.1 Ley 11/2002.
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servicio interior es lôgico que dependa del Ministro del Interior^®^ . El exterior en 
cambio no puede depender de su ministerio homônimo^ ®®. Asi las cosas 
quedan Defensa y Presidencia del Gobierno, pero Presidencia debe coordinar, 
y ademâs, una cierta distancia formai del Présidente del Gobierno le fabrica a 
este un colchôn de aire con el que respirar o amortiguar el golpe para favorecer 
los intereses diplomâticos de Espana caso de ser necesario. De esta suerte, 
sôlo queda Defensa.
Distinta cosa es que la comunidad de inteligencia dependa de la 
presidencia del gobierno por intermedio de una persona de la confianza del 
présidente, que coordine su actividad. Este es el camino que parece haber 
emprendido nuestra actual legislaciôn pues es el vicepresidente del gobierno 
que désigné el présidente quien preside la comisiôn delegada del gobierno 
para asuntos de inteligencia^®"  ^ y asi ha de ser por cuanto el objetivo de un 
servicio de informaciôn es colaborar en la idoneidad de la acciôn de gobierno y 
tal y como estâ configurado nuestro sistema politico, de forma y manera 
presidencialista, es el présidente del gobierno la figura clave en la toma de las 
grandes decisiones que afectan a los intereses vitales del estado. No obstante 
lo anterior, la ley autoriza al présidente del gobierno “para modificar por Real 
Decreto, la adscripciôn orgânica del Centro Nacional de Inteligencia, prevista 
en el articulo 7.1 de esta Ley. El Departamento al que se adscriba el Centro
Quedarla luego por ver si ese servicio interior debe desdoblarse -al modo alemàn-, uno que entienda de la 
seguridad criminal y otro especifico dedicad a a las amenazas contra la seguridad nacional, o no (FBI).
Asi se lo hizo vèr al autor de la tesis un oficial del ejército vinculado a taies servicios. Piénsese en los tiempos en 
que Espaha no ténia relaciones diplomâticas con Israel o Sudâfrica, sin embargo, los servicios de inteligencia 
espaholes mantenian unas relaciones de primer nivel con sus respectives contrapartes. Si el Centro hubiese 
dependido de Asuntos Exteriores a la diplomacia espahola se le hubiese ocasionado un serio disloque en el 
supuesto de que Exteriores hubiese consentido al Servicio la existencia de taies contactes.
'^''Art. 6.2 Ley 11/2002.
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ejercerâ las competencias que, en relaciôn con el mismo, atribuye esta Ley al 
Ministerio de Defensa y a su titular” ®^®.
En cuanto al organigrama del CNI hay que decir que los detalles 
concretos sobre sus actividades, organizaciôn, estructura interna, medios y 
procedimientos, personal, instalaciones, bases y centres de datos, fuentes de 
informaciôn, y las informaciones o datos que puedan conducir al conocimiento 
de las anteriores materias, constituyen informaciôn clasificada con el grado de 
secreto^ ®® (Art. 5.1 Ley 11/2002).
Sin embargo, en la propia pagina web del centre^®  ^ podia verse un 
diagrama de su organizaciôn interna de carâcter bâsico que da una idea sobre 
como estâ estructurado. En la cùspide de la pirâmide estâ el Secretario de 
Estado Director^ ®® asistido por los Organos de Apoyo a la Direcciôn que 
comprenden el Gabinete del Secretario de Estado Director y la Asesoria 
Juridica. De él depende directamente la Direcciôn Técnica de Inteligencia que 
incluye las unidades de inteligencia y contrainteligencia^®®. Inmediatamente 
después del Secretario de Estado Director se halla el Secretario General^ ®® -  
con rango de subsecretario- que estâ al frente de la Direcciôn Técnica de 
Recursos compuesta por Unidades de Recursos, Apoyo a la Inteligencia y 
Seguridad.
Asi reza la Disposiciôn Adicional Tercera de la Ley 11/2002, reguladora del Centro Nacional de Inteligencia.
Art. 5.1 Ley 11/2002. 
www.cni.es. 11 de Julio de 2005.
Cuyos cometidos vienen definidos en el art. 9 de la Ley 11/2002, y 2 del RD 436/2002.
Arts. 1 .c) y 4 del RD 436/2002. Los dos directores técnicos ostentan rango de director general.
Sus funciones estân contempladas en el art. 10 de la Ley 11/2002 y en el art. 3 del RD 436/2002 de 10 de mayo.
por el que se establece la estructura orgânica del CNI.
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2.2.3. Las competencias del CNI
Respecto del antiguo CESID, el CNI ve aùn mas ampliadas sus 
competencias^®^ “El Centro Nacional de Inteligencia es el Organisme pûblico 
responsable de facilitar al Présidente del Gobierno y al Gobierno de la Naciôn 
las informaciones, anâlisis, estudios o propuestas que permitan prévenir y 
evitar cualquier peligro, amenaza o agresiôn contra la independencia o 
integridad territorial de Espana, los intereses nacionales y la estabilidad del 
Estado de derecho y sus instituciones” ®^^.
Después, tras la definiciôn del Centro, la Ley 11/2002, de 6 de mayo, se 
refiere a sus funciones, muy detalladas en el larguisimo articulo cuatro de la 
ley^ ®®. En el primer apartado del articulo 4 llama la atenciôn la menciôn de los 
intereses econômicos o industriales, largamente olvidados por nuestros 
servicios. En el apartado b) destaca la protecciôn del ordenamiento 
constitucional por el centro. El c) hace referenda a la necesidad de 
interconexiôn con otros servicios en la era de la globalizaciôn. El cuarto y
"° ' Sobre todo en lo que tiene que ver con cifra y trâfico de senales (Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. cfr; Madrid, 2002, 
pâg. 185).
"°" Art. 1 de la Ley 11/2002. El PNV presentô una enmienda al proyecto de ley para eliminar el objetivo de evitar 
cualquier peligro o agresiôn contra la independencia o integridad de Espaha; considerando que el no especificar el 
tipo de agresiones que provoca la intervenciôn del Centro constituye una proclama discordante con la libertad 
politica y de pensamiento. Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cfr, pâg. 44.
"°" El articulo 4 de la Ley 11/2002, de 6 de mayo, dice lo siguiente: “Para el cumplimiento de sus objetivos, el Centro 
Nacional de Inteligencia llevarâ a cabo las siguientes funciones: a) Obtener, evaluar e interpretar informaciôn y 
difundir la inteligencia necesaria para protéger y promover los intereses politicos, econômicos, industriales, 
comerciales y estratégicos de Espaha, pudiendo actuar dentro o fuera del territorio nacional. b) Prévenir, detectar y 
posibilitar la neutralizaciôn de aquellas actividades de servicios extranjeros, grupos o personas que pongan en 
riesgo, amenacen o atenten contra el ordenamiento constitucional, los derectios y libertades de los ciudadanos 
espaholes, la soberania, integridad y seguridad del Estado, la estabilidad de sus instituciones, los intereses 
econômicos nacionales y el bienestar de la poblaciôn. c) Promover las relaciones de cooperaciôn y colaboraciôn con 
servicios de inteligencia de otros paises o de Organismos internacionales, para el mejor cumplimiento de sus 
objetivos. d) Obtener, evaluar e interpretar el trâfico de sehales de carâcter estratégico, para el cumplimiento de los 
objetivos de inteligencia sehalados al Centro. e) Coordinar la acciôn de los diferentes organismos de la 
Administraciôn que utilicen medios o procedimientos de cifra, garantizar la seguridad de las tecnologias de la 
informaciôn en ese âmbito, informar sobre la adquisiciôn coordinada de material criptolôgico y former al personal, 
propio 0 de otros servicios de la Administraciôn, especialista en este campo para asegurar el adecuado 
cumplimiento de las misiones del Centro. f) Velar por el cumplimiento de la normativa relative a la protecciôn de la 
informaciôn clasificada. g) Garantizar la seguridad y protecciôn de sus propias instalaciones, informaciôn y medios 
materiales y personales”.
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quinto pârrafo se refieren a la necesidad de la inteligencia y contrainteligencia 
electrônica o de senales. En el sexto y séptimo apartados se habla de la 
protecciôn de la informaciôn y de las propias instalaciones.
Este articulo fue objeto de varias cnticas y enmiendas -en particular por 
el Partido Nacionalista Vasco e Izquierda Unida- a lo largo de su tramitaciôn 
parlamentaria con dos argumentos comunes; no queda suficientemente claro, 
ni se précisa con detalle, que es lo que protege el Centro Nacional de 
Inteligencia (cuales son sus fines, cuales sus objetivos)^ ®"^ , ni cômo lo protege 
(medios).
Lo que si queda meridianamente claro en el articulo 5.4 de la Ley 
11/2002 es que los miembros del CNI “no tendrân la consideraciôn de agentes 
de la autoridad, con excepciôn de aquellos que desempenen cometidos 
profesionales relacionados con la protecciôn del personal del Centro y de las 
instalaciones del mismo”. Esto es asi puesto que los servicios de inteligencia 
no investigan delitos ni persiguen la obtenciôn de pruebas sobre conductas 
ilicitas. El ordenamiento juridico atribuye estas funciones a las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado^ ®®.
En cualquier caso, siguiendo la doctrina del Al mirante Stanfield Turner, 
la claridad y la delimitaciôn de las competencias^®® de un servicio de 
informaciôn es directamente proporcional a la capacidad de sus mandos para 
resistirse a las presiones de los politicos, a la ausencia de fricciones con los
“Un servicio de informaciôn es de suyo insaciabie y le interesaria estar informado de casi todo. El problema no es 
solo que esto choca frontalmente con el derecho a la intimidad de los ciudadanos y otros derechos fondamentales, 
sino que cuesta dinero.” Marquina, Antonio; op. cit.; “Cuenta y Razôn", n° 87.
Art. 104 CE: “Las fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependence del Gobierno, tendrân como misiôn 
protéger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana."
Los conceptos juridicos indeterminados que se utilizan para la delimitaciôn de competencias de los servicios de 
inteligencia no pueden ser cheques en blancos. En un concepto juridico indeterminado hay un ârea difusa pero 
también hay un ârea cierta que es susceptible de controlarse rigurosamente como puso de relieve el profesor Garcia 
de Enterria.
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principales poderes/instituciones del estado, a la certeza juridica de los agentes 
a la hora de realizar su trabajo y a su posibilidad de negarse a aceptar ôrdenes 
ilegales o que exceden claramente su estera de atribuciones^® ,^ a la moral de 
los mismos agentes y a su sentimiento de estar realizando un servicio a su 
pais. Una moral fuerte y un firme sentimiento de estar trabajando en defensa 
de unos valores compartidos en los que se cree por su superioridad ética y 
moral frente a otros afectan decisivamente a la eficacia del servicio.
2.2.4. El control del CNI
El control de los servicios de informaciôn es una de las piezas clave para 
pretender su adecuaciôn al estado de derecho y para hacer compatibles 
secreto y estado de derecho. No es posible mantener unos servicios de 
inteligencia sin control en una democracia occidental^®®.
Escribe Nieves Bregante: “La transformaciôn mâs importante del 
Servicio de Inteligencia espahol ha sido la adaptaciôn de su organizaciôn y 
funcionamiento al marco del estado de derecho definido en la Constituciôn de 
1978” ®^®.
"°" “Tan sôlo en una ocasiôn tuvimos un enfrentamiento directe, cuando yo (Peter Wright agente de Mi-S) estaba en 
A2 con Hugh Winterborn, a finales de los ahos cincuenta. Una delegaciôn argentina llegô a Inglaterra a negociar con 
el Gobierno un contrato de suministro de carne. Hollis (director del MI-5) nos transmitiô una solicitud, emanada del 
Consejo Comercial, para que instalâramos escuchas clandestinas a fin de obtener toda la informaciôn posible de los 
argentines. Winterborn y yo nos sentimos ofendidos. Aquello era una clara violaciôn del memorandum Findlater- 
Stewart, que limitaba estrictamente las funciones del MI-5 a asuntos relacionados con la seguridad nacional. El resto 
del personal de A2 compartia nuestra opiniôn de modo que nos negamos a cumplir las instrucciones de Hollis. 
Durante aigunas horas estuvimos esperando que se produjeran despidos en masa, pero finalmente Mollis retirô sus 
ôrdenes y nunca se hablô mâs del asunto. La ùnica huelga en la historia del MI-5 terminô con victoria total de los 
huelguistas.” Wright, Peter y Greengrass, Paul; Gazador de espias: Barcelona, 1987, pâg. 206.
"° ' “Lo que résulta incompatible con la democracia no es que haya secretos, sino que estos escapen a la ley, esto 
es, que el poder tenga âmbitos en los que no es responsable.” De Lucas, Javier; op. cfr; n° 52, pâg. 26. Sôlo en los 
“regimenes totalitarios el secreto constituye un instrumente de control fuera de todo control”. Pérez Villalobos, M® 
Concepciôn; op. cfr; pâg. 57. Un ejemplo exacerbado puede verse en la ultima dictadura argentina que promulgaba 
leyes sécrétas y encerraba en cârceles sécrétas (o enterraba en cementerios secretos) a los ciudadanos que las 
incumplian.
“Los Servicios de Inteligencia Espaholes tras los atentados del 11-M”, dentro de la obra colectiva coordinada por 
Navarro Bonilla, Diego y Esteban, Miguel Angel; op. cfr pâg. 124.
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El control puede ser de dos tipos; interno y externo.
2.2.4.1. El control interno
A su vez el control interno puede dividirse en très: el control interno 
realizado por cualquiera de los mandos del Centro Nacional de Inteligencia, el 
llevado a cabo por el Secretario General y aquel que es privative del Secretario 
de Estado Director.
2.2.4.1.1. El control interno de los mandos del Centro
Cualquier persona que en su trabajo adquiere una mayor 
responsabilidad o significaciôn respecto de sus companeros lo hace por haber 
demostrado una excelencia, una condiciôn mejor -aristocrâtica, en el sentido 
etimolôgico del termine- con referencia a los otros. Esa condiciôn aristocrâtica o 
de nobleza -noblesse oblige- debe ser hecha valer en el trabajo cotidiano.
Como decia Goethe: “Vivir a gusto es de plebeyo: el noble aspira a ordenaciôn
y a ley”. Tal aspiraciôn a un orden superior representado y constrenido por el 
ordenamiento juridico del estado de derecho considerado ha de orienter su 
actuaciôn e imprimir un sello de distinciôn en la labor de sus subordinados.
Las personas que estén bajo su mando di recto no deberian superar el 
numéro de ocho. Este es el limite de la estera de control. “Se define la estera 
de control como el numéro mâximo de subordinados que un jefe puede mandar 
directamente.”^^ ® Por encima de esta cifra no es posible garantizar el adecuado 
control del jefe sobre las actividades de las personas que de él dependen, 
personas de cuya actuaciôn es responsable, pues el Estatuto de Personal
210 Sâinz de la Pena, José Antonio, y Marquina, Antonio; op. cit. pâg. 39.
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sanciona como falta grave “la tolerancia de los superiores, respecto de la 
comisiôn de faltas leves de sus subordinados®^^”.
Taies actividades estarân siempre dentro del mandate expresamente 
reglado que define las actuaciones del servicio. Es deber de los jefes controlar 
y confronta r la acciôn y la ley®^® de forma que, cual muneca rusa, la acciôn ha 
de caber siempre dentro de la ley.
Esto es asi porque su dependencia primera es respecto de la parte del 
ordenamiento juridico que régula su trabajo y, secundariamente, de los jefes 
que estén por encima de elles en el escalafôn. Las ôrdenes administratives que 
reciban tienen cohdicionada su validez a la conformidad de las mismas con el 
ordenamiento juridico.
2.2.4.1.2. El control del Secretario General
Aunque el origen de esta figura fue un tanto espurio el paso del tiempo 
ha decantado sus competencias y potestades convirtiéndola en lo que deberia 
haber sido desde el principio: contrapeso y ayuda del Director y estimulo para 
desconcentrar el poder omnimodo del que éste llegô a hacer gala en la historia 
reciente de los servicios de inteligencia espaholes®^ ®.
El articulo 10 del la Ley 11/2002, de 6 de mayo, establece en su 
apartado 2.d) que es funciôn propia del Secretario General “desempehar la 
jefatura superior del personal del Centro”®^"^ . En los apartados a), b) y c) de este
Apartado i) del articulo 45 del RD 1324/1995. Faltas muy graves, graves o leves son sancionadas “sin perjuicio 
de las responsabilidades penales". Art. 49 RD 1324/1995.
Cfr. Wright, Peter y Greengrass Paul; op. cit.; pâg .206.
También ha servido en los ültimos tiempos para dar una relevancia a la figura de la mujer de la que habia 
carecido histôricamente.
Articulo que es recogido en idénticos términos por el RD 436/2002, de 10 de mayo, por el que se establece la 
estructura orgânica del Centro Nacional de Inteligencia en su art. 3.
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mismo articulo 10.2®^ ® se le atribuyen las funciones de asistencia al Director, de 
organizaciôn y mejora del Centro y de direcciôn de los servicios comunes del 
Centro a través de las correspondientes instrucciones y ôrdenes de servicio. 
Pues bien, ninguna de taies funciones es posible que sea desarrollada con 
garantias de éxito sin un profundo conocimiento del Centro, lo que implica a su 
vez el control del mismo. Pero es que ademâs, tras la reforma de 2002 y el 
cambio de denominaciôn del Centro, es responsabilidad di recta suya el control 
sobre la Direcciôn Técnica de Recursos.
La condiciôn de jefe superior del personal, hace que sea ahora el 
Secretario General quien dé la orden de incoaciôn del procedimiento de 
sanciôn. El propio Secretario General es compétente para imponer la 
suspensiôn de funciones por un periodo de seis dias hasta seis meses.
2.2.4.1.3. El control del Secretario de Estado Director
En el antiguo CESID la figura del director era la piedra angular del 
control interno del servicio. De hecho todo el control que se ejercia sobre el 
Centro se ha sustentado en el poder omnimodo del jefe del mismo. Semejante 
intento de control absoluto desembocô en una absoluta falta de control con 
repetidos escândalos en la prensa®^ ® que se prolongaron, y no menguaron.
El articulo 10 de la Ley 11/2002, de 6 de mayo, establece expresamente que: 1. El Secretario general del Centro 
Nacional de Inteligencia, con rango de Subsecretario, sera nombrado por Real Decreto a propuesta del Ministro de 
Defensa, entre personas de reconocida experience y competencia profesional en el âmbito de la Inteligencia. 
Sustituirâ al Director en los casos de ausencia, vacante o enfermedad. 2. El Secretario general del Centro Nacional 
de Inteligencia ejercerâ las funciones que le otorgue el Real Decreto de estructura del Centro, y, en particular, las 
siguientes: a) Apoyar y asistir al Director de! Centro Nacional de Inteligencia en el ejercicio de sus funciones. b) 
Establecer los mecanismos y sistemas de organizaciôn del Centro y determiner las actuaciones précisas para su 
actualizaciôn y mejora. c) Dirigir el funcionamiento de los servicios comunes del Centro a través de las 
correspondientes instrucciones y ôrdenes de servicio. d) Desempehar la jefatura superior del personal del Centro, 
elaborar la propuesta de relaciôn de puestos de trabajo y determinar los puestos vacantes a proveer durante cada 
ejercicio. e) Las demâs que... se le encomienden.
Escuchas del CESID, el informe Crillon, las microfichas de Perote, el “evangelio del GAL”,...
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durante los ultimes ahos de Felipe Gonzalez como Présidente del Gobierno de 
Espaha.
El primer motivo de que ello fuese asi es el complete desbordamiento de 
la estera de control®^La pretension del gobierno socialiste de que el director 
del Servicio controlase todas las riendas consiguiô que las riendas no le 
cupiesen en la mano. De manera directe controlaba todas las divisiones o 
departamentos autônomos de la casa®^ ® e incluse descendia a ocuperse 
personalmente de alguna operaciôn que el Gobierno pudiera considerar 
particularmente sensible para sus intereses con la finalidad de que nada 
llegase a la prensa. Pues bien, la pretension résulte vana como demuestra el 
alud de continuas filtraciones de material clasificado que llegaba a los medios 
de comunicaciôn por aquel entonces.
Cuando el descontrol resultô évidente se creô la figura de la Secretaria 
General®^ ® pero no, como ya se ha dicho y como pudiera parecer a primera 
vista, para repartir el trabajo entre director y secretario, sino con el ânimo de 
que éste fagocitase completamente las atribuciones del Director®®® por 
intereses coyunturaies del Gobierno entonces presidido por Felipe Gonzalez. 
Solventado hoy el problema de la estera de control®®^  se ha procedido también 
a un reparto de funciones, mas apropiado, entre el director y el secretario 
general.
Cfr. Sâinz de la Pena, José Antonio, y Marquina, Antonio; op. cit., pâg. 39 y 40.
Segûn el art. 2 del derogado RD 2632/85 el numéro de ôrganos que dependian directamente del jefe del servicio 
ascend ian a un total de diez.
Por RD 1169/95
""° Como prueba el Art. 1 del derogado RD 1169/95 que atribuia entonces al secretario general categoria de director 
general.
El Secretario de Estado Director solo ostenta mando directo sobre su Gabinete, el Secretario General, la 
Direcciôn Técnica de Inteligencia y el Centro Criptolôgico Nacional.
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Las funciones del Secretario de Estado Director vienen recogidas en el 
articulo 9.2 de la Ley 11/2002®®® y en los articulos 2 del RD 436/2002, por el 
que se establece la estructura orgânica del CNI, y 1 del RD 421/2004 que 
régula el Centro Criptolôgico Nacional integrado, orgânica y funcionalmente, en 
eICNI.
Del conjunto de estos articulos se desprende que es competencia del 
Secretario de Estado Director el control de la cùpula directiva del CNI®®®, la 
direcciôn y control del CCN, el reparto interno de los fondos pùblicos 
destinados al Centro®®"^  -  lo que implica su control-, la firm a de contratos y 
convenios®®® -idem- y el patrimonio del Centro®®®.
2.2.4 2. El control externo
El control externo puede correr por cuenta del Gobierno, del Tribunal de 
Cuentas, del Parlamento, del Poder Judicial y de los medios de comunicaciôn.
Art. 9 Ley 11/2002: “1. El Secretario de Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia serâ nombrado por 
Real Decreto a propuesta del Ministro de Defensa. El mandate serâ de cinco ahos, sin perjuicio de la facultad del 
Consejo de Ministres de procéder a su sustituciôn en cualquier memento. 2. Corresponde al Secretario de Estado 
Director del Centro Nacional de Inteligencia impulsar la actuaciôn del Centro y coordinar sus unidades para la 
consecuciôn de los objetivos de inteligencia fijados por el Gobierno, asegurar la adecuaciôn de las actividades del 
Centro a dichos objetivos y ostentar la representaciôn de aquél. Asimismo, le corresponde: a) Elaborar la propuesta 
de estructura orgânica del Centro Nacional de Inteligencia y nombrar y separar a los titulares de sus ôrganos 
directivos. b) Aprobar el anteproyecto de presupuesto. c) Mantener los procedimientos de relaciôn necesarios para 
el desarrollo de las actividades especificas del Centro Nacional de Inteligencia, asi como la celebraciôn de los 
contratos y convenios con entidades pùblicas o privadas que sean précises para el cumplimiento de sus fines, d) 
Mantener y desarrollar, dentro del âmt)ito de su competencia, la colaboraciôn con los servicios de informaciôn de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y los ôrganos de la Administraciôn civil y militar, relevantes para los 
objetivos de inteligencia. e) Ejercer las facultades que otorgue la legislaciôn vigente a los Présidentes y Directores 
de Organismos pùblicos y las que les atribuyan las disposiciones de desarrollo. f) Desempehar las funciones de 
Autoridad Nacional de Inteligencia y Contrainteligencia y la direcciôn del Centro Criptolôgico Nacional. g) Realizar 
cuantas otras funciones le sean atribuidas legal o reglamentariamente".
Del puesto de subdirector general hacia arriba son nombrados por el Secretario de Estado Director como se 
desprende del art. 9.2.a) de la Ley 11/2002, de 6 de mayo, en relaciôn con el art. I.d) del RD 436/2002.
Art. 3 del RD 593/2002, de 28 de junio, por el que se desarroila el régimen econômico presupuestario del Centro 
Nacional de inteligencia.
Y la determinaciôn del régimen juridico aplicable a cada uno de ellos: “Corresponde al Secretario de Estado 
Director del Centro la fijaciôn, mediante disposiciôn interna, de los criterios que determinarân en cada caso el 
régimen juridico de la contrataciôn”. Art. 4 RD 593/2002.
Art. 5 RD 593/2002: “Respecto a su patrimonio propio, podrâ adquirir a titulo oneroso o gratuito, poseer, arrendar 
y enajenar, bienes y derechos de cualquier clase, tanto en territorio nacional como en el extranjero con el ùnico 
requisito de la previa declaraciôn de necesidad de su Director...”
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2.2.4.2.1. El control del Gobierno
Antes de la reforma de 2002 solamente habia existido, “en la prâctica, el 
control de! ôrgano superior Ministro de Defensa, Présidente de! Gobierno?- 
quien, como ùnica medida de control, se ha limitado a depositar su confianza 
en la persona del Director General del C E S I D . S e  ha dicho que de todas 
formas siempre ha existido un control implicito por parte del gobierno puesto 
que éste ma rca a los servicios lo que han de hacer pero con frecuencia 
acontece lo contrario: “Ano tras ano, es el propio CESID el que le cuenta al 
Gobierno los temâs que va a investigar. Los analistas... enumeran los temas 
mas importantes... Después se los pasan a sus jefes, que juntan las propuestas 
de todos ellos, seleccionan... en lo que técnicamente denominan Nùcleo Bâsico 
de Informaciôn. Posteriormente pasan estos objetivos al Gabinete del 
Director... para crear un nuevo documente, el llamado Elemento Esencial de 
Informaciôn. Este expediente se lo entrega el director al Gobierno, que lo 
rubrica convirtiéndolo en Plan Permanente de Informaciôn sin cambiar una sola 
coma.”®®®. De otro lado, la unicidad del servicio constituia una dificultad 
ahadida para el control del ejecutivo. La multiplicidad de los servicios de 
inteligencia ayuda a mejorar el control sobre ellos. Se contrôla mejor la parte 
que el todo. Ademâs los cru ces de datos, informes y opiniones de las diferentes 
partes proporcionan una idea mas cabal de la calidad del p rod u cto obtenido y 
de su repercusiôn en el proceso de toma de decisiones permitiendo, de esta 
manera, un mejor control de los recursos asignados.
Sâinz de la Pena, José Antonio, y Marquina, Antonio; op. cit.; pâgs. 42 y 43. 
Rueda, Fernando; op. cit.; pâgs. 43 y 44.
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Hasta la reforma de 2002 no ha existido un control eficaz por parte del 
ejecutivo -aparté la posibilidad de destituir al Director- porque los sucesivos 
gobiernos de la Espana democrâtica han preferido permanecer de espaldas, 
como no se ve no se sabe, como no se sabe no se es culpable, y si no hay 
culpa no hay responsabilidad. El argumento en si mismo es puéril, tan culpable 
se es por acciôn como por omisiôn, y si el gobierno no contrôla a sus servicios 
de informaciôn es culpable in vigilando y culpable in eligendo, porque es el 
gobierno quien désigna a su director y mâximo responsable.
Si, como parece, no es posible eludir la responsabilidad del ejecutivo lo 
mejor, de facto et de iure, es que el gobierno asuma el control del Centro. 
Semejante actitud redunda en bénéficié de la inteligencia; mayor sintonîa con el 
ordenamiento juridico, menos escandalos, menor desgaste politico para el 
ejecutivo^^®.
Tras la reforma de 2002 existe un control de eficacia que se atribuye 
expresamente al Ministre de Defensa: “El Centre Nacional de Inteligencia 
estarâ sometido a un control de eficacia que sera ejercido por el Ministre de 
Defensa, sin perjuicio de los contrôles asignados a la Intervenciôn General de 
la Administraciôn del Estado y al Tribunal de Cuentas por la Ley General 
Presupuestaria. Dicho control tendra la finalidad de comprobar el grade de 
cumplimiento de los objetivos y la adecuada utilizaciôn de los recursos 
asignados”^^ °.
Otra cosa perjudicaria a gobemantes -mas escandalos- y gobernados -mas indefensiôn, mâs indigencia-, en 
contra de la tesis de quien fuese el primer catedrâtico de derecho natural, Samuel von Puffendorf, que defend la el 
Estado como forma de remediar la imbecillitas humana (recuérdese que imbécil viene de bastôn, in baculus, el que 
necesita apoyarse porque no puede valerse por si mismo). Curioso contrasentido el que produce la falta de control 
del gobiemo sobre los servicios: parafraseando a Puffendorf se podria hablar de “inteligencia imbécil” para designar 
aquella inteligencia sin control, que no rinde cuentas ni observa limites, que en vez de prestar apoyo a la sociedad 
rompe el bastôn a garrotazos sobre su columna vertebral, el ordenamiento juridico.
Art. 8 del RD 593/2002, de 28 de junio, por el que se desarrolla el régimen econômico presupuestario del CNI.
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Por su parte, la Comisiôn Delegada de! Gobierno para Asuntos de 
Inteligencia debe: “a) Proponer al Présidente del Gobierno los objetivos anuales 
del Centro Nacional de Inteligencia que han de integrar la Directiva de 
Inteligencia. b) Realizar el seguimiento y evaluaciôn del desarrollo de los 
objetivos del Centro Nacional de Inteligencia. c) Velar por la coordinaciôn del 
Centro Nacional de Inteligencia, de los servicios de informaciôn de los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad del Estado y los ôrganos de la Administraciôn civil y 
militar.”^^  ^ El punto a) exige un control a priori de los objetivos del Centro, 
control que se compléta a posteriori en el apartado b). Finalmente, “velar por la 
coordinaciôn” significa controlar la coordinaciôn que haga el Centro Nacional de 
Inteligencia.
Ademâs, el Ministre de Defensa y el Présidente del Gobierno tienen un 
papel destacado en el control de los fondes reservados^^^ asignados al CNI. 
Corresponde al Ministre de Defensa^^^ “determinar la finalidad y destine de 
estes fondes y las autoridades compétentes para ordenar su realizaclôn”^^ "^  y 
hacer el seguimiento de los mismos del cual debe informer periôdicamente al 
Présidente del Gobierno^^^; es decir, tante el Ministre como el Présidente estan 
al corriente de la utilizaciôn de los fondes reservados, luego ejercen un control 
sobre elles.
Articulo 6.4 de la Ley 11/2002.
“Tienen la consideraciôn de fondes reservados los que se consignen como taies en las Leyes de Presupuestos 
Générales del Estado y que se destinen a sufragar los gastos que se estimen necesarios para la defensa y 
seguridad del Estado. Dichos gastos se caracterizan respecte a los demâs gastos pùblicos por la prohibiclôn de 
publicidad y por estar dotados de un especial sistema de justificaciôn y control”. Articulo 1 de la Ley 11/1995, de 11 
de mayo.
Solo très ministerios disponen de fondes reservados; Defensa, Exteriores e Interior. Art. 4.1 de la Ley 11/1995.
Articulo 4 de la Ley 11/1995, de 11 de mayo, reguladora de los gastos reservados.
“Periôdicamente, los titulares de los Departamentos a los que se refiere el apartado 1 de este articulo (Defensa, 
Interior y Exteriores) deberân informer al Présidente del Gobierno sobre la utilizaciôn de los créditos para gastos 
reservados que se hayan consignado”. Articulo 4.2 de la Ley 11/1995.
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2.2.4.2 2. El control de la Agenda de Protecciôn de Datos
Entrado ya el siglo XXI, la Sociedad de la Informaciôn y la informatica 
van de la mano. Es por ello que en la actualidad no es una cuestiôn menor el 
almacenamiento y tratamiento informatizado de los datos de carâcter personal 
regulado en nuestro pais por la Ley Orgénica de Protecciôn de Datos.
La obtenciôn, tratamiento y transmisiôn de datos que efectùen los 
servicios de inteligencia “se halla controlada en el nivel estatal por la Agencia 
de Protecciôn de Datos Personales, en la que deben estar registrados los 
ficheros de los servicios de inteligencia que contengan y traten este tipo de 
datos”^ ’®.
De los articulos 22 y 37 de la Ley Orgânica de Protecciôn de Datos se 
desprende que los ficheros de los servicios de inteligencia integrados en las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deben ser objeto de registre permanente, 
estan sujetos al régimen general de la LOPD, la Agencia esta facultada para 
requérir a los responsables de tal forma que el tratamiento de los datos se 
ajuste a lo dispuesto en la propia LOPD pudiendo, en caso contrario, ordenar 
“la cesaciôn de los tratamientos y la cancelaciôn de los ficheros"^^^.
2.2.4 2.3. El control del Tribunal de Cuentas
El Tribunal de Cuentas es el supremo ôrgano fiscalizador “de las cuentas 
y de la gestiôn econômica del Estado, asi como del sector pûblico.”^^ ® Depende 
directamente de las Cortes Générales y ejerce sus funciones por delegaciôn de
Ruiz Miguel. Carlos; op. c/f.; pâg. 245.
Articulo 37. f) de la Ley Orgânica 15/1999, de 13 de diciembre, de protecciôn de datos de carâcter personal 
(LOPD).
^ 'A i t  136 de la CE.
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ellas. Se trata de una jurisdicciôn especial administrativa^^® que actûa en un 
sector muy delimitado del ordenamiento juridico, el que afecta a la contabilidad 
del estado con una doble funciôn fiscalizadora y de enjuiciamiento de la 
responsabilidad contable. '^^^
El Tribunal de Cuentas debe controlar el dinero pùblico que se asigna al 
Centro de forma directa, en lo que no sean fondos reservados, y por lo que a 
estos atane, a través del informe anual que debe remitirle^ "^  ^ el présidente de la 
Comisiôn de gastos reservados del Congreso de los Diputados "^^ .^ La dispensa 
de soporte documentai de los gastos reservados "^^  ^ no implica falta de control 
sobre los mismos.
2.2 4.2.4. El control de la Intervenciôn General de la Administraciôn del 
Estado
El articulo 6 del RD 593/2002, de 28 de junio, por el que se desarrolla el 
régimen econômico presupuestario del Centro Nacional de Inteligencia 
establece que el Servicio “estarâ obligado a rendir cuentas de sus operaciones 
en los plazos previstos en la Ley General Presupuestaria y disposiciones que la 
desarrollen sustituyendo la documentaciôn que pudiera revelar materias 
legalmente clasificadas por un certificado de cumplimiento de la normativa 
vigente, que se remitirâ al Tribunal de Cuentas por conducto de la Intervenciôn 
General de la Administraciôn del Estado”^ "^ .
No encuadrada en el poder judicial.
Art. 2 de la Ley Orgânica del Tribunal de Cuentas.
Al Tribunal de Cuentas y al Présidente del Gobierno.
Art. 7.4 de la Ley 11/1995 reguladora de la utilizaciôn y control de los créditos destinados a gastos reservados. 
Art. 5 de la Ley 11/1995. Y el hecho de que ostenten la calificaciôn de “secreto”. Art. 3.
“ ...antes del 31 de julio del ejercido siguiente al que se refieren." Art. 6 del RD 593/2002 por el que se desarrolla 
el régimen econômico presupuestario.
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Las cuentas^ "^ ® del Centro se formulan en los très meses siguientes al 
cierre del ejercido “poniéndolas a disposiciôn del Interventor Delegado (de la 
Administraciôn General del Estado) en dicho Centro para la auditoria de las 
mismas prevista en el articulo 129 de la Ley General Presupuestaria” puesto 
que el régimen de contabilidad del Centro Nacional de Inteligencia es el que 
establece la propia Ley General Presupuestaria.
En cuanto al régimen de control del Centro hay que resehar que esta 
sometido a control financiero permanente “con el objeto de verificar que la 
gestiôn econômico-financiera se adecua a los principios de legalidad, 
economia, eficiencia y eficacia, ejerciéndose por la Intervenciôn Delegada 
destacada en el mismo” "^^®.
El Interventor General de la Administraciôn del Estado puede indicar al 
Interventor Delegado la pertinencia de emitir cualesquiera otros informes y la 
fecha en que taies informes deben estar concluidos “dentro del Plan de 
auditorias y actuaciones de control financiero” "^^ .^ Los informes de este modo 
solicitados “se custodiarân en la Intervenciôn Delegada del Centro Nacional de 
Inteligencia remitiéndose al Interventor General de la Administraciôn del Estado 
aquellos que determine expresamente”, segùn establece el art. 7 del RD 
593/2002.
“Las citadas cuentas permanecerân depositadas y bajo custodia en el CNI durante el plazo legalmente 
establecido”. Art. 6 RD 593/2002.
'""A rt.7 R D  593/2002.
Ibidem.
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2.2.4.2 5. El control del Parlamento
La Ley 11/2002 introduce el control parlamentario "^^® “por primera vez en 
nuestro ordenamiento juridico” "^^®. La Ley “refuerza el control parlamentario de 
dos formas: de un lado, manteniendo el control de los fondos reservados y, de 
otro, ampliândolo al conocimiento de los objetivos anuales del Centro y a la 
fiscalizaciôn de los mismos”^^ °.
Era esta una reforma necesaria. Con anterioridad a la Ley 11/2002, de 6 
de mayo, ciertamente el Parlamento podia hacer comparecer al Ministre 
responsable del Servicio, o una Comisiôn hacer comparecer a algûn dirigente 
del Centro -comb de hecho sucediô-, e incluse valerse del Defensor del 
Pueblo^^  ^ en su calidad de alto comisionado de las Certes Générales. Pero lo
No se olvide la necesaria precision de la ley para que el control parlamentario sea eficaz: “Al Parlamento le es 
posible, sin duda, fiscalizar la ejecuciôn de aquellas tareas en las que pueda dar direcciones definidas”. Hayek, 
Friedrich: op. cit., pâg. 101.
Pérez Villalobos, M® Concepcion; op. ait; pâg. 54. Se refiere de forma expresa, esto es, mâs allà de las 
posibilidades que plantean el art. 109 CE (“Las Câmaras y sus Comisiones podrân recabar, a través de los 
Présidentes de aquéllas, la informaciôn y ayuda que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de 
cualesquiera autoridades del Estado y de las Comunidades Autônomas) y el art. 10.2 de la Ley de Secretos 
Oficiales (“La declaraciôn de “materias clasificadas" no afectarâ al Congreso de los Diputados ni al Senado, que 
tendrân siempre acceso a cuanta informaciôn reclamen, en la forma que determinen los respectivos Reglamentos y, 
en su caso, en sesiones sécrétas”).
Ibidem, pâg 55. Articulo 11 de la Ley 11/2002: “1. El Centro Nacional de Inteligencia someterâ al conocimiento 
del Congreso de los Diputados, en la forma prevista por su Reglamento, a través de la Comisiôn que contrôla los 
créditos destinados a gastos reservados, presidida por el Présidente de la Câmara, la informaciôn apropiada sobre 
su funcionamiento y actividades. El contenido de dichas sesiones y sus deliberaciones serâ secreto. 2. La citada 
Comisiôn del Congreso de los Diputados tendrâ acceso al conocimiento de las materias clasificadas, con excepciôn 
de las relativas a las fuentes y medios del Centro Nacional de Inteligencia y a aquellas que procedan de servicios 
extranjeros u organizaciones internacionales en los términos establecidos en los correspondientes acuerdos y 
convenios de intercambio de la informaciôn clasificada. 3. Los miembros de la Comisiôn correspondiente estarân 
obligados, en los términos del Reglamento del Congreso de los Diputados, a guardar secreto sobre las 
informaciones y documentes que reciban. Una vez examinados los documentes, serân reintegrados al Centre 
Nacional de Inteligencia para su debida custodia, sin que se puedan retener originales, copias o reproducciones. 4. 
La Comisiôn a que se refiere este articulo conocerâ de los objetivos de inteligencia establecidos anualmente por el 
Gobiemo y del informe que, también con carâcter anual, elaborarâ el Director del Centro Nacional de Inteligencia de 
evaluaciôn de actividades, situaciôn y grade de cumplimiento de los objetivos sehalados para el période anterior”.
“Quien tiene garantizada la mâxima informaciôn” Art. 22 de la Ley Orgânica reguladora del Defensor del Pueblo 
(LODP). Cousido Gonzâlez, M® Pilar; Comentarios a la Lev de Secretos Oficiales v su Reglamento: Barcelona, 1995, 
pâgs. 99 y 100. El art. 22 de la LODP dice asi: “1. El Defensor del Pueblo podrâ solicitar a los poderes püblicos 
todos los documentes que considéré necesarios para el desarrollo de su funciôn, incluse aquellos clasificados con el 
carâcter de secreto de acuerdo con la Ley. En este ultime supuesto, la no remisiôn de dichos documentes deberâ 
ser acordada por el Consejo de Ministres y se acompaharâ una certificaciôn acreditativa del acuerdo denegatorio... 
3. Cuando entienda que un documente declarado secreto y no remitido por la Administraciôn pudiera afectar de 
forma decisiva a la buena marcha de su investigaciôn, lo pondrâ en conocimiento de las Comisiones del Congreso y 
del Senado a que se refiere el articulo 2° de esta Ley”.
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que no existia era una comisiôn ad hoc, para conocer de estos asuntos y hacer 
un seguimiento de los mismos. Frente a esta posibilidad se alzaron voces que 
clamaban contra las posibles filtraciones y la desconfianza que pudiesen 
generar en servicios amigos. Ante estos argumentos hay que decir que de la 
misma forma que el avance de la civilizaciôn conlleva consecuencias nefastas 
no deseadas (contaminaciôn, deforestaciôn), o que un fin de semana puede 
suponer la muerte en la carretera de muchas personas y no por ello la 
humanidad déjà de progresar, ni deja de ir de vacaciones, asi la necesidad de 
ajuster los servicios de inteligencia al estado de derecho puede suponer, a 
corto plazo, alguna filtraciôn, alguna merma de la eficacia de los mismos. No 
obstante, hay que tomar conciencia de que el respeto a los va lores 
fondamentales del estado de derecho -llevado tan lejos como sea posible- 
mejora a medio plazo la calidad de los servicios porque es la convicciôn de 
estar defendiendo unos valores justos -la identificaciôn- lo que hace fuerte a 
este tipo de organizaciones. Algunos ejemplos: los dos mejores servicios de 
inteligencia al decir de todos los entendidos^^^ durante la Segunda Guerra 
Mondial fueron la Organizaciôn Gehien y la Orquesta Roja. En ambos casos 
sus agentes estan absolutamente imbuidos de los principios que defienden, 
salvemos Alemania, defendamos el comunismo. Cuanto mâs coherente es el 
Servicio con los valores que defiende el Estado menor es el grado de 
disonancia y menores las ventanas de vulnerabilidad del mismo.
En sentido contrario: ^Puede decirse que son mâs eficaces los servicios 
no democrâticos? <j,Es mâs de fiar un servicio como el marroqui que aùn paga 
en drogas? <|,Obtiene un producto superior? <j,Presenta menos desviaciones o
Perote hablaba de ellos en su intervenciôn en el Seminario “Servicios Secretos y Secretos de Estado" celebrado 
en Castro Urdiales en julio de 2005 dentro de los Cursos de Verano de la Universidad de Cantabria.
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vulnerabilidades un servicio como el cubano? ^^Contribuye de una manera mâs 
eficaz al proceso de toma de decisiones por el gobierno? No^ ^ ,^ no son mâs 
eficaces ni mejores, porque el inférés del tira no reemplaza a los intereses del 
Estado. Esto hace que el grado de identificaciôn con los valores sea 
notoriamente bajo, no existen mâs vinculos que el temor y el dinero, y siempre 
hay alguien que puede pagar un millôn de euros mâs. Ademâs, este tipo de 
Servicios “nec nostri saeculi est”^ ^.
De todas formas, con la idea de minimizar los posibles riesgos, la Ley 
11/2002, en su articulo 11, establece algunas garanties, a saber, el contenido 
de las sesiones y sus deliberaciones serâ secreto; la Comisiôn no tendrâ 
acceso a aquellas materias clasificadas relativas a las fuentes y medios del 
Centro, ni a aquellas procédantes de fuentes extranjeras segùn lo acordado en 
los convenios de intercambio de informaciôn; finalmente, la Comisiôn no puede 
retener originales, copias o reproducciones.
Es interesante resehar que el control parlamentario se extiende hacia el 
future y hacia el pasado. La Comisiôn conocerâ de los objetivos programados 
por el Gobierno para el aho prôximo y conocerâ también, en boca del 
Secretario de Estado Director, hasta qué punto se han cumplido los objetivos 
asignados para el aho pasado^® .^
A favor del control parlamentario de los servicios de inteligencia hay que ahadir que “donde se institucionaliza el 
control politico que hace posible el estado democrâtico es en... el Parlamento, que es donde se advera la conexiôn 
entre participaciôn y control como nùcleo de la democracia representativa. Precisamente la agilidad del Parlamento, 
mostrada en buena medida en los trabajos de sus comisiones ordinaries, pero mâs aùn de las comisiones de 
investigaciôn constituidas sobre “cualquier asunto de interés pùblico" segùn el art. 76 CE, y por mas que se deban 
limiter a las responsabilidades politicas, constituye, en mi opiniôn, el mejor criterio de juicio de la salud democrâtica 
porque sin ellas no hay control por parte de quien no es mayoria, ergo no hay juego parlamentario." De Lucas, 
Javier; “De secretos mentiras y razones de estado"; Claves de Razôn Prâctica n° 52, pâg. 23.
En expresiôn de Trajano en carte a Plinio. “No séria propio de nuestro siglo", ni de la condiciôn de pais 
occidental, democrâtico y avanzado, que ostenta Espana, ni de su configuraciôn como estado democrâtico de 
derecho.
Articulo 11.4 Ley 11/2002.
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Ahora bien, este control parlamentario es en realidad el control ejercido 
por el Congreso^®®. <i,Qué ocurre con el Senado? El Reglamento del Congreso 
en su articulo 7 garantiza a los diputados la facultad de recabar de las 
administraciones pûblicas los datos, informes o documentes que obren en 
poder de estas y ya hay antecedentes en el caso de solicitudes individuals de 
material clasificado, asunto recogido por el Reglamento^®^ y sendas 
resoluciones de la Presidencia^^®.
En cambio, el Reglamento del Senado nada dice sobre el acceso de los 
senadores al material clasificado. La referencia se encuentra en el articulo 10.2 
de la Ley de Secretos Oficiales: “La declaraciôn de “materias clasificadas” no 
afectarâ al Congreso de los Disputados ni al Senado, que tendrân siempre 
acceso a cuanta informaciôn reclamen, en la forma que determinen los 
respectivos Reglamentos y, en su caso, en sesiones sécrétas”.
Asi las cosas, hay que concluir que el Senado es titular de una potestad 
que sôlo podrâ ejercer cuando el Reglamento determine la forma 
correspondiente, si es que los partidos politicos quisieran equiparar ambas 
câmaras, cosa que, dada la preeminencia del Congreso y la cantidad de 
asuntos de los que sôlo se ocupa esta câmara (mociôn de censura, voto de 
confianza, investidura, legislaciôn delegada,...) pudiera acontecer que esta 
fuese una de taies materias a ahadir en una larga lista.
^  Conoce de estos asuntos la Comisiôn de Fondos Reservados presidida por el Présidente del Congreso.
Parte de la doctrina (Cano Bueso) ha entendido que la frase del Articulo 7 del Reglamento que dice que la 
Administraciôn deberâ suministrar la informaciôn solicitada o manifestar al Présidente las razones fundadas en 
derecho que lo impidan, da pie a la solicitud individual por los diputados de informaciôn clasificada, sin que hasta la 
fecha ninguno haya utilizado -individualmente- tal posibilidad.
“La exclusiôn de los diputados individuals del régimen especial de conocimiento de las materias clasificadas 
que operô la Resoluciôn de la Presidencia del Congreso de los Diputados de 18 de diciembre de 1986 (antecedente 
de la de 2 de junio de 1992) fue recurrida en amparo ante el TC (STC 118/1998, de 20 de junio), pero éste rechazô 
el recurso por una cuestiôn formai sin entrar en el fondo del mismo”. Ruiz Miguel, Carlos; op. crf; pâg. 249.
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2 2.4.2.6. El control judicial
“El poder judicial hace posible el estado de derecho a través del control 
jurisdiccional” ®^®. Lo caracteristico de la democracia “no es que no exista el 
abuso 0 la corrupciôn, sino la posibilidad de denunciarlo” ®^°. Todas las 
democracias incorporan mecanismos totalitarios en mayor o menor medida y 
todos los ordenamientos juridicos que en el mundo han sido presentan 
antinomias, o falta de validez, o de eficacia, en alguno de sus extremes. De lo 
que se trata es de conseguir un ordenamiento juridico, una democracia y un 
estado de derecho con las menos fracturas posibles. Si no se puede 
erradicarlas se debe luchar por disminuirlas, siempre es preferible del mal el 
menos. Por otro lado, debe quedar definitivamente desterrada la cultura 
juridica^®  ^ que impone la seguridad nacional como valor prépondérante sobre 
cualquiera otro que con el pudiera entrar en conflicto: “la seguridad pûblica es 
un valor que hay que conciliar con los demâs recogidos en el Preâmbulo de la 
Constituciôn como fines de la acciôn de Gobierno. El argumento de que la 
autoconservaciôn es un valor de carâcter ultimo, con capacidad de anular otros 
intereses pùblicos carece de fundamento y ha servido sôlo como coartada para 
desatender los valores mas profundos de nuestro texto constitucional” ®^^.
La Ley Orgânica 2/2002, de 6 de mayo, reguladora del control judicial 
previo del Centro Nacional de Inteligencia da respuesta al articulo 12 de la Ley 
11/2002^ ®® e introduce el control judicial en nuestro ordenamiento juridico “no
De Lucas, Javier; op. cit., “Claves de Razôn Prâctica”, n° 52, pâg. 23.
Ibidem, pâg. 28.
Con sôlidas raices en Maquiavelo y Hobbes cuando habla del estado entendido como Dios-mortal. Sin embargo 
no hay ninguna razôn que justifique una excepciôn de juicio ético respecto del poder pùblico que repercute en todos.
Cita de Revenga Sânchez, Miguel; “El control de las acciones encubiertas en Estados Unidos”; “Claves de Razôn 
Prâctica”, n° 64, pâg. 27, referida al articulo de Meikiejohn, Alexander; “The Balancing of Self-Preservation Against 
Political Freedom”; “Revista de Derecho de California”, n° 49.
Art. 12 Ley 11/2002: “El control judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia se llevarâ a cabo en la forma 
prevista en la Ley Orgânica reguladora del control judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia””.
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sôlo por primera vez, sino que se trata de un sistema pionero en nuestro 
entorno. En este sentido, la Ley se sépara del derecho comparado por atribuir 
al Poder Judicial el control de la actividad de los servicios de inteligencia 
evitando asi, a diferencia de otros sistemas europeos, la existencia de zonas 
inmunes a la actuaciôn de los poderes pùblicos” ®^^.
Histôricamente se han puesto por la doctrina dos objeciones principales 
al control judicial de los servicios de inteligencia. La primera de ella tiene que 
ver con la necesaria (o no) renuncia de alguna de las caractensticas inherentes 
al poder judicial para poder conocer de esta materia y en concrete con los 
principios de publicidad y contradicciôn^®®. El escollo puede salvarse haciendo 
una “interpretaciôn sistemética del articulo 24 CE en conexiôn con el articulo 
105.b) que hiciere constitucionalmente admisible el examen in camera de las 
pruebas. Partiendo de la aguda observaciôn de Diez-Picazo^®® de que el 
articulo 105.b) supone un limite al acceso a los archives por los ciudadanos, 
pero no por los jueces, podriamos (llevando el argumento mâs lejos) considerar 
que constituye una excepciôn al articulo 24 CE, de suerte que, por un lado se 
garantizaria la tutela judicial (art. 24 CE) y, por otro, se impediria la tutela de 
materias que afecten a la seguridad nacional”^ ®^.
La segunda objeciôn -muy britânica y aceptada comùnmente en su 
ordenamiento juridico- tiene que ver con el hecho de juzgar con criterios
Pérez Villalobos, M® Concepcion; op. cit.: pâgs. 54 y 55.
Arts. 120 y 24 de la CE.
Diez-Picazo; Luis Maria; op. cit., pâgs. 27 a 29.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 253. Este examen in camera por parte del juez podria ser utilizado también 
para salvar las objeciones que reiteradamente se han hecho por Ollé y Gimbernat respecto de la imposibilidad de 
conocer, una vez levantado el secreto de sumario, las actuaciones del Magistrado del Tribunal Supremo encargado 
de los casos del CNI, actuaciones que estân clasificadas como sécrétas. Amparândose en tal carâcter secreto el 
Supremo se las negô al profesor Ollé -abogado defensor del caso Florez-. El juez podria revisar si hubo 
actuaciones por parte del Magistrado del Supremo, y cuâles fueron las motivaciones que se adujeron para ser 
tomadas.
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jundicos lo que tiene naturaleza esencialmente politica^ ®®. Sin embargo, los 
jueces espaholes conooen de otros asuntos que tienen naturalezas 
esencialmente bien distintas a las juridicas, ya sean médicas, arquitectônicas o 
cualesquiera otras y los resuelven mediante la aplicaciôn de la ley, los 
principios générales del derecho, la ayuda de peritos y, si hay conflicto de 
derechos, como es el caso que nos ocupa, ponderando los derechos en 
conflicto independientemente de su naturaleza. Por muy politico que sea el 
acto, aunque sea muy discrecional, siempre hay una posibilidad de control 
judicial, incluse minima, en castellano “discrecional” no es sinônimo de 
“libérrimo”, y “dificil” no es sinônimo de “imposible”.
Abundando en lo anteriormente expuesto, téngase en cuenta que el 
juicio de ponderaciôn sobre los requisites de proporcionalidad y minimo 
sacrificio corresponde al legislador^® .^ Sin embargo, cabe “un control de 
constitucionalidad, cehido a la comprobaciôn de si se ha producido un sacrificio 
patentemente innecesario de derechos que la Constituciôn garantiza, como 
dice la STC 55/1996 (con cita de las SSTC 66/1985, 19/1988, 50/1995) para 
comprobar si de modo manifiesto, existen medios alternatives menos 
restrictives de derechos para la consecuciôn, igualmente eficaz, de las 
finalidades queridas por el legislador”^^ °
Garcia Femândez, Javier; El Gobierno en acciôn: Madrid, 1995, pâgs. 163 y 164. Aùn mâs allâ va Rafael del 
Aguila: “No hay posibilidad de controlar mediante la lôgica de la legalidad si hubo buen o mal uso del secreto de 
Estado porque la definiciôn de lo que es un buen o mal uso del secreto no se refiere encubre o no acciones ilegales 
sino a si éste protege o no la seguridad del Estado”. Del Aguila, Rafael; op. c/f.; pâg. 328. En cambio, Miguel 
Revenga, apoyândose en lo establecido por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) en el caso Klass, 
recuerda “la necesidad de estatuir mecanismos eficaces de control sobre la utilizaciôn por el ejecutivo de las 
medidas excepcionales, un control que deberia confiarse en ùltimo extreme al Poder Judicial, pues es dicho poder, 
dice el pârrafo 58 de la sentencia Klass, el que ofrece las mejores garanties de independencia, imparcialidad y  
procedimiento legal”. Revenga, Miguel; “Servicios de inteligencia: La ley imprescindible”, “Claves de Razôn 
Prâctica”, n° 110, pâg. 32.
“ No solo por el carâcter de abstracciôn del principio mismo (STC 62/1982) sino por su condiciôn de 
représentante en cada momento histôrico de la soberania popular (SSTC 1/1981, 332/1994)”. Informe del CGPJ, de 
6 de noviembre de 2001, sobre el Anteproyecto de la LO 2/2002, pâgina 7.
Ibidem.
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La LO 2/2002, de 6 de mayo, establece un control judicial de las 
actividades del Centro Nacional de Inteligencia que afecten a los derechos 
fondamentales reconocidos en el articulo 18.2 y 3 de la CE. “Para las 
actividades que puedan afectar a la inviolabilidad del domicilie y al secreto de 
las comunicaciones, la constituciôn espahola exige en su articulo 18 
autorizaciôn judicial, y el articulo 8 del Convenio Europeo para la Protecciôn de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fondamentales exige que esta 
injerencia esté prevista en la Ley y constituya una medida que, en una 
sociedad democrâtica, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad 
pùblica, el bienestar econômico del pais, la defensa del orden y la prevenciôn 
del delito, la protecciôn de la salud o de la moral, o la protecciôn de los 
derechos y libertades de los demâs"^^\
La Ley Orgânica de articulo ùnico, instaura la figura del Magistrado^^^ del 
Tribunal Supremo que conocerâ de los asuntos del Centro^^ .^ “El Secretario de 
Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia deberâ solicitar ai 
Magistrado del Tribunal Supremo compétente, conforme a la Ley Orgânica del 
Poder Judicial, autorizaciôn para la adopciôn de medidas que afecten a la 
inviolabilidad del domicilie y al secreto de las comunicaciones, siempre que 
taies medidas resulten necesarias para el cumplimiento de las funciones 
asignadas al Centro”^^ .^
Exposiciôn de Motives de la LO 2/2002.
“Tal vez se deberia haber previsto la creaciôn de un ôrgano formado, al menos, por très Magistrados, ya que de 
esta manera se puede asegurar mejor el control de las medidas que se soliciten. En los debates parlamentarios ya 
se hizo una critica en este sentido, y se llegô a pedir la competencia de la Sala segunda en pleno". Pérez Villalobos, 
M® Concepciôn; op. cit.] pâg. 120.
La propuesta de nombramiento -del Magistrado titular y del suplente- corresponde al pleno del CGPJ entre 
Magistrados del Tribunal Supremo de las Salas de los Penal o de la Contencioso Administrativa que cuenten con 
très anos de servicios en la categoria, por un periodo de cinco anos.
""''Art. 1.1. LO 2/2002.
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El escrito de solicitud deberâ contener; “a) Especificaciôn de las medidas 
que se solicitan. b) Hechos en que se apoya la solicitud, fines que la motivan y 
razones que aconsejan la adopciôn de las medidas solicitadas. c) Identificaciôn 
de la persona o personas afectadas por las medidas, si fueren conocidas, y 
designaciôn del lugar donde hayan de practicarse. d) Duraciôn de las medidas 
solicitadas, que no podrâ exceder de veinticuatro horas en el caso de afecciôn 
a la inviolabilidad del domicilie y très meses para la intervenciôn o 
interceptaciôn de las comunicaciones postales, telegrâficas, telefônicas o de 
cualquier otra indole, ambos plazos prorrogables por sucesivos périodes 
iguales en caso dé necesidad”^^®.
El Magistrado decidirâ mediante resoluciôn motivada en un plazo de 72 
horas (24 para casos de urgencia debidamente justificados).
Finalmente, el articule 1.4 de la Ley Orgânica 2/2002 dispone que “el 
Secretario de Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia ordenarâ la 
inmediata destrucciôn del material relative a todas aquellas informaciones que, 
obtenidas mediante la autorizaciôn prevista en este articulo, no guarden 
relaciôn con el objeto o fines de la misma”^^ ®.
El informe, preceptive y no vinculante, del Consejo General del Poder 
Judicial, de 6 de noviembre de 2001, sobre el Anteproyecto de la Ley Orgânica 
2/2002^^^, alaba entre otras muchas virtudes de la citada disposiciôn, el 
cumplimiento del principio de legalidad en lo tocante a la limitaciôn de los
Art. 1.2 LO 2/2002.
Segùn Pérez Villalobos, “esta actividad no esta supervisada por el Magistrado al que ni siquiera se le dan los 
instrumentos para comprobar que la autorizaciôn ha sido debidamente utilizada. Esto hace que el control se 
convierta en un acto meramente formai, y no en un control judicial real y efectivo”. Pérez Villalobos, M® Concepdôn; 
op. C'A:, pâg. 121.
Este informe previo contiene las bases juridicas que han sido esgrimidas en 2008, 2010 y 2011 en la 
controversia entre Cussac, Ollé y Gimbernat, en diferentes articulos publicados en los diarios “El Mundo" y “ABC de 
fechas 30 de abril de 2008 (Gimbernat, “El Mundo"), 19 de diciembre de 2010 (Ollé, “El Mundo”), 27 de diciembre de 
2010 (Cussac, “ABC”) y 6 de enero de 2011 (Gimbernat y Ollé, “El Mundo”).
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derechos fundamentales^^® y el hueco législative que llena esta ley, pero 
también hace algunas crlticas que no han sido recogidas por el legislador^^®. 
Asi, por ejemplo, no se concrete la posiciôn del M° Fiscal en la causa, no se 
configura el derecho del titular de las libertades sacrificadas a conocer la 
actuaciôn judicial® y a luchar contra ella^ ®^  y no se précisa el régimen de 
control para caso de colisiôn con otros derechos fondamentales. En cambio, 
otras crlticas si fueron debidamente atendidas, exempli gratia, la precisiôn de la 
sala de procedencia del magistrado o la “singular precisiôn” que se requiere al 
detallar procedimiento, solicitud y tiempos^® .^
Séria conveniente, con la intenciôn de llevar el estado de derecho tan 
lejos como sea posible, modificar la redacciôn de esta ley haciéndola mas 
précisa (objeciôn de la profesora Pères Villalobos), permitiendo que un fiscal ad 
hoc sea parte del proceso velando por la legalidad en la adopciôn y ejecuciôn 
de la medida (objeciôn del CGPJ y del profesor Ollé) y articular la posibilidad
Aunque hay quien no esta de acuerdo. A Pérez Villalobos no le parece que la ley sea suficientemente précisa; 
“Es verdad que al juez se han de proporcionar una serie de datos importantes como el derecho que se pretende 
restringir, la medida concreta que se solicita, los hechos en que se apoya la solicitud, los fines y razones que 
aconsejan la adopciôn de la medida, su tiempo de duraciôn, etc; pero este contenido, aun con ser necesario, no es 
suficiente, por cuanto el juez necesita tener un conocimiento mas concreto, y la redacciôn de! articulo permite que el 
Director del CNI aporte una minima informaciôn al juez. Esto significa que el Magistrado no podrâ ponderar 
adecuadamente la proporcionalidad... El juez deberâ rechazar aquellas propuestas que no estén plenamente 
justificadas, y la ley no es clara". Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 121.
Cfr. Informe, de 6 de noviembre de 2001, del Consejo General del Poder Judicial, sobre el Anteproyecto de la LO 
2/2002, epigrafe IV “Consideraciones particulares al anteproyecto”, pâgs. 11 a 15.
En un e-mall enviado por el profesor Ollé y recibido por el doctorando el dia sels de enero de 2011 dice éste que 
la posibilidad de Intervenciôn de las comunicaciones y entradas en domiclllos deben encuadrarse en las funciones 
propias del CNI, “promover y protéger los intereses politicos, econômicos, industriales, comerciales y estratégicos 
de Espana, Ley 11/2002, art. 4”. Segùn Ollé y Gimbernat no es posible intervenir las comunicaciones ni entrar en 
domicilie ajeno sino en el marco de un auténtico procedimiento judicial penal y siempre que existan séries indiclos 
de que se ha perpetrado ose  va a perpetrar un delito. Un auténtico procedimiento judicial penal supone para ellos 
una resoluciôn habilitante motivada (que pueda ser revisada cuando se aice el secreto de sumario, ya se dijo 
anteriormente que esta objeciôn puede ser salvada con un examen in camera) y la Intervenciôn del ministerlo fiscal, 
cosa que no se da con la actual legislaciôn.
La STC 49/1999 détermina que cuando se alza la medida el interesado ha de tener la posibilidad de conocerla e 
impugnarla en clara concordancia con lo dispuesto en el articulo 13 del CEDH: “Toda persona cuyos derechos y 
libertades reconocidos en el... Convenio hayan sido violados, tiene derecho a la concesiôn de un recurso efectivo 
ante una jurisdicciôn nacional, incluso cuando la violaciôn haya sido cometida por personas que actùen en el 
ejercido de sus funciones oficiales”. Se abre aqui una puerta para posibles demandas con base en el voto particular, 
en parte discrepante, de los jueces senores Matscher y Pinheiro Farinha en el caso Malone contra Reino Unido.
En concordancia con lo dispuesto en la STC 49/1996.
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del examen in camera por parte del juez que conoce del caso concreto para 
garantizar la tutela judicial efectiva del art. 24 CE.
2.2.4.2.7. El control por los medios de comunicaciôn
No es cierto ni verosimil que los media deban abstenerse de conocer 
cuanto al Centro respecta o atahe. Las cosas pûblicas que a todos interesan 
pueden y deben ser conocidas por todos.
Ahora bien, “no se trata ya de un simple interés, sino del fundamental 
derecho ciudadano a participar en los asuntos pùblicos con la maxima 
informaciôn posible que hoy se encuentra protegido por el art 23.1^ ®® de la 
Constituciôn espahola de 1978” ®^'^ . Si aceptamos que la democracia es el 
gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo, o como decia Bobbio, el 
gobierno del poder pùblico en pùblico, éste ha de estar debidamente inform ado 
para participar y fiscalizar a sus représentantes. La régla general es la 
publicidad y la excepciôn, el secreto porque el secreto como apuntaba Beccaria 
es el mas fuerte escudo de la tirania. Hay que considerar que no todo lo que se 
refiere al Centro tiene la consideraciôn de secreto. Es secreto el nombre de un 
agente cualquiera, pero no el de su director. Son sécrétas las operaciones 
encubiertas, pero no las conferencias ni los seminarios a las que sus miembros 
suelen acudir. Es decir, no toda la actividad del Centro es sécréta, en 
consecuencia, hay una parte considerable que no esta sujeta a ningùn tipo de 
restricciôn informative y esa parte debe llegar en extensiôn “tan lejos como sea 
posible", que diria Meikiejohn.
Art. 23.1 CE: “Los dudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos pùblicos, directamente o por medio de 
représentantes, libremente elegidos en elecciones periôdicas por sufragio universal.”
284 Cousido Gonzâlez, M® Pilar; op. cA., pâg. 10.
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El pùblico tiene derecho a conocer^ ®® y los servicios tienen el deber de 
ocultar^ ®®, pero no todo. La parte que puede ser conocida debe serlo, porque el 
ciudadano tiene derecho, porque ese conocimiento acerca el servicio a la 
sociedad, porque el conocimiento anula el miedo -se teme lo que no se 
conoce-, porque mejora la percepciôn del servicio a los ojos del ciudadano y 
porque en ùltima instancia -velis,nolis- “siempre serân objeto del interés 
pùblico” ®^^.
Para que el pueblo espahol pueda controlar a sus servicios de 
inteligencia y pueda ejercer su derecho al voto con pleno conocimiento es 
necesaria una informaciôn veraz^ ®® que fluya de una manera natural a través 
de los medios de comunicaciôn garantizada por un clima de confianza 
reciproco entre medios y servicios. Sin publicidad no es posible la participaciôn 
del pueblo ni el control de los gobemantes, quod ad omnes tangit ab omnibus 
aprobetur, o, recordando el lema de los iluministas, jsaber ayuda! Y ayuda tan 
decisivamente que sin el conocimiento de las actividades del estado no es 
posible el ejercido democrâtico de los ciudadanos.
“ Lo opuesto al secreto es el conocimiento, y no la noticia, que es solo ilusiôn de conocimiento, y que, en manos 
de los aparatos de propaganda... son la mas perfecta coartada: procuran la ilusiôn de la mâxima transparencia 
cuando, en realidad, el torrente de noticias, de escândalos y denuncias deja a menudo intactes los auténticos 
secretos." De Lucas, Javier; De secretos..., op. c/t., pâgs. 22 a 30.
0  por mejor decir, de dar a conocer de forma selectiva, en expresiôn de Aurelio Madrigal, ex Secretario General 
del CESID, utilizada en el informe publicado por la revista italiana “Limes” titulado “A quien sirven los servicios” en 
marzo de 1997. w ww.lim esoiiline.com
Hansjôrg Geiger, présidente del BND (inteligencia exterior alemana, de la inteligencia interior se ocupa el BfV) en 
conferencia celebrada en Jaca el 25 de septembre de 1997.
288 La mentira impide el acceso a la informaciôn y el control del poder. En 1778 se convocô un concurso “por la 
Academia Prusiana de las Ciencias y las Letras bajo el patrocinio de Federico II acerca de la cuestiôn ^conviene 
enganar al pueblo?... (Condorcet) senala que el engano nunca es un recurso licito pues desvirtùa el propio punto de 
partida de la democracia, el principio de autonomie de mayoria de edad... Por su parte, se recordarâ como la 
exigencia del principio de publicidad y la exclusiôn correlative del secreto y el engano recorren toda la obra de Kent. 
Especialmente tajante son sus afirmaciones... sobre la mentira como el mayor crimen, por cuanto niega aquello de 
mas bâsico que hay en el hombre: su capacidad de comunicar con los demâs.” De Lucas, Javier; De secretos..., op. 
C'A., pâg. 25.
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La Ilamada al secreto y la negaciôn de la publicidad es una apelaciôn 
di recta al miedo^ ®®. Hay que concluir con Bentham que “sin publicidad ningùn 
bien es permanente, bajo los auspicios de la publicidad ningùn mal puede 
durar”.
2.2.5. La relaciôn del CNI con otros ôrganos de inteligencia
Se examina ahora la relaciôn existante entre el Centro Nacional de 
Inteligencia y los restantes servicios que, dentro del estado, tienen idéntica 
finalidad, esto es, los servicios de Inteligencia de las Fuerzas Armadas, de la 
Guardia Civil, de la Policia Nacional, y la posibilidad de que las Comunidades 
Autônomas espaholas pudieran tener, o no, sus respectivos servicios de 
inteligencia.
2.2.5.1. Servicios de Inteligencia de las Fuerzas Armadas
Cada uno de los très ejércitos tiene sus propios servicios de inteligencia 
militar que se hallan en los respectivos Estados Mayores. Ademâs, el Estado 
Mayor Conjunto de la Defensa, ôrgano auxiliar del Jefe del Estado Mayor de la 
Defensa, dispone del correspondiente ôrgano de inteligencia. Pues bien, a 
finales de 2000 el Ministerlo de Defensa creô el Centro de Inteligencia de las 
Fuerzas Armadas (CIFAS)^®° para coordinar los servicios de inteligencia de las 
Fuerzas Armadas.
La relaciôn del antiguo CESID con la inteligencia militar fluctuô segùn las 
necesidades del pais. Desaparecido ya el horizonte de una posible involuciôn 
es presumible que el CNI abandone esta necesidad en bénéficie de otras
"*^Decla Hobbes que cuando su madré le dio a luz, tuvo gemelos, él y el miedo.
“El Pals”, 9 de febrero de 2001, “Un general estarâ al frente del CIFAS, la nueva agencia de espionaje militar”.
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nuevas. Hoy, el hecho de que el Secretario de Estado Director sea el ùnico 
director de los servicios de inteligencia présente en la Comisiôn Delegada del 
Gobierno para Asuntos de Inteligencia (en calidad de secretario), que el art.
9.2.d) de la Ley 11/2002 le atribuya como una de sus funciones “mantener y 
desarrollar, dentro del âmbito de su competencia, la colaboraciôn con los 
servicios de informaciôn de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y 
los ôrganos de la Administraciôn civil y militar, relevantes para los objetivos de 
inteligencia”, y que el apartado f) de ese mismo articulo le atribuya las 
potestades propias de la Autoridad de Inteligencia y Contrainteligencia, todo 
ello en su conjunto, hace pensar en la figura del Secretario de Estado Director, 
como el coordinador de todos los servicios de inteligencia.
2.2.5 2. La Jefatura de Informaciôn y Policia Judicial de la Guardia Civil
Dentro de la Direcciôn General de la Guardia Civil existe una 
Subdirecciôn General de Operaciones, al mando de un General de Divisiôn, de 
la cual depende la Jefatura de Informaciôn y Policia Judicial de la Guardia Civil 
que debe ser mandada por un General de la Guardia Civil en servicio activo.
Durante mucho tiempo se ha considerado que la Guardia Civil es el 
servicio que mâs y mejor informaciôn tiene de lo que ocurre en Espana pues 
como muy bien hace notar Carlos Ruiz Miguel segùn la “Cartilla” de la 
Benemérita todos los Guardias Civiles se conducirân en todo momento como si 
estuvieran de servicio prestando la atenciôn debida a cuanta informaciôn pueda 
ser de interés para desarrollar su trabajo. Esta Jefatura obtiene, trata y analiza 
informaciôn de interés para el orden y la seguridad pùblica en el âmbito de las 
funciones de la Guardia Civil y tiene asignada la “utilizaciôn operativa de la
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informaciôn, especialmente en materia antiterrorista en el âmbito nacional e 
internacional"^^\
Al igual que en el caso de los servicios de las Fuerzas Armadas, y con 
base en los mismos articulos de la ley 11/2002, el CNI debe coordinar también 
los servicios de informaciôn de la Guardia Civil.
2.2.5.3. La Comisana General de Informaciôn del Cuerpo Nacional de 
Policia
La Subdirecciôn Operativa, dependiente de la Direcciôn General, estâ 
organizada horizôntalmente en cinco comisarlas, una de la cuales es la 
Comisana General de Informaciôn del Cuerpo Nacional de Policia que capta y 
trata informaciôn relevante para el orden y la seguridad pùblica en el âmbito 
que le es propio a la Policia NacionaP^. El Centro Nacional de Inteligencia, 
como en el caso de la Guardia Civil, debe coordinar su labor de inteligencia^^®. 
La creaciôn de la Comisiôn Delegada del Gobierno para Asuntos de 
Inteligencia muestra la “firme voluntad de desarrollar una verdadera Comunidad 
de Inteligencia en Espaha” ®^"^ .
2.2.5.4. Los servicios de inteligencia autonômicos
El debate juridico es si pueden existir servicios de inteligencia 
autonômicos que, de haberlos, debieran ser coordinados por el CNI como parte 
de la comunidad de inteligencia espahola. El problema es real “...al menos la
Art. 4.6 RD 1449/2000.
"^"Art. 3.5.a) RD 1449/2000
Con fundamento juridico en los articulos 6 y 9 de la Ley 11/2002.
Son palabras de Nieves Bregante, miembro del Gabinete de! Secretario de Estado Director del CNI en la obra 
colectiva coordinada por los profesores Navarro Bonilla, Diego y Esteban, Miguel Angel; op. cit. pâg. 124.
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Comunidad Autônoma Vasca ha creado un servicio de este tipo” ®^® y 
recuérdese ademâs que en la tramitaciôn parlamentaria de la Ley 11/2002, 
Esquerra Republicana de Catalunya propuso crear una Comisiôn Operativa de 
Coordinaciôn de Inteligencia en la que estén présentes responsables de los 
servicios de informaciôn de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y 
de las Comunidades Autônomas con competencias en materia de seguridad y 
orden pùblico^ ®®.
No serlan titulos habilitantes para la existencia de taies servicios 
aquellos que recogen competencias exclusivas del Estado (defensa nacional, 
relaciones internacionales...), ni la obligaciôn pasiva de los poderes pùblicos de 
acatar la Constituciôn (lo que no implica la existencia de una obligaciôn activa 
de carâcter preventive de defender la Constituciôn^®^), ni la defensa del 
Estatuto (la obligaciôn es del Estado, art. 147.1 CE)...
Sôlo queda una posibilidad; acudir al concepto de seguridad pùblica 
recogido en el art. 149.1.29 CE: “El Estado tiene competencia exclusiva sobre 
las siguientes materias: 29. Seguridad pùblica, sin perjuicio de la posibilidad de 
creaciôn de policies por las Comunidades Autônomas en la forma que se 
establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una ley 
orgânica”.
Pues bien, la ley orgânica es la LOFCS (Ley Orgânica 2/1986, de 13 de 
marzo, que régula las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de las 
Policîas de las Comunidades Autônomas y de las Policias Locales) que en sus 
Disposiciones Finales 1®, 2® y 3^  excluye a las policîas autônomas vasca.
Ruiz Miguel. Carlos; op. cA.\ pâg. 193.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. c'rt.; pâg. 45.
Ruiz Miguel, Carlos; op. c/f.; pâg. 195.
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catalana y navarra del respeto al marco de la LOFCS vaciando claramente de 
contenido el precepto constitucional citado ut supra.
La comunidad autônoma vasca ha desarrollado su propio servicio de 
informaciôn^®® y tal hecho ha dado lugar a dos sentencias del Tribunal 
Constitucional (TC) suficientemente ilustrativas®®®.
La primera®®® resuelve el conflicto a favor del Gobierno Vasco con base 
en la Disposiciôn Final Primera de la LOFC -ya comentada- y la 
caracterizaciôn de la actividad de informaciôn como inherente a la actividad de 
policia. En la segunda sentencia®®^  -sin plantearse tampoco el TC la posible 
inconstitucionalidâd de la Disposiciôn Final 1® de la LOFC- se distingue la 
actividad de informaciôn de la actividad de policia formando parte ambas de un 
concepto superior llamado seguridad pùblica.
De todo lo anteriormente expuesto se infiere que las Comunidades 
Autônomas pueden arrogarse la potestad de policia, pero no la actividad de 
informaciôn que es competencia exclusiva del estado®®®.
Art. 106.1 Ley 4/1992 de Policia del Pais Vasco. 
SSTC 175/1999 y 235/2001.
300 STC 175/1999 con voto particular del Magistrado Jiménez de Parga que incide en el necesario carâcter 
supraautonômico de las actividades de informaciôn. A este voto particular se adhirieron también los Magistrados 
Garrido y Mendizâbal.
"°* STC 235/2001.
Este es el razonamiento que, de forma confusa, trataba de explicar el portavoz del PP -Manuel Atencia- tras la 
aprobaciôn de las dos leyes por el Congreso: “...el portavoz del PP explicô que las Comunidades no tienen servicios 
de inteligencia, sino servicios de informaciôn, que no es lo mismo”. “ABC”, 8 de Marzo de 2002.
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Capitule II:
Los servicios de inteligencia 
en el derecho comparado
1. El primer mundo de los servicios de inteligencia
La expresiôn “primer mundo de los servicios de inteligencia” tiene carâcter 
ambivalente. Desde un punto de vista técnico-profesional harla referencia a 
aquellos que obtienen un mejor producto y demuestran una mayor eficacia. 
Desde un punto de vista juridico estana integrado por servicios pertenecientes 
a estados democrâticos de derecho que respetan la limitaciones impuestas por 
el ordenamiento juridico para salvaguardar los derechos y libertades 
fondamentales, “tan lejos como sea posible”®®®, sin los cuales no es posible la 
existencia de un auténtico estado democrâtico de derecho®®^ .
A efectos de esta tesis doctoral, y en lo sucesivo, cuando se hable de 
primer mundo de la inteligencia, entiéndase esta expresiôn desde un punto de 
vista estrictamente juridico.
En expresiôn de Alexander Meikiejohn.
“Cierto es que los derechos fundamentales no revisten carâcter absolute, sino que su limite résulta de otros 
derechos fundamentales y de las leyes que desarrollen los mismos (STC 231/1988), pudiendo ceder ante intereses 
constitucionalmente relevantes, siempre que el recorte que hayan de experimenter se revele como necesario para 
lograr el fin légitimé previsto, proporcionado para alcanzarlo y, en todo caso, sea respetuoso con el contenido 
esencial del derecho (SSTC 57 y 143/1994)”. Informe del CGPJ, op. cA. pâg. 7.
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En consecuencia, los estados cuya regulaciôn de los servicios de 
inteligencia va a ser analizada aqui tienen un minimo com un denominador, su 
condiciôn de estados democrâticos de derecho, lo que a su vez implica: asumir 
el imperio de la ley, la divisiôn de poderes, la legalidad de la Administraciôn y el 
respeto a los derechos y libertades fundamentales®®®. Otra elecciôn haria 
inviable el epigrafe de este capitule: derecho comparado.
De entre todos ellos se han elegido los que cuentan con una comunidad 
de inteligencia mâs destacada, histôricamente, en el piano internacional, esto 
es, Estados Unidos, Reino Unido, Francia y Alemania.
1.1. El caso de Israel
Ciertamente Israel cuenta con una comunidad de inteligencia®®® muy 
relevante en cuanto a prestigio, eficacia y consideraciôn internacional, una 
comunidad “hija de la necesidad” dado el asedio sistemâtico al que se ha visto 
sometido Israel desde su fundaciôn®®  ^y que convierte a los servicios secretos 
en la primera linea de defensa de una guerra que no cesa.
Israel, al que parte de la doctrina ha défi n id o como estado 
semiparlamentario, carece de constituciôn formai®®® pero esto es irrelevante a 
los efectos de determinar si se trata o no de un estado democrâtico de
Diaz, Elias; Estado de derecho v sociedad democrâtica: Madrid, 1988, pâg. 31.
La comunidad de inteligencia israeli estâ compuesta por très servicios principales: Mossad, (exterior), Shin-Beth, 
(interior) y Amân (militar). El director general del Mossad, en argot “El Instituto", es el mehueme de Israel, jefe 
supremo de la inteligencia del pais. Es la comunidad de inteligencia mas pequeha en cuanto a numéro de efectivos 
entre las grandes y, al tiempo, la mayor de todas ellas, los judios de la Diâspora que son seleccionados por el 
Mossad {sayanim) proporcionan toda la ayuda logistica que, puntualmente, pueda hacer falta para una operaciôn 
determinada al mando de las cuales siempre hay un oficial superior {katsa). Segùn el ex director general del 
Mossad, Isser Harel, la contribuciôn de los sayanim al esfuerzo de inteligencia israeli ha sido inconmensurable.
Con el estigma de la Shoah (El Holocauste nazi) a cuestas.
La extrema derecha sôlo acepta como tal su texto sagrado, El Talmud. Segùn Loewestein, los hebreos fueron el 
primer pueblo que practicô el constitucionalismo pues el dominador estaba sujeto a la Ley del Senor.
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derecho®®®. El problema estriba en que su organizaciôn institucional estâ 
basada en una serie de Leyes Fundamentales que no garantizan en ningùn 
caso el reconocimiento y protecciôn de los derechos fundamentales en todo el 
territorio de Israël®^ ®.
El primer ministre Ehud Barak®^  ^ intentô someter al Parlamento en el aho 
2000 un proyecto de Constituciôn que garantizase los derechos fundamentales 
reconocidos en los pafses occidentales. Tal proyecto sôlo contô con el apoyo 
de la izquierda y suscitô una enorme controversia que no condujo a ninguna 
parte. Incluso relevantes figuras del partido laborista como Simôn Peres se 
opusieron al mismo.
Es por ello que, careciendo de un sistema juridico que proteja los 
derechos fundamentales y de una regulaciôn legal de los servicios de 
inteligencia, no es posible tomar la comunidad de inteligencia israeli como 
modelo para un estudio de derecho comparado®^®.
“ Nada distingue con mâs claridad las condiciones de un pais libre de las que rigen en un pais bajo gobierno 
arbitrario que la observancia, en aquel, de los grandes principios conocidos bajo la expresiôn de Estado de Derecho. 
Despojada de todo su tecnicismo, significa que el Estado estâ sometido en todas sus acciones a normas fijas y 
conocidas de antemano;...” Hayek, Friedrich; op. c/f., pâg. 105.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. c/f., pâgs. 32 y 33. Ad abundantiam; “Los servicios de inteligencia interior 
de Israel, Shin-Beth, torturan al 85% de los Palestinos detenidos”, “El Mundo", 15 de mayo de 1998. La informaciôn 
procédé de Betselem, organizaciôn israeli de derechos humanos.
Antes de ser nombrado primer ministre, Ehud Barak trabajô para la comunidad de inteligencia de Israel. En 
calidad de tal realizô acciones encubiertas para el estado judio, verbi gratia, entrô en el Libano disffazado de mujer 
para ejecutar a un terrorista y llego a ser director del servicio de inteligencia militar (Amân).
Las acciones encubiertas del Instituto de Inteligencia y Servicios Especiales de Israel (Mossad) que incluyen el 
asesinato deben ser notificadas previamente al Primer Ministre para que otorgue el visto bueno. Fue el ex director 
general del Mossad, Meir Amit, leyenda de los servicios de inteligencia, inventor de los sayanim, quien estableciô las 
normas para el asesinato a principio de los sesenta: “No se matarâ a lideres politicos, por muy extremistas que 
sean. Se tratarâ con ellos politicamente. No se matarâ a familiares de un terrorista a menos que estén directamente 
implicados en terrorisme. Cada ejecuciôn necesitarâ de la autorizaciôn del Primer Ministre. En consecuencia, una 
ejecuciôn no serâ un asesinato patrocinado por el Estado sino una sanciôn judicial definitiva del Estado. El asesino 
no serâ distinto del verdugo nombrado por el Estado". Gordon, Thomas y Dillon, Martin; El esoia del Mossad: 
Barcelona, 2004, pâg. 27. Ad abundantiam. Gordon, Thomas; Mossad. Buenos Aires, 2000, passim.
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1.2. El caso de Rusia
Mas de cuatro siglos de servicios de inteligencia dejan, indudablemente, su 
hueila en la historia^^ .^ Pero no se discute aqui la relevancia de la comunidad 
de inteligencia rusa^^  ^ sino si Rusia es, o no, un estado democratico de 
derecho con todas las implicaciones que tal denominaciôn conlleva. <^ Se 
somete la administraciôn al principio de legalidad? <j,Es prévisible la resoluciôn
La primera policia sécréta rusa -  la Opritchina, cuyo lema era una cabeza de perro y una escoba, husmear y 
barrer -  data de 1565. Conserva este nombre hasta 1.613 en que pasa a denominarse Rozysknoie Miesto. En 1697 
se produce una reforma en profundidad del serviclo y un nuevo cambio de nombre; Preobragensky Prikas. Hasta el 
fin del régimen zarista, les servicios de inteligencia tendrian diferentes denominaciones (de 1.700 a 1.711 se la 
conoceria como Fiskaly, de 1.711 a 1.736 Tercera Policia; de 1.736 a 1.821 TRK; de 1.821 a 1.826 PME; de 1.826 a 
1.881 Policia Sécréta y de 1.881 a 1.917 Okhrana), lo que no variarla es la represiôn interior y el miedo ce la 
poblaciôn. El ultimo servicio zarista, la Okhrana, fue particularmente temido y odiado. Con la revoluciôn de 1917 
séria disuelto. En un principio los revolucionarios pensaron que en el estado de los trabajadores no haria falta un 
servicio similar pero al poco tiempo Lenin instauré la Cheka. La Cheka constaba de très directories principales: el 
Primer Directorio Mayor actuaba contra quienes comprometian la seguridad del estado desde el extranjero; el 
Segundo Directorio Mayor se ocupaba de los conspiradores interiores; finalmente, el Tercer Directorio Mayor 
prestaba especial atenciôn a las Fuerzas Armadas. En 1.922 se la conoceria como GPU, de 1.923 a 1.934 OGPU, 
y de 1.934 a 1.946 como NKVD. En 1.946 se produce un desdoblamiento de los servicios de inteligencia soviétcos. 
La NKVD da paso a la MVD y a la MGB. La MVD es el directe antecesor del GRU, que nace en 1.959 y continua su 
actividad hasta nuestros dias. La MGB séria el germen del future KGB, que fue creado en 1.954 y disuelto en 1.991, 
tras el fracasado golpe de estado contra Gorbachov que tuvo su ideôlogo y planificador en el jefe del KGB, Vladimir 
Kriuchkov. C/r.Tansky, Michel; Cuatro siolos de policia sécréta rusa: Barcelona, 1970, passim y Pastor Petit, 
Domingo; op. cit., passim.
La KGB, disuelta el 17 de julio de 1.991, dio paso a dos organes de inteligencia independientes la -SB 
(contrainteligencia) y la SVR (inteligencia exterior) que junte con el GRU (inteligencia militar) componen los organes 
principales de la comunidad de inteligencia rusa. El creador de los dos primeros servicios fue Vadim Bakatin, ex 
Ministre de Interior enfrentado a los halcones del PCUS. Fue él quien acabô con la secciôn del KGB dedicadaa la 
persecuciôn religiosa -hasta el mandate de Gorbachov era la KGB quien nombraba los obispos- y el artifice deque 
fuesen abiertos al pùblico parte de sus archives a partir del 13 de mayo de 1.992; eso si, previo page de la consulta 
-  que incluye la atenciôn de los funcionarios necesarios, la informaciôn que se precise y las fotocopias - y solicitud 
por escrito. Estes archives han hecho posible, por ejemplo, el libre de César Vidal; Las Brioadas Intemacionales: 
Madrid, 1.998, donde, entre otras cosas, se cuenta como utilizaba la KGB los pasaportes de los interbrigadistas Dara 
sus operaciones encubiertas. En sus comienzos la FSB parece que apostô por la glasnost y la perestroika oara 
invertir el camino en su recta final. Asi, a los pocos anos de crearse, tras la apariciôn en la prensa rusi de 
irregularidades a cargo de oficiales del FSB y abuse de poder, el jefe del mismo Vladimir Putin (actual présidente de 
Rusia), se reùne con el Consejo de Seguridad para rendir cuentas de las actuaciones de sus subordinad)s y 
reconocer la existencia de algunas anomalies, algo impensable en tiempos de la KGB. Ademâs, su portivoz 
comparecia ante la prensa cuando era requerido y sus principales mandos eran igualmente accesibles: por ejenpio 
su portavoz, Alexander Zdanovich, negaba la transferencia de tecnologia nuclear rusa a Iran poco después deque 
el Teniente General Leonid Kuznetsov, jefe de la FSB en Krasnoyarsk, diera cuenta en diciembre de 1.998 te la 
visita de “docenas de espias" occidentales interesados en el armamento nuclear ruso y en el entonces excértrico 
“presidenciable" Alexander Lebed. De otro lado, el GRU, el servicio de inteligencia militar, fue fundado por Trosky, 
su primer jefe fue Jan Berzin y se estructurô en cuatro divisiones con personal estrictamente militar. Del GRU 
provienen la mayoria de grandes desertores que han nutrido la inteligencia occidental: Igor Guzenko, Aratoli 
Dolnitsyn o Penkovski. Esto hizo aùn mas asfixiante el control del GRU por la KGB, que actuaba a mod) de 
hermano mayor, infiltrândolo completamente con sus agentes. No obstante también hay éxitos que apuntar ei su 
curriculum. Destaca el caso del coronel Yuri Isaiev que consiguiô informaciôn relevante sobre las bases americinas 
en Espana.
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de un caso basada en el ordenamiento jundico existante? iSe  protegen los 
derechos fundamentales en todo el territorio ruso^ ^®?
El poder absolute del Présidente Putin^ ^®, la total supremacia del poder 
ejecutivo trente a los otros poderes del estado, el secuestro y control de medios 
de comunicaciôn por el poder pùblico, la persecuciôn y asesinato de 
periodistas^^^,...
Todos estes hechos y muchos otros que saltan a la vista nada mas repasar 
sucintamente la hemeroteca correspondiente a los primeros anos del siglo XXI, 
no sitùan precisamente a Rusia en el perihelio del estado democratico de 
derecho sino mas bien en otra galaxia juridica distinta.
Por lo que respecta a los servicios de inteligencia, tras una primera reforma 
que acabô con la KGB y separô la inteligencia exterior de la interior, ha venido 
la marcha atrâs propiciada, tal vez, por la amenaza exterior de las ex repùblicas 
musulmanes soviéticas, en particular el caso checheno, y los problèmes 
interiores generados por las tupidas mafias rusas acompahados de la falta de 
desarrollo econômico del pais.
El Présidente Putin pretende ahora la reunificaciôn de todos los servicios de 
inteligencia en uno solo, incrementando de paso los poderes de su
“...la idea de que el individuo limite el poder del estado, que quede, por tanto, una porciôn de la persona fuera de 
la jurisdicciôn pùblica... es una idea germânica... donde el germanisme no ha llegado no ha prendido el libéralisme. 
Asi cuando en Rusia se ha querido sustituir el absolutisme zarista se ha impuesto una democracia no menos 
absolutista. El bolchevique es antiliberal". Ortega y Gasset, José; op. cit., pâg. 117. Es muy dificil de asimilar por el 
ordenamiento juridico ruso la teoria y prâctica de los derechos fundamentales porque histôricamente no ha tenido 
ninguna experiencia en ese sentido, pedir su implantaciôn inmediata es pedir un esfuerzo olimpico capaz de saltar 
siglos.
“Fe totémica en la vertical del poder” le atribuye el “ABC” de 15 de julio de 2004.
El ultimo periodista asesinado ha sido el corresponsal de la revista “Forbes” que habia realizado investigaciones 
y publicado articules sobre la plutocracia rusa, sus vinculos con la mafia y la corrupciôn que asola el pais.
Ministerio de Seguridad Estatal, mismas siglas y mismo nombre que el servicio antecesor de la KGB.
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director de forma y mariera significativa. Este nuevo servicio secreto “tendra 
prâcticamente todas las funciones de! KGB soviético”^ ^^ .
Llegado este punto parece oportuno colegir que la comunidad de 
inteligencia rusa no es tampoco modelo oportuno para ser objeto del présente 
estudio.
1.3. La cooperaciôn internacional de los servicios de inteligencia
La necesidad de inteligencia para combatir el terrorisme internacional y la 
multiplicidad de intereses de los estados a lo largo y ancho del planeta han 
llevado a los servicios secretes por el camino de la cooperaciôn^^° y, como 
consecuencia, ha sido necesario firmar acuerdos y convenios que establecen 
las pautas del intercambio de informaciôn clasificada^^\ Taies acuerdos operan 
normalmente bajo el principio de reciprocidad y establecen las equiparaciones 
entre las diferentes denominaciones concernientes a la informaciôn clasificada. 
En el ordenamiento juridico espanol la informaciôn a la que taies acuerdos 
permiten accéder procedente de otros servicios de inteligencia esta exenta del 
control parlamentario que ejerce la Comisiôn de fondos reservados^^^ y, en 
general, es precise el consentimiento del servicio que genera la inteligencia 
para hacer a terceros paises participes de la misma.
La cita procédé del diario ruso “Gazeta” y es recogida por el corresponsal del “ABC" en Moscù, Daniel Utrilla, 
“Putin reorganize los servicios de seguridad a imagen del anbguo KGB”, 15 de julio de 2004.
“...nuestras relaciones con otros paises, incluidos muchos que no comparten nuestros principios democraticos,
serân de gran importancia para compenser la falta de agentes secretos y de personal diplomâtico”. Inman, Bobby;
“Déficit de Informaciôn”, “El Mundo”, 11 de octobre de 2001.
V/d. Cousido Gonzalez, Piler; op.c/t., pâgs. 135 a 164.
Art. 11.2 Ley 11/2002: “La citada Comisiôn del Congreso de los Diputados tendra acceso al conocimiento de las 
materias clasificadas, con excepciôn de las relatives a las fuentes y medios del Centro Nacional de Inteligencia y a 
aquellas que procedan de servicios extranjeros u organizaciones intemacionales en los términos establecidos en los 
correspondientes acuerdos y convenios de intercambio de la informaciôn clasificada”.
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El volumen de intercambio de informaciôn en el primer mundo de 
inteligencia es muy elevado^^^ y tiende a incrementarse debido a la amenaza 
global que impone el terrorisme internacional y al proceso integrador que esta 
experimentando la Uniôn Europea^ "^ .^ También existe un acusado intercambio 
de informaciôn con comunidades de inteligencia especialmente eficaces -la 
rusa, la Israëlita^^^- y, coyunturalmente, con servicios situados en zonas 
geoestratégicas o de conflicto^^®.
2. Reine Unido
El Reino Unido tiene una amplia tradiciôn polîtico-constitucional presidida 
por el secreto^^^ que, a lo largo de los siglos, se ha ido acumulando 
progresivamente. Sobre el modelo politico inglés, se ha dicho que es un
Tanto que convierte al director del Centro en el primer agente del mismo. Es quien mâs informaciôn allega al 
Servicio como resultado de las conversaciones con sus homôlogos. Esta informaciôn le fue confirmada al autor de la 
tesis por Juan Alberto Perote, jefe de la Agrupaciôn Operativa del CESID.
L'Europe n'est qu'une nation composée de plusieurs”. Quien asi escribe es Montesquieu; Monarchie 
universelle: Paris, 1891, pâg. 36.
Ejemplo de esa colaboraciôn es el caso del Mossad que ostenta caria blanca para investigar las bases de 
Hizbulâ en Alemania {Vid. “El Mundo” de 5 de abril de 1998), servicio que tiene su oficina principal para Europa en el 
aeropuerio de Schipol en Amsterdam (segunda planta del edificio de EI-AI) donde opera con toda comodidad y 
acuerdos de intercambio de informaciôn con los principales servicios de inteligencia de la Uniôn Europea.
Caso de los servicios secretos espanoles con la Muhabarat iraqui de Sadam Hussein. El grado de confianza 
llegô a ser tan elevado que la hija de un alto responsable de este servicio trabajaba en la embajada espafiola en 
Bagdad. Es por eso que se sintieron traicionados y tuvieron una reacciôn especialmente dura con los agentes de 
inteligencia espafioles en Iraq, ocho de los cuales perdieron la vida, saivândoia uno de ellos por la intercesiôn de un 
clérigo iraqui a sueido del MI-6. Las consecuencias politicas del 11-M y la “inteligencia” con que se eligiô el 
momento del atentado -para propiciar la caida del Gobierno que les traicionô- han hecho sospechar de la 
implicaciôn un servicio secreto en el mismo y, en concrete, de la antigua Muhabarat. Se da el caso que el coronel 
iraqui que servia de enlace en Espana retomô a Iraq, para volver nuevamente de forma dandestina varias 
semanas antes del 11-M, siendo aleriados los servicios de inteligencia espanoles por el SISMI italiano de que venia 
a cometer un atentado. Parie de esta informaciôn ha llegado al autor de la tesis por una persona prôxima a los 
servicios de inteligencia, parie, puede consultarse en Chalvidant, Jean; op.cit., pâgs. 55 y 56. Sobre este asunto no 
se puede olvidar las reiteradas propuestas de colaboraciôn entre terroristes de ETA y Al-Qaeda. Estos ùltimos 
cometerian los atentados y ETA proporcionaria apoyo logistico. Cfr. Garcia Mostazo, Nacho; op.cit., pâgs. 323 a 
330. Ahora bien, el “supermercado del mal” no opera con compras al por mayor sino que son transacciones 
minoristas con acuerdos puntuales y detallados, es decir, no basta conocer la existencia genérica de un acuerdo de 
colaboraciôn entre las dos organizaciones terroristes -como prueba el entrenamiento de terroristes etarras en 
campos de Afganistân o el pago efectuado por un contable de Bin Laden a ETA en una cafeteria de Bilbao cuyo 
seguimiento corriô a cargo de la CIA- séria necesario demostrar que, concretamente, ETA asistiô a la célula de Al- 
Qaeda que cometiô el atentado del 11 de marzo en Madrid.
Cfr. Leigh, David; The frontiers of secrecv. Close Government in Britain: Londres, 1980, pâg. 2, citado por Ruiz 
Miguel, Carlos; op.cit., pâg. 36.
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modelo que no se sabe muy bien en que consiste. Smellie decia que puede 
admirarse pero no comprenderse, Maurois habla de Gran Bretaha como la 
bendita tierra de la incoherencia y, en Espana, Teodoro Gonzalez le créé 
regido por un designio biolôgico y por eso, como la vida misma, es complejo, 
paradôjico y desconcertante^^®.
Igualmente extensa es la tradiciôn en servicios de inteligencia pero varia, 
de unos autores a otros, el momento de su nacimiento. Aunque se citan como 
antecedentes primeros de los servicios de inteligencia britanicos los reinados 
de Alfredo El Grande (849-901) y Eduardo III (1327-1377), no hubo redes 
organizadas y verdaderos servicios de inteligencia hasta que Enrique VI 
promoviô en 1485 la inteligencia interior e Isabel I hizo lo mismo en 1558 con la 
inteligencia exterior^^®.
2.1. Particularidades del derecho constitucional britanico
El derecho constitucional britanico esta compuesto por leyes 
constitucionales escritas, statute ÿ por la costumbre constitucional, the
conventions. Menor importancia tiene para el derecho constitucional el derecho 
comun y la equidad.
The conventions son costumbres y practicas que constituyen verdaderas 
normas juridicas. El razonamiento es sencillo: si existe un precedente hay que 
amoldarse a él (incluso por analogia) salvo argumento de peso que obligue a 
cambiar de doctrina. El common law constituye la base del sistema juridico
Jimenez de Parga, Manuel; Los regimenes Doliticos contemporàneos; Madrid, 1990, pâgs. 272 y ss.
Cfr. Andrés Montero-Gomez, op.cit., pâg. 30.
Componen el statute law: la Carta Magna, Petition o f the Right, Bill of Rights, Act of Settlement, las dos Act of 
Union, Reform Act, las dos Parliament Act y el Statute o f Westminster.
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inglés pero es “de importancia menor en el àmbito constitucional"^^\ Son 
costumbres reconocidas judicialmente sobre la base del precedente judicial.
La equity tiene su origen en la costumbre de dirigirse al rey por aquellas 
personas descontentas con las resoluciones judiciales. De ahi se paso a los 
tribunales de equidad que finalmente - Judicature Act -  se integraron en el 
common law con todos sus principios, muy en particular la buena fe.
Se détecta una evoluciôn notable en la judicial review respecte a las 
actividades de los organes y autoridades estatales. Ahora bien, “dicha revision 
judicial no constituye una apelaciôn de la decision administrative tomada, sino 
solamente de la manera en que fue tomada”^^ .^ Consiste esta evoluciôn en la 
aplicaciôn de medidas de control establecidas entre tribunales -  del superior 
sobre el inferior -  a la acciôn administrative o de gobierno.
En general, se trata de atacar en su base el viejo aforismo inglés the King 
can't be wrong, y puesto que los administradores del Rey -  la administraciôn -  
son sirvientes personales de la Corona, gente de su confianza, la presunciôn 
real se extiende a ellos.
El proceso de revisiôn judicial ha detectedo tres causes que permiten 
atacar las decisiones de los ôrganos de la administraciôn. La primera es la 
ilegalidad, decisiones de los funcionarios que contravienen las normas juridicas 
vigentes. La segunda es la irracionalidad, que es sencillamente falta de sentido 
comùn, decisiones que jamâs hubiesen sido adoptadas por una persona 
sensata o que contrarian gravemente el sentido comùn o el sentido de la ley.
Alvarez Vêlez y Alcôn Yustas; Las constituciones de los quince Estados de la Union Europea; Madrid, 1.996, 
pâg. 577.
Connelly. Thomas John; “Respuesta a una consulta sobre la protecciôn de las personas trente a dichos 
organismes brindada por las normas constitucionales y légales"; Santiago de Chile, Serie Estudios, Volumen III, 
Estudio n° 22 de la Biblioteca del Congreso Nacional, 1.991, pâg 22. Thomas John Connelly es investigador de la 
unidad de estudios y publicaciones de la biblioteca del Congreso Nacional de Chile. Los organismes a que se refiere 
en el titulo del informe son los servicios de inteligencia.
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Finalmente, la tercera de las causas es la impropiedad procesal, que tiene que 
ver con la manera en que las decisiones son tomadas y no con el fondo de la 
cuestiôn^ ^^ .
2.2. Organizaciôn de la comunidad de inteligencia britanica
Desde el punto de vista juridico es destacable que “a pesar de la 
antigüedad de los servicios de inteligencia britanicos, los mismos no han tenido 
hasta fechas muy recientes, no ya un estatuto legal, sino ni siquiera un 
reconocimiento oficial”^^ "^ . Como senalô el ex ministre Richard Grossman “el 
secreto es la enfermedad britanica"^^^. La Ley del Servicio de Seguridad^^® 
aprobada en 1989 y la Ley de los Servicios de Inteligencia^^^ de 1994 
cambiaron la situaciôn.
2.2.1. La comunidad de inteligencia
La comunidad de inteligencia britanica esta compuesta por tres servicios 
principales que han tenido una destacada actuaciôn en la historia de los 
servicios de inteligencia^^®; Security Service (MI-5, interior). Secret Intelligence
^^^Cfr. ibidem, pâgs. 22 a 25.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg.39. Aunque hubo dos leyes en 1782 y 1920 que se referian exclusivamente a 
asuntos presupuestarios. Connelly, Thomas John; “Respuesta a una consulta sobre organismes de inteligencia en la 
lucha contra la delincuencia, la violencia politica y el terrorisme”; Santiago de Chile, Serie Estudios, Volumen III, 
Estudio n° 16 de la Biblioteca del Congreso Nacional, 1.991, pâg. 4.
Tal afirmaciôn se recoge en la obra de Robertson, Geoffrey y Nicol Andrew; Media Law. The rights of Journalist 
and Broadcasters: Londres, 1990, pâg. 314.
Security Service Act (SSA).
Intelligence Services Act (ISA).
A los que hay que sumar todos los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas (un copioso submundo que 
atiende todas las necesidades posibles de los tres ejércitos) y el policial National Criminal Intelligence Service 
(NCIS) que si tiene potestades de policia a diferencia de los demâs (nada que ver con su homônimo 
norteamericano).
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Service (MI-6, exterior) y Government Communications Headquarters (GCHQ, 
inteligencia técnica®®®).
2.2.1.1. Goverment Communications Headquarters (GCHQ)
El Cuartel General Gubernamental de Comunicaciones, el “mâs secreto” 
de los servicios de informaciôn britanicos, tiene su base en Cheltenham, al 
suroeste de Inglaterra®"*®, y se ocupa de la inteligencia técnica del Reino Unido.
El GCHQ consta de tres secciones®^\ Radint, que trabaja en la informaciôn 
radiofônica; Elint®^ ,^ inteligencia electrônica, que se ocupa fundamentalmente 
de sensores y localizadores pero también de la captaciôn de emisiones 
electromagnéticas que no sean telecomunicaciones®^®; Comint, dedicada a la 
Interceptaciôn de comunicaciones, teléfonos y faxes principalmente (El GCHQ 
intercepta “rutinariamente todas las comunicaciones de radio y télex... de todas 
las embajadas de Londres)”® .^ Tiene “un estatuto formai de cooperaciôn con 
su équivalente norteamericano”®^®, la NSA®^ ®. Tal acuerdo especifica “un 
intercambio total de informaciôn Sigint (inteligencia de sehales) entre la NSA y 
el GCHQ”®^ .^
Segûn el método de obtenciôn de la informaciôn la inteligencia puede ser; Humint, inteligencia humana; sigint, 
inteligencia de sehales; e imint, inteligencia de Imâgenes. CESID Manual.... op. cit., pâgs. 58 a 60. Sigint mas imint 
se engloban bajo la denominaciôn inteligencia técnica.
Con instalaciones de seguimiento e interceptaciôn de sehales repartidas por todo el mundo.
Pastor Petit, Domingo; op. cit.; pâg. 165.
No confundir con “Elini", un aviôn espia de los EE.UU. fabricado con tripulaciôn y sin ella, modelos 147-S y 154.
Ad abundantiam, Montero-Gômez, Andrés; “Los medios humanos en el ciclo de inteligencia”; dentro del 
documente "Los servicios de inteligencia" pâg. 38, Il Seminario de "Estudios sobre el Ejército", Escuela Superior del 
Ejército, Madrid, mayo de 1.998.
Wright, Peter y Greengrass, Paul; Cazador de espias. Barcelona, 1987, pâg. 117.
Wright, Peter y Greengrass Paul; Op. cit., pâgs. 105 y 106.
La NSA se ocupa de la inteligencia técnica norteamericana excepte “imint”, inteligencia de imâgenes, que es 
patrimonio del NRG (Oficina Nacional de Reconocimiento).
Wright, Peter y Greengrass, Paul; op. cit.-, pâg. 154.
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El GCHQ fue creado “en 1946 como sucesor de la escuela de côdigos y 
cifra del gobierno que funcionô desde 1919”®"^® pero “obtuvo su reconocimiento 
legal junto con el SIS en la Ley de 1994®"^ ®. Se halla dirigido por un Director 
nombrado por el Ministre de Asuntos Exteriores”®®® y, ademâs de con el SS y el 
SIS, colabora estrechamente con todos los servicios de la comunidad de 
inteligencia britânica.
2.2.1.2. Security Service (MIS)
El servicio de inteligencia interior del Reino Unido tal y como lo conocemos 
en la actualidad remonta sus origenes hasta 1909 bajo las ôrdenes del capitân 
Vernon Kell®®^  “para realizar tareas de contraespionaje. En 1935 asumiô la 
responsabilidad mâs amplia de determiner las amenazas a la seguridad 
nacional, que incluia la subversion y, posteriormente, la lucha contra los 
fascismos intemacionales y el comunismo soviético”®®^.
Hasta 1952, el “responsable del MI-5 era el Primer Ministre y, después el 
“Home Secretary” (Ministre del Interior) aunque el Director del MI-5 mantenia 
vias de acceso directes al Primer Ministre para tratar asuntos de especial 
importancia”®®®. En 1963 se especificaron las directrices del MI-5. Asi se 
estableciô que “jamâs deberia indagar en la vida privada de las personas si no
Pérez Villalobos, M® Concepcion; op. cit., pâg. 22.
Intelligence Services Act (ISA) cuyo articulo 3, entre otras funciones, le atribuye: “contrôler o interferir las 
emisiones electromagnéticas, acùsticas o de otro tipo" y “obtener informaciôn derivada o relacionada con estas 
emisiones".
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 43.
“El MI-5 fue creado en 1909, bajo el mando del capitân Vernon Kell, cuando el War Office comprendiô finalmente 
que el conflicto europeo que se avecinaba exigia siquiera unas minimas actividades de contraespionaje”. Wright, 
Peter y Greengrass, Paul; op. cit.\ pâg. 42. Aunque curiosamente “los propios miembros del MI-5 no empezaron a 
ser investigados hasta mediados los anos sesenta”. Ibidem; pâg. 39.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 22.
“En 1952, el Home Secretary déjà claro que MI-5 no era un departamento del Ministerio del Interior, pero que si 
era parte de las Defensa Forces del Reino, encargado, como tal, de la defensa del Reino contra fuerzas 
subversivas, sean nacionales o extranjeras”. Connelly, Thomas John; “Respuesta a una consulta sobre organismes 
de inteligencia en la lucha...” op. cit., pâg. 4.
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se trataba de un caso de la defensa del Reino como un todo {The Defense of 
the Realm as a whole)"^^^. Otra importante revision tuvo lugar en este aho 
cuando se dejo sentado que los agentes del mismo eran, en términos légales, 
simples ciudadanos, sin mayor poder que otro ciudadano como tal, id est, 
carecian de los poderes de arrestar de la policia y de atribuciones especiales 
de allanamiento.
Las criticas por la opacidad de los servicios y las graves denuncias contra 
los mismos llevaron a la promulgacion de la Security Service Act (SSA) de 27 
de abril del 989 que séria reform ad a, con posterioridad, el 18 de julio de 1996. 
Los aspectos mas destacables de la SSA son los siguientes: las funciones 
iniciales de protecciôn de la seguridad nacional y salvaguarda del bienestar 
econômico se han visto ampliadas en la reforma de 1996 al apoyo de las 
actividades de las fuerzas policiales y otros cuerpos de seguridad en la 
prevenciôn y detecciôn de delitos graves®®®; opera bajo la autoridad del Home 
Secretary quien désigna a su Director General; se abstendra de toda actividad 
que promueva los intereses de algùn partido politico; el Ministre del Interior 
puede autorizar acciones que interfie ran con el derecho de la propiedad, “sôlo 
en casos que él estime que la informaciôn sera valiosa y no se pueda obtener 
por otros medios”®®®; se créa el puesto de “Comisionado del Servicio de 
Seguridad”®®^ y un Tribunal compuesto de “tres a cinco abogados, nombrados
ibidem; pâg. 4.
Nuevo art. 4.2 de la Security Service Act (SSA) introducido en la reforma de 1996. Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. 
cit.; pâgs. 42 y 43.
“Interferir” con el derecho de la propiedad es una expresiôn difusa que abarca una amplia gama de acciones 
ilegales. Connelly, Thomas John; “Respuesta... sobre organismes de inteligencia en la lucha...” op. cit., pâgs. 4 y 5.
“ ...quien revisarâ los oficios cursados por el Ministre del Interior y harâ un informe anual al Primer Ministre al 
respecte. Y el Primer Ministre entregarâ dicho informe al Parlamento, reservando taies materias que él estima que 
perjudicarian al Servicio en el cumplimiento de sus funciones". Ibidem; pâg. 5.
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por la Corona, para atender quejas de ciudadanos referidas a acciones del 
Servicio que puedan haber perjudicado a los ciudadanos o su propiedad”®®®.
Esta ley fue severamente criticada por la vaguedad de sus términos y la 
falta de independencia de sus contrôles. De ahi la reforma de la misma que se 
llevô a cabo el 18 de julio de 1996, aunque el control se incrementarla ya en 
1994 con la creaciôn del Comité de Inteligencia y Seguridad que supervisa y 
contrôla la actuaciôn de estos servicios®®®.
2.2.1.3. Secret Intelligence Service (MI6)
El Servicio Secreto de Inteligencia (SIS) britanico, mâs conocido como el 
MI-6 o “la firm a”- se creô en 1909 “como la secciôn extranjera de la Oficina de 
servicio sécréta”®®® bajo las ôrdenes de Sir Mansfield Cumming. 
“Orgânicamente, el MI-6 se incardina en la Secretaria extranjera y de la 
Commonweith, la cual es responsable de todas sus actuaciones”®®\
El MI-6 tuvo un reconocimiento legal algo posterior al del MI-5. Tuvo que 
esperar hasta la Intelligence Services Act (ISA) de 26 de mayo de 1994. Segûn 
esta ley®®^  el SIS “se halla bajo la autoridad del Ministre de Exteriores, con la 
funciôn de “obtener y pro veer de informaciôn relative a acciones e intenciones 
de personas de fuera de las Islas Britânicas y realizar otras tareas respecte a
“Debe remitir el caso al Comisionado, si se trata de propiedad. Al encontrar que hubo abuso, el Tribunal o el 
Comisionado puede ordenar la suspension de investigaciones, la destrucciôn de archives, la supresiôn de oficios y 
el pago de compensaciôn. Las decisiones del Tribunal y del Comisionado no pueden ser apeladas a las Cortes de 
Justicia ni cuestionadas por ellas”. Ibidem; pâg. 5. Como reconoce uno de los ex agentes del Secret Service: “El 
trabajo del MI-5 a menudo implica una transgresiôn de la propiedad o de la ley”. Wright. Peter y Greengrass, Paul; 
op. cit.; pâg. 40.
“Otras medidas que han contribuido a que exista mâs informaciôn disponible sobre su trabajo, sin dafiar su 
eficacia operativa ni poner en peligro a su personal o agentes han sido: la publicaciôn, desde 1993, de los informes 
sobre sus actividades; la publicidad de los procedimientos de reclutamiento de personal empleado en trabajos 
générales; o la apertura, en 1997, de un Registre pùblico que contiene los archives histôricos mâs antiques del 
Servicio”. Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 23.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 21.
Ibidem; pâg. 21.
' “ Art. 1.1 ISA.
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las acciones e intenciones de esas personas”. Estas funciones se deben iievar 
a cabo en interés de la “seguridad nacional, con particular referenda a la 
politica exterior y de defensa”, al interés del bienestar econômico y en apoyo de 
la detecciôn y prevenciôn de crimenes graves”®®®.
Las relaciones exteriores son el titulo justificativo de la existencia del 
servicio de inteligencia exterior britanico y son competencia exclusiva del 
ejecutivo britanico.
Es por esta razôn que no existen servicios de inteligencia ingleses, 
escoceses, galeses o norirlandeses, y también es por este motivo que el 
Parlamento ha tenido, en cuanto a la inteligencia britanica, una intervenciôn tan 
poco relevante histôricamente.
Aunque la evoluciôn del sistema politico britanico, propio de un estado 
centralizado con amplias competencias reservadas al poder ejecutivo, “conoce 
un progresivo fortalecimiento del Parlamento unido a una disminuciôn (cuando 
menos formai) del Poder del Ejecutivo”, sin embargo, la politica exterior ha 
quedado al margen de esta evoluciôn y eso es asi porque no se puede olvidar 
el peso de la historia. Como apuntaba Lévy-Ullman el ordenamiento juridico 
britanico es un “derecho histôrico” porque puede seguirse con tracto sucesivo, 
sin pérdida de continuidad, “casi desde el principio de los tiempos”.
2.2.2. Los ôrganos de coordinaciôn
La coordinaciôn de todos los servicios de inteligencia britanicos se lleva 
a cabo por un complejo sistema de comités®®^  de los cuales se examinaran a 
continuaciôn los mas relevantes.
Ruiz Miguel, Carlos; op. c/f.; pâg. 43.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâgs. 17 a 20.
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2.2.2.1. Comité Ministerial de los Servicios de Inteligencia
Presidido por el Primer Ministre esta compuesto por los ministres de 
Interior, Defensa, Exteriores y Hacienda. Realiza un anâlisis politico de la 
actuaciôn de los servicios, revisa los objetivos de los mismos, détermina las 
necesidades de gobierno futures y, en funciôn de ellas, ma rca los nuevos 
objetivos de la comunidad de inteligencia®®®.
2.2.2 2. Comité de Inteligencia y Seguridad
Esta presidido por “el Ministre del Interior, se incardina en la Oficina del 
Gabinete y depende, en ultima instancia, del Primer Ministre”®®®. Forman parte 
de este comité altos cargos®®^  de los ministerios de Hacienda, Exteriores, 
Industrie y Comercio, Defensa, Seguridad Social, de la Oficina de Escocia, de 
la de Irlande del Norte, del GCHQ y del MI-6. “El Comité tiene la 
responsabilidad de repasar el funcionamiento del servicio de seguridad y, si se 
adecua a los planes y objetivos establecidos, examina las prioridades futures 
del servicio”®®® y aconseja al Secrete ri o del Gabinete y al Comité Permanente 
de Subsecretarios sobre Servicios de Inteligencia.
2.2 2.3. Comité Permanente de Subsecretarios
Esta presidido por “el Secretario de Gobierno y compuesto por los 
Secretarios de Estado (los cargos inferiores al de Ministre) de los Ministerios de 
Exteriores y Commonwealth, Interior, Defensa, Economia y Hacienda (el
Ibidem; pâg. 18.
Idem; pâg. 19.
Entiéndase altos cargos no funcionarios.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 19.
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Tesoro). Su funciôn principal es la de realizar informes para el Primer Ministre, 
ademâs de superviser el presupuesto de los diverses servicios”®®®.
2.2 2.4. Comité Conjunto de Inteligencia
Fue un organisme “creado (sin base legal) durante la Segunda Guerra 
Mundial para évita r solapamientos entre servicios”®^®. Hoy sus funciones se 
precisan en la SSA de 1989®^  ^ y en la ISA de 1994. El présidente es el 
coordinador de la inteligencia britânica®^ .^ “Esto supone que, anualmente 
realiza un anâlisis riguroso de las necesidades de la inteligencia segûn las 
prioridades y los recursos financieros y lo somete a los Ministros para su 
aprobaciôn”®^®. Es responsabilidad del comité la supervisiôn de los servicios, la 
revisiôn del trabajo y la coordinaciôn de los mismos, para todo lo cual “puede 
constituir subcomités o grupos de trabajo permanentes o temporales”®^ .^
2.3. El Estatuto del Personal
No existe en el Reino Unido una legislaciôn que régulé de forma concreta 
los derechos y deberes de los miembros de los servicios de inteligencia, 
apenas hay un par de aspectos que han sido decididos en los Tribunales de 
Justicia. Por un lado, la cuestiôn del deber de réserva que se traduce en la 
obligaciôn de cualquier funcionario britânico de firmar una copia “con los 
preceptos mâs importantes en materia de secretos oficiales”®^® y someter
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.\ pâg. 41. 
Ibidem; pâg. 41.
Y en su reforma de 18 de julio de 1996.
Que ademâs actùa como consejero del Comité Permanente de Subsecretarios. 
Pérez Villalobos. M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 20.
Ibidem; pâg. 20.
Ruiz Miguel. Carlos; Op. cit.; pâgs.45 y 46.
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cualquier publicaciôn a una “censura previa y escrita”®^®. El alcance del deber 
de réserva es amplisimo y abarca toda la vida del funcionario segûn el Tribunal 
de los Lores.®^^  La administraciôn dispone de su potestad disciplinaria para 
hacer cumplir tal deber®^ ®. Por otro, “antes de 1983, parecia claro que los 
empleados de los servicios de inteligencia tenian derecho de sindicaciôn y de 
huelga. Sin embargo, tras la realizaciôn de una serie de huelgas en el GCHQ 
entre 1979 y 1981, alguna de las cuales llegô a paralizar el servicio, la situaciôn 
cambiô. El Ministre para la funciôn pûblica dictô una instrucciôn oral el 22 de 
diciembre de 1983 por la que quedaba prohibida la pertenencia a sindicatos (y, 
consecuentemente, el ejercicio de derechos sindicales como la huelga) para los 
empleados del servicio secreto GCHQ”®^®. Los sindicatos no fueron 
consultados antes de dicta r la instrucciôn citada ut supra, como marca el 
procedimiento britânico, pero los tribunales concluyeron que las razones de 
seguridad nacional alegadas por el Gobierno tonîan mâs peso que la falta de 
forma esgrimida por los sindicatos y dieron la normativa por buena y ajustada a 
derecho®®®.
2.4. La obtenciôn de la informaciôn por los servicios secretos
Hasta 1998, con la aprobaciôn de la Human Rights el ordenamiento
juridico britânico no reconocia el derecho a la intimidad, si bien los primeros
Ibidem; pâg. 46.
Cfr. Attomey-General v. Blake (2000).
Potestad que incluye la separaclôn del servicio a voluntad por parte de la Corona (clâusula inserta en el contrato 
que firma el funcionario) salvo que alguna ley diga especificamente lo contrario. Por su parte, la falta de notificaciôn 
previa de una publicaciôn no la convierte en ilegal pero la administraciôn tiene la posibilidad de impedirla si lo estima 
oportuno tal como sucediô en el caso del ex agente del MI-5. Peter Wright, cuando intentô publicar su libro (Op. cit.; 
titulo original Spycatchei) en el Reino Unido. Cfr. Attomey-General v. Observer Ltd. and Others (1990).
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 47.
Significar también que segûn el art. 10.1 de la Industrial Tribunals Act cuando en un litigio de carâcter laboral el 
Gobierno alegue razones de seguridad nacional el tribunal desestimarâ la demanda.
Que convierte el Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH) en derecho interno aplicable.
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pasos en ese sentido se dieron en 1985 cuando se promuigô la Ley de 
Interceptaciôn de las Comunicaciones de resultas de la condena al Reino 
Unido por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso Malone.
Las leyes relatives a los servicios de inteligencia britanicos {Security 
Service Act -SSA- e Intelligence Services Act -ISA-) otorgan “un tratamiento 
conjunto a las medidas intrusivas en el domicilie o las comunicaciones”®®^.
El Ministre que corresponda, segûn el servicio de inteligencia de que se 
trate (el Ministre de Interior en el caso del NCIS o del 88, el Ministre de 
Asuntos Exteriores en el caso del 818...), puede autorizar medidas intrusivas si 
lo considéra “necesario” (juzgando cada caso de forma enteramente 
independiente de cualquier otro) y si los efectos buscados no pueden lograrse 
razonablemente por otros medios®®®.
En cuanto al tratamiento automatizado de dates, la Data Protection Act, de 
16 de julio de 1998, excluye en el articulo 28.1 de su âmbito protector a 
aquellos casos en que sea necesario para poder salvaguardar la seguridad 
nacional.
2.5. El control de los servicios secretos
El ordenamiento juridico britânico establece tres tipos de contrôles sobre 
los servicios de inteligencia: el ejecutivo, el parlamentario y el judicial. Pero ha 
existido un cuarto control, que se podria denominar indirecte, que se ha
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 49.
La Régulation of Investigatory Powers Act de 28 de Julio de 2000 introduce algunas precisiones; El articulo 5 
establece que taies medidas han de ser necesarias para la seguridad nacional, la prevenciôn o detecciôn de delitos 
graves o la salvaguardia del bienestar econômico del Reino Unido. El articulo 7 atribuye la autoridad para dictar 
taies medidas al Ministre o alto funcionario por el designado. Por su parte los articules 21 y 22 permiten a la 
Administraciôn descifrar comunicaciones. Significar también que la ley distingue entre vigilancia directa (articulo 28, 
vigilancia no intrusiva), vigilancia intrusiva (articulo 32) e inteligencia encubierta humana (articulo 29, la que précisa 
del establecimiento de una relaciôn personal), aunque iguala a las tres en cuanto a fines y autorizaciones 
necesarias.
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revelado el mâs eficaz, el de los medios de comunicaciôn, que forzaron al 
ejecutivo a reconocer la existencia de los mismos y a establecer una regulaciôn 
que garantice, siquiera minimamente, los derechos de los ciudadanos.
2.5.1. El control por el ejecutivo
“El control por el ejecutivo es el control por excelencia de los servicios de 
inteligencia britânicos”®®'^ . Asi, el Director General del SS responde ante el 
Ministre del Interior®®® y présenta un informe anual dirigido a este y al Primer 
Ministre dando cuenta de la labor del servicio®®®. Iguales obligaciones pesan 
sobre los Directores Générales del SIS y del GCHQ referidas al Ministre de 
Asuntos Exteriores y al Primer Ministre®®^ .
Ademâs, en los servicios de inteligencia britânicos existe la figura del 
Comisionado®®® que viene a ser algo similar al Defensor del Pueblo y que es 
nombrado por el Primer Ministre, entre quienes sean o hayan sido jueces, para 
hacer un seguimiento del servicio mediante un informe anual para el Premier 
ace rca del modo en que son realizadas las funciones que les sean 
encomendadas a los servicios secretos®®®.
2.5.2. El control por el Parlamento
Siguiendo a Ruiz Miguel se distinguirâ a continuaciôn entre instituciones 
générales de control parlamentario e instituciones especificas. Entre las
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 58.
Art. 2.2. SSA.
Sin perjuicio de que el Ministre del Interior y el Primer Ministre puedan reclamarle en cualquier momento cuantos 
informes estimen oportunos.
Arts. 2.4 y 4.4 de la ISA.
Figura que naciô en el âmbito del SS y se ha extendido posteriormente a los tres servicios de inteligencia a 
través de! articulo 59 de la Regulation of Investigatory Powers Act de 28 de Julio de 2000.
Lo que no es ôbice para realizar otros informes sobre cualesquiera otros aspectos que estime oportuno. Art. 4.4 
SSA.
114
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
générales se hallan las preguntas a los Ministros que suelen obtener una 
réplica igualmente general: “an answer would not be in the public /nferesf®®®, id 
est, se recurre al concepto de seguridad nacional como freno del control 
parlamentario. También cabe la posibilidad -entre las instituciones generales- 
de recurrir a las comisiones de investigacion pero éstas, a diferencia de las 
norteamericanas, no disponen de un personal abondante y cualificado y 
ademâs es prâctica comùn del ejecutivo prohibir a personas dependientes de él 
la comparecencia en taies comisiones®®\
A s i  las cosas, la inoperancia de las instituciones genéricas ha propiciado la 
creaciôn y el auge de las instituciones especificas. Entre ellas estâ el control 
del informe anual de los respectivos comisionados. Ahora bien, lo que llega al 
Parlamento es la versiôn light de los mismos pues el Primer Ministre tras 
consultar con el Comisionado puede decir que no conviene mostrar alguna de 
las partes.
“La ley de los servicios de inteligencia de 1994 (ISA) dio un paso mâs en el 
campo de control parlamentario” con la creaciôn de un comité parlamentario 
formado por nueve miembros extraidos entre las dos Câmaras, nombrados por 
el Primer Ministre tras consultar con el jefe de la Oposiciôn®®^ . El Comité 
efectùa un informe anual sobre el desempeno de cada uno de los tres servicios 
principales de la comunidad de inteligencia britânica. “... parece haber una 
tendencia del Comité hacia el modelo norteamericano, esperando que los
Cfr. Ransom, Harry Howe; The intelligence Establishment Cambridge, 1970, pâgs. 194 y 195. 
Leigh, David; op. cit.; pâgs. 13 a 15.
392 Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 62.
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servicios le informen pronta y adecuadamente, en lugar de limitarse éstos a 
contesta r a las cuestiones que les plantée el Comité”®®®.
El Comité puede soliciter a cada uno de los directores de los servicios que 
les proporcionen informaciôn pero estos pueden negarse si el Ministre se lo 
ordena o si consideran que se trata de informaciôn sensible.
Ademâs, existe en la Câmara de los Comunes el Comité de Defensa®®"^  
para examiner el gasto, la administraciôn y la politica del Ministerio de 
Defense®®®. El Comité, con un mâximo de once miembros, tiene también 
potestad para examiner los documentos escritos, testigos e informes del 
Ministerio del Interior.
2.5.3. El control judicial
En el ordenamiento juridico britânico existe un control judicial y un control 
parajudicial (tribunals) sobre los servicios de inteligencia®®®. En cuanto al 
control judicial hay que decir que es posible la “judicial review” de cualquier 
a cto del ejecutivo pero no es menos cierto que los tribunales de justicia 
muestran una gran deferencia con tal poder mâs aùn si se trata de cuestiones 
donde se esgriman razones de seguridad nacional. La jurisprudencia establece, 
de una forma muy britânica, que el juez debe hacer caso al Gobierno cuando 
se ampare en razones de seguridad nacional. Esto es lo correcto, pero... debe 
ser el juez quien décida si hace lo correcto®®^ .
Leigh, lan; “Secrets o f the Political Constitutiuons”, “The Modem Law Revievi/', 1999, pâgs. 298 y ss; citado por 
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 63.
www.parliament.uk/commons/selcom/defhome.htm (14 de septiembre de 2004).
Ad abundantiam, Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâgs. 25 y 26.
Cfr. Cane, Peter; An introduction to Administrative Law: Oxford, 1997, pâgs. 331 a 334.
Asi: Duncan v. Cammell Laird & Co Ltd (1942); Chandler v. Director of Public Prosecutions(1964); Conway v.
R/mmer (1968)...
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Doctrina y tribunales britanicos®®® se muestran poco partidarios del control 
judicial en asuntos de seguridad nacional, consideran que la Judicial Review no 
es un bonum in se®®® y que el control por el ejecutivo es mucho mas apropiado 
pues es quien estâ completamente informado sobre el asunto" °^°. Pues bien, en 
lo que concierne a los servicios secretos britânicos, la SSA y la ISA han 
derogado el Common Law excluyendo de la Judicial Review al SS, SIS y 
GCHQ. En su lugar se ha establecido un control parajudicial a través de los 
tribunals tratando de évita r situaciones de irresponsabilidad.
Los tribunals no forman parte del poder judicial, mientras los tribunales 
ordinaries juzgan la “parte de decision reglada o predeterminada; los tribunals 
enjüician el contenido de la decision no predeterminada por la régla legal, sino 
deferido a la discreciôn del Gobierno o la Administraciôn”^ ®^  El tribunal se 
compone de entre tres y cinco miembros nombrados por la Corona que deben 
haber sido abogados por un période minime de diez ahos"^ ®^ . La persona 
afectada por una medida intrusiva de los servicios secretos puede dirigirse al 
tnbunal quien, si estimase las alegaciones, ordenarâ la correspond iente 
indemnizaciôn econômica"^ ®®.
2.6. Similitudes y diferencias con el caso espanol.
A diferencia del sistema espanol la comunidad de inteligencia britânica 
queda en realidad completamente sustraida al control del poder judicial. Es la 
administraciôn quien se contrôla a si misma. Llama poderosamente la atenciôn
Si bien con carâcter obiter dicta.
Burmah Cil Co Ltd v. Bank of England (1980).
Chandler V. Director of Public Prosecü^ions{^9QA).
Ruiz Miguel, Carlos; op. c l ;  pâg. 67. Ad abundantiam, Cane, Peter; op. c l ;  pâgs. 331 y 332.
Para asegurar su independencia solo pueden ser destituidos si las dos câmaras del Parlamento lo solicitasen.
A diferencia de los tribunals los tribunales especiales previstos para casos relativos a protecciôn de dates no 
excluyen la jurisdicciôn ordinaria.
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porque el ordenamiento juridico britânico carece de derecho administrativo, la 
administraciôn estâ sujeta al mismo derecho (comùn, civil) que cualquier otro 
ciudadano. Sin embargo, en lo tocante a los servicios de inteligencia se rompe 
esta régla, no sôlo no se aplica el derecho comùn sino que se inhibe 
completamente la actuaciôn de los tribunales de justicia sobre tal materia.
La explicaciôn de que es la administraciôn quien verdaderamente sabe 
lo que ocurre en los servicios y, en consecuencia, debe ser ella quien conozca 
del asunto al margen de los tribunales ordinaries es poco convincente. Es tanto 
como si los medicos (que son los que saben de medicina) tuviesen unos 
tribunales especiales al margen de la organizaciôn de justicia.
En un estado democrâtico de derecho ninguna actividad debiera estar 
sustraida al control de los tribunales por ardua o compleja que pudiese parecer. 
Por otro lado, considerar que la seguridad nacional es un valor excepcional que 
prevalece sobre todos los demâs -punto de vista britânico- en lugar de 
ponderarlo con aquellos valores con los que entra en conflicto -sistema 
espanol- ejerce un peligroso poder de afracciôn, una tentaciôn de inmunidad, 
de invulnerabilidad, que puede llevar a actuar con un absoluto desprecio de 
cualquier otra consideraciôn puesto que en ùltimo término el actor se encuentra 
cubierto por la razôn suprema; la razôn de estado.
3. Francia
No es discutible la condiciôn de estado democrâtico de derecho de la 
Repùblica de Francia pero, a diferencia del ordenamiento britânico, que pone el 
acento en la libertad, el ordenamiento juridico francés presta mucha mâs
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atenciôn a la igualdad"^ ®^  tal y como puede verse desde el articulo 1 de la 
Constituclôn"^ ®®.
Hay que resenar que la Constituciôn francesa de 1958"^ °® no establece 
mécanismes de defensa de los ciudadanos frente a abuses provenientes del 
estado"^ ®^ . Ademâs, destaca sobremanera la inexistencia de una declaraciôn de 
derechos y libertades"^ ®® al modo que conocemos en la mayoria de las 
constituciones'^®®. Por otro lado, no se distingue con claridad “la parte 
dogmâtica de la parte orgânica. El preâmbulo y el titulo I puede considerarse, 
sin embargo, parte dogmâtica"'*^®.
3.1. La comunidad de inteligencia francesa
La comunidad de inteligencia francesa estâ formada por tres servicios 
principales: La Direction Générale de la Sécurité Extérieure (DGSE) -  
inteligencia exterior-, la Direction de Surveillance du Territoire (DST) -interior-, 
y la Direction de Renseignement Militaire (DRM) -inteligencia militar-. No
“La cuestiôn estâ en el predominio de lo privado sobre lo pùblico, o viceversa. El germano fue mâs liberal que 
demôcrata. El mediterrâneo mâs demôcrata que liberal. La revoluciôn inglesa es un claro ejemplo de libéralisme. La 
francesa, de democratismo. Cromwell quiere limiter el poder del Rey y del Parlamento. Robespierre quiere que 
gobiernen los clubs. Asi se explica que los droits de i'homme lleguen a la Asamblea constituyente de Francia por 
mediaciôn de los Estados Unidos. A los franceses -mediterrâneos- les interesaba mâs la égalité''. Ortega y Gasset, 
José; op. cit., pâgs. 118 y 119.
Art. 1 de la Constituciôn: “...La comunidad [de la Repùblica y los territories de Ultramar] se funda en la igualdad y 
la solidaridad de los pueblos que la componen”.
Que en opiniôn de Manuel Jiménez de Parga “Es un documente bastante extenso (92 articules) y no muy 
afortunado de estilo literario ... que abusa de la remisiôn a las leyes orgânicas”. Cfr. Jiménez de Parga, Manuel; op. 
cit., pâg. 182.
Lo que séria imposible partiendo de una ôptica menos igualitaria y mas liberal.
'*08 Si bien el Preâmbulo de la Constituciôn de Francia remite a la Declaraciôn de 1789: “El pueblo francés proclama 
solemnemente su adhesiôn a los Derectios del tiombre y a les principios de soberania nacional tal como fueron 
definidos en la Declaraciôn de 1789, confirmada y completada por el preâmbulo de la constituciôn de 1946”.
^  Segùn Loewestein hay un minimo irreducible que détermina la constitucionalidad de un Estado. En primer lugar, 
la separaciôn de poderes. Segundo, un método establecido de antemano de cooperaciôn entre ellos. Tercero, un 
mecanismo que évité los bloqueos entre poderes y la preponderancia absoluta de uno sôlo de ellos. Cuarto, un 
sistema de reforma constitucional igualmente preestablecido. Y quinto y ùltimo, la ley fundamental debe contener un 
reconocimiento expreso de ciertas esteras de autodeterminaciôn individual -los derechos individuales y libertades 
fundamentales- y su protecciôn frente a la intervenciôn de todos o uno de los titulares del poder.
Jiménez de Parga, Manuel; op. cit.; pâg. 183.
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obstante hay que significar que los servicios secretos franceses p resta n 
especial atenciôn al espionaje y contraespionaje industrial a través del Service 
KY. La DGSE y la DRM dependen de la Secretaria General de la Defensa 
Nacional, Ministerio de Defensa'^^\ En cambio la DST esta incardinada en el 
Ministerio del Interior.
3.1.1. La Direction Générale de la Sécurité Extérieure (DGSE)
El servicio secreto francés es conocido en el argot como “la piscina'"^^ .^ Su 
actual nomenclatura data de un Decreto de 4 de abril de 1.982. Con 
anterioridad se le conocla como SDECE (Servicio Exterior de Documentaciôn y 
Contraespionaje). “Con la V Repùblica, en 1962, el SDECE fue utilizado como 
servicio de inteligencia estratégico por el Primer Ministre Michel Debré, 
mostrândose particularmente eficiente en la lucha contra la rebeliôn en 
Argelia”'"^
Esto fue asi, pero también le tocô pasar -en su época SDECE- por 
pésimos momentos^^^. Con sospechas de trâfico de drogas y al borde de la 
disoluciôn, toma el mando el Conde de Marenches que realizô una purga muy 
dura despidiendo a unos 800 agentes y recomponiendo el servicio, lo que le 
restituiria la credibilidad perdida ante propios y extrahos'^ ^®.
Pérez Villalobos, M® Eugenia; op. cit.; pâg. 26.
Tiene su sede en el 123 del Boulevard Mortier, en Paris, frente a la Piscine des Tourelles. De ahi el apodo.
Pérez Villalobos, M® Eugenia; op. cit.; pâg. 27.
Incluida la penetraciôn soviética en lo que se denominô “Grupo Zafiro” que De Gaulle nunca admitiô. Wright, 
Peter y Greengrass, Paul; op. cit. pâg. 243.
En 1.971 las estadisticas oficiales ponian de relieve que el 54% de la poblaciôn francesa consideraba pésimo el 
funcionamiento del SDECE.
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Entre sus éxitos de la etapa DGSE destaca la informaciôn obtenida sobre 
el aviôn invisible norteamericano Stealth^^^ por su antena en Washington. Entre 
sus fracasos las infiltraciones en IBM y la Texas Instruments.
La modernidad del DGSE es en gran parte atribuible a Miterrand, que 
marcô los objetivos y también a Pierre Marion (ex director del SDECE) que los 
llevô a cabo hasta convertirlo en uno de los mejores servicios secretos del 
mundo al decir de los expertos^^^.
En cuanto a su estructura interna, la Direcciôn General contrôla las 
direcciones principales del servicio que son: la de Estrategia, responsable de 
determiner la necesidad de la informaciôn, la de Operaciones, dedicada a 
conseguir informaciôn, la de Inteligencia, que analiza la informaciôn y la 
transforma en inteligencia, y la Direcciôn Técnica, dedicada a la inteligencia de 
sehales y la inteligencia de imâgenes.'^^®
3.1.2. La Direction de Surveillance du Territoire (DST)
La Direcciôn de Vigilancia del Territorio es el contraespionaje'^^® francés, 
creado en 1.944. Opera en estrecha colaboraciôn con la DRM. El asunto de 
mayor trascendencia que hubo de resolver fue el caso Pâques'^ ^®. “La DST 
goza... de singular prestigio en todo el mundo por causa de sus modernisimos
El F-117 A Stealth (NIghthawk) es completamente negro y estâ construido de tal manera que sus multiples 
ângulos reflejan la mayor parte de las ondas del radar, mientras que su fuselaje absorbe las restantes impidiendo 
que sea visible su “hueila” en la pantalla del operador de radar,
Pastor Petit, Domingo; op. cit., pâg. 115.
Ad abundantiam cfr. Faligot y Krop, La piscine. Paris, 1.985, passim.
Francia fue pionera en la utilizaciôn de medios informâticos aplicados a la contrainteligencia. Los servicios 
israelies aprenderian de ella. Montero-Gômez, Andrés; “Los medios humanos...” op. cit.
“ ° Georges Pâques fue un agente francés al servicio de la KGB, desde 1.949 a 1.963, afio en que fue detenido por 
la DST cuando ocupaba un puesto relevante en el Estado Mayor de la OTAN. Segùn sus propias declaraciones fue 
un espia “ideolôgico”. Trabajô para Moscù porque detestaba la politica exterior de los EE.UU. Fue identificado 
gracias a la informaciôn proporcionada por el desertor Anatoli Dolnitsyn, (GRU). Wright, Peter; op. cit. pâg. 317.
121
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
métodos y la pericia de sus componentes”'^ ^^  Pericia que no impidiô el robo por 
parte de agentes soviéticos de “todos los detalles de los avanzados sistemas 
electronicos" del Concorde'^^®. Ha participado activamente en la lucha contra 
ETA a las ôrdenes del ministro del Interior francés, de quien depende 
orgânicamente.
3.1.3. La Direction de Renseignement Militaire (DRM)
La Direcciôn de Informaciôn Militar fue creada por un Decreto de 16 de 
junio de 1992, para subsanar los defectos de inteligencia puestos de relieve 
tras la Guerra del Golfo. Se ocupa de la inteligencia combativa francesa: estado 
de otros ejércitos y estado del ejército propio, con especial dedicaciôn a la 
tecnologia mâs avanzada.
“Su staff se integra en el Ministerio de Defensa bajo la Direcciôn de un 
Director General y tres subdirecciones (de Investigaciôn, de Explotaciôn y de 
Proliferaciôn y armamento)'"^®®. Colabora estrechamente con la DST en 
contrainteligencia y protecciôn de personas e instalaciones militares.
3.2. El control de los servicios de inteligencia
El control de los servicios de inteligencia franceses estâ estrechamente 
ligado a la regulaciôn de los secretos de Estado. Esta regulaciôn es compleja, 
rica en conceptos juridicos indeterminados, fragmentaria, en ocasiones 
redondante y no pocas veces contradictoria, lo cual no es de extrahar ya que
Pastor Petit, Domingo; op. cit.; pâg. 122.
Wright, Peter y Greengrass Paul; op. cit.; pâg. 244.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 27.
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procédé de una considerable pluralidad de textos^ "^^ . Sobre ella conviene tener 
claro que la Instrucciôn Interministerial que la desarrolla ha sido considerada de 
«difusiôn restringida» y como tal no ha sido publicada, lo que viene a ser, como 
apunta Santolaya Machetti, “secreto sobre secreto”.
3.2.1. El control porel ejecutivo
En Francia, Estado de tradiciôn centraliste por excelencia, el peso de la 
lapida del Estado amenaza con aplastar las ralas hierbas de la libertad 
individual alli donde yace la seguridad nacional.
El descontrol del antiguo SDECE que termina con 800 despidos, los 
problèmes internos de la DST, el escandalo del “gabinete negro del Eliseo’"^ ®^... 
Todo habla de un control laxo por parte del ejecutivo francés. Los medios de 
comunicaciôn no han tenido en Francia el peso que si han tenido en el Reine 
Unido y no han conseguido que el ejecutivo define legalmente cual sea el 
mandate que se confiere, lo mas precisamente posible, a los servicios secretes. 
Solo a partir de aqui es posible deslindar campes de actuaciôn y discriminer
“La Ley de 17 de Julio de 1978 que régula la libertad de acceso a los documentos administrativos, destinada a 
establecer la transparencia y publicidad de los documentos en poder de la administraciôn, pero que contiene un 
complejo articule 6 en el que se determinan los tipos de documentos que pueden ser denegados, por su capacidad 
de atentar por ejemplo «a las deliberaciones del gobierno y de las autoridades responsables relevantes del poder 
ejecutivo, a la defensa nacional y la politica exterior, a la moneda y al crédite publico, a la seguridad del Estado y a 
la seguridad pùblica ... y con caracter general a los secretes protegidos por la Ley». El articule 10 de la Ordenanza 
de 4 de febrero de 1959, que régula el Estatuto de los funcionarios, sometiéndoles a una obligaciôn general de 
secreto profesional, del que no pueden desligarse sine es con autorizaciôn de sus respectives ministres, obligaciôn 
que, como veremos mas adelante, es oponible trente a un juez. El décrété de 12 de mayo de 1981 de 
«Organizaciôn de la protecciôn de los secretes y de las informaciones concemientes a la defensa nacional y la 
seguridad del Estado», que tras crear très categories distintas de secretes; «muy alto secreto de defensa», «secreto 
defensa» y «confidencial defensa» establece con caracter categôrico en su articule 7 que «nadie esta cualificado 
para conocer las informaciones protegidas si no ha recibido autorizaciôn previa y si no ha sido reconocido como 
poseedor de la necesidad de conocerlos para el cumplimiento de su funciôn o de su misiôn», correspondiendo la 
autorizaciôn al Ministre de Defensa para la primera de la categorias y al Ministre compétente en las demâs”. 
Santolaya Machetti, Pabio; “El Control de los secretes de Estado; la experiencia en derecho comparado"; “Revista 
del Poder Judicial", n°40, ediciôn electrônica, ISSN 1577-208 X.
El asunto terminô en juicio y principiô siendo portada de los periôdicos. Se instalô en los locales de la 
Presidencia de la Repüblica un centre de espionaje indiscriminado. Con el antiterrorismo como excusa se vigilaba a 
escritores, periodistas, politicos, jueces, abogados,... Las escuchas eran directamente controladas por la DST por 
orden del director del gabinete del entonces Primer Ministre, Laurent Fabius. V/d. “Le Figaro”, 9 de marzo de 1995.
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responsabilidades. De lo contrario, ejecutivo y ejecutores terminan siendo 
prisioneros del espanto^^® o quizâ, del deseo irrefrenable de saber inherente a 
la condiciôn humana"^^ .^ Ciertamente el Gobierno puede césar a los jefes de los 
servicios pero, si esa posibilidad no va acompanada de una legislaciôn 
garantista y detallada, los servicios del estado pueden tornarse facilmente en 
servicios del partido dominante.
3.2.2. El control por el Parlamento
La Constituciôn francesa de 1958 détermina la obligaciôn del Gobierno de 
entregar al Parlamento la informaciôn que precise para poder llevar a cabo su 
funciôn de control"^ ^®. Sin embargo, tal obligaciôn es indirecte, el Gobierno no 
proporciona la informaciôn que el Parlamento solicita sino la que estima 
oportuno en discursos y debates, “no existe ninguna norma escrita que oblique 
al Gobierno a proporcionar toda la informaciôn que demande el Parlamento”^ ®^. 
Por otro lado “a tenor del artîculo 7 de las Ordenanzas de 17 de noviembre de 
1958, las Comisiones de investigaciôn y de control tienen impedido el acceso a 
secretos que se refieran a la defensa nacional, los asuntos exteriores y la 
seguridad interior o exterior del Estado""^ °^.
Los secretos mas importantes del Estado, los clasificados como “muy alto 
secreto de Defensa” sôlo se comunican al Présidente de la Asamblea con 
autorizaciôn del Primer Ministro'^^^ En el segundo nivel de secreto, “secreto de 
Defensa”, sôlo hay control por parte de un grupo muy reducido de
Borges: “No nos une el amor sino el espanto”.
‘ Omnes homines natura scire desideranf. Aristôteles; Metafisica: Madrid, 1982, pag. 3.
Arts. 20,49 y 50 de la Constituciôn francesa de 1958. Cfr. Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 74. 
Ibidem; pâg. 27.
Santolaya Machetti, Pablo; op. cit.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit.; pâg. 75.
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parlamentarios. La comunicaciôn, previa autorizaciôn de los ministros cuyos 
departamentos estân implicados, se realiza de forma tardia y a posteriori. As\ 
las cosas no es extrano que Santolaya Machetti concluya que las posibilidades 
de control del Parlamento “son practicamente nulas”^ ^^ .
3.2.3. El control judicial
Dos decisiones del Consejo de Estado francés dan una idea clara de las 
posibilidades con que cuenta el control judicial que, dicho sea de paso, sôlo 
desde la generosidad pueden calificarse de sumamente restringidas.
La primera es de fecha 11 de marzo de 1955. En ella se afirma que un juez 
“no puede, utilizando sus poderes instructores, prescribir la comunicaciôn de 
documentos en relaciôn a los cuales la autoridad compétente cree deber 
afirmar que su divulgaciôn, incluso realizada bajo las garantias y formas 
jurisdiccionales, esta excluida por las necesidades de la defensa nacional”. 
Ademâs, sehala un obstâculo genérico que haria inviable el control judicial de 
los secretos de estado «si tal comunicaciôn sôlo es concebible para la utilidad 
exclusiva del juez, se desconocerîa el caracter contradictorio del 
procedimiento)/^^.
En el caso del «Canard Enchaîné»^^^ un juez de instrucciôn solicita unos 
dates al Ministerio del Interior quien ni siquiera responde. Consultado por el 
Primer Ministre el Consejo de Estado emite dos «Avis» el 29 de agosto de 1974 
“en los que senala que si bien los funcionarios debian atender a los 
requerimientos judiciales, sin embargo, siendo detentadores de un secreto de
Santolaya Machetti, Pablo; op. cit.
Ibidem.
Este caso se inicia con motivo del descubrimiento de micrôfonos ocultos en la sede de una revista satirica.
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defensa nacional tenian la obligaciôn de no divulgar las informaciones 
protegidas incluso frente a la jurisdicciôn”'^ ^^  id est, se debe contester “no”.
3.3. En particular: la interceptaciôn de las telecomunicaciones
La revisiôn de esta parte del ordenamiento juridico francés, peculiar y 
distinto, por lo que ata ne a la seguridad nacional en comparaciôn con otros 
ordenamientos afines, ayuda a mostrar nitidamente cual sea la foto de familia 
que el derecho francés dispone para la seguridad nacional y otros hijos 
menores (servicios secretos).
3.3.1. Escuchas administrativas
Las escuchas administrativas en el ordenamiento juridico francés estân 
reguladas en el Titulo II de la Ley 91-646"^ ^®, de 10 de julio de 1991^^ .^ En este 
Titulo II se instituye un régimen de escuchas que se caracteriza por que la 
autorizaciôn corresponde al Ejecutivo bajo control de una comisiôn de caracter 
administrative"^^®. No se precisan los delitos que permiten las escuchas, ni 
quienes serân los escuchados. A propuesta del Ministre de Interior o del de
Santolaya Machetti, Pablo; op. cit.
Cuyo anâlisis detallado puede verse en Chambon, Pierre; “Analyse et commentaire de la Loi n° 91-646 du 10 
julliet 1991 relative au secret des corerrespondances émises par la voie des télécomunications”; “Actualité 
Legislative Dalioz”, n° 22/91, de 26 de Diciembre.
“Las escuchas administrativas con anterioridad a esta ley, suponian un auténtico descontrol en Francia, tanto por 
la ausencia de legislaciôn especifica...como por el numéro de ôrganos habilitados para autorizarlas. Una directiva 
interna del Primer Ministre Michel Debré creô el Grupo Interministerial de Control (GIG) que puso fin a la total 
anarquia que reinaba sobre las escuchas administratrivas, organizândolas y centralizândolas". Manzano Sousa, 
Manuel; La interceptaciôn legal de las telecomunicaciones en la Uniôn Eurooea; Madrid, 1996, pâg. 87.
La Comisiôn Nacional de Control de las Interceptaciones de Seguridad estâ presidida por una personalidad que 
désigna el Présidente de la Repüblica, por un periodo de 6 ahos, entre una lista de cuatro nombres que proponen el 
Vicepresidente del Consejo de Estado y el Présidente del Tribunal Supremo, mas un diputado y un senador 
designados por sus respectivos présidentes. Lo ùnico que puede hacer es “recomendar” al Primer Ministre que se 
cese en la ejecuciôn de alguna escucha si considéra que infringe el ordenamiento juridico. Arts. 13 y 14 de la Ley 
91-646. Un particular puede “reclamar” (no recurrir) ante la Comisiôn (dificil porque en ningùn momento se le notifica 
que esté siendo objeto de escuchas o lo haya sido, y si la Comisiôn encuentra que se ha transgredido la Ley 
(también dificil por la amplitud y falta de precisiôn de la misma) lo pone en conocimiento del M° Fiscal.
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Aduanas, el Primer Ministre (o las personas que él determine"^ ®®), autorizarâ 
cuantas escuchas estime convenientes sin notificarlo al juez ni al M° Fiscal"^®. 
La ley prevé la destrucciôn de taies escuchas en un plazo maxime de diez dias 
pere nada se dice de las transcripcienes.
3.3.2. Interceptaciones extraordinarias sin sujeciôn a control
El Titule I de la ley 91-646 se ecupa de las escuchas judiciales, el II, de las 
administrativas y el III, de las Dispesicienes Cemunes. Es en este Titule III 
dende se da “carta blanca a les pederes publiées para realizar eperacienes de 
expleracion de frecuencias radieeléctricas cen ecasion de las cuales pueden 
ser captadas, de manera aleateria, las cemunicacienes... al ebjete de 
garantizar les fines de defensa de les intereses nacienales""^\
Estas interceptaciones ne son individualizables, cuantificables, lecalizables 
ni estân semetidas a control algune. Este territerie es cote privade de la razôn 
de Estado.
3.4. Diferencias con el sistema espahoi.
Las diferencias cen el sistema espahel son las que siguen: en primer lugar, 
el control parlamentarie francés es muche mas laxo que el espahel y cen 
mucha mayor distancia en el tiempe desde que les suceses tuvieren lugar.
Art. 4 de la Ley 91-646.
^  “...puede concluirse que cualquier persona, que a juicio de los servicios ministeriales interesados, pueda tener 
alguna relaciôn con alguna de las materias previstas legalmente, sin precisarse indicios reales suficientes o 
sospechas de entidad considerables de un supuesto tipico delictivo, puede ser objeto de vigilancia de seguridad de 
sus telecomunicaciones”. Manzano Sousa, Manuel; op. cit.; pâg. 94. Las materias previstas legalmente son las del 
articule 3 de la Ley 91-646: seguridad nacional, salvaguardia de los elementos esenciales del potencial cientifico o 
econômico de Francia, la prevenciôn del terrorisme, de la criminalidad y de la delincuencia organizada.
Manzano Sousa, Manuel; op. cit.; pâg. 107.
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En segundo lugar, la administraciôn francesa se niega en redondo a 
colaborar con los jueces siempre que entienda que pueda haber por medio 
razones de seguridad nacional. El juez no tiene capacidad para solicitar 
documentos o videos ni ninguna posibilidad de obtenerlos.
Finalmente, en Espaha, con la actual legislaciôn no es posible intercepter 
las comunicaciones al margen del control judicial y sin observer las debidas 
garantias.
4. Alemania
La Constituciôn alemana es la Ley Fundamental de Bonn promulgada el 23 
de mayo de 1.949. Curiosamente se aprueba con caracter provisional 
esperando un nuevo texto que tendria lugar despues de la reunificaciôn 
alemana. No bubo tal, sino una amplia reforma de la constituciôn existante que 
no es meramente programâtica sino que garantiza la aplicaciôn directe de los 
derechos y libertades fundamentales"^^. En esta linea el art. 19.4 de la Ley 
Fundamental de Bonn garantiza explicitamente el derecho de los ciudadanos a 
acudir a los tribunales ordinarios de Justicia caso de que sus derechos seen 
vulnerados por el poder pùblico"^®. Lo mismo es predicable de las personas 
jurîdicas porque la constituciôn alemana extiende a elles los derechos 
fundamentales “en la medida que la naturaleza del derecho lo permita”"^.
Polaklewcz; “El proceso histôrico de implantaciôn de los derechos fundamentales en Alemania’’; “Revista de 
Estudios Politicos”; 1.993, nùm. 81, pâgs. 23 y ss.
Art. 19.4 de la Ley Fundamental de Bonn; "Cuando los derechos sean vulnerados por el poder pùblico, la 
persona afectada podrâ recurrir a la ley. Si no hubiese otra jurisdicciôn compétente para conocer del recurso, los 
tribunales ordinarios serân compétentes...”
^  Articule 19.3 de la Ley Fundamental de Bonn.
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Finalmente, destacar, no sôlo en Alemania, sino en general en la cultura 
juridica centroeuropea, la preeminencia de la verdad como valor en si mismo 
absoluto"^®.
4.1. Fundamento constitucional de los servicios de inteligencia
Parte significative de la doctrine alemana entronca la existencia de la 
Constituciôn con la necesidad de defenderla, y ahi se incardinan los servicios 
de inteligencia; es la democracia militante de que hablaba Loewenstein 
formulada ahora como democracia defensive (werhafte Demokratie), principiô 
basico del ordenamiento juridico alemân"^®. Ahora bien, esta idea de defensa 
de la Constituciôn permite la existencia de servicios de inteligencia en los 
Lànder, que también tienen Constituciôn y también necesitan defenderla.
Descendiendo al articulado concrete de la Bonner Grundgesetz (Ley 
Fundamental de Bonn) hay dos artfculos que han sido alegados como anclaje 
especifico de la comunidad de inteligencia: el articule 73.10.b) y el articule
87.1.2. El primero atribuye a la Federaciôn la competencia exclusiva para 
legislar en bénéficie de la “protecciôn del orden fundamental democrâtico de 
libertad, la estabilidad y la seguridad de la Federaciôn o de un Land'^^. El 
segundo deja claro que “se podran establecer mediante ley federal... oficinas 
centrales para la coordinaciôn de la informaciôn y las comunicaciones 
policiales, para la policia criminal y para la recogida de antecedentes con fines 
de defensa de la Constituciôn y de defensa frente a tentativas, en territorio
Asî, por ejemplo, son penalmente irrelevantes las afirmaciones verdaderas que incidan negativamente sobre el 
honor. Hay una especie de consagraciôn del derecho a la verdad: lo cierto no puede ser contrario a derecho (El TC 
alemàn definirla los caractères de la exigencia de verdad a partir del caso Schmid-Spiegel). El asunto es relevante 
porque el dano que se produzca al ciudadano desde los ôrganos del estado va ser verdadero la mayor parte de los 
casos. El estado tiene los medios y la informaciôn para conocer con detalle la vida del individuo.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 134.
Ibidem, pâg. 135.
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federal, de poner en peligro intereses exteriores de la Repüblica Federal de 
Alemania mediante el empleo de la violencia o frente a acciones preparatorias 
encaminadas a dicha finalidad”.
4.2. La comunidad de inteligencia alemana
Como casi todas las comunidades de inteligencia avanzadas, la alemana 
présenta très ôrganos principales: La Bundesamt fur Verfassungschutz (Oficina 
Federal de Seguridad, BfV, contraespionaje), la Bundesnachrichtendienst 
(Agencia de Inteligencia Exterior, BND), y el Militàrischen Abschirdienst 
(Servicio de Protecciôn Militar, MAD). Es una comunidad con extensa tradiciôn 
de inteligencia por cuanto ya en la época de Carlomagno puede hablarse de 
una red organizada de espionaje"^®.
En lo que respecta a su naturaleza juridica Stern los considéra instituciones 
sui generis ubicadas en el Poder Ejecutivo'^ "^ ®.
4.2.1. Bundesamt fur Verfassungschutz (BfV)
La Oficina Federal de Seguridad se créa por una norma con rango de 
Ley en 1.950^®° y se ocupa de contraespionaje alemân. Depende 
orgànicamente del Ministerio Federal del Interior y tiene su centre de 
operaciones en Colonia.
Su primer director fue Otto John"^®\ Desde sus origenes librô una lucha 
sin cuartel contra el espionaje del bloque soviético y, sobre todo, contra su
Emde, Heiner; Verrat und Solonaae in Deutschland: Munich/Zurich, 1980, pâg. 20.
Stern, Klaus; Pas Staatsrecht der Bundesrepublik Deutschland: Munich, 1984, pâg. 195.
Hoy sus actividades estân reguladas por Ley de 20 de Diciembre de 1990 {Bundesverfassunggsschutzgesetz).
Desaparece en Berlin Geste la noche del 20 de julio de 1.954 y, tras ser visto en la RDA, reaparece otra vez en 
la RFA en diciembre de 1.955. Detenido e interrogado, fue procesado y condenado a cuatro anos de cârcel. No es 
posible precisar mediante fuentes abiertas si fue o no agente del KGB. Vid. Pastor Petit, Domingo; op. cit. pâgs. 216 
y 217.
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némesis, la eficacisima Stasi, la inteligencia de la Repüblica Democrâtica de 
Alemania"^® .^ La BfV se halla dividida en Secciones segûn “el tipo de actividad 
contraria a la Constituciôn contra la que busca defenderse”^ ®®. Al frente del 
servicio se encuentran un Présidente y un Vicepresidente pertenecientes o 
afines a los dos principales partidos alemanes que periôdicamente se turnan en 
el ejercicio del poder.
La misiôn principal de la BfV es obtener informaciôn “sobre las tentativas 
contrarias al orden fundamental de libertad y democracia, la estabilidad y la 
seguridad de la Federaciôn y los Lànder, sobre las actividades sécrétas 
(contraespionaje) o contrarias a la seguridad de la Federaciôn realizadas 
dentro del territorio alemân y sobre las tentativas que, dentro de Alemania, 
traten de poner en peligro los intereses exteriores de Alemania mediante 
acciones de fuerza""^ ®"*.
4.2.2. Bundesnachrichtendienst (BND)
La Agencia de Inteligencia Exterior depende del Gabinete del Canciller 
Federal. Fue creada en 1945 (adquiriendo definitive carta de naturaleza en 
1956"^ ®® tras independizarse completamente de la CIA) bajo la direcciôn de
En 1.985 Mans Joachim Tiedge, alto dirigente de! BfV, se pasô a la RDA con documentaciôn de 160 agentes que 
operaban en la Alemania comunista. Markus Wolf {Misha, Karla, “el hombre sin rostro"), jefe de la HVA -  stasi”- 
demostrô ser un adversario formidable. Sus “romeos” y “secretarias gazmonas" han devenido en clâsicos de la 
inteligencia mundial. En declaraciones posteriores a la caida del Muro dice haber reclutado mujeres jôvenes con las 
cuales “incluso el Papa habria cooperado". Entre sus hazanas destaca, como mérito suyo y demerito de la BfV, 
haber colocado a uno de sus agentes -  Günther Guillaume (Peter Lohse era su nombre verdadero) -  como 
secretario de Willy Brandt lo que provocô la ulterior dimisiôn del mandatario alemân. Pastor Petit, Domingo; op. cit. 
pâgs. 400 y 401. El mérito de la detecciôn de Günter Guillaume corresponde, dicho sea de paso, a la inteligencia 
espariola en su etapa como SECED. Cfr. Muniesa, Fernando; Los esoias de madera.' Madrid, 1.999; pâg. 215.
Ruiz Miguel, Carlos; op. c/f, pâg. 137. El esquema detallado de la BfV puede verse en Borgs-Maciejewski, 
Hermann; Was ieder vom Verfassunasschutz wissen sollte. Aufaaben. Methoden. Organisation: Heidelberg, 1988, 
pâg. 27.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâgs. 137 y 138.
Por una resoluciôn del Gobierno Federal de 21 de febrero de 1956, es decir, al contrario que la BfV, fue creada 
por una disposiciôn sin rango legal. Regulado hoy por ley de 20 de diciembre de 1990 cuyo artîculo 4 contiene la ley 
del BND, BNDGesetz.
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Reinhard Gehlen"^ ®® De hecho, en sus ongenes, la BND sen a conocida como 
“Organizaciôn Gehien”. Su sede se encuentra en Pullach, en una finca- 
fortaleza a las afueras de Munich, rodeada de un bosque de hayas. El servicio 
estâ dirigido por un Présidente y un Vicepresidente y consta de seis Secciones 
principales"^® .^ La misiôn del BND es recopilar “informaciôn exterior relevante 
para la politica y la seguridad exterior del Estado alemân”"^®®. Una parte muy 
importante del moderno BND es la organizaciôn autônoma “Rahab”"^®® creada 
en 1989 para conseguir informaciôn sobre cuestiones econômicas, industriales 
y tecnolôgicas, mediante el uso de los ordenadores.
Finalmente, la “BND se sirve de la compahia telefônica alemana para 
vigilar, y de modo sistemâtico, las telecomunicaciones de empresas extranjeras 
con filiales e instalaciones en Alemania”"^®®.
4.2.3. Militàrischen Abschirdienst (MAD)
El Servicio de Protecciôn Militar fue creado por un Decreto del Ministerio de 
Defensa en el aho 1956‘^ ®\ Depende del Ministerio de Defensa y tiene su sede 
en Colonia, la misma localidad que el BfV.
Sus objetivos son: “...obtener informaciôn ace rca de las tentativas 
contrarias al orden fundamental de libertad y democracia, la estabilidad y la
Amigo personal de Franco a quien regalô la correspondencia oomprometedora que este habia cruzado con Adolf 
Hitler. Bajo el régimen nazi fue responsable de la inteligencia relacionada con la URSS. En 1945 se entregô a los 
norteamericanos con “50 cajas de documentos microfilmados”. Fue la CIA quien financiô los origenes de la 
“Organizaciôn Gehien” future BND. Pastor Petit, Domingo; op. cit.; pâg. 166. Ad abundantiam, Gehien, Reinhard; 
DerPienst. Erinnerunae 1942-1971: Stuttgart, 1971, passim.
Borgs-Maciejewski, Hermann; op. crf.;pâg. 126.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 139. Tal misiôn estâ establecida por ley en el parâgrafo 1.2 de la Ley del BND, 
BNPGesetz.
Rahab es el nombre de una meretriz de Jericô que dio cobijo y auxilio a los espias de Josué, ocultândolos en su 
casa, poco antes de que éste asaltase la ciudad. Cfr. La Santa Biblia: Madrid, 1986, Libro de Josué, Capitulos 2 a 6. 
^  Pastor Petit, Domingo; Op. cit.; pâg. 56.
Al crearse la Bundeswehr, tras el desastre de la II Guerra Mundial, se sintiô la necesidad de dotarlo de unos 
servicios de inteligencia especificos de âmbito militar. Hoy su regulaciôn legal viene establecida por la ley de 20 de 
diciembre de 1990 cuyo articulo 3 contiene la Ley del Servicio de Protecciôn Militar (MADGesetz).
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seguridad de la federaciôn o de un Land y acerca de las actividades sécrétas o 
peligrosas realizadas para una potencia extra nje ra cuando dichas tentativas o 
actividades se realicen contra personas, instalaciones u ôrganos del Ministerio 
de Defensa o por personas provenientes de este Ministerio o relacionadas con 
el mismo”"^ ®^.
4.3. En particular: el caso de los Lànder
Los Lànder, o bien han creado oficinas de defensa de la Constituciôn 
“dependientes del respective Ministerio del Interior, o bien meros 
departamentos dé estes ministerios han sido encargados de su defensa. En 
cualquier caso todos los Lànder deben contar con un ôrgano para encargarse 
de los asuntos de defensa de la Constituciôn”"^®®. Como es natural la actuaciôn 
de taies ôrganos se limita al territorio del Land.
4.4. La coordinaciôn de la comunidad de inteligencia
El escandalo “Guillaume” -secretario de Willy Brandt- propiciô que el 29 
de enero de 1975 se dictase un reglamento de organizaciôn por el Canciller 
federal creando la figura del “Encargado para los servicios de inteligencia”, que 
recayô en el jefe de la Oficina de la Cancilleria Federal"^ ®"^ . El Secretario de 
Estado de la Cancilleria Federal coordina todos los ministerios y es también el 
“coordinador” de los servicios federates de inteligencia. Los servicios de los 
Lànder estân coordinados por el Présidente de su homôloga federal, la BfV. 
Esta actividad del “coordinador” de la comunidad de inteligencia alemana se
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.] pâgs. 138 y 139. Taies objetivos estân establecidos por ley en el parâgrafo 1.1 de la 
Ley del MAD, MADGesetz.
Ibidem; pàg. 141.
Vid. reglamento organizativo de 17 de Diciembre de 1984, modificado por otro de 3 de Mayo de 1989.
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despliega en très âmbitos diferentes: “presidiendo la Comisiôn de Secretaries 
de Estado sobre servicios de inteligencia y seguridad; colaborando en el 
tratamiento parlamentarie de los asuntos presupuestarios de estes très 
servicios; y coordinando la preparaciôn de las Sesiones de la Comisiôn 
Parlamentaria de Control de los Servicios de inteligencia”"^®®. El coordinador 
tiene, respecte de la comunidad de inteligencia federal, un derecho a saber y 
ser consultado, pero carece de un derecho a interferir"^ ®®. Existen ademâs, dos 
comisiones especificas de coordinaciôn que ya estaban previstas en el 
ordenamiento juridico alemân antes de la reforma de 1975: la Comisiôn de 
Secretaries de Estado para los servicios secretos y la seguridad"^ ®^  y la 
Comisiôn permanente para asuntos de inteligencia"^ ®®.
4.5. Las competencias
Por carta de los gobernadores aliados -1949- se sépararon en Alemania 
las labores de policia y las labores de inteligencia"^ ®^ . El ordenamiento juridico 
alemân ofrece una visiôn pormenorizada de hasta donde pueden llegar los 
servicios de inteligencia en la realizaciôn de las actividades encubiertas propias 
de los mismos.
^  Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 140.
^  No puede oponerse a las decisiones tomadas por los respectivos Présidentes de los diferentes servicios.
La Comisiôn se constituyô en 1955 y la integran los secretarios de estado de los ministerios de Interior, Justicia, 
Defensa y Asuntos Exteriores.
^  Presidida por el Encargado para los servicios de inteligencia, estâ integrada por los présidentes de los très 
servicios principales de carâcter federal, el Portavoz del Gobierno, los secretarios de estado responsables de estos 
servicios en sus respectivos ministerios y, si se considerase necesario, altos funcionarios compétentes en la 
materia. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 140.
Separaciôn que posteriormente ha encontrado acomodo en la Ley Fundamental del Bonn (articulos 65.2 y 83 y 
ss.), en la legislaciôn especifica que régula los servicios de inteligencia y en la propia doctrina del Tribunal 
Constitucional alemân.
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4.5.1. El secreto de las comunicaciones y de las telecomunicaciones
El articulo 10 de la Ley Fundamental de Bonn ha sido desarrollado por la 
Ley de Limitaciôn del Secreto de las Comunicaciones de 13 de agosto de 
1968"^ °^, que ha sido objeto de sucesivas reformas en 1968, 1978, 1989, 1997 
y 2001. Esta ley légitima a los servicios de inteligencia federates y de los 
lànder “para limitar el derecho al secreto de las comunicaciones en ciertas 
condiciones... El presupuesto de hecho para legitimar la adopciôn de estas 
medidas limitadoras es la prevenciôn frente a amenazas al orden fundamental 
de democracia y libertad o la estabilidad y la seguridad de la Federaciôn o de 
un Lancf'^^\
Los parâgrafos 9 a 11 de la G10 concretan la forma en que ha de 
hacerse la peticiôn"*^  ^ y el parâgrafo 12 establece que al afectado se te 
informarâ de las medidas de intervenciôn adoptadas en sus comunicaciones 
cuando no quepa duda de que tal comunicaciôn no pondrâ en peligro el 
objetivo perseguido por la intervenciôn.
Por su parte, la Ley de Telecomunicaciones^^® en sus articulos 89 y 90 
establece que los servicios de inteligencia (federates y de los lànder) pueden 
requérir de las empresas de telecomunicaciones “los datos de los particulares o 
empresas que tuvieran en su poder, cuando ello fuera necesario para évitar un 
peligro para la seguridad pùblica o el ordenamiento, o para cumplir un deber 
que la ley impone a esos servicios""^ "^*.
Mas conocida como G10: Gesetz zu Artikel 10 Grundgesetz, Ley sobre el articulo 10 de la Ley Fundamental.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 145. Cfr. parâgrafo 1.1 G10.
El Présidente o Vicepresidente del servicio en cuestiôn debe indicar el tipo de limitaciôn precisando todos los 
detalles y razonando los mismos. La orden de limitaciôn, emitida por la autoridad federal (ministre) o del land 
correspondiente, debe indicar todas las circunstancias de la medida limitadora.
Telekommunikatlonsgesetz, de 17 de diciembre de 1997.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 146. Si el BND lo solicitase facilitarân también informaciôn sobre las redes.
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4.5.2. Entrada en domicilio y otros métodos del espionaje clàsico
El articulo 13 de la Ley Fundamental de Bonn fue reformado en 1998 con 
la finalidad de permitir la introducciôn en domicilios de medios técnicos de 
vigilancia para prévenir un grave peligro para la seguridad pùblica. Estas 
medidas cuentan con un control judicial inmediatamente posterior a su 
adopciôn y con un control parlamentario, puesto que los ejecutivos (el federal o 
el de los Lànder) que adopten taies medidas deben informer a sus parlamentos 
con caracter anual.
La reglamentaciôn alemana de los servicios de inteligencia permite a taies 
servicios obtener informaciôn recurriendo a los métodos clâsicos del espionaje 
tradicional, citando alguno de ellos ad exemplum (tintas, infiltraciôn de agentes, 
observaciôn...), no con carâcter de numerus c/ausus"^ ^®
4.5.3. Tratamiento de datos personales
Del estudio conjunto de la Ley de Protecciôn de Datos Personales 
(Bundesdatenschutzgesetz) y de la reglamentaciôn de los servicios de 
inteligencia alemanes se desprende que taies disposiciones deben ser 
escrupulosamente respetadas por la comunidad de inteligencia en el 
tratamiento de datos de carâcter personal.
Destaca la posibilidad que tienen los ciudadanos alemanes de accéder a 
los datos que sobre ellos obren en poder de los servicios de inteligencia (si 
alegan un interés especifico y se cihen a un aspecto determinado). No
Se trata de una reglamentaciôn muy detallada que obliga a que la técnica a emplear esté recogida en una orden 
interna que establezca quien es la autoridad compétente para ordenar su uso (la orden deberâ tener el visto bueno 
del Ministre Federal del Interior, que informarâ a la Comisiôn Parlamentaria de Servicios Secretos); las técnicas 
estarân sometidas al principiô de necesidad, al de relaciôn directa con el objeto de la investigaciôn, cesarân cuando 
se haya logrado el fin o cuando quede claro que por ese camino no puede lograrse y se elegirâ la menos gravosa 
para el afectado.
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obstante, hay que dejar sentado que tal derecho présenta numerosas 
limitaciones para évita r que la seguridad pùblica pudiera verse afectada"^ ^®.
4.6. El Estatuto de! Personal
La Ley de Funcionarios Federales"^^  ^ contiene una pormenorizada 
regulaciôn del secreto profesional de los funcionarios que les obliga a mantener 
el secreto de los asuntos de los que hayan tenido conocimiento en el ejercicio 
de su actividad oficial: «El funcionario no podrâ dar testimonio ni declarar sobre 
estos asuntos ni ante un Tribunal ni extrajudicialmente sin haber sido 
autorizado para ello. La autorizaciôn la darâ su superior jerârquico»^^®, estando 
su incumplimiento castigado en el articulo 353 B del Côdigo Penal. “Parece en 
consecuencia que el secreto profesional en estas materias se impone al control 
judicial, como asi lo reconoce el articulo 54 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal que déclara aplicable la necesidad de autorizaciôn del superior 
jerârquico cuando se trate de tomar declaraciôn como testigos a funcionarios 
en relaciôn con circunstancias a las que se refiere su obligaciôn de mantener el 
secreto profesional y de utilizer sus declaraciones”'^ ®^. “Este deber de secreto, 
sin embargo, deja intactes otros dos importantisimos deberes, el de denunciar 
los delitos de los que tenga conocimiento y el de colaborar en el mantenimiento 
del orden fundamental de libertad y democracia cuando dicho orden se halle en 
peligro”"^®®.
Quien tutela este derecho del ciudadano es el Encargado Federal de Datos Personales, ubicado en el Ministerio 
del Interior aunque con un amplio margen de autonomie respecto del Ministre. Los servicios sôlo pueden negarse a 
proporcionarle los datos que solicite si existe una declaraciôn del Ministre correspondiente en el sentido de que taies 
datos pudieran poner en peligro a la Federaciôn o a un Land.
Bundesbeamtengesetz, de 27 de febrero de 1985.
Art. 61 de la Bundesbeamtengesetz.
Santolaya Machetti, Pablo; op. cit.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 142. Cfr. parâgrafo 61.4 de la Bundesbeamtengesetz.
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El funcionario de los servicios secretos es investigado antes de formar 
parte de los mismos y, concluida su relaciôn, deberâ guardar reserva"^ ®^  como 
si estuviese en active. La autorizaciôn para revelar sus actividades anteriores 
depende del ultimo superior jerârquico que tuvo, que también podrâ reclamarle 
cuantas memorias, notas o apuntes estime oportuno"^ ®^ .
4.7. El control de los servicios secretos
Se examina a continuaciôn el control sobre la comunidad de inteligencia 
alemana, incluyendo los ôrganos federates y aquellos otros que dependen de 
los Lànder.
4.7.1. El control porel ejecutivo
Los respectivos Ministros (federates o de los Lànder) controlan los 
servicios de inteligencia puesto que ellos son los responsables politicos de 
taies servicios'*®®.
El Ministro correspondiente ejerce una inspecciôn administrativa 
(admisiôn, suspensiôn, expulsiôn de los empleados) y una inspecciôn politica 
(que se extiende a toda la actividad del centre).
4.7.2. El control parlamentario
El control parlamentario"*®"* sobre la comunidad de inteligencia alemana lo 
ejercen por duplicado tanto las comisiones permanentes que controlan la
Parâgrafo 61.2 de la ley citada ut supra. 
Parâgrafo 61.3 de la Bundesbeamtengesetz.
483 Art. 65 de la Ley Fundamental de Bonn.
Control parlamentario que pueden llevar a cabo tanto los Lànder como la Federaciôn. En este caso, el ôrgano 
encargado es el Bundestag, pero no el Bundesrat.
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actividad de cada ministerio"*®® donde los servicios se incardinan, como la 
comisiôn especifica que se ocupa de los servicios de inteligencia"*®®. Respecto 
de esta ultima el Gobierno tiene la posibilidad de excluir el control 
parlamentario, hasta cierto punto"*®^ , “ya que a tenor de la Ley de Control 
Parlamentario sobre las Actividades del Servicio Secreto del Estado, de 27 de 
mayo de 1992, puede negarse a dar informaciôn sobre ciertos procedimientos, 
simplemente justificando su negativa ante la Comisiôn Parlamentaria de 
Control, estando sometida una motivaciôn insuficiente exclusivamente a los 
mecanismos de responsabilidad politica”"*®®.
Hay que tener en cuenta también que la G10 créa dos ôrganos de control 
compuestos por miembros del Bundestag. El primero es una Comisiôn 
compuesta por cinco diputados del Bundestag que “debe ser informada por los 
Ministros responsables de los servicios secretos (BfV, BND, MAD) de las 
medidas limitativas tomadas en aplicaciôn de la G10 en un plazo mâximo de 
seis meses. Esta Comisiôn, por su parte, somete anualmente al pleno del 
Bundestag un informe sobre la ejecuciôn, tipo y alcance de las medidas 
adoptadas al amparo de esta ley”"*®®. El segundo es un Comité"*®® presidido por 
una persona que reùna los requisitos para ser juez y que ostenta un voto de
En el caso del Ministerio de Defensa {Ad abundantiam, Pérez Villalobos, M® Eugenia; op. cit.; pâgs. 67 a 69) hay 
que anotar también la figura del Comisario de Defensa como ôrgano auxiliar del Bundestag. La ley que régula esta 
figura es de 30 de marzo de 1990 y le “concede amplios derechos de informaciôn. De acuerdo con el articulo 12 
existe el deber de informaciôn por parte de la Justicia y las autoridades administrativas de la Federaciôn y los 
Lànder. El articulo 3 le concede, entre otros, el derecho a inspeccionar los expedientes del Ministro Federal de 
Defensa que sôlo se pueden negar si lo aconsejan motivos apremiantes relacionados con la necesidad de guardar 
secreto. Disfruta, por otra parte, de un amplio derecho de acceso a las instalaciones militares y a procedimientos 
disciplinarios”. Pérez Villalobos, M® Eugenia; op. cit.; pâg. 69.
A estas dos opciones hay que sumar una tercera: la posibilidad de crear comisiones de investigaciôn sobre 
asuntos (también) relacionados con los servicios de inteligencia.
El Comité de control creado por la G10 si tiene posibilidad de control en sentido estricto.
Santolaya Machetti, Pablo; op. cit.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 155. Cfr. art. 1, parâgrafo 14.1 G10. Este ôrgano tiene naturaleza de comisiôn 
permanente no legislative que se limita meramente a ser informada.
Cuya naturaleza es la de ser ôrgano asesor del Parlamento con competencias de control en sentido estricto. Art. 
1, parâgrafo 15, G10.
139
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
calidad. La forman ademâs très diputados con voz y voto, y cuatro con voz pero 
sin voto. Los Ministros compétentes informan de las medidas limitadoras 
adoptadas y el Comité decide -de forma vinculante- la conveniencia de las 
mismas, normalmente a priori, y a posteriori caso de necesidad"*®*.
Cabe, ademâs de todo lo expuesto, la posibilidad de un control 
presupuestario con una doble vertiente: el control que pueda efectuar la 
Comisiôn para el control y la autorizaciôn de los planes econômicos de los 
servicios de inteligencia"*®  ^ (dentro de la Comisiôn de Presupuestos del 
Bundestag) y el llevado a cabo por el Tribunal Federal de Cuentas.
4.7.3. El control judicial
La comunidad de inteligencia alemana se encuentra sometida al 
ordenamiento juridico, como no podria ser de otra manera, tratândose de 
ôrganos creados para la defensa de la constituciôn"*®®. Esta afirmaciôn 
encuentra apoyo legal en el articulo 19.IV de la Ley Fundamental de Bonn^ ®"*, 
en el Tribunal Constitucional^®® y en las leyes reguladoras de los propios 
servicios"*®®.
Ad abundantiam, Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 155.
El grupo parlamentario de Los Verdes recurriô su exclusion de la misma. El Tribunal Constitucional, en sentencia 
de 14 de enero de 1986, determine que tal exclusion era légitima basândose en los siguientes argumentes: Primero, 
la protecciôn de las minorias parlamentarias es un bien que debe ser ponderado con otros igualmente relevantes, es 
decir, no se trata de un bien que tenga carâcter absolute. Segundo, la imposiciôn de la representaciôn de las 
minorias haria imposible la formaciôn de ôrganos reducidos pues en taies ôrganos ocurriria que la mayoria dejaria 
de ser tal mayoria. Tercero, la mayoria debe poder elegir libremente a los représentantes que merezcan su 
confianza. Cuarto, esta decisiôn se toma en el âmbito de la autonomia parlamentaria, sobre la que el Tribunal 
Constitucional alemân no tiene nada que decir, y es tan constitucional como si se hubiese tornado la misma 
determinaciôn pero en sentido inverso.
Borgs-Maciejewski, Hermann; op. cit.; pâg. 82.
Con la excepciôn de las actuaciones llevadas a cabo para limitar el derecho al secreto de las comunicaciones 
(articulo 10). En lugar de control judicial existe un Comité (del que ya se hablô anteriormente) compuesto por una 
persona con cualificaciôn suficiente para ejercer como juez y siete diputados: très con derecho a voz y voto, y cuatro 
que sôlo pueden hablar pero no votar.
Sentencia de 15 de diciembre de 1970.
Parâgrafo 3.3 de la Bundesverfassunggsschutzgesetz, y 1.5 de la MADGesetz.
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Los tribunales de lo penal pueden conocer de asuntos relacionados con los 
servicios secretos y si el ejecutivo denegase la informaciôn necesaria tal 
decisiôn séria recurrible ante los tribunales de lo contencioso administrativo^® .^ 
Caso de que el ejecutivo alegase que revelar la informaciôn podria ser 
perjudicial para un Land o para la Federaciôn, al interesado aûn le cabria la 
posibilidad de promover un incidente que deberia resolver el Tribunal Supremo 
siendo parte la autoridad administrativa que haya denegado la solicitud 
(Parâgrafo 99.2 de la Ley del Procedimiento Contencioso-Administrativo).
4.7.4. El control por la opinion pùblica
Los servicios de inteligencia interior de la comunidad de inteligencia 
alemana (tanto el federal como los de los Lànder) tienen la obligaciôn legal de 
redactar un informe anual dirigido a la opiniôn pùblica, informe que puede 
obtenerse sin costo alguno ante los respectivos servicios.
4.8. Similitudes y diferencias con el caso espanol
La creaciôn de la comunidad de inteligencia alemana tiene que ver 
directamente con la idea de defender los valores constitucionales y évita r que 
un vaciado del estado de derecho pudiera desembocar en algo similar a lo 
sucedido con el III Reich.
Tal révision -segûn el Tribunal Constitucional- sôlo puede llevarse a cabo “si se cumplen ciertas condiciones. En 
primer lugar, la denegaciôn de informaciôn a los tribunales no puede ser tal que les impida la verificaciôn de la 
constitucionalidad de los intereses protegidos; en segundo lugar, las decisiones de los tribunales deben ponderar, 
de un lado, el interés del mantenimiento del secreto oficial principalmente en orden a la protecciôn de la vida, la 
integridad fisica y la libertad del agente del Estado llamado a declarar y, de otro, el interés en obtener un 
procedimiento equitativo y acorde con las exigencias del Estado de Derecho; en tercer lugar, la decisiôn del 
Ejecutivo de denegar la autorizaciôn para declarar debe estar expllcitamente fundamentada para permitir a los 
tribunales un control de al menos los defectos notorios de la misma; y, en cuarto lugar, la decisiôn denegatoria debe 
ser adoptada por el mâximo responsable del servicio afectado. Para anular el efecto de cierre del acto del Ejecutivo 
y abrir la puerta al control judicial, los jueces deben ponderar los bienes en conflicto". Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; 
pâg. 159, que a su vez se basa en Stem, Klaus; op. cit.; pâgs. 225 a 228.
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Los Lànder tiene servicios de inteligencia propios, no meros servicios de 
informaciôn como ocurre en el caso espahel, con la finalidad de defender los 
valores constitucionales.
Cualquier ciudadano alemân puede dirigirse a la comunidad de inteligencia 
alemana para conocer los datos que sobre su persona obrasen en poder de 
estos.
El control parlamentario es mâs amplio que el espahoi, hay un control 
ministerio a ministerio y otro especifico de la comisiôn de inteligencia. Como en 
el caso espahoi y a diferencia del britânico la posibilidad de los ciudadanos de 
acudir a los tribunales -via penal y contencioso administrativa- estâ 
garantizada.
5. Estados Unidos
El sistema politico norteamericano ofreçe las mismas dificultades de 
comprensiôn que el britânico para un europeo continental"*®®. Si hay un 
ordenamiento juridico en el que el juez Holmes"*®® tendria verdaderamente toda 
la razôn ése es el estadounidense. Como advirtiô Adams, el derecho 
anglonorteamericano es mâs derecho judicial®®® que derecho legislado y ese 
derecho judicial libra una “batalla continua por mantener saneado el sistema 
politico”®®*. Jiménez de Parga®®^  distingue très clases de fuentes normatives en 
el ordenamiento juridico norteamericano: normes constitucionales y legislaciôn, 
derecho judicial y convenciones.
Jiménez de Parga, Manuel; op. cit.; pâg. 447.
Holmes: “La profecia de lo que dirân los tribunales eso es lo que yo entiendo por derecho”.
Hughes (que fuera présidente del Tribunal Supremo norteamericano) llegô a afirmar que en Estados Unidos se 
vivia bajo la Constituciôn pero que ésta era lo que los jueces decian que era.
Munoz Machado, Santiago; Libertad de prensa v orocesos por difamaciôn.' Barcelona, 1988, pâg. 88.
^  Jiménez de Parga, Manuel; op. cit.; pâgs. 448 y 449
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En las primeras incluye la Constituciôn de 1787 y sus enmiendas, mâs las 
constituciones de los estados miembros y la legislaciôn politica ordinaria que 
desarrolla preceptos constitucionales o da “un determinado matiz a las 
disposiciones constitucionales”®®®. La Constituciôn norteamericana de 1787 es 
una constituciôn breve -siete articulos, aunque los cuatro primeros tienen una 
extensiôn considerable- y abierta, concebida como un documento dinâmico, 
que en ocasiones invita a la lucha de ideas y de poderes (Corwin), y que crece 
continuamente en torno a su base central. De ahi que la doctrina hable de 
“living Document”^ " .^ “Los mandatos constitucionales no son fôrmulas 
matemâticas®®® sino instituciones vivientes (organic living institutions) 
transplantadas desde suelo inglés”®®®. El derecho judicial es un cocktail que 
estâ integrado por las interpretaciones que jueces y tribunales hacen de las 
normas constitucionales y de las leyes que las desarrollan a lo que hay que 
sumar un ultimo ingrediente: los principios generalmente reconocidos que 
informan el common law.
Finalmente, las convenciones tienen un valor anâlogo al britânico si bien 
“regulan cuestiones menos esenciales”®®^.
5.1. La comunidad de inteligencia de Estados Unidos
Si hay una comunidad de inteligencia verdaderamente compleja y rica -en 
el mâs amplio sentido de la palabra- ésa es sin duda alguna la de Estados
^  Ibidem; pâg. 448.
Ad abundantiam, Rehnquist, William; “The notion of a Living Constitution", “Texas Law Review", 1976, 54, pâgs. 
693 y ss. Citado por Revenga Sânchez, Miguel; El imperio de la politica: Barcelona, 1995, pâgs. 7 a 12.
Al modo racionalista en que se interpretaba la constituciôn norteamericana a principios del siglo XX. Revenga 
Sânctiez, Miguel; op. cit.; pâg. 9.
^  Opiniôn del juez Holmes en el caso Gompers v. United Satates (1914) citada por Revenga Sânchez, Miguel; op. 
cit.; pâg. 9.
Jiménez de Parga, Manuel; op. cit.; pâg. 448.
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Unidos®®®. Sus servicios de inteligencia actuates tienen su base en una serie de 
organismes creados como consecuencia de la Segunda Guerra Mundial.
La National Security Act se refiere a la “comunidad de inteligencia” como 
“la agrupaciôn de todas las agendas responsables de recolectar, analizar y 
diseminar la informaciôn que el Ejecutivo requiere para cumplir sus 
funciones”®®®. El régimen juridico de los servicios secretos se encuentra 
regulado fundamentalmente en la orden ejecutiva 12.333, de 4 de diciembre de 
1981, y el sistema clasificatorio viene normado por la orden ejecutiva 12.958, 
de 17 de abril.
La comunidad de inteligencia estadounidense présenta cuatro grandes 
servicios principales: Central Intelligence Agency (CIA, espionaje). Defense 
Intelligence Army (DIA, militar). Federal Bureau of Investigation (FBI, 
contraespionaje) y National Security Agency (NSA, inteligencia técnica)®*®.
5.1.1. Central Intelligence Agency (ClA)
La Agencia Central de Inteligencia fue fundada en 1.947 mediante la 
National Security A c f^ \ Depende orgànicamente del Présidente de los Estados
Esta pluralidad de servicios obedece a dos motivos: histôrico, ôrganos que se fueron creando a lo largo de la 
historia segûn se sentia la necesidad de los mismos, y administrativo, una vez creado el ôrgano este tiende a 
perpetuarse. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 82.
^  Cfr. Connelly, Thomas John; “Respuesta a una consulta sobre organismes de inteligencia en la lucha...", op. cit. 
pâg. 9. Puede verse de forma detallada en la Secciôn 1.4 de la orden ejecutiva 12.333.
Pero existen también gran nûmero de servicios menores. Ad abundantiam; Pastor Petit, Domingo; op. cit„ 
passim, y Wilson, William; Dictionary of the United States intelliaence services: Jefferson, 1996, passim. Una 
relaciôn oficial de los servicios de inteligencia existantes puede encontrarse en la Secciôn 3.4 (f) de la orden 
ejecutiva 12.333, de 4 de diciembre de 1981, que régula las actividades de los servicios de inteligencia de los 
Estados Unidos.
La National Security Act es el Estatuto de la CIA (objeto de mûltiples modificaciones, importante la de la Ley de 
11 de octubre de 1996). En cinco apartados define las funciones que le son propias. Las cuatro primeras funciones 
consisten bâsicamente en ocuparse del ciclo de inteligencia y asesorar al Consejo de Seguridad Nacional. La quinta 
es una clâusula abierta que puede dar cobertura legal a acciones interiores y operaciones encubiertas. Se refiere en 
concrete a desempehar cualquier otra tarea reiativa a la Seguridad Nacional que le sea encargada. El Estatuto de la 
CIA se completô en 1949 con la Central Intelligence Agency Act que précisa a la anterior y hace completamente 
opaca la financiaciôn de “la Compania". Hasta 1.976, en que se crean por el Congreso las Comisiones de Vigilancia 
de los Servicios de Inteligencia, el tema de la financiaciôn séria tabù. C/ir. United States y. Richardson, (1974).
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Unidos a través del Consejo de Seguridad Nacional y del Ayudante del 
Présidente para Asuntos de Seguridad Nacional. Todos los dias el director de 
la CIA despacha con el Présidente, con quien tiene ademâs un teléfono de 
seguridad desde su sede en Langley, Virginia. El conjunto de sus edificios 
recibe el nombre de “Ciudadela de la Luz” debido a su potente iluminaciôn, 
capaz de convertir la noche en dia.
El creador de la CIA fue el Présidente Truman®* ,^ con el propôsito de 
centralizar los dispersos servicios de inteligencia existantes, pero el gran 
organizador fue su director Allen W. Dulles®*® partidario de la absoluta opacidad 
informativa que sôlo cederia tras el desastre que supuso el desembarco en 
Bahia de Cochinos®*"*.
La CIA es la inteligencia exterior®*® de Estados Unidos. Terminada la 
guerra fria ha concentrado su atenciôn sobre el tréfico de armas y de drogas, el 
espionaje industrial y el terrorisme. Arrastra tras de si una leyenda negra de
Que luego reprocharîa amargamente su forma de actuar, recriminando a la CIA haber desprestigiado el nombre 
de los EE.UU, merced al abuso de poder y la reiteraciôn de las operaciones encubiertas. Vià. “Washington Post”, 22 
de diciembre de 1963.
Allen Welsh Dulles fue el director de la CIA de 1953 a 1961, las dos Administraciones Eisenhower. Le facilitô las 
cosas el hecho de que su hermano, John Poster Dulles, fuese el Secretario del Departamento de Estado y 
“entusiasta defensor de las acciones encubiertas”. Vid. Revenga Sânchez, Miguel; El imoerio de la politica; 
Barcelona, 1995, pâg. 94, nota 50.
El intento de invasion de Cuba patrocinado por la CIA terminô en desastre porque los planes fueron filtrados al 
gobierno cubano por un mercenario que participô en la operaciôn, a través del Encargado de Négociés en la 
Embajada de Cuba en San José de Costa Rica, Héctor Gallo Portielles. La documentaciôn fue transportada desde 
Costa Rica a Cuba por un escritor costarricense afin al régimen castrista, Carlos Luis Falla, que la llevô escondida 
en un hombro, lo que despertô las sospechas de la policia de seguridad del aeropuerto de La Habana, que no sabia 
nada del asunto, al ver un senor con un hombro mâs alto que otro. Lo ùnico que no se cumpliô de la documentaciôn 
entregada fue el dia de la invasiôn, el reste se cumpliô escrupulosamente, punto por punto. Vid. “El Mundo”, 20 de 
abril de 1998.
Su Estatuto le prohibe actuar en el interior si bien esto no es asi en la realidad. Los programas de vigilancia 
interior de la CIA aparecieron en los media estadounidenses durante la guerra del Vietnam. Para salvar el escollo 
legal, se acoge a la clâusula abierta de los Estatutos que détermina su quinta funciôn, y que por su ambigüedad, 
puede aplicarse lo mismo a las operaciones internas que a las acciones encubiertas en el extranjero. La Secciôn 1.8 
de la orden ejecutiva 12.333 establece que la CIA recolectarâ, producirâ y diseminarâ inteligencia y 
contrainteligencia en el extranjero y, dentro del pais, sôlo en coordinaciôn con el FBI que ostenta funciones de 
policia de las que carece la CIA (“... without assuming or performing any intemal security functions...”). Cfr. Connelly, 
Thomas John; “Respuesta a una consulta sobre organismes de inteligencia...”, op. cit. pâg. 9. Ad abundantiam; 
Morgan, Richard; Domestic Intelliaence. Monitoring dissent in America: Austin, 1990, pâgs. 6 y ss.
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manipulaciôn®*® y asesinatos®*^ pero también ha habido en su seno gente 
defensora de la legalidad®*® y de la transparencia informativa, sin faltar quien 
ha dado la vida por su pais®*®.
La guerra del Vietnam y el escandalo Watergate “sirvieron de caido de 
cultive para que se afrontara el control de los servicios de informaciôn”®^®. Se 
exigiô a la CIA exponer ante el Consejo Nacional de Seguridad las actividades 
mâs delicadas y se crearon dos Comités en las dos Câmaras “para supervisar 
de forma especial las operaciones encubiertas”®^*.
A partir de entonces se han sucedido ciclicamente periodos de opacidad 
y transparencia informativa, a favor y en contra de las operaciones encubiertas, 
dependiendo del talante del Director y de la presiôn de los media. “La reciente 
historia sobre el uso de las operaciones encubiertas permite aventurer que el 
présidente continuarâ mandando sobre ellas, aunque no podrâ ya hacerlo 
ignorando lo que un reconocido especialista ha denominado el legado de la 
vigilancia”®^ .^
Cfr. Marchetti, Victor; La CIA v el culte del esDlonaie; Barcelona, 1975, passim. Libro que le costô un pleito a su 
autor, United States v. Marchetti, 1.972, donde se ventilaba el derecho del autor a publicar un libro sin censura 
previa de la CIA. El gobierno argumentaba el compromiso de réserva firmado por Marchetti al incorporarse a la 
Agencia, y los tribunales le dieron la razôn. Sobre el asunto de la manipulaciôn (interior y exterior), los ex agentes 
Verne Lyon, Mary Embree, Philip Agee y Phil Roettinger, aportaron numerosos testimonios en un documentai 
emitido por Documentos TV en la Segunda Cadena de TVE el 29 de julio de 1999, una amplia panoplia que abarca 
desde cemento en la leche destinada a los nihos cubanos a la utilizaciôn ilegitima de bases de datos.
La orden ejecutiva 12.333 prohibe a la CIA involucrarse directa o indirectamente en asesinatos pero, pese a ello, 
en 1984 es conocida, por ejemplo, la participaciôn directa de la CIA en el minado de los puertos nicaragüenses. Cfr. 
Revenga, Miguel; "El control...”, op. cit., pâgs. 24 a 27.
Caso de William Colby que fue director de la CIA de 1973 a 1976, y que publicaria sus memorias en Colby, 
William; Honorable Men. Mv life in the CIA. Nueva York, 1.978, passim.
Richard Buckley, por ejemplo, agente de la CIA, degollado por los terroristas de Hizbulâ.
Sâinz de la Pena, José Antonio y Marquina, Antonio; op. cit.; pâg. 3.
Ibidem.
Revenga Sânchez, Miguel; “El control...” op. cit., pâgs. 24 a 27.
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5.1.2. Defense Intelligence Agency (DIA)
El servicio secreto de las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos 
depende directamente del Pentagone®^® y coordina “todas las necesidades de 
obtenciôn de inteligencia militar que se presenten en el conjunto del 
Departamento de Defensa (con independencia de quien trate el material 
informative obtenido)”®^ .^
La DIA realiza su actividad sin perjuicio de los servicios de inteligencia 
propios de las très armas®^ ® y dispone del canal de television mâs exclusive del 
mundo, “CJCS”®^®, que emite todos los dias 17 horas diarias desde Washington 
a unos pocos lugares del planeta, donde los jefes militares norteamericanos alli 
destinados reciben informaciôn confidencial sobre cuestiones de actualidad.
5.1.3. Federal Bureau of Investigation (FBI)
La Oficina Federal de Investigaciôn fue creada en 1.908 como Divisiôn de 
Investigaciôn. Depende orgànicamente del Departamento de Justicia. La 
denominaciôn actual data de 1935 a propuesta de John Edgar Hoover®^^ , 
director del FBI desde 1.924 a 1.972. La permanencia de Hoover durante casi 
medio siglo al frente de la instituciôn aportô el método y el rigor cientifico pero 
también la obsesiôn comunista, victimas de la cual fueron intelectuales de la
La Public Law 99-433 (1-10-1986) fue el primer intento de définir una agencia de defensa, intento que no 
fructified. En mayo de 1991 el Pentagone llevô a cabo una reorganizaciôn de sus actividades de inteligencia. Los 
organismes de inteligencia de las distintas ramas de las Fuerzas Armadas fueron unificadas en Centres Conjuntos 
de Inteligencia {“Joint Intelligence Centers ander each theater commander") para canalizar sus productos al 
Pentagone a través de la DIA. Cfr. “Newsweek”, 27 de mayo de 1991.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 99.
Los servicios de inteligencia propios de cada uno de los très ejércitos norteamericanos son; la Army Intelligence 
(Ejército de Tierra), la OfTice of Naval Intelligence (Armada) y la Air Force Intelligence (Aire).
Vid. “El Mundo”, 5 de diciembre de 1998.
Hoover mantuvo su homosexualidad en secreto, y negô reiteradamente contactes con la mafia. Ambas cosas 
trascendieron con posterioridad, debido, en gran parte, a la utilizaciôn de la FOIA {Freedom of Information Act, Ley 
de Libertad de Informaciôn) sobre su archive personal conservado en poder del FBI, archive que utilizô como 
amenaza latente contra los sucesivos présidentes de los Estados Unidos para ser mantenido en el cargo durante 
cuarenta y echo ahos.
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talla de Thomas Mann, Pearl S. Buck, William Faulkner, Ernest Hemingway o 
John Steinbeck, todos elles Premios NobeF^, o actores como Chaplin o Woody 
Allen. Hoover fue el brazo armado del senador McCarthy durante la “caza de 
brujas”^^ ®. Iras su fallecimiento se estableciô que el Director del FBI séria 
nombrado por el Présidente con el consentimiento del Senado por un periodo 
de diez anos y sin posibilidad de reelecciôn.
El FBI, que ostenta facultades de policia, lucha contra el espionaje, el 
terrorisme, el narcotrâfico y el gangstérisme^^®, utilizando para elle métodos 
cientificos^®  ^ desde 1.932, ano en que fue creado el laboratorio de la sede 
central. Su trabajo es interior^ ®^ , dispone de mas de trescientas sucursales en 
los EE.UU., aunque cuenta con delegaciones en el extranjero^®®. Sus agentes 
son conocidos como G-men (hombres del gobierno), se entrenan en la base de 
Quantico, Virginia, enfrentândose a actores que simulan ser delincuentes, y 
presentando pruebas contra sus “detenidos” trente a conspicuos abogados.
Puede requérir ayuda del resto de la comunidad de inteligencia para 
obtener informaciôn fuera de los Estados Unidos y debe poner en conocimiento 
del Director Central de Inteligencia las informaciones relativas a la inteligencia 
exterior obtenidas en el curso de investigaciones criminales.
^^^Exempli gratia, Thomas Mann, autor de La Montana Mâgica, donde los personajes bîblicos son tratados en clave 
de humor novelado -  en la linea de la gran tradiciôn europea que va de Rabelais a Kundera - fue merecedor de un 
dossier de 800 paginas. Informaciôn detallada sobre todos estos dossieres puede encontrarse en Mitgang, Herbert; 
Dangerous Dossiers; Nueva York, 1988, passim.
No parece que las cosas mejoraran con posterioridad. La Asociaciôn “Campaha por los derechos politicos" 
demostrô en 1982 mediante documentaciôn pùblica obtenida via FOIA, el seguimiento por el FBI de feministas, 
activistas negros, profesores de universidad o intelectuales.
Sus funciones estân recogidas en la Secciôn 1.14 de la orden ejecutiva 12.333.
Sin olvidamos de las nuevas tecnologias. Hoy el FBI dispone, al menos, de dos satélites propios para facilitar 
sus comunicaciones. Vid. Pastor Petit, Domingo; op. cit.; pâg. 123.
Antes de la creaciôn de la CIA el FBI estaba muy extendido por Sudamérica, pero tras el nacimiento de la 
“Compahia” se replegô a EE.UU., con gran disgusto de Hoover, que ordenô quemar todos los archivos de 
Hispanoamérica antes que entregârselos a la CIA.
Desde la delegaciôn en Paris se controlan los asuntos que afectan a Espaha. Vid. “La Vanguardia”, 22 de mayo 
de 1999. La Secciôn 1.14 de la orden ejecutiva 12.333 establece que al realizar actividades de contrainteligencia en 
el extranjero se coordinara con la CIA. Cfr. Connelly, Thomas John; “Respuesta a una consulta...”, op. cit., pâg. 10.
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En la historié moderna de los Estados Unidos el FBI ha tenido grandes 
éxitos y grandes fracasos; no fue capaz de resolver los asesinatos del 
Présidente Kennedy y del pastor protestante Martin Luther King, pero, por el 
contrario, désarticulé la red de espias nucleares soviéticos®^ "^ , lucho contra los 
falsos desertores soviéticos®®® y, mas recientemente, destapé el caso Ames 
(1994).
5.1.4. National Security Agency (NSA)
La Agencia Nacional de Seguridad es el mas secreto de todos los servicios 
que componen la comunidad de inteligencia norteamericana y también la que 
cuenta con el mayor presupuesto. Se ocupa de la inteligencia técnica 
norteamericana y es la responsable principal de la Red Echelon diseminada por 
todo el planeta. Al igual que la CIA fue creada en 1947 por la National Security 
Act, que la incardina, de iure, en el Departamento de Defensa, aunque, de 
facto, goce de enorme autonomie. La Seccién 1.12 de la orden ejecutiva 
12.333 establece especificamente que la NSA es la responsable de 
“...collection... processing... dissemination of signals intelligence information 
for national foreign intelligence purposes...
5.2. Fundamento jundico constitucional de la comunidad de inteligencia
Segun el ordenamiento juridico norteamericano tanto el Congreso como el 
Présidente se encuentran legitimados para organizer la comunidad de 
inteligencia.
Si bien fue una de las espias nucleares, Elisabeth Bentley, quien acudiô a denunciar los hechos ante el FBI, que 
no la creyô, y tuvo que volver, insistir, y esperar.
Vid.. los cases “Top Hat” y  “Fedora”] Wright, Peter y Greengrass Paul; op. cit.; pâg. 276.
Connelly, Thomas John; “Respuesta...sobre organismes de inteligencia en la Icuha...", op. cit., pâg. 10.
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Por lo que respecta al Congreso, posee una competencia general para 
legislar sobre cualquier materia pero es que, ademâs, algunos asuntos que la 
constituciôn atribuye expresamente al Congreso, exempli gratia, la 
competencia presupuestaria para pro veer la defensa y el bienestar general de 
los Estados Unidos®®^ , estân claramente relacionados con los servicios de 
inteligencia®®®.
Por su parte, el Présidente, puede negarse a facilitar al poder législative 
informaciôn confidencial en determinadas circunstancias®®®, ergo précisa de 
unos servicios secretes que protejan o consigan taies informaciones. Ademâs 
de este fundamento genérico existen en la constituciôn norteamericana otros 
dos fundamentos especificos respecte de la competencia del Présidente de los 
Estados Unidos: su cualidad de Comandante Supremo de las Fuerzas 
Armadas®"^ ® (Art. I, Secciôn 2) y su deber de preserver, guardar y defender la 
Constituciôn (Art. Il, Secciôn 1 in fine).
5.3. La coordinaciôn de la comunidad de inteligencia
Todos los servicios de inteligencia norteamericanos convergen en la 
figura del Présidente que es ayudado, en la labor de coordinaciôn y filtrado de 
inteligencia, por una serie de ôrganos que se detallan a continuaciôn.
Art. 1.8 de la Constituciôn.
Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâgs. 78 y 79.
Cfr. United States v. Nixon, (1974).
No es posible pensar en el siglo XXI en un ejército sin servicios de inteligencia. Segùn la doctrina de la OTAN, 
“hay siete capacidades criticas que, combinadas, determinan la capacidad de combate de una unidad; Maniobra, 
movilidad, contramovilidad y supervivencia, apoyo de fuegos, defensa aérea, mande y control, apoyos de combate e 
inteligencia". Astilleros Yarto, Manuel; "Célula Nacional de Inteligencia Espafiola (SPNIC) en BiH" dentro del 
documente "Los servicios de inteligencia", Il Seminario de Estudios sobre el Ejército, Escuela Superior del Ejército, 
pâg. 48.
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5.3.1. El Asesor del Présidente para Asuntos de Seguridad Nacional
Eisenhower créa esta figura, meramente consultiva, sin base legal 
alguna, en 1953. El Présidente, militar de carrera, quiso disponer de una 
especie de edecan -ayudante de campo-, al modo y manera de los estados 
mayores. El hecho de que este ôrgano carezca de base legal implica que la 
voluntad libérrima del Présidente de los Estados Unidos détermina quien sea la 
persona que ocupe el cargo, cuâles sean las funciones de este y como debe 
integrarse dentro de la administraciôn. Es importante destacar que se trata de 
un asesor para todas®"^  ^ las cuestiones que conciernen a la seguridad nacional 
que puede jugar Un papel crucial en labores de coordinaciôn en mementos de 
crisis.
5.3.2. El Consejo de Seguridad Nacional
El Consejo de Seguridad Nacional es un ôrgano consultivo que asesora al 
Présidente en asuntos de seguridad nacional®"^ ®. Son miembros de iure de 
dicho Consejo: el Présidente, el Vicepresidente, el Sécrétario de Estado y el 
Secretario de Defensa. Y son miembros de facto -se les invita habitualmente-: 
el Présidente o Vicepresidente de la Junta de Jefes de Estado Mayor®"^ ®, el 
Director Central de Inteligencia®^, el Fiscal General del Estado y el Asesor del 
Présidente para Asuntos de Seguridad Nacional.
Para todas, no solamente para las relativas a asuntos de inteligencia, como es el caso del Director Central de 
Inteligencia.
El Consejo de Seguridad Nacional esta regulado por la National Security Act que lo créa en 1947 y por la orden 
ejecutiva 12.333 (United States Intelligence Activities).
Miembro de facto pero menos, puesto que tiene cobertura legal en 50 United States Code Annotated (USCA) 
402 (e).
También tiene cobertura legal en la orden ejecutiva 12.333, Secciôn 1.5.
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Aunque fue pensado como ôrgano consultivo y de coordinaciôn en alguna 
ocasiôn “se le han asignado competencias de tipo ejecutivo”®^®. Engloba très 
comités expresamente mencionados por la National Security La Junta
de conflictos de baja intensidad -que coordina la politica que vayan a seguir los 
Estados Unidos en taies conflictos-, el Comité de Inteligencia Exterior -  que 
asesora al Consejo de Seguridad Nacional en sus actividades- y el Comité de 
Amenazas Transnacionales -  que se ocupa de asuntos como el terrorisme, las 
drogas, y la proliferaciôn de armas de destrucciôn masiva-.
5.3.3. El Consejo y la Oficina de Seguridad Interior
Estos organismes nacieron como consecuencia de los problèmes de 
coordinaciôn detectados en la comunidad de inteligencia norteamericana tras 
los atentados del 11-S y tuvieron asiento legal en la orden ejecutiva 13.228, de 
8 de octubre de 2001, firmada por el Présidente George W. Bush. El Consejo 
de Seguridad Interior debe asegurarse de que toda la coordinaciôn interior 
referida a los servicios de inteligencia se efectùa debidamente. En él estân 
representados todos los departamentos que tienen servicios de inteligencia que 
se ocupan de la seguridad interior de Estados Unidos reunidos bajo la direcciôn 
del Présidente o Vicepresidente de la naciôn®"^ .^ La Oficina de Seguridad 
Interior®^ ® estâ ubicada en la Oficina Ejecutiva del Présidente y estâ dirigida por 
el asesor del Présidente para la Seguridad Interior. Su trabajo consiste en 
identificar prioridades y coordinar inteligencia dentro de Estados Unidos para
Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 87.
^  50 USCA, 402, Subsecciones (g), (h) e (i). Sin perjuicio de que pueda crear cuantos otros comités estime 
oportuno. Para todas estas cuestiones dispone de una plantilla de personal dirigida por un Secretario ejecutivo 
nombrado por el Présidente.
El Consejo de Seguridad Interior estâ regulado en la Secciôn 5 de la orden ejecutiva 13.228.
Orden ejecutiva 13.228, Secciones 1 a 3.
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luchar eficientemente contra el terrorismo asi como determinar prioridades, 
fuera de los Estados Unidos, respecto de actos terroristas que pudieran 
cometerse en el interior del pais.
5.3.4. El Director Central de Inteligencia
Su régimen juridico esté establecido en la National Security Act 6e 1947®"^ ®. 
Es un cargo dual®®®: Por un lado, es el jefe de la comunidad de inteligencia y, 
por otro, es el Présidente de la CIA.
Tiene très funciones basicas, las dos referidas ut supra, y una tercera: ser 
el principal Asesor del Présidente para asuntos de inteligencia relacionados con 
la seguridad nacional®®\ En las labores de coordinaciôn su figura se ve 
oscurecida por la presencia del Consejo Nacional de Seguridad y por las 
tradicionales reticencias del FBI.
El Director Central de de Inteligencia dispone de una serie de organismes 
auxiliares entre los que destacan: la Oficina del Director Central de 
Inteligencia®® ,^ el Vicedirector Central de Inteligencia®®®, el Vicedirector Central 
de Inteligencia para la gestiôn de la Comunidad de Inteligencia®®"^ , el Consejo
Y, mucho menos, en la orden ejecutiva 12.333 que le asigna la ejecuciôn de las llamadas “actividades 
especiales”. Posteriormente la Intelligence Authorization Act (1991) se dejaria de eufemismos y las denominarla 
“covertactions”. Cfr. Revenga, Miguel; “El control...”, op. cit., pâg. 26.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâgs. 90 a 97.
Con mâs detalle el Director Central de Inteligencia se encarga de; la protecciôn de la inteligencia, el acceso a la 
misma, suministro de inteligencia interior y exterior, relaciones exteriores, direcciôn de la polltica administrativa de la 
comunidad, actividades consultivas, gastos y presupuestos y la direcciôn de la politica de inteligencia exterior. La 
enumeraciôn, sin tener carâcter de numerus clausus, es suficientemente ejemplificativa de la importancia y las 
funciones que agiutina el Director Central de Inteligencia.
“La ley habilita al DCI para establecer una plantilla profesional de apoyo a la Oficina del Director, reclutada entre 
sujetos con experiencia en las materias relativas a las responsabilidades que se les encomiendan". Ruiz Miguel, 
Carlos; op. cit.; pâg. 95.
Ayuda y sustituye -caso de ausencia o enfermedad- al Director Central de Inteligencia.
Se encarga de centralizar y coordinar todos los ôrganos de la Comunidad. Es el tercero en el escalafôn tras el 
director y el Vicedirector. Segùn la legislaciôn norteamericana une de los très, como mâximo, serâ militar, siendo 
muy aconsejable que al menos uno de los très lo sea.
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de Inteligencia Nacional®®® y très directores auxiliares -e l dedicado a ta reas de 
obtenciôn, el de ta reas de analisis y producciôn y el de administraciôn-.
Estos son los ôrganos auxiliares que la ley ha previsto pero el Director 
Central de Inteligencia puede crear cualesquiera otros si lo estima oportuno.
5.3.5. El Director Nacional de Inteligencia
La destituciôn de Dennis Blair, te roe r director de los servicios de 
inteligencia nacional en seis ahos del cargo, es un indicador importante de que 
la La Ley de Reforma de los Servicios de Inteligencia y Prevenciôn del 
Terrorismo de 2004 fracasô. El Director de la Inteligencia Nacional (DNI es su 
sigla en inglés) fue el resultado de las masivas fallas de los servicios de 
inteligencia que llevaron al 11-8 y la preocupaciôn por las armas iraquies de 
destrucciôn masiva. Como dice Ivan Eland el problema fue que la plétora de las 
reservadas y mutuamente suspicaces agendas de inteligencia no se 
encontraba coordinando muy bien entre si. En ese momento, el director de la 
inteligencia central (DCI), por entonces la misma persona que era director de la 
CIA, era nominalmente el encargado de coordinar la recopilaciôn, el analisis y 
la difusiôn de la inteligencia entre el montôn de organismes. El DCI se encontrô 
con el problema de carecer de autoridad suficiente sobre el personal, los 
presupuestos, y las operaciones de las otras agendas para hacer su trabajo. El 
DNI, que sustituyô al ahora d if unto DCI, tiene el mismo problema, excepte que 
se encuentra en peores condiciones porque en verdad no es ni siquiera el jefe
Compuesto de analistas de alto range de la Comunidad y expertes en la materia nombrados per el Director 
Central de Inteligencia. Ejerce una labor consultiva y de supervision respecto de la Comunidad y asesora al Director 
Central de Inteligencia sobre los nombramientos a realizar dentro de esta (con la exdusiôn del FBI, salve acuerdo 
previo del Director Central de inteligencia con el Fiscal General).
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de una agencia sustancial de inteligencia, como lo era el DCI y el director de la 
CIA.
La estructura de la comunidad de inteligencia se desarrollô durante la 
Guerra Pria, estados contra estados, burocracia contra burocracia. El camino 
ahora deberia ser el opuesto, eliminar burocracia, suprimir agendas para 
enfrentar a grupos tremendamente agiles.
5.4. En particular: escuchas o intrusiones electrônicas
Sobre este asunto la evoluciôn jurisprudencial ha sido la siguiente: en un 
primer momento el Tribunal Supremo entendiô que no era necesaria 
autorizaciôn judicial®®®. Mâs tarde considéré que la Cuarta enmienda les era 
plenamente aplicable®® .^ Ese mismo ano se distingue ya entre escuchas para 
asuntos criminales -que necesitan autorizaciôn judicial- y aquellas otras en que 
entra en liza la seguridad nacional -  en las que puede prescindirse de ella-®®®. 
Pasados unos anos el Tribunal Supremo distingue entre ciudadanos 
americanos -hace falta autorizaciôn judicial- y residentes que no son 
ciudadanos norteamericanos -  no es necesaria -®®®.
Ademâs de lo anteriormente expuesto, hay que decir que los servicios de 
inteligencia cuentan, juridicamente, con algunas facultades excepcionales en 
estos casos®®°. Asi, el Fiscal General puede suplir la autoridad judicial all! 
donde esta sea necesaria y el Director del FBI (o, en su nombre, otra persona
556 Olmstead v. United States (1928).
Berger v. New York (1967).
Katz V. United States (1967).
United States v. United States District Court (1972), United States v. Butenko (1974), Berlin Democratic Club et 
al. V. Brown (1976).
Que se han visto incrementadas notabiemente (correos electrônicos, ampüaciôn del “espacio judicial", “medidas 
itinérantes"... a raiz de la USA PATRIOT Act {Uniting and Strengthening Aproppiate Tools Required to Intercept and 
Obstruct Terrorism) de 2001. Ad abundantiam, Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 107.
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que, como mînimo, sea subdirector auxiliar del FBI) estâ autorizado para exigir 
a las empresas de telecomunicaciôn la expediciôn de certificados conteniendo 
el nombre, direcciôn y facturas de cualquier persona que sea sospechosa de 
actuar para un Gobierno extranjero o de realizar actividades terroristas.
5.5. El Estatuto de! Personal
La orden ejecutiva 12.333®®^  dice claramente que todas las personas que 
estén formalmente empleadas, se hallen asignadas o actûen para un servicio 
de inteligencia son miembros de la comunidad de inteligencia norteamericana. 
La relaciôn de estas personas con el servicio continua después de finalizada su 
actividad laboral para el mismo. Asi, los empleados de la CIA “deben firmar un 
acuerdo escrito mediante el que se restringe el tipo de actividades que pueden 
realizar esas personas una vez que terminen su relaciôn con la agencia”®®®. Por 
lo que respecta al deber de guardar secreto hay que decir que este deber 
afecta a los secretos que el agente hubiese conocido, a la identidad de los 
agentes encubiertos y a la necesidad de censura previa antes de publicar 
escritos relacionados con el trabajo que el agente hubiese realizado para el 
servicio en el que trabajase®®®.
5.6. En particular: la Ley sobre Libertad de Informaciôn
La Freedom of Information Acf®®^  (Ley sobre Libertad de Informaciôn), 
que ha jugado un destacadisimo papel en el ordenamiento juridico
Orden ejecutiva 12.333, Secciôn 3.4. (c). 
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 103.
El caso Marchetti ha sido el de mayor repercusiôn pùblica. United States v. Marchetti (1972) y Snepp v. United 
States (1980).
^  La Freedom of Information Act quedô codificada en el United States Code bajo el titulo 5, epigrafe 552. Revenga 
Sânchez, Miguel; El Imoerio.... op. cit., pâg. 154.
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norteamericano, fue aprobada por el Congreso de Estados Unidos en 1966®®® y 
entrô en vigor el 4 de julio de 1967®®®. Supone la posibilidad de acceso 
universal, para norteamericanos y extranjeros®® ,^ a los dossiers de la 
Administraciôn con una modificaciôn relevante en cuanto a la legitimaciôn 
procesal pasiva: no es necesario tener interés directe en la documentaciôn 
solicitada. Es una ley que busca la publicidad®®® y coloca, en ultimo termine, la 
Have del acceso en manos de los jueces.
En la prâctica, la ley no funcionaba de manera acorde con su espiritu. 
Habia “demoras excesivas a la hora de responder a las solicitudes”®®® por parte 
de la Administraciôn, que, ademâs, cobraba unas tarifas muy elevadas y 
abusaba de algunas excepciones previstas en la ley.
El Tribunal Supremo®^ ® contribuyô a recortar el espiritu de la ley, con lo 
que a su vez obligô al legislador a reformarla para restaurar la intenciôn 
primigenia (1.974).
El “padre” de la ley fue John Moss. Demôcrata, miembro de la Câmara de Représentantes, en 1.954 expresô su 
idea de que la Administraciôn estaba oculta tras una “cortina de papel” que impedia a los ciudadanos conocer los 
asuntos pùblicos y a la prensa investigarlos. Esto, a su vez, facilitaba la corrupciôn y perjudicaba la democracia. La 
prensa haria suyas las tesis de Moss e insistiria reiteradamente sobre el tema a lo largo de once anos hasta 
conseguir su objetivo. Ad abundantiam; Revenga Sânchez, Miguel; El imoerio.... op. cit, pâgs. 153 y 154.
^  Vid. ibidem, pâgs. 152 y ss.
Lo que permitiô utilizarla al Ayatolah Jomeini en 1.981 para accéder a la CIA. Su pretensiôn fue denegada. La 
FOIA ha sido utilizada también desde el extranjero para el espionaje industrial contra empresas norteamericanas. 
Desde el interior, gran numéro de peticiones de ciudadanos americanos tienen que ver con sus archivos personales 
en poder del FBI.
^  Las excepciones son casos tasados. La régla general es la publicidad. Ahora bien, se hizo una utilizaciôn 
abusiva de las excepciones V  (defensa nacional) y 7® (archivos policiales) que daria lugar a ulteriores reformas para 
paliar las anomalias detectadas.
Revenga Sânchez, Miguel; El imoerio...; op. cit.; pâg. 156.
Environmental Protection Agency et al. v. Mink et al. (1973) El caso enfrentô en 1971 a un grupo de 
congresistas, encabezados por Patsy Mink, con el Présidente Johnson, a raiz de unas pruebas nucleares en Alaska 
de las que éste se negaba a dar dates. Los congresistas solicitaron documentaciôn sobre el tema, via FOIA, a la 
Agencia de Protecciôn del Medio Ambiente, que se negô a dada. El asunto termina en los tribunales, donde en 
primera instancia el Juez de Distrito niega el derecho de acceso a los congresistas, basândose en las excepciones 
V  (seguridad nacional) para los documentos clasificados y 5® (documentos de procedimiento interno de la agencia) 
para los no clasificados. El Tribunal de Circuito (apelaciôn) reconoce el acceso, al menos, a los documentos no 
clasificados. Finalmente el Tribunal Supremo deniega el acceso sobre la base de una tautologia; que era secreto 
porque ténia el sello de secreto, luego no se podia accéder a la documentaciôn. En su voto particular el juez 
Douglas recuerda que la Administraciôn ha clasificado sistemâticamente informaciôn no sensible para el pais para 
ocultar sus errores y corrupciones.
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La reforma estuvo orientada a reducir el tiempo de demora y las tasas 
excesivas que cobraba la administraciôn, previendo sanciones para los 
funcionarios, caso de dolo o negligencia, a clarificar las excepciones de las que 
se hacia un uso abusive, y a establecer el reemboiso de los gastos del juicio, si 
ganaba el demandante de la informaciôn®^^
En la linea aperturista de la reforma se aprobaron en 1.974 y 1.976 la 
Federal Privacy Act y la Federal Government in the Sunshine Act. La primera 
protege el derecho a la intimidad de los ciudadanos americanos frente a la 
Administraciôn, pero no tiene aplicaciôn respecto de los servicios de 
inteligencia. Es una ley complementaria de la FOIA aunque de espiritu mâs 
restringido. La segunda (gobierno a la luz del sol), obliga a poner a disposiciôn 
de los ciudadanos las deliberaciones de las agencias federates con ôrgano 
colegiado, cuyos miembros hayan sido nombrados directamente con el visto 
bueno del Senado. Contiene un régimen de excepciones similar a la FOIA.
La Ley de Libertad de Informaciôn volviô a ser modificada en 1.986 para 
matizar a Cm mâs la excepciôn 7® relativa a los archivos policiales.
5.7. El control de la comunidad de inteligencia
En el sistema politico norteamericano, los tres poderes clâsicos 
(ejecutivo, legislativo y judicial) son compétentes para controlar las actividades 
llevadas a cabo por la comunidad de inteligencia®^®.
El Présidente Ford veto la reforma arguyendo falta de preparaciôn de los jueces, y la dificultad inherente a los 
temas de seguridad nacional, para que estos pudiesen decidir sobre la materia. El veto no prosperô en las Camaras 
y la reforma fue aprobada. Sin embargo, el argumente ha sido reiteradamente utilizado por la propia jurisprudencia 
americana, antes y después de Ford, para no entrar en consideraciones de fonde atinentes a la seguridad nacional. 
Exempli gratia, Allen v. CIA, (1.980) en que se rechaza el sistema de inspecciôn in camera para sumarios ingentes o 
asuntos de gran complejidad.
Revenga Sânchez, Miguel; “El control...”, op. cit.
158
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
5.7.1. El control por el ejecutivo
Cualquier acciôn encubierta®^® debe ser autorizada por el Présidente de 
Estados Unidos®^ "^  que, ademâs, détermina los procedimientos de acceso a la 
informaciôn generada por los servicios de inteligencia.
El Controlador General de Cuentas -designado por el Présidente con la 
aquiescencia del Senado- debe exigir a la comunidad de inteligencia cuantos 
documentos precise para el debido control del gasto publico (pudiendo el 
Présidente eximir de esta obligaciôn a las transacciones especialmente 
“sensibles”).
No obstante lo anterior, el peligro de que los ôrganos de inteligencia actûen 
autônomamente y sin autorizaciôn del ejecutivo (tal como se supone que 
sucediô en el escândalo Irân-Contra) se tradujo en la creaciôn de dos ôrganos 
de control:
5.7.1.1. El Consejo Asesor de Inteligencia Exterior
Se trata de un ôrgano consultivo creado en 1981 (Orden ejecutiva 
12.331 de 20 de octubre) y reformado en 1985 (Orden ejecutiva 12.537 de 28 
de octubre, que deroga la citada anteriormente) que estâ ubicado en la Oficina 
Ejecutiva del Présidente en la Casa Blanca. El Consejo estâ compuesto por 
dieciséis miembros -personalidades distinguidas suficientemente cualificadas- 
nombrados ad limitum por el Présidente a quien informan y asesoran.
La Intelligence Authorization Act de 1991 define las acciones encubiertas {covert actions) como "acciones de! 
Gobierno de Estados Unidos dirigidas a manipuiar... las condiciones poMücas, econômicas o militares fuera de 
Estados Unidos, siempre que hayan sido planificadas de tal manera que la intervenciôn del Gobierno de Estados 
Unidos no se manifeste ni se reconozca pùblicamente". Ibidem, pâg. 26.
“Esta autorizaciôn, sin embargo, estâ sometida a ciertas condiciones: debe hacerse sôlo cuando ello sea 
necesario para apoyar objetivos de politica exterior que resulten identificables y sea importante para la seguridad 
nacional de los EE.UU.; debe concederse por escrito; debe especificar que departamento o agencia financia o 
participa en la operaciôn; y no puede autorizar acciones que violen la Constituciôn o las leyes de los EE.UU." Ruiz 
Miguel, Carlos; op. cit.; pâgs. 116 y 117.
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5.7.1.2. El Consejo de Vigilancia de la Inteligencia
Fue creado en 1981®^ ® y estâ ubicado también en la Oficina Ejecutiva del 
Présidente en la Casa Blanca. Se compone de cuatro miembros como mâximo 
(con iguales caracteristicas personales que los miembros del Consejo Asesor 
de Inteligencia Exterior) con funciones mâs que meramente consultivas. Asi 
informa al Présidente de cualquier actividad que segùn alguno de los miembros 
vulnere el ordenamiento juridico; envia al Fiscal General del Estado aquellos 
informes que haya recibido y considéré ilegales; revisa las directrices internas; 
puede hacer las recomendaciones que estime oportunas a la comunidad de 
inteligencia y, finalmente, puede llevar a cabo cuantas investigaciones 
considéré necesarias®^®.
5.7.2. El control parlamentario
El control parlamentario puede hacerse por una sola câmara o por las 
dos, generalmente a través de comités®^ .^ Ahora bien, independientemente de 
taies comités hay otras posibilidades previas: la necesaria aquiescencia del 
Senado para el nombramiento de los altos cargos de la comunidad de 
inteligencia y la utilizaciôn del impeachmenf^^ para removerlos.
5.7.2.1. Select Committee on Intelligence (Senado)
Orden ejecutiva 12.334, de 4 de diciembre de 1981, reformada por la Orden ejecutiva 13.070, de 15 de diciembre 
de 1997.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 116.
En el Senado, el Select Committee on Intelligence y en el Congreso, el Foreign Affairs Committee. Connelly, 
Thomas John; “Respuesta...”, op. cit., pâg. 33.
Proceso de responsabilidades politicas que permite remover a un alto cargo de su puesto. El Congreso instruye 
las acusaciones y el Senado decide.
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El Comité Selecto sobre Inteligencia debe asegurar que los organismos de 
inteligencia pongan informaciôn compléta y oportuna a disposiciôn de los 
poderes ejecutivo y legislativo. Ademâs, “deberâ vigilar las actividades de 
inteligencia para asegurar que dichas actividades se realicen conforme a la 
Constituciôn y la Ley”®^®.
El Comité estâ integrado por quince senadores y su existencia no es ôbice 
para que otras instancias del Senado pudieran, eventualmente, realizar 
investigaciones sobre determinados aspectos de la comunidad de inteligencia 
norteamericana. “El Comité presentarâ al Senado informes periôdicos y 
regulares sobre las actividades de inteligencia realizadas, senalando aquellas 
que puedan requérir acciôn de parte del Senado. Y recibirâ sendos informes 
anuales del Director de la CIA, el Secretario de Defensa, el Secretario de 
Estado y el Director del FBI, respetando la naturaleza reservada de dichos 
informes. Ademâs, este Comité presentarâ sus opiniones y estimaciones al 
Comité del Senado para el Presupuesto”®®®.
S.7.2.2. Committee on Foreign Affairs (Congreso)
Este comité de la Câmara de los Diputados revisa y estudia de manera 
permanente, entre otras cuestiones, “todas las leyes, programas y actividades 
del Gobierno relacionados con:... las actividades de inteligencia referidas a la 
politica exterior”®®^ Estas funciones le son atribuidas al Congreso tanto por la 
legislaciôn que le es propia como por la National Security Act.
Connelly, Thomas John; “Respuesta...organismos de inteligencia en la lucha...” op. cit., pâg. 11.
Sobre el control presupuestario de la comunidad de inteligencia hay que ahadir que es poco preciso pese a que 
la Constituciôn (art. I, Secciôn 9, clâusula 7) establece “que sôlo podrâ disponerse de dinero del Tesoro como 
consecuencia de una asignaciôn presupuestaria prevista por la ley, siendo obligatorio publicar periôdicamente los 
justificantes de gastos de dinero pùblico”. Cfr. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâgs. 121 y 122.
Connelly, Thomas John; “Respuesta...inteligencia en la lucha...”, op. cit. pâg. 13.
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Tras la Ley de 1980 sobre Control Parlamentario de los Servicios de 
Inteligencia, la Orden ejecutiva 12.333 comprometia al ejecutivo a informar a 
las comisiones parlamentarias sobre las operaciones encubiertas. Como esto 
no fue asi, (caso Irân-Contra, aireado en los medios de comunicaciôn) en 1991 
se aprueba la “Intelligence Authorization Acf”®®® que introduce dos exigencies 
respecto de las acciones encubiertas que se emprendan: certificaciôn 
presidencial (por escrito) y comunicaciôn al Congreso “con anterioridad al 
comienzo de la operaciôn”®®®.
Tal y como estân las cosas en la actualidad, con la necesidad de 
cooperaciôn entre republicanos y demôcratas -que se ha visto claramente en 
el paquete de medidas aprobadas contra la crisis econômica (Plan Bush), el 
poder de las comisiones de control es un poder de naturaleza persuasiva que 
el présidente dificilmente estarâ en condiciones de ignorar sin arriesgarse a 
que el Congreso le desautorice y adopte medidas que hagan inviable la 
operaciôn controvertida.
Para algunos autores (Gumina) esta ley fue el mâs notable subproducto del caso Irân-Contra. Cfr. Revenga 
Sânchez, Miguel; “El control...”, op. cit., pâg 26.
“Cuando el Présidente estime que concurren circunstancias extraordinarias que, por afectar a intereses vitales de 
Estados Unidos, aconsejen reducir el numéro de congresistas con acceso a la certificaciôn presidencial, esta serâ 
noüfcada tan sôlo a un grupo reducido, formado por los présidentes y lideres de la minoria de las comisiones de 
inteligencia de ambas câmaras, los speaker, y los lideres de la minoria de la Câmara de Représentantes y del 
Senado, asi como cualesquiera otros miembros destacados del Congreso a quienes el présidente considéré 
oportuno incluir en el grupo. Con técnica normativa de dudosa factura técnica, la ley establece por ultimo que 
cuando el présidente no realice notifcaciôn previa de la operaciôn, deberâ informar sobre la misma, de manera 
compléta y en tiempo oportuno a las comisiones de inteligencia, acompahando un informe sobre las razones que 
justifican el no haber cumplido con el requisite de la notifcaciôn previa. Este ultimo aspecto de la reforma fue el que 
resultô mâs conflictivo. Leido en consonancia con el requisite de la certificaciôn presidencial, supone un claro indicio 
de que en la cuestiôn de las operaciones encubiertas el Congreso no estâ dispuesto a dar cheques en blanco al 
présidente”. Revenga Sânchez, Miguel; “El control...”, op. cit., pâgs. 26 y 27.
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5.7.3. El control judicial
En general, los jueces, “si bien han afirmado la posibilidad de su control 
sobre ciertas facetas de la actividad de los servicios de inteligencia han 
mostrado general deferencia en este terreno hacia el Ejecutivo cuando éste 
conseguia demostrar la existencia de un auténtico interés de la seguridad 
nacional"®®"^ .
Desde 1803®®® la jurisprudencia norteamericana ad mite que es posible el 
control de los actos politicos que afecten a derechos individuates. La cuestiôn 
ahora es determinar la intensidad de tal control. Pues bien, hay reiterados 
ejemplos de que cuando lo ha creido oportuno ha entrado a conocer con 
detalle del asunto®®®.
Como régla general puede deducirse que cuando el asunto afecta 
verdaderamente a cuestiones vitales de seguridad nacional la jurisprudencia 
cede ante el ejecutivo y no entra a conocer del asunto pero siempre examina si 
eso es asi, es decir, si verdaderamente esta en juego la seguridad nacional y 
no es meramente una coartada de la administraciôn para justificar acciones 
contrarias al ordenamiento juridico como sucediô en el caso de los Pentagon 
Papers donde el Gobierno pretendia perseguir una conducta que ni siquiera 
estaba penada por la ley arguyendo que “podria” haber un perjuicio para la 
seguridad nacional pero sin demostrarlo en ningûn momento.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 126. 
Marbury v. Madison (juez Marshall).
586 New York Times Co. v. United States (1971). Examinando in camera los secretos de estado si ha sido menester, 
V. gr., United States v. Nixon (1974).
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5.8. Diferencias y similitudes con el caso espanol
La legislaciôn norteamericana sobre servicios de inteligencia es un viaje 
que aùn sigue. La imagen que arroja es un video, consecuencia de la Judicial 
Review, no una fotografia. Arranca en la concepciôn omnimoda del derecho 
anglosajôn del valor “seguridad nacional” y desemboca en un sistema de 
control muy similar al de Espana o Alemania.
La Guerra de Vietnam y el escândalo Watergate fueron momentos clave 
que hicieron aumentar el control sobre la comunidad de servicios de 
inteligencia norteamericana.
El control por el ejecutivo es el mâs amplio y pormenorizado de los 
servicios occidentales con menciôn destacada para el Consejo de Vigilancia de 
la Inteligencia y el Asesor de Seguridad Nacional.
El control judicial ha fluctuado continuamente, dependiendo de las 
necesidades y del momento que ha atravesado el pals ha sido mâs laxo o mâs 
estricto. La constante que se mantiene es una renuencia cierta por parte de los 
jueces a conocer de asuntos en los que esté involucrada la seguridad nacional 
siempre que tal implicaciôn esté debidamente justificada por el ejecutivo.
El control parlamentario en el Congreso y el Senado ha dependido, en 
cuanto a su fortaleza, de su buena sintonia politica con el titular de la Casa 
Blanca. Las comisiones de control en ambas câmaras gozan de gran prestigio 
ante la opiniôn pùblica y de una dilatada trayectoria.
La comunidad norteamericana présenta aspectos ùnicos que no tienen 
parangôn en ningùn otro pais de nuestro entorno: las posibilidades de control 
que abre la FOIA a los ciudadanos norteamericanos respecto de sus propios 
datos no tienen parangôn en Europa -incluse el Ayatolâ Jomeini intentô
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utilizarla para burlar la seguridad nacional norteamericana- pero, por otro lado, 
el director del FBI puede autorizar intervenciones sin necesidad de autorizaciôn 
judicial.
En este capitule se ha examinado el régimen juridico subjetivo del sujeto 
organizado que es objeto de esta tesis enmarcado en el derecho comparado de 
los paises de nuestro entorno.
Los paises mâs opacos al control de sus comunidades de inteligencia han 
resultado ser el Reine Unido y Francia. El viejo aforismo inglés de que el Rey 
(la administraciôn, donde se engloba la comunidad de inteligencia) no puede 
equivocarse hace que ésta se envuelva en un aire de infalibilidad, a lo que hay 
que sumar la concepciôn expansiva y suprema del principio de seguridad 
nacional que no cede ante ningùn otro. Cuando el ejecutivo esgrime las 
razones de estado el control desaparece.
En Francia la situaciôn es similar partiendo de supuestos absolutamente 
diferentes, igualdad frente a libertad, sacralizaciôn del estado laico frente a 
idealizaciôn de la monarquia.
Por el contrario Espana y Alemania cuentan con los mayores contrôles de 
la comunidad de inteligencia en todos los ôrdenes: ejecutivo, parlamentario y 
judicial. Ambos paises han conocido la dictadura en el siglo XX y tienen un 
firme deseo de preserver las instituciones democrâticas de las que se han 
dotado, a diferencia de Francia o el Reino Unido, en Espaha y Alemania estâ 
muy présente la idea, la sensibilidad, de que los valores democrâticos del 
estado de derecho es algo que hay que vigilar y mantener porque la 
experiencia les ha demostrado que no siempre han podido disfrutar de ellos. La 
diferencia entre Alemania y Espaha es que la primera permite a los Lànder la
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existencia de servicios de inteligencia y no de meros servicios de informaciôn 
insertados en las policias autônomas como es el caso de Espaha.
En un punto intermedio entre Francia/Reino Unido y Alemania/Espaha 
encontramos a los Estados Unidos de America.
La comunidad de inteligencia norteamericana vive una situaciôn sui generis 
derivada, en primer lugar, de la naturaleza de su ordenamiento juridico 
sustentado en la Judicial Review lo que le mantiene en continue movimiento y, 
en segundo lugar, de la singularidad de sus instituciones que tienden al 
equilibrio y al contrapeso: el director del FBI puede ordenar una interceptaciôn 
a cualquier ciudadano sin autorizaciôn judicial pero, al mismo tiempo, cualquier 
ciudadano puede requérir a cualquier servicio para que le haga llegar los datos 
que obran en su poder sobre su persona.
No obstante, el concepto de la seguridad nacional sigue teniendo un 
enorme peso en la judicatura norteamericana y siempre que el ejecutivo 
argumente -claramente- razones de estado, puede estar seguro de que su 
sehoria se inhibirâ del proceso.
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Capitulo III:
El fundamento constitucional 
de los servicios de inteligencia
1. La incardinaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
Los servicios se inteligencia deben estar integrados en el estado 
democràtico de derecho porque este no puede tener areas ayunas de la 
obediencia a la ley. Como decia Cicerôn, somos esclavos de las leyes para ser 
libres. Asi las cosas, el sometimiento al ordenamiento juridico vigente y el 
respeto escrupuloso a los derechos fondamentales®®  ^ son conditio sine que 
non. Cuando los servicios de inteligencia violan o restringen los derechos 
fondamentales, mâs allâ de lo razonable y de lo constitucionalmente admisible, 
“se estâ socavando precisamente uno de los pilares fondamentales de ese 
Estado que se pretende defender, en cuanto taies derechos constituyen, como 
establece nuestra norma suprema, el fundamento del orden politico y de la paz 
social”^®.
El primer paso para situar debidamente los servicios de inteligencia en el 
marco del estado democràtico de derecho es que el estado reconozca su
“Los servicios de inteligencia se incardinan precisamente en la estructura politica de ese Estado social y 
democràtico de Derecho, en el que el respeto a los derechos fondamentales del individuo se convierte en el principio 
inspirador de todo el sistema constitucional”. Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit., pâg. 11.
Lozano, Blanca; op. cit., pâg. 169.
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existencia®®®, reconocimiento que ha de hacerse por ley, puesto que la 
actividad de taies servicios afecta o puede afectar a los derechos 
fundamentales. Sobre este particular recuérdese que el articule 53.1 de la CE 
de 1978 dice: “Los articules y libertades reconocidos en el Capitulo segundo 
del presunto Titulo vinculan a todos los poderes pùblicos. Sôlo por ley, que en 
todo caso deberâ respetar su contenido esencial, podrâ regularse el ejercicio 
de taies derechos y libertades que se tutelarân de acuerdo con lo previsto en el 
art. 161.1.a).”
Una vez que los servicios de inteligencia han sido expresamente 
reconocidos por el estado de derecho se plantea ahora la adecuaciôn a éste y 
su integraciôn con el resto del ordenamiento juridico.
1.1. Necesidad o no de menciôn constitucional expresa de los servicios 
de inteligencia
A la pregunta de si es necesario la menciôn constitucional expresa de los 
servicios de inteligencia para la existencia de un verdadero estado democràtico 
de derecho se ha de contester que no, puesto que ni siquiera es conditio sine 
qua non la existencia de una constituciôn escrita.
Dicho esto, se ha de ahadir también que la menciôn constitucional expresa 
de los servicios de inteligencia simplifica los problèmes juridicos que taies 
servicios han de aborder con posterioridad®®®.
Cuando los servicios de inteligencia hicieron esta sugerencia a los poderes 
constituyentes, éstos adujeron “lo excesivo de su pretensiôn”®®^ <j,Es en verdad
Hasta 1989, Intelligence Service Act, el gobierno brltânico ni afirmaba ni negaba su existencia.
Esta fue la admoniciôn que la CIA hizo a los servicios de inteligencia espaholes durante el proceso constituyente. 
José Luis Cortina informé al autor de la tesis de la existencia de taies recomendaciones.
Bardavio, Cernuda y Jâuregui; op. cit., pâg. 212.
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una pretensiôn excesiva? Si, si se piensa que se trata de unos organismos del 
estado que quieren “figurar” en la constituciôn; no, si se observa que el ejercicio 
de los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos pueden quedar 
seriamente afectados por el ejercicio de su actividad.
Los servicios de inteligencia deben mencionarse expresamente en la 
constituciôn porque la observancia de los derechos y libertades fundamentales 
de los ciudadanos es decisive para que se pueda hablar o no de la existencia 
de un estado democràtico de derecho.
Si acudimos al derecho comparado encontramos algunos ejemplos de 
cobertura constitucional expresa de los servicios de inteligencia®®®. Tal es el 
caso de los artîculos 73.10.b®®® y 87.1.2®®"^  de la Ley Fundamental de Bonn®®® y 
del articule 52.a de la Constituciôn austriaca®®®. Pero aunque tal cobertura 
expresa no exista, debe ser posible siempre entroncar los servicios de 
inteligencia con la Constituciôn del pais en cuestiôn para que, de esta manera, 
se respeten los postulados bâsicos del estado de derecho.
Como afirma Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâg. 174, que réfuta a Revenga Sânchez, Miguel; “Servicios de 
inteligencia y derecho a la...”, op. cit., pâgs. 59 y ss., donde puede leerse: “...que el mundo de los servicios de 
inteligencia résulta, todavia hoy, por completo opaco a las Constituciones escritas”.
Que atribuye a la Federaciôn la competencia exclusiva para legislar en bénéficie de la “protecciôn del orden 
fundamental democràtico de libertad, la estabilidad y la seguridad de la Federaciôn o de un Land”.
Que permite que mediante ley federal se establezcan “oficinas centrales para la coordinaciôn de informaciôn y 
comunicaciones policiales para la recogida de antecedentes con fines de defensa de la constituciôn y de defensa 
frente a tentativas, en territorio federal, de poner en peligro intereses exteriores de la Repùblica Federal de 
Alemania mediante el empleo de la violencia o frente a acciones preparatories encaminadas a dicha finalidad”.
El propio TC de Alemania fundamenta los servicios secretos en taies articules en sentencia de 15 de diciembre 
de 1970. Lo mismo hace la mayor parte de la doctrina: Ritter, Falko; op. cit., pâg. 45; Stern, Klaus; op. cit., pâg. 223; 
Borgs-Maciejewski, Hermann;op. cit., pâg. 48...
Que establece que las comisiones compétentes del “Consejo Nacional elegirân sendas subcomisiones 
permanentes para la supervisiôn de cualesquiera medidas adoptadas en salvaguardia de las instituciones 
constitucionales, y de su capacidad operativa, asi como las medidas que se adopten por los servicios de informaciôn 
para asegurar la defensa militar del pais”.
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1.2. Postulados bàsicos de! estado democràtico de derecho que deben 
ser respetados
Como dice Jiménez de Parga, no existe el estado democràtico de derecho 
puro, pero unos estados se aproximan mas al ideal que otros®®^ . Ese ideal esta 
configurado por unos postulados bàsicos que, siguiendo a Elias Diaz®®®, 
pueden sintetizarse en los siguientes: imperio de la ley (rule of law), division de 
poderes, legalidad de la administraciôn (actuaciôn segùn ley y suficiente control 
judicial) y reconocimiento efectivo de los derechos y libertades fundamentales 
(garantie juridico-formal y efectiva realizaciôn material). Este es el ecosistema 
juridico donde debe habitar la comunidad de inteligencia y cuyos limites no 
puede traspasar®®®. Cualquiera que sea el bien/valor que justifique la existencia 
de los servicios secretos ha de ser ponderado con los otros bienes 
constitucionales existentes sin que pueda alegar a su favor una prioridad 
absoluta®°°.
2. A vueltas con el concepto de seguridad nacional
El que una cuestiôn juridica sea complicada, dificilmente subsumible en 
norma alguna, a hard case, no significa que resuite inabordable ni que haya
W .M .; Comentarios universitarios a la “Pacem in tems”: Madrid, 1964, pâg. 214.
Dîaz, Elias; op. cit., pâgs. 31 y ss.
El objetivo del estado de derecho respecto del poder pùblico es “impedir la ventaja, la exenciôn o el privilégié que 
no estén fundados en una necesidad de la funciôn... prévenir el abuse en el ejercicio del poder... eliminar la 
arbitrariedad en las decisiones... y définir con certeza el âmbito de la libertad y del ejercicio de los derechos”. 
Sânchez Agesta, Luis; Princioios de Teoria Politica: Madrid, 1983, pâg. 133.
^  “El argumente de que la autoconservaciôn es un valor de carâcter ùltimo, con capacidad de anular otros 
intereses pùblicos, carece de fundamento y ha servido sôlo como coartada para desatender los valores mâs 
profondes de nuestro texte constitucional”. Meikiejohn, Alexander; op. cit., pâg. 14; citado por Revenga Sânchez, 
Miguel; “El control...”, op. cit., pâg. 27.
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que renunciar a su entendimiento®°\ La doctrina ya ha intentado diversas 
formuiaciones, con éxito dispar, de cual sea el concepto de seguridad nacional. 
“El déficit endémico en materia de definiciones es el que hace que la seguridad 
del Estado se présente, aùn hoy, como un simbolo cargado de emotividad e 
irracionalismo. Un simbolo cuya capacidad integradora, si es que alguna vez la 
tuvo, aparece lastrada por las desviaciones, arbitrariedades y encubrimientos 
en provecho propio en que han incurrido quienes tienen capacidad para 
invocarlo”®®®.
2.1. Concepto de seguridad nacional
Es ésta una materia que ha experimentado una profunda evoluciôn a lo 
largo de la historia®®®. En Espaha®®^  hubo una definiciôn de seguridad nacional 
que hizo fortuna en los ahos setenta y ochenta del siglo pasado. En ella se 
entiende la seguridad nacional como “el estado de vida de una naciôn en el que 
no existe amenaza a la soberania ni a la integridad del territorio; en el que 
desde el interior no se atenta contra el normal ejercicio de la autoridad ni contra 
las instituciones, y en el que tanto las actividades pùblicas como las privadas
John Moss, politico norteamericano padre de la Freedom of Information Act, decia que la seguridad nacional es 
un concepto “tan mal definido que aùn no he encontrado a nadie capaz de aciararme su significado”. Cfr. Revenga 
Sânchez, Miguel; El imperio...: op. cit., pâg. 17.
^  Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento iudicial. seauridad nacional v secreto de estado: San Sebastiân, 2004, 
ediciôn electron ica de los Cuadernos de Derecho Judicial del CGPJ, ISSN 1577-208 X.
“...no  hay que olvidar que el termine «seguridad y defensa del Estado» se reconoce en el propio Convenio de 
Roma (arts. 6.1, 8.2,10.2 y 11.2) y en otras disposiciones internacionales, habiendo sido ya objeto de una adecuada 
interpretaciôn jurisprudencial. Si bien es cierto que estâmes en presencia de un concepto juridico indeterminado, el 
mismo no se puede identificar con la idea de seguridad ciudadana, entendida ésta como una nociôn mas précisa 
que la de orden pùblico, pues «se centra en la actividad dirigida a la protecciôn de las personas y bienes y al 
mantenimiento de la tranquilidad y orden ciudadano, que son finalidades inseparables y mutuamente 
condicionadas» (STC 33/1982, de 2 de junio). Alvarez Conde, Enrique; “El temor del Principe o el temor al Principe”, 
“Revista del Poder Judicial”, n° 45, ediciôn electrônica, ISSN 1577-208 X.
^  “...no hay elaboraciones nacionales de lo que sea en cada caso la seguridad nacional. Estamos ante una idea 
subdesarrollada en el piano conceptual, y cargada de emotividad e irracionalismo en su plasmaciôn prâctica. La 
seguridad nacional es, como se ha dicho, una utilisima herramienta multiuso adaptable a las necesidades de 
cualquier tipo de Estado”. Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento..”. op. cit.
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pueden llevarse a cabo sin obstâculos que se opongan hacia mâs altos niveles 
de prosperidad”®®®.
En parecido sentido se expresa Munilla Gômez; “La Seguridad Nacional 
es aquella situaciôn de la vida de la naciôn en la que se encuentra protegida 
contra las agresiones o amenazas a la soberania y a la integridad de su 
territorio y de sus habitantes; una situaciôn de protecciôn ante los atentados 
contra el normal ejercicio de la Autoridad y contra el funcionamiento adecuado 
de las instituciones; y una situaciôn en la que, tanto las actividades pùblicas 
como las privadas, pueden llevarse a cabo sin obstâculos para alcanzar los 
mâs altos niveles de paz, con libertad y prosperidad en todos los ôrdenes”®®®.
Ambas definiciones presentan una concepciôn de la seguridad nacional 
absoluta y total que résulta “exagerada, inviable y sobre todo innecesaria. 
Piénsese por un momento en cômo la ausencia total de amenaza es una 
ilusiôn inalcanzable puesto que la existencia de la amenaza es independiente 
de la voluntad nacional y de su formulaciôn de seguridad. O cômo el atentado 
al normal ejercicio de la autoridad o a las instituciones résulta también 
excesivamente absolute, haciendo imposible su consecuciôn. Asimismo la 
ausencia de obstâculos a la actividad pùblica y privada, y a la prosperidad 
expresa unas metas de proporciones totales que resultan inalcanzables”®®^.
En Estados Unidos hay que destacar la aportaciôn de Harold Lasswell 
en los ahos cincuenta. Lasswell define la seguridad nacional como “freedom for 
foreign dictation”^ ^^ . Esta definiciôn supone un paso significative (mâs aùn si se
Definiciôn de Fernando de Santiago y DIaz de Mendivil, que fuera director del CESEDEN, recogida por Quero 
Rodiles, Felipe; op. cit., pâg. 36.
^  Munilla Gômez, Eduardo; Introducciôn a la estrateoia militar esoanola; Madrid, 1984, pâg. 31.
Quero Rodiles, Felipe; op. cit.; pâgs. 36 y 37.
Lit)ertad de coerciôn exterior. Lasswell, Harold; National Security and Individual Freedom: Nueva York, 1950, 
pâg. 52.
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tiene en consideraciôn el momento en que se realiza): la conexiôn entre 
seguridad nacional y libertad que séria rescatada cuarenta anos después por 
Lord Donaldson en el caso Cheblak®°®, pero no deja de ser criticable en opinion 
de Revenga; el problema es que “nada se avanza con respecte a lo que résulta 
esencial, es decir, concretar cômo se definen las amenazas procédantes del 
exterior, quién dispone de la capacidad de discernirlas y a través de que 
medios se intentera neutralizarlas”®^°.
A todo este hay que sumar la continua evoluciôn de las amenazas para 
la seguridad nacional: la dependencia del petrôleo, el narcotrafico, el 
terrorisme,... Ciertamente estas no eran amenazas para la seguridad nacional 
de los estados occidentales en el siglo XIX, pero si lo son en el XXI. Son los 
aspectos no militares del concepto de seguridad nacional®^\
2.2. La idea de seguridad nacional que subyace en el ordenamiento 
juridico espanol
El ultime medio siglo de la historia de occidente ha conocido una revoluciôn 
tecnolôgica sin précédantes. Nada tienen que ver las sociedades de principles 
de siglo XXI con las de los anos cuarenta o cincuenta del pasado siglo. Las 
fotografias, las imâgenes, parecen lejanas y extra nas vistas con ojos de hoy 
dia. Las amenazas que afronta la Sociedad de la Informaciôn nada tienen que 
ver con los posibles riesgos existentes una vez concluida la Segunda Guerra 
Mundial. En 16gico corolario, a distintas amenazas distintas respuestas del 
ordenamiento juridico y de la seguridad nacional recogida en el mismo. Se
^  Revenga Sanchez, Miguel; Razonamiento.... op. cit..
Revenga Sânchez, Miguel; El imperio...: op. cit., pâg. 13.
Romm, Joseph.; Defining National Security. The Nonmilitarv Aspects: Nueva York, 1993, pâg. 81, nota 22, citado 
por Revenga Sânchez, Miguel; op. cit.; pâg. 17.
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confrontan ahora unas y otras disposiciones, en el caso de Espaha, para ver si 
la teoria coincide con la prâctica.
2.2.1. Antes de la Constituciôn de 1978
Concluida la Guerra Civil espahola con la victoria del General Franco, el 
nuevo régimen trato de institucionalizarse dictando una serie de “leyes 
fundamentales” que intentaban reproducir el modelo constitucional bajo la 
formula de Constituciôn abierta®^ .^ Sin embargo, no puede decirse que fuese 
en verdad un estado constitucional. Nada garantizaba la eficacia de los 
derechos fundamentales. Franco asumia todos los poderes del Estado®^  ^ y 
podia dictar leyes con el mismo rango que las emanadas de las Certes.
La Ley Organ ica del Estado, de 10 de enero de 1967, citaba en su articule 
37 como misiôn de las Fuerzas Armadas garantizar la unidad e independencia 
de la Patria, la integridad de sus territorios, la seguridad nacional y la defensa 
del orden institucional, y fijaba el grade de cobertura a alcanzar en el de 
garantie total.
2.2.2. Después de la Constituciôn de 1978
Después de la transiciôn politica vivida en Espaha, la Constituciôn de 1978 
establece en su articule 8 que las Fuerzas Armadas “tienen como misiôn 
garantizar la soberania e independencia de Espaha, defender su integridad 
territorial y el ordenamiento constitucional”. Es decir, se fija “el patrimonio 
esencial a salvaguardar en la soberania, la independencia, la integridad
Fuero de! Trabajo (1938), Ley Constitutiva de las Cortes (1942), Fuero de los Espanoles (1945), Ley de 
Referendum (1945), Ley de Sucesiôn a la Jefatura del Estado (1946), Ley de Principios del Movimiento Nacional 
M958) y Ley Orgânica del Estado (1967).
Segùn el preâmbulo de la Ley de Principios del Movimiento Nacional solo responde ante Dios y ante la Historia.
174
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
territorial y el ordenamiento constitucional de Espaha, cifrândose el grado de 
cobertura en el de la garantia total y absoluta”®^"^ . Como se puede comprobar 
pese a todos los cambios registrados “la formulaciôn de seguridad nacional 
permaneciô practicamente inalterable”®^ .^
2.3. Paz y seguridad
Cualquier diccionario consultado, no importa la lengua elegida, dira que 
seguridad es la calidad de seguro, es estar libre de peligro, daho o riesgo. 
Pocas cosas son mas tentadoras que la seguridad para el ser humano. “Lo 
importante es estar seguro pero no lo es menos sentirse seguro”®^®. Pues bien, 
la seguridad esta estrechamente conectada con la paz y esta, a su vez, con el 
desarrollo de la sociedad®^ .^
Se ha dicho que lo que “la seguridad y la defensa garantizan en una 
sociedad es la paz”®^® y, ciertamente, “la paz es el verdadero fin de la guerra”®^® 
pero la paz no es la antinomia de la guerra de modo que cuando hay paz no 
hay guerra y cuando hay guerra no hay paz. No cualquier situaciôn “por 
pacifica que parezca es deseable”®^®. Piénsese en los ahos de paz de que 
disfrutô la URSS acabada la Segunda Guerra Mundial y la sucesiôn de tiranos
Quero Rodiles, Felipe; op. cit.; pâg. 45.
Ibidem. Se cita también la seguridad en el art. 105.b) de la Constituciôn: “La ley regularâ: b) El acceso de los 
ciudadanos a los archives y registres administratives, salve en le que afecte a la seguridad y defensa del Estade, la 
averiguaciôn de les délités y la intimidad de las persenas". Cfr. Ceuside Genzâlez, Pilar; Cementaries.... op. cit. pâg. 
79.
Quere Rodiles, Felipe; op. cit.; pâg. 25.
“La seguridad de la cemunidad produce la tranquilidad y el erden necesaries para acemeter les fines prepuestes 
per el Estade". Oehiing, Hermann; La funcién eelitica del Eiércite: Madrid, 1967, pâg. 39.
Ceuside Genzâlez, Pilar; op. cit.; pâg. 79.
Cervantes, Miguel de; El inoeniese hidalgo Don Quixote de la Mancha: Madrid, 2004, pâg. 243.
“ ° Quere Rodiles, Felipe; op. cit.; pâg. 38.
175
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
que la gobernaron, esa “paz de los cipreses”, como la de Castro, Pinochet o 
Mao, recuerda espantosamente la quietud de los cementerios®^\
La paz es un valor auténtico y universal, una utopia deseable, mientras que 
la guerra es “solo un instrumento politico, de carâcter vindicative, que se utiliza 
para dirimir conflictos entre naciones y no para impedir la paz. Cuando el 
enfrentamiento armado se produce, la paz no se quebranta por él sino que ha 
sido quebrantada con anterioridad y por eso aparece el conflicto armado. De 
aqui hay que deducir una segunda conclusion de interés, que es la de que no 
puede hacerse a la guerra responsable de la crisis de la paz”®^ .^
La relaciôn entre paz y seguridad viene condicionada por la sociedad. Para 
que la sociedad precise seguridad necesita sentirse amenazada. La sociedad 
solo colaborara plenamente con la politica de seguridad si esta pretende 
contrarrestar las amenazas verdaderamente sentidas por la mayorla de los 
ciudadanos y el Estado ejecuta una fuerza -lato sensu- directamente 
proporcional a la intensidad con que son percibidas por la sociedad.
2.4. Concepto de Defensa Nacional
Seguridad Nacional y Defensa Nacional estân Intimamente relacionadas. 
La Defensa Nacional es el medio para conseguir el fin: la seguridad nacional. El 
antiguo Manual del CESID definla la Defensa Nacional como la “disposiciôn, 
integraciôn y acciôn coordinada de todas las energlas y fuerzas morales y 
materiales de la Naciôn ante cualquier forma de agresiôn”®^®.
“La no existencia de guerra armada no significa que reine la paz”. Garcia Arias, Luis; La guerra modema v la 
Oroanizacion Internacional: Madrid, 1962, pâg. 374.
Quero Rodiles, Felipe; op. cit.; pâg. 38. 
^  CESID Manual... op. cit., pâg. 16.
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Mâs claramente puede verse esa relaciôn de medio a fin con la seguridad 
nacional en la definiciôn de Quero Rodiles: “Se trata de crear, organizar y 
disponer de una estructura instruida y apta para proporcionar el grado de 
protecciôn y cobertura establecido en la formulaciôn de seguridad”®^"^ .
La dificultad del concepto y de la politica de defensa nacional estriba en 
determinar la amenaza a la que hay que dar respuesta, discriminar la 
intensidad de la misma y asegurar -por parte del Estado- el respaido y la 
implicaciôn de la sociedad civiF®.
Segùn el articule 2 de la Ley Orgânica 5/2005, de 17 de noviembre, de la 
Defensa Nacional, la politica de defensa tiene por finalidad la protecciôn del 
COnjunto de la sociedad espahola, de su Constituciôn, de los valores 
superiores, principios e instituciones que en esta se consagran, del estado 
social y democrâtico de derecho, del pleno ejercicio de los derechos y 
libertades, y de la garantia, independencia e integridad territorial de Espaha. 
Asimismo, tiene por objeto contribuir a la preservaciôn de la paz y seguridad 
internacionales, en el marco de los compromisos contraldos por Espaha.
La citada Ley Orgânica establece que la defensa nacional concierne a 
todos los espaholes y constituye la misiôn especifica de las Fuerzas Armadas. 
Por defensa nacional entiende la ley la disposiciôn, integraciôn y acciôn
Quero Rodiles, Felipe; op. cit.; pâg. 52.
“îQué ha de entenderse por Defensa Nacional? Una lucha contra todo lo que amenace desde el exterior o el 
interior, abiertamente o de manera latente, el espiritu o el aima de la naciôn". Garcia Arias, Luis; Op. cit.; pâg. 342. 
Ad abundantiam, Alvarez Conde, Enrique; “El temor..", op. cit.: “ ...el articule 2 de la Ley Orgânica 6/1980, de 1 de 
julio, por la que se regulan los criterios bâsicos de la Defensa Nacional y la Organizaciôn Militar, modificada por Ley 
Orgânica 1/1.984, de 5 de enero, dice que «la defensa nacional es la disposiciôn, integraciôn y acciôn coordinada de 
todas las energias y fuerzas morales y materiales de la Naciôn, ante cualquier forma de agresiôn, debiendo los 
espanoles participer en el logro de tal fin. Tiene por finalidad garantizar de modo permanente la unidad, soberania e 
independencia de Espaha, su integridad territorial y el ordenamiento constitucional, protegiendo la vida de la 
poblaciôn y los intereses de la Patria, en el marco de lo dispuesto en el articule 97 de la Constituciôn». A 
continuaciôn el articule 3 sehala que «la defensa nacional serâ regulada de tal forma que, tante en su preparaciôn y 
organizaciôn como en su ejecuciôn, constituya un conjunto armônico que proporcione una efectiva seguridad 
nacional».
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coordinada de todas las energias, fuerzas morales y materiales de la naciôn, 
ante cualquier forma de agresiôn.
2.5. Economia y seguridad
La apelaciôn a la seguridad a menudo conlleva recortes de libertad. Se 
aceptan esos recortes por los ciudadanos para construir una sociedad mâs 
fuerte que résista mejor los posibles embates de las amenazas circundantes. Y 
si esto es asi, enfonces hay un enorme contrasentido.
Es la libertad la que permite el crecimiento econômico y la fortaleza de una 
naciôn. Son los regimenes libérales sustentados en el estado democrâtico de 
derecho los que han hecho posible las sociedades mâs desarrolladas, mâs 
fuertes del planeta. Estados Unidos ganô la Segunda Guerra Mundial no 
porque tuviera mâs o majores barcos, cahones, carros o aviones sino porque 
podia fabricar todo cuanto necesitase y aûn le sobraba para suministrar a la 
URSS y al Reino Unido®^ ®.
Estados Unidos ganô la guerra porque demostrô una capacidad industrial 
sin parangôn, tal y como predijo el Almirante Yamamoto. Lo mismo cabe decir 
respecte de la Guerra Pria, no es que tuviese mâs y mejores misiles que la 
URSS sino que ténia mâs y mejores fâbricas y mâs y mejores laboratories. Lo 
decisive no es la real id ad de présente sino la posibilidad de future, <j,de que 
sirven carros sin repuestos? Es la paz de hoy la que gana las guerras de 
mahana.
El acorazado Yamato y su gemelo eran muy superiores a cualquier acorazado norteamericano. Los Mitsubishi 
Zero eran los cazas mas râpidos y maniobrables del Pacifico. Sin embargo, Estados Unidos ganô la guerra porque 
sus fâbricas podian reemplazar el material perdido sin demora y generar mâs aûn, cosa que Japôn no podia hacer. 
Igual le sucediô a Alemania, contaba con formidable material (el anticarro Ferdinand -Elefant-, el antiaéreo de 88 
mm. que le dio a Rommel sus primeras victorias en Africa, el caza a reacciôn Me-262...) pero sus fâbricas no podian 
competir con el potencial norteamericano o con el de la URSS que, ante la incredulidad de Hitler, la cuadruplicaba 
en producciôn mensuel de carros de combate. Cfr. Beevor, Antony; Stalinqrado; Barcelona, 2003, pâg. 206.
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Llegado este punto cabria preguntarse cômo es posible que Estados 
Unidos fuese derrotado en Vietnam o que el Ejército Rojo perdiese la guerra de 
Afganistân, ^no eran ambas potencias las mâs poderosas de la tierra?
Se introduce aqui un factor que debe ser adecuadamente sopesado para 
entender plenamente la relaciôn entre economia y seguridad. El objetivo final, 
el esfuerzo conjunto, depende esencialmente “del atractivo que sea capaz de 
generar en la sociedad que ha de sustentarlo. Por ello, naciones pequehas han 
alcanzado comportamientos de grandes potencias en determinados mementos 
y viceversa”®^ .^
A pesar de que escasean los estudios sobre este asunto, la Seguridad 
Nacional puede y debe ser entendida en clave econômica pu esto que depende 
en g ran medida de los recursos actuales y futures de la naciôn considerada®^®.
Si se pretende una naciôn fuerte para que sea una naciôn segura han de 
limitarse al minime las interdicciones sobre la libertad, también aquellas 
interdicciones que aparentemente estân cargadas de buena voluntad, al tiempo 
que deben maximizarse los mécanismes de control dependientes del estado 
que aseguran la libre competencia, que evitan el incumplimiento de la ley en 
todas sus vertientes, y que mejoran la transparencia de los agentes 
econômicos facilitando el funcionamiento del mercado y las inversiones de los 
ciudadanos y demâs agentes econômicos; es preferible gastar un poco en 
muchos inspectores que tener que gastar mucho en unes pocos bancos por 
falta de inspecciones®^®. La seguridad es directamente proporcional al
627 Quero Rodiles. Felipe; op. cit.; pâg. 182.
Idem; pâg. 175.
Lo que no deja de ser una barbaridad: quien soporta el éxito debe soportar el fracaso, para el cual todos los 
paises tienen establecidos los mecanismos necesarios de quiebra y suspension de pagos.
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desarrollo de la economia de mercado que, a su vez, genera la riqueza de las 
naciones®®®.
En conclusion, el nivel de esfuerzo que la sociedad esta decidida a aceptar 
résulta decisive a la hora de afrontar un riesgo. La seguridad nacional que 
podrâ diseharse previamente esta en relaciôn con las capacidades econômicas 
de la naciôn. “Cualquier naciôn, sea cual sea su dimensiôn, tiene en si misma 
capacidad suficiente para construir una defensa nacional adecuada a un grado 
de seguridad aceptable"®®\ Pero si la seguridad nacional implica un recorte 
decisive de derechos y libertades entonces la economia se resentirà, la naciôn 
se debilitarâ y caerâ en una espiral de sucesiva pérdida de libertad para trata r 
de cerrar las nuevas ventanas de vulnerabilidad que, ante la pérdida de 
actividad econômica, se van abriendo.
2.6. La ponderaciôn de la seguridad nacional
“La ponderaciôn de los valores en juego permite eludir la perversa lôgica 
del "todo o nada": mâs seguridad cuanto menos incisivo sea el ejercicio de los 
derechos y, en caso de conflicto, todo en nombre de la seguridad y nada en 
nombre de los derechos. La seguridad nacional viene, de este modo.
“Hace algunos anos destacaba el gran economista Werner Sombart un date senclllîsimo, que es extraho no 
conste en toda cabeza que se preocupe de los asuntos contemporâneos... desde que en el siglo VI comienza la 
historia europea hasta el aho 1800... Europe no consigue llegar a otra cifra de poblaciôn que la de 180 millones de 
habitantes. Pues bien de 1800 a 1914... la poblaciôn europea asciende de 180 a j460 millones!... ofrece este hecho 
la perspective mâs adecuada para juzgar con equidad a esa centurie. Algo extraordinario, incomparable, debia 
haber en elle cuando en su atmôsfera se producen taies cosechas de fruto humano. Aparece la historia entera como 
un gigantesco laboratorio donde se han hecho todos los ensayos imaginables para favorecer la planta “hombre". Y... 
nos encontramos con la experiencia de que al someter la simiente humane al tratamiento de estos dos principios, 
democracia liberal y técnica, en un solo siglo se triplica la especie europea. Hecho tan exubérante nos ^erza... a 
sacar estas consecuencias: primera, que la democracia liberal fundada en la creaciôn técnica es el tipo superior de 
vida pùblica hasta ahora conocido; segunda, que ese tipo de vida no serâ el mejor imaginable, pero el que 
imaginemos mejor tendrâ que conserver lo esencial de aquellos principios; tercera, que es suicida todo retomo a 
formas de vida inferiores a la del siglo XIX”. Cfr. Ortega y Gasset, José; La rebeliôn de las masas: Barcelona, 1983, 
pâgs. 68 a 70.
Quero Rodiles, Felipe; op. cit.; pâg. 182. Ad abundantiam, Vital, David; La desioualdad de los estados: Madrid, 
1976, pâg. 71.
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contemplada como algo separado, aislado y en contraposiciôn potencial con 
respecto al proceso democrâtico y el ejercicio de los derechos”®®^.
Como bien dice Meikiejohn, la seguridad no es un valor absoluto sino que 
précisa, necesariamente, ser conciliada con otros bienes y valores reconocidos 
por el ordenamiento juridico que son tan dignos de protecciôn como 
eventualmente pudiera ser aquélla®®®. Pues bien, en el mismo sentido que 
Meikiejohn se habia expresado Lasswell con anterioridad.
Para Harold Lasswell®®^ , las politicas adoptadas en nombre de la seguridad 
nacional deberian ser ponderadas con arreglo a los siguientes criterios: 
primero, decidir si representan o no una amenaza para la supremacia del poder 
civil; segundo, hay que ver si recortan en exceso la libertad de informaciôn; 
tercero, hay que tener en cuenta si entrahan riesgos para la salvaguarda de las 
libertades civiles; cuarto, es muy importante que no vulneren el principio de 
desarrollo de una economia no dirigida®®®.
Hay una ultima cuestiôn que es conveniente tener siempre présente, a 
saber, que el estado no es titular de derecho fundamental alguno y que el 
derecho a la seguridad es un derecho de las personas®®®.
De todo lo anteriormente expuesto pueden deducirse las siguientes 
conclusiones en materia de seguridad nacional.
Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento.... op. cit.
“La seguridad pùblica es un valor que hay que conciliar con los demâs recogidos en el Preâmbulo de la 
Constituciôn como fines de la acciôn de Gobierno”. Meikiejohn, Alexander; op. cit., pâg. 14; citado por Revenga 
Sânchez, Miguel; “El control...", op. cit., pâg. 27.
Lasswell, Harold; op. cit.; pâg. 52.
De la misma forma que es importante que no conviertan una economia libre en una economia planificada porque 
esta ultima es incompatible con el estado de derecho. Hayek, Friedrich; op. c/f., pâgs. 105 a 121.
Revenga, Miguel; “Servicios de inteligencia: La ley...”, op. cit., pâg. 31.
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Primera, a pesar de lo que Revenga llama “el déficit endémico de las 
definiciones”, seguridad es, segùn el diccionario, la calidad de seguro, libre de 
riesgo o daho. En ese mismo sentido tanto Harold Lasswell (1950) como Lord 
Donaldson (1991) conectan seguridad con libertad. Lasswell dice que es 
libertad de coacciôn y Donaldson que “estân del mismo lado"®®^ .
Segunda, pese al cambio que supuso para Espaha pasar de la dictadura al 
estado democrâtico de derecho, el ordenamiento juridico espahol segula 
mostrando una idea prâcticamente idéntica de que era la seguridad nacional (y 
con qué valores se conectaba) hasta la L.O. de 17 de noviembre de 2005 que 
enlaza directamente la seguridad nacional con la defensa de los valores 
fundamentales insertos en la constituciôn.
Tercera, la seguridad nacional garantiza la paz que, a su vez, permite el 
desarrollo de la sociedad. Ahora bien, no toda paz es deseable y, ademâs, la 
paz no es la antinomia de la guerra, Que haya paz no implica que no haya 
guerra y al contrario, como dice Garcia Arias, “la no existencia de guerra 
armada no significa que reine la paz”.
Cuarta, la relaciôn de la defensa nacional con la seguridad nacional es de 
medio a fin. La defensa nacional pone los medios para conseguir el fin, la 
seguridad nacional.
Quinta, la economia del pais y el esfuerzo (sacrificio) que la sociedad esté 
dispuesta a hacer en un momento dado determinan la cantidad y la calidad de 
la seguridad nacional. Si en aras de la seguridad nacional se restringe la 
libertad, sufre la economia y de resultas, disminuyen los medios con los que 
cuenta la sociedad para hacer frente a posibles amenazas. Es decir, un 
incremento inadecuado de la seguridad nacional que condicione seriamente la
637 Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento.... op. cit.
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libertad de que gozan los individuos hace mas débil a la sociedad en su 
conjunto.
Sexta, “la seguridad nacional no puede, en suma, ser utilizada como 
vâlvula para interrumpir el despliegue normalizado de los derechos, sin producir 
al mismo tiempo inseguridad constitucional”^ ^^ . La seguridad nacional no puede 
desnaturalizar la esencia de las sociedades libérales de occidente porque al 
hacerlo pierde todo su sentido. Si infringe los derechos que afirma defender 
<i,para qué defenderlos si ya han sido abolidos? La técnica de la ponderaciôn 
debe trata r de que el daho a los valores fundamentales que la sociedad se ha 
dado a si misma sea minimo o nulo a ser posible.
3. La democracia militante
La creaciôn del concepto de democracia militante (militant democracy) se 
atribuye a Loewestein en el aho 1937®®® y es considerado hoy un principio 
basico de la Repûblica Federal de Alemania®"^ ®.
El principio de democracia militante (streitbare Demokratie), también 
llamada democracia defensiva (wehrhafte Demokratie) dice que la democracia 
no puede adoptar una actitud pasiva respecto a posibles amenazas sino que 
debe procurer defenderse a si misma®^\ Y donde se dice democracia digase 
constituciôn (Ley Fundamental de Bonn), pero aqui se distinguirâ entre una y 
otra, pues la democracia no implica la existencia de una constituciôn, ni la
Ibidem.638
Borgs-Maciejewski, Hermann; op. cit., pâg. 27.
^  Ruiz Miguel, Carlos; op. cit.; pâg. 134.
“Los servicios aiemanes de! interior... en tiempos sociaidemôcratras de Willy Brandt realizaron très millones de 
investigaciones sobre la lealtad para con el sistema de funcionarios.., con el resultado de 10.000 sumarios de 
incapacitaciôn. Ahora,... el Ministerio de Educaciôn de Baden-Württemberg va a prohibir al profesor Michael 
Czaszkôczy el acceso a una plaza, por dudas respecto a su lealtad constitucional: es dirigente de un grupo 
antifasciste que descree de la via parlamentaria y defiende la militancia como medio legitimo de lucha por la 
liberaciôn”. Villapadierna, Ramiro; “Alemania, el sistema se defiende”; “ABC”, de 30 de agosto de 2004.
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existencia de una constituciôn escrita conlleva la pertenencia a un régimen 
democrâtico.
3.1. La defensa de la democracia como fundamento de los servicios de 
inteligencia
Quizâ, entrado ya el siglo XXI, le resultarâ extraho a un espahol hoy una 
ley para la defensa de la democracia, pero una ley como la que se enuncia y 
con el mismo titulo fue promulgada en 1981 a instancias del PSOE y del 
PCe642 Qomo puede verse la idea de defensa de la democracia no résulta 
desconocida para el ordenamiento juridico espahol del ultimo cuarto de siglo.
La palabra “democracia” es una de las mâs utilizadas en todo el planeta. 
Conviene empezar pues, acotando su significado, ya que no le cumple a esta 
exposiciôn exacerbar su “morbo”®"^® que diria Ortega, ni hacer de ella un 
“fetiche”®"^ ,^ pero si dejar constancia de que la democracia no puede apoyarse 
sobre si misma, como sehalan Rawls y Habermas, necesita acudir a criterios 
de justicia sustantiva®'^ ®.
3.1.1. Acotaciôn de la democracia
Escribe Ortega y Gasset: “La democracia como democracia, es decir, 
estricta y exclusivamente como norma de derecho pûblico parece una cosa
Ley que introducia en el entonces vigente Côdigo Penal el art. 216 bis a) que permitia el cierre provisional y el 
secuestro de publicaciones. Cfr. Medina, Manuel; “Conclusiones del coloquio de Roma sobre la Constituciôn 
espahola”, “Suplemento al n° 7 de la Revista de Politica Comparada”, pâg. 104.
Ortega y Gasset, José; El espectador: op. cit., pâgs.67 a 71.
^  “Nuestra generaciôn habla y piensa demasiado de democracia y demasiado poco de los valores a los que ésta 
sirve”. La democracia es un medio para conseguir la paz interna. La libertad es el fin. “No carece de peligros la 
moda de concentrarse en torno a la democracia como principal valor amenazado. Es ampliamente responsable de la 
equivoca e infundada creencia en que mientras la fuente ultima del poder sea la voluntad de la mayoria el poder no 
puede ser arbitrario”. Hayek, Friedrich; op. c l ,  pâgs. 103 y 104.
Puede verse en Habermas, Jürgen y Rawls, John; Debate sobre el liberalismo politico: Barcelona, 1998, pâgs. 
132 y ss.
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optima. Pero la democracia exasperada y fuera de si, la democracia en religion 
o en a rte, la democracia en el pensamiento o en el gesto, la democracia en el 
corazôn y en la costumbre es el mâs peligroso morbo que puede padecer una 
sociedad. Cuanto mâs reducida sea la estera de acciôn propia a una idea, mâs 
perturbadora serâ su influencia si se pretende proyectarla sobre la totalidad de 
la vida”“ ®.
En efecto, nadie imagina que un matrimonio con très nihos pequehos 
décida “democrâticamente” las inversiones de la familia, ni que un profesor de 
universidad y sus alumnos voten “democrâticamente” qué alumnos aprobarân y 
cuâles no. Como diria Ortega tales suposiciones resultan extremadamente 
perturbadoras.
Asi pues, la idea de democracia no estâ présente en toda actividad 
humana, no es omnicomprensiva, no rige en todo, sino sôlo en el âmbito que 
le es propio al derecho pûblico. Ortega abunda sobre el particular, ni lo es todo, 
ni es lo mâs importante: “La politica es un orden instrumental y adjetivo de la 
vida, una de las muchas cosas que necesîtamos atender para que nuestra vida 
personal sufra menos fracasos y logre mâs fâcil expansiôn”®^ .^
3.1.2. La democracia no évita que el poder sea arbitrario
Es muy cierto que se habla y piensa “demasiado de democracia y 
demasiado poco de los valores a los que ésta sirve... La democracia es 
sencillamente un medio, un expediente utilitario para salvaguardar la paz
^  Ortega y Gasset, José; El espectador: op. cit., pâg. 67.
Por eso “ser ante todo demôcrata” es como ser “ante todo entomôlogo”. Ni las reglas de la democracia ni las de 
los insectos tienen nada que decir ante un poema de César Vallejo, un capitulo de la Biblia o un vestido de Dior. De 
igual forma séria absurdo “ser solo demôcrata", pues si injuste es tratar desigualmente a los iguales, la misma 
consideraciôn ha de merecer tratar igualmente a los desiguales. Cfr. Ortega y Gasset, José; El espectador: op. cit., 
pâgs.68 a 70.
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interna y la libertad individual. Como tal no es en modo alguno infalible o cierta. 
Tampoco se debe olvidar que a menudo ha existido una libertad cultural y 
espiritual mucho mayor bajo un régimen autocrâtico que bajo algunas 
democracias; y se entiende sin dificultad que bajo el gobierno de una mayorla 
muy homogénea y doctrinaria el sistema democrâtico puede ser tan opresivo 
como la peor dictadura... cuando la democracia deja de ser una garantia de la 
libertad individual, puede muy bien persistir en alguna forma bajo un régimen 
totalitario... No carece de peligros la moda de concentrarse en torno a la 
democracia como principal valor amenazado. Es ampliamente responsable de 
la equivoca e infundada creencia en que mientras la fuente ultima del poder 
sea la voluntad de la mayorla, el poder no puede ser arbitrario... no es la 
fuente, sino la limitaciôn del poder, lo que impide a éste ser arbitrario. El control 
democrâtico puede evitar que el poder se tome arbitrario; pero no lo logra por 
su mera existencia”®^®.
De la palabra democracia solamente es posible inferir que el poder reside 
en el pueblo, pero nada nos dice de las condiciones en que se ejerce ese 
poder. Democracia no es igual a ausencia de arbitrariedad®"^ ®. Asi las cosas, 
<j,debe ser la defensa de la democracia la finalidad esencial y existencial de los 
servicios de inteligencia? <j,Es indiferente a los ciudadanos que el poder que 
reside en el pueblo se ejerza o no arbitrariamente? El sentido com un dice que 
no. Alemania era una democracia antes de que Hitler ganase las elecciones, 
aunque el estado democrâtico de derecho ya se encontraba francamente
^  Hayek, Friedrich; op. cit., pâgs. 103 y 104.
Como escribe Carlos de Secondât, Baron de Montesquieu: “La libertad... no existe mas que cuando no se abusa 
del poder... Pero es una eterna experiencia que todo hombre que tiene poder se inclina a abusar de él y va hasta 
donde encuentra limites... Para que no se pueda abusar del poder es necesario que el poder frene al poder". 
Fragmente recogido por Sânchez Agesta, Luis; Documentes constitucionales v textes politicos: Madrid, 1982, 
pâg.379.
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debilitado. Hitler fue elegido democrâticamente pero ejerciô el poder 
arbitrariamente, beneficiando o perjudicando a unos y otros, nominalmente®®®. 
Con razôn Cari Schmitt, mâxima autoridad del derecho constitucional nazi, 
distinguia entre Rechtsstaat (estado de derecho liberal, supremacia de la ley) y 
gerechte Staaf^\ (estado justo, segùn los nazis) donde se “superaba” la 
igualdad formai liberal y el estado distinguia entre las personas, legislando 
segùn su sexo, religion, color de piel o simpatias politicas.
En resumen, una cosa es la democracia y otra, el estado de derecho, son 
dos respuestas a cuestiones de derecho politico completamente distintas. “La 
democracia responde a esta pregunta: <j,Quién debe ejercer el poder pûblico? 
La respuesta es; el ejercicio del poder pûblico corresponde a la colectividad de 
los ciudadanos. Pero en esa pregunta no se habla de qué extension debe tener 
el poder pûblico”®®®. A esa otra cuestiôn, a la de la extensiôn y control del Poder 
pûblico, responde el estado de derecho. Es decir, se puede ser muy demôcrata 
y permitir un poder autoritario o hiperextenso.
3.2. La defensa de la Constituciôn como fundamento de los servicios de 
inteligencia
Se puede définir la Constituciôn como el derecho fundamental de 
organizaciôn de un régimen politico®®®, en consonancia con una tradiciôn que, 
aunque moderna, puede remontarse hasta Aristôteles®® .^ Cualquier tratadista
Hitler convirtiô asi en realidad la famosa frase de Stalin, “<>,Quién? quién?”. Quizâ porque como el mismo
reconociô en uno de sus discursos (1941) nacionalsocialismo y marxismo son esencialmente la misma cosa. Hayek, 
Friedrich: op. cit.; pâg. 60.
El estado justo se implantaria en el estado totalitario (estado y sociedad son idénücos). Schmitt, Carl; Per Hüter 
der Verfassuna: Tübingen, 1931, pâg. 79.
Cfr. Ortega y Gasset, José; El espectador: op. cit., pâgs. 116 y 117.
Sânchez Agesta, Luis; op. cit., pâg. 297.
Recuérdese que el estagirita ya distinguia dentro de la taxis (ordenamiento juridico), la politeia (constituciôn) de 
las nomos (leyes).
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de derecho constitucional consultado ofrecerâ su propia definiciôn acerca de 
qué sea la Constituciôn (Hauriou, conjunto de leyes que ordenan las 
instituciones; Romano, ordenamiento supremo del Estado...), todos distinguirân 
entre constituciôn material y constituciôn formai, abierta y cerrada, y casi todos 
vendrân a coincidir con Karl Loewestein a propôsito de cuâles sean sus 
requisites esenciales.
En cuanto al movimiento constitucionalista que surge frente al Antiguo 
Régimen, se caracteriza, materialmente, por imponer un sistema politico 
basado en la distribuciôn del poder y, formalmente, por regular el juego de los 
mecanismos de control del poder en una norma juridica, la Constituciôn, a la 
que se da un rango superior a las restantes normas del estado.
3.2.1. Necesidad o no de constituciôn escrita
Para que un Estado sea calificado de constitucional no es necesario que tal 
Estado posea una Constituciôn escrita. Es cierto, sin embargo, que la 
Revoluciôn francesa -y  todos los paises a los que se extendiô su influencia- 
consideraron una necesidad ineludible la existencia del citado texto donde se 
reconociesen los derechos fundamentales de los ciudadanos y se limitase el 
ejercicio del poder. Hoy no es asi®®®, basta con el cumplimiento de unos 
requisitos minimos, aunque el texto ùnico no exista®®® o esté formado por 
convenciones (costumbres) que no hayan sido plasmadas por escrito.
Hasta tal punto no es asi, que la propia Constituciôn francesa de 1958 carece de una deciaraciôn expresa de 
derechos y libertades fundamentales para los ciudadanos.
Caso de Gran Bretaha. Algunos juristas espaholes han opinado que dado la defectuosa técnica juridica 
empleada por el texto Constitucional espahol de 1978 hubiese sido mejor haber prescindido de tal texto (Cfr. Cfr. 
Nieto, Alejandro; “La Administraciôn Pùblica en la Constituciôn Espahola de 1978”, “Suplemento al n° 7 de la Revista 
de Politica Comparada”, pâgs. 85 a 92) y otros han preferido olvidar las carencias técnicas del texto constitucional 
en bénéficié de la necesidad que Espaha sentia entonces del “hecho constitucional". Vid. Hernandez Gil, Antonio; 
“El ordenamiento juridico en la Constituciôn Espahola de 1978”, “Suplemento al n° 7 de la Revista de Politica 
Comparada”, pâgs. 7 a 19.
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3.2.2. Requisitos esenciales
Segùn Loewestein, hay unos requisitos minimos que determinan la 
constitucionaiidad o no de un Estado, que son los siguientes:
Primero, la diferenciaciôn de las di versas ta reas estatales y su asignaciôn 
a diferentes ôrganos para evitar la concentraciôn del poder en las manos de un 
ùnico y autocrâtico detentador del poder. Segundo, un método establecido de 
antemano de cooperaciôn entre ellos. Tercero, un mecanismo que évité los 
bloqueos entre poderes y la preponderancia absoluta de uno solo de ellos. 
Cuarto, un sistema de reforma constitucional -igualmente preestablecido- que 
permita adaptar la Constituciôn a la evoluciôn de la sociedad y que évité 
recurrir a la ilegalidad, la fuerza o la revoluciôn. Quinto y ùltimo, la ley 
fundamental debe contener un reconocimiento expreso de ciertas esteras de 
autodeterminaciôn individual -los derechos individuales y libertades 
fundamentales-, y su protecciôn (que debe tener un carâcter efectivo, no sirve 
con su mera enunciaciôn, ni con una formulaciôn huera) frente a la intervenciôn 
de todos o uno de los titulares del poder®®^ .
3.2.3. Continente y contenido
Como se ve, lo importante son los valores que el texto constitucional 
recoge, no el texto en si ni su ausencia. Es irrelevante que la Constituciôn sea
“El principio limitative del poder y de definiciôn de zonas exentas o de libertad individual es, en efecto, un 
principio esencial del constitucionalismo. Por una parte, porque la libertad es consustancial a la idea misma del 
poder como relaciôn entre los hombres; el concepto de un poder absoluto o ilimitado es intrinsecamente 
contradictorio, puesto que nadie puede estar sometido integramente a otro semejante sin negar su propia esencia 
humana, sin cosificarse”. Garcia de Enterria, Eduardo y Fernandez, Tomâs-Ramôn; Curso de Derecho 
Administrativo: Madrid, 1986, pâg. 95.
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abierta o cerrada, corta o extensa, que esté o no recogida por escrito®®®. Lo 
trascendente son los valores que encierra la Constituciôn, de igual manera que 
lo valioso son las joyas y no la caja que las guarda. La caja ha de ser segura, 
garantizar la seguridad y la integridad de los valores que guarda (art. 53 CE).
La Constituciôn tiene un valor vicario que proviene de los principios que 
encierra. Como se ha comprobado, no toda Constituciôn merece tal nombre®®®. 
Sin embargo, hay valores que deben ser siempre protegidos por el Estado 
aunque este carezca de Constituciôn.
El fundamento juridico constitucional de los servicios de inteligencia de un 
estado democrâtico de derecho no es tanto la defensa de la Constituciôn (que 
puede o no existir y cuya importancia dériva de los principios y valores que 
entrana) sino la protecciôn de aquellos principios y valores que configuran el 
estado de derecho vengan o no reconocidos en el texto constitucional.
Si se examina con detalle el caso alemân puede observarse que, tanto 
hace veinte ahos -  en la época de Willy Brandt-, como ahora, cuando se alega 
por los Servicios de Protecciôn de la Constituciôn (bien sea del Estado -BfV- o 
de los Lànder) “deslealtad constitucional”, lo que se dice realmente es que se 
ha puesto en duda o atacado alguno de los pi lares bâsicos -principios o 
valores- del estado democrâtico de derecho.
Sirva como ejemplo el ultimo caso que salta a la palestra, el caso 
Czaszkôczy, donde la acusaciôn corre a cargo del Land de Baden- 
Würtemberg. La Ministra de Educaciôn de Baden-Würtemberg, Annette
Aunque ciertamente su plasmaciôn por escrito, a ser posible en un texto ùnico, facilita su entendimiento y el 
desarrollo constitucional posterior. Aceptado esto hay que convenir también que nadie dira que el Reino Unido no 
es un estado constitucional por no tener un texto ùnico.
Recuérdese la tendencia absurda de algunos estados africanos a copiar, ficticiamente, constituciones europeas y 
los rotundos fracasos que han venido asociados; quizâ porque en Africa no viven europeos, sino africanos.
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Schavan, argumenta que: “quien milita contra el orden-liberal democrâtico no 
puede emplearse como profesor”®®®.
4. La libertad como fundamento constitucional de los servicios de
inteligencia en el marco del estado de derecho
LIegados a este punto parece évidente que hay un conjunto de principios o 
valores que son déterminantes para la existencia de un verdadero estado 
democrâtico de derecho y de una economia de libre competencia que son las 
condiciones necesarias que propician la riqueza de las naciones y el bienestar 
de los ciudadanos
La cuestiôn que se plantea ahora es si todos esos principios o valores han 
de ser protegidos por igual, si son igualmente importantes, o si hay alguno que 
esté por encima de los demâs, alguno que en verdad sea la piedra angular del 
estado de derecho.
4.1. Concepto de libertad
La libertad es una idea compleja que alude a diverses contenidos 
relacionados entre si, esencialmente cuatro®®^ : primero, exenciôn de 
imposiciones ajenas; segundo, un poder hacer efectivo (porque se dispone de 
los medios adecuados); tercero, autonomie de elecciôn; cuarto, esa autonomie 
de elecciôn se traduce en su faceta politica, en la vida social, en la 
participaciôn en las decisiones colectivas, escogiendo quiénes van a decidir o 
cual va a ser el contenido de la decisiôn.
660 Qfj^  Villapadierna, Ramiro; “Alemania, el sistema se defiende”; “ABC", de 30 de agosto de 2004. 
Sânchez Agesta, Luis;.op. cit.,, pâg. 461.
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“Ningùn fiiôsofo de importancia ha pasado por alto el problema de la 
libertad”®®®. Lo mismo podemos decir desde el punto de vista juridico porque “la 
libertad es inseparable de la persona humana y, consiguientemente del 
Derecho. Sin libertad personal es inconcebible un ordenamiento juridico”®®®. 
Escribe Legaz y Lacambra: “La libertad pertenece esencialmente a la 
persona... no hay existencia personal donde falta la libertad, la cual se halla en 
la raiz metafisica de la vida... El Derecho recorta la superficie de la libertad 
existencial y devuelve como recompensa la libertad juridica de las personas... 
En cuanto forma social de vida, el Derecho es la libertad juridica. Pero la 
libertad juridica es libertad organizada, precisada, recortada”®®^.
Partiendo de las premisas anteriormente expuestas es posible encontrar 
tantas definiciones de libertad como autores han tratado de ella. Montesquieu 
decia que la libertad no puede consistir sino en poder hacer lo que se debe 
querer®®® y Sânchez Agesta la define como “el conjunto de condiciones, 
negatives y positivas, que permiten al hombre el desenvolvimiento de su 
naturaleza y la adquisiciôn de su entera dignidad personal, en la vida de una 
comunidad”®®®.
4.2. Desarrollo histôrico de la concepciôn de libertad
“Los origenes de la concepciôn moderna de libertad hay que referirlos al 
cristianismo, que da una dimensiôn trascendente al concepto del hombre como
Mantilla Pineda, Benigno; Filosofia del Derecho: Medellin, 1961, pâg. 394.
^  Castân Tobehas, José; Los Derechos del Hombre: Madrid, 1976, pâg. 56.
^  Legaz y Lacambra, Luis; Filosofia del Derecho: Barcelona, 1961, pâgs. 736 a 738.
“La libertad sôlo puede consistir en poder hacer lo que se debe querer y en no ser obligado a hacer lo que no se 
debe querer”. Sânchez Agesta, Luis; Documentes.... op. cit., pâg. 379.
^  Sânchez Agesta, Luis; Principios.... op. cit., pâg. 465.
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persona”®®^. Mâs tarde, el pensamiento cristiano alimenta di versas corrientes 
en el pensamiento medieval.
En el Renacimiento Francisco de Vitoria construye ya una concepciôn de la 
persona como fuente de derechos naturales®®®, doctrine que Vâzquez de 
Menchaca difunde en Europe.
Iras el paréntesis absolutiste, Locke y Montesquieu propugnan la divisiôn y 
control del poder en garantia de la libertad, y el primero sentencia que no 
puede haber libertad sin ley. El derecho naturel racionalista®®® da un carâcter 
trascendente y universel a las declaraciones de derechos humanos que serian 
enmendadas y revisadas très las dos guerras mundiales donde las doctrines 
marxistes y socialdemôcratas hacen hincapié en la necesidad de protéger 
realmente los derechos humanos y no sôlo formalmente.
Bajo la aparente bonded del enunciado®^® se desliza una pretensiôn 
colectivista. La actuaciôn positiva del Estado “en defensa de la libertad” no es 
sino una forma de sujetar a la intervenciôn estateI mâs y mâs esteras de la vida 
social.
La pretensiôn de atender a las necesidades efectivas de la gente a medida 
que surgen y elegir, deliberadamente, entre elles, es una vieja pretensiôn 
colectivista®^\ Las normas formales, el hecho de no saber a quien benefician o 
perjudican, es la mayor garantia de libertad, lo contrario es repetir la frase
Idem, pâg. 471.
Y defiende el constitucionalismo limitando los poderes del rey “mediante la sujeciôn de éste a la ley”. Passé, 
Guido; Historia de la Filosofia del Derecho (Vol. Il); Madrid, 1981, pâg. 59.
“Que a su vez habia recibido la doctrina de Vâzquez de Menchaca a través de Althusisus". Sânchez Agesta,
Luis; Principios...: op. cit., pâg. 471.
Que encontraria acomodo en el art. 9.2 de la Constituciôn espahola: “Corresponde a los poderes pùblicos 
promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean 
reales y efectivas; remover los obstâculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participaciôn de todos los 
ciudadanos en la vida politica, econômica, cultural y social”.
Cfr. Hayek, Friedrich; op. cit., pâg. 107.
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favorita de Stalin, “<j,Qulén? i/K quién?”®^®. Esta consideraciôn formai, “es la 
razôn de ser del gran principio liberal del estado de derecho”®^®.
4.3. La libertad en la Constituciôn espahola de 1978
La Constituciôn espahola de 1978 considéra la libertad como uno de los 
valores superiores del ordenamiento juridico junto con la justicia, la igualdad y 
el pluralisme politico®^ "^ .
4.3.1. Los valores superiores
Como observa Garrido Falla no todos los valores tienen el mismo grado de 
concreciôn y, en consecuencia, no todos tienen el mismo grado de operatividad 
juridica. Calificar o entender que un hecho o una ley no cumplen con el 
necesario pluralisme politico es trabajo menos ardue que calificar como justa o 
no una ley o decir que infringe la libertad del individuo.
Aqui es donde comunismo y nazisme se dan la mano, la protecciôn real de los derechos que defiende el 
comunismo superando la protecciôn formai de los libérales no es otra cosa que el estado justo que defendian los 
nazis. Este estado justo superaba al estado de derecho por cuanto se llegaba directamente hasta la persona 
concreta, hasta el ciudadano, se ten Ian en cuenta sus caracteristicas personales -raza, religiôn, ideas politicas, 
quién, para quién, que diria Stalin- y se le mejoraba la vida hasta tal punto que el estado justo nazi le decia lo que 
ten la que hacer en su tiempo de ocio: de dos a très darâ un paseo, de très a cuatro cortarâ el césped. A esto lo 
llamaban una mejora sustancial del estado de derecho, que, segùn ellos, quedaba ampliamente superado. Habia 
que concretar los derechos fundamentales. Ni comunistas ni nazis comprend ian que su falta de concreciôn personal 
era la mejor garantia.
“Alli donde se conocen los efectos precisos de la politica del Estado sobre los individuos en particular, donde el 
Estado se propone directamente estos efectos particulares, no puede menos de conocer esos efectos, y no puede, 
por ende, ser imparcial. Tiene necesariamente que tomar partido, imponer a la gente sus valoraciones y... elegir por 
ella los fines... Los mâs de cerca interesados en una cuestiôn particular no son necesariamente no son 
necesariamente los mejores jueces sobre los intereses de la sociedad en general... Un resultado necesario, y sôlo 
aparentemente paradôjico, de lo dicho es que la igualdad formai ante la ley estâ en pugna y de hecho es 
incompatible con toda actividad del Estado dirigida deliberadamente a la igualaciôn material o sustantiva de los 
individuos, y que toda politica directamente dirigida a un ideal sustantivo de justicia distributiva tiene que conducir a 
la destrucciôn del Estado de Derecho... Puede incluse decirse que para un eficaz Estado de Derecho es mâs 
importante que el contenido mismo de la norma el que ésta se aplique siempre, sin excepciones”. Hayek, Friedrich; 
op. cit., pâgs. 109 a 113.
El articule 1.1. de la Constituciôn Espahola dice: “Espaha se constituye en un Estado social y democrâtico de 
Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento juridico la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralisme politico”.
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Quizâ por ello, por esa dificultad de concreciôn, la libertad ha sido de todos 
los valores, el que ha tenido mayor desarrollo en la Constituciôn. Por eso es el 
que menos se usa por los operadores jundicos que sustituyen el concepto por 
su desarrollo, lo cual no quiere decir que en lo no desarrollado haya que optar 
por el silencio.
4.3.2. La libertad
Decia Montesquieu que la libertad “es el derecho de hacer lo que las leyes 
permiten, y si un ciudadano pudiera hacer lo que las leyes prohiben, no tendria 
libertad, porque también los otros tendrân este poder”®^®. Pues bien, en la ley 
fundamental espahola, en la Constituciôn de 1978, el valor libertad tiene dos 
grandes dimensiones, una organizativa que se refleja en la propia organizaciôn 
de las instituciones del Estado, y otra del “status” de las personas en esa 
organizaciôn social. La libertad es, pues, raiz de los derechos fundamentales y 
de la parte orgânica de la constituciôn, es el germen del estado democrâtico de 
derecho.
En cuanto a su supremacia o no respecto de los otros valores 
fundamentales hay que convenir con Lord Acton que la libertad “no es un 
medio para un fin politico mâs alto. Es, en si, el fin politico mâs alto. No se 
necesita por razones de buena administraciôn pùblica, sino para asegurar la 
consecuciôn de los mâs altos objetivos de la sociedad civil y de la vida 
privada”®^®.
Sânchez Agesta, Luis; Documentes...: op. cit., pâg. 379.
Citado en Hayek, Friedrich; Op. cit.; pâg. 103. La utilizaciôn espuria de la libertad como tapadera, como 
distracciôn de los intelectuales, puede verse en los comentarios de Napoleon a la celebérrima obra de Maquiavelo. 
Asi en la anotaciôn 403 del Emperador (Capiitulo XVI: De la libertad [recte, liberalidad] y miseria) se réclama éste 
inventor de las expresiones “ideas libérales" y “modo de pensar liberal", expresiones que “embelesan a todos los 
ideôlogos". Cfr. Maquiavelo, Nicolâs; El Principe fComentado por Naooleôn sionaDartel: México, 1981, pâg. 79.
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Lord Acton (como Tocqueville o Edmund Burke) viviô en tiempos donde la 
libertad se veia como problema y se defendia®^ .^ Los ejércitos enemigos eran 
mucho mâs visibles que los mecanismos totalitarios que se deslizan 
subrepticiamente en el estado de derecho al amparo de ideologies colectivistas 
(socialistes, marxistes, nacionalistas, nacionalsocialistas...)®^®. Pero aquellos 
ejércitos y estos mecanismos amenazan igualmente la libertad individuel que, 
con razôn, ha de ser considerada el primero de los valores a defender®^® pues 
sin ella, sin libertad, no hay persona®®®, como decia Azaha: “La libertad no hace 
felices a los hombres. Los hace, simplemente, hombres”. Y es este hombre 
libre quien puede legitimamente aspirar a justicia, igualdad o pluralisme 
politico.
La raiz del progreso econômico y del desarrollo del individuo en sociedad 
hay que buscarla en el estado de derecho. Son estas naciones las que 
aparecen como mâs deseables para vivir al ser humano y las que atraen 
personas desde todos los puntos del planeta que incluse arriesgan sus vidas 
con tal de alcanzarlas. Pues bien, la semilla primera del estado de derecho es 
la libertad, de su existencia depende el bienestar de los individuos. La libertad 
no es un valor que haya estado ahi desde siempre -como decia Montesquieu 
la democracia no es un estado libre por naturaleza-, no es una planta salvaje, 
es una creaciôn de la humanidad, un ârbol que necesita ser cuidado por una 
generaciôn y unos tiempos que, preocupados por algunos de sus frutos.
“La propia idea de libertad estâ borrândose de las costumbres y las conciencias”. Baudrillard, Jean; “Le Monde”, 
3 de noviembre de 2001.
Como decia el propio Lord Acton: “Pocos descubrimientos son tan exaspérantes como los que revelan la 
genealogia de las ideas”.
“La libertad, Sancho, es uno de los mâs preciosos dones que a los hombres dieron los cielos, con ella no pueden 
igualarse los tesoros que encierra la tierra ni el mar encubre; por la libertad, asi como por la honra, se puede y debe 
aventurer la vida”. De Cervantes, Miguel; op. c/t., pâg. 598.
“...no hay existencia personal donde falta la libertad, la cual se halla en la raiz metafisica de la vida...”. Legaz y 
Lacambra, Luis;.op. cit.,, pâg. 736.
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olvidan quien los produjo. El tiempo y la distancia han permitido que, para la 
generaciôn actual®®\ los frutos tapen el ârbol. No hay ejércitos napoleônicos de 
brillantes colores, fâcilmente visibles, que amenacen la libertad, ni esclaves que 
contraponer a los hombre libres. Hay mecanismos totalitarios que se deslizan 
subrepticiamente dentro del estado democrâtico de derecho y que son 
dificilmente perceptibles para el com un de los ciudadanos. Si a un hombre libre 
le dicen que va a ser esclave entiende claramente que su libertad es atacada; 
si lee en el periôdico que el mâximo ôrgano del poder judicial va a ser 
designado por el ejecutivo quizâ no lo tenga tan claro.
4.4. Los limites de la libertad
En primer lugar, la libertad del individuo résulta limitada por los derechos 
de los demâs. Ni siquiera la propiedad es un valor absoluto al modo de la 
antigua Roma. La Constituciôn espahola establece en su articule 33.2 la 
funciôn social de la propiedad que “delimitarâ su contenido, de acuerdo con las 
leyes”. No es posible infringir los derechos de los demâs alegando el use de la 
libertad individual®®®.
En segundo lugar, el Estado. La limitaciôn de la libertad résulta de la 
consideraciôn del Estado como "instrumento del bien com un”®®® lo que obliga a
La consideraciôn de la libertad por las generaciones que han vivido los ùltimos très siglos, parece hacer buenos 
los versos de Horacio:”>4efas parentum peior avis tulit/ nos nequiores, mox daturos/ progeniem vitiosorem”. Desde 
luego a cualquier persona le parece évidente las ventajas que proporciona la existencia de una buena Seguridad 
Social, 0 unos buenos servicios de policia o de bomberos dotados con los ùltimos adelantos técnicos. Ya no es tan 
évidente que esos servicios ha de pagarlos el Estado. Y aùn es menos évidente que el Estado puede pagarlos 
gracias a la existencia de una economia de mercado, de la que detrae recursos en forma de tasas e impuestos, que 
hunde sus raices en la libertad. Asi pues, se ve el fruto (las medicinas, los servicios...) pero no el ârbol, pues el 
ârbol de la libertad es tan frondoso y fructifère que no deja ver el tronco, menos aùn las raices.
En el articule 4 de la Deciaraciôn de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 se lee: “La libertad consiste 
en poder hacer todo lo que no daha a otro; asi el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene otros 
limites que los que aseguran a los demâs miembros de la sociedad el goce de estos mismos derechos. Estos limites 
no pueden ser determinados mas que por la ley”.
Sânchez Agesta, Luis: Principios...: op. c l ,  pâgs. 485 y 486.
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conservarlo y mantenerlo puesto que a su vez garantiza la libertad de los 
individuos (el estado democrâtico de derecho, se entiende)®®"^ .
Finalmente, la Humanidad®® ,^ con mayûsculas, porque el ser humane tiene 
un compromise congénito con todas y cada una de las personas que pueblan la 
tierra, cada una de cuyas vidas son ùnicas y preciosas. Es per eso que la 
libertad puede ceder y debe ser recortada en bénéficié de todos los Membres. 
“La solidaridad de la humanidad exige superar la posiciôn egoista a que el 
orden estatal tiende naturalmente y elevarse en una misiôn mas amplia al bien 
comùn de la humanidad”®®®.
4.5. Libertad y seguridad en el Estado de Derecho
Tradicionalmente, libertad y seguridad han estado situadas en trincheras, 
distintas y enfrentadas, dentre del estado democrâtico de derecho®®^ . Y este ha 
side asi en la doctrina que ha abordado la teoria de la seguridad nacional hasta 
que en 1991, en el case Cheblak, Lord Donaldson hacia la siguiente 
consideraciôn: “...aunque la seguridad nacional y las libertades civiles pueden 
dar lugar a tensiones cuando confluyen en el mismo âmbito, ambas estân 
situadas en el mismo lado”®®®. El razonamiento del tribunal es obiter dicta y
“...el propio Convenio Europeo para la Protecciôn de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales 
de 1950 prevé la posibilidad de que el ejercicio de ciertos derechos pueda ser sometido a restricciones que 
constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrâtica, para preservar la seguridad nacional (arts. 10.2 y 
11.2)”. Alvarez Conde, Enrique; La necesidad de una reforma.... op. cit..
Que no es un recurso a lo Victor Hugo, cuando no se sabe como continuar se cita a la Humanidad. La célébré 
anécdota puede verse en el Prôlogo para Franceses de Ortega y Gasset, José; La rebeliôn...: op. oit, pâg. 11.
^  Sânchez Agesta, Luis; Principios...: op. cit., pâg. 486.
“Suele citarse el elenco de derechos naturales del articule 2 la Declaraciôn de los Derechos del Hombre y del 
Ciüdadano de 1789, olvidando que ademàs de libertad, propiedad o resistencia a la opresiôn, se incluye en él la 
seguridad". Del Aguila, Rafael; op. cit., pâgs. 131 y 132. En efecto, el art. 2 dice asi: “La finalidad de toda asociaciôn 
politica es la conservaciôn de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre. Estes derechos son la libertad, 
la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresiôn”.
Cfr. Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento iudicial.... op. cit..
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enlaza, en un salto de mil anos, con la vida de los caballeros europeos que 
aunaban libertad y seguridad tras los muros del castillo®®®.
En efecto, como dice Revenga, “cuando, en nombre de la seguridad, se 
vulnera un derecho, se produce una erosion en los cimientos del sistema que 
causa dahos en ambos lados, en el de la libertad y en el de la seguridad. La 
perd id a de libertad, por ocasional y aislada que resuite, es en definitive algo 
que, como se ha defend id o con vehemencia, también resta peso al valor de la 
seguridad”®^®.
Ello es asi porque, como se ha visto, la joya de la corona del estado 
democrâtico de derecho es la libertad®®  ^ Este es el bien mâs preciado que ha 
de ser siempre defendido: “...un estado cuyo fin no sea en ultima instancia la 
defensa de la libertad individual estâ condenado a convertirse en una 
interminable, ilimitada y ruidosa administraciôn de su servidumbre”®®^.
Ahora bien, puede darse el caso de que en el intento de salvar la libertad 
individual el Estado principle por ahogarla. Asi ocurre cuando la seguridad 
nacional to ma de criada a sehora de la libertad®®®. De igual modo que se ha 
visto establecer una relaciôn de medio a fin, defensa nacional/seguridad 
nacional, asi se ha de convenir ahora en una relaciôn de medio a fin, 
seguridad/libertad.
Hubo un tiempo en la historia de Europe que resultaba évidente que seguridad y libertad estaban del mismo lado 
de las almenas. Era la Europe medieval, la Europe de los castillos: “...los castillos parecen descubrirnos... un tesoro 
de inspiraciones... Sus terres estân labradas para defender a la persona contra el Estado. Senores; jViva la 
libertad!”. Cfr. Ortega y Gasset, José; El espectador: op. cit., pâgs. 114 a 119. Con rigor puede decirse con Ortega 
que “el libéralisme es el fruto que, sobre los alcores, dieron los castillos”.
Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento iudicial.... op. cit.
“Para vivir en libertad es necesario un Estado Liberal, es decir, un orden legal en que los derechos del individuo 
sean sagrados y superiores a cualquier consideraciôn colectivista”. Jiménez Lésantes, Federico; Lo que oueda de 
Espana: Madrid, 1995, pâg. 510.
Ibidem.
Ciertamente senora y criada estân “en el mismo lado", que dirla Lord Donaldson, en la misma casa juridica, pero 
una manda y la otra no. Y, siguiendo con el ejemplo, piénsese en el Estado de Derecho como el mayordomo de la 
libertad, la seguridad nacional es une de los medios que puede utilizer para defenderla y acrecentarla, pero no el 
ùnico, ahl estân la supremacia de la ley, el control del poder, el respeto de los derechos fundamentales...
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La seguridad nacional solo es un medio que permite la existencia de la 
libertad individual. Recuérdese que el Estado no tiene derechos fundamentales 
y que su existencia se justifica como garante de la libertad de los hombres que 
en él habitan®®"^ .
El actual estadio de la Humanidad, configurado como una sociedad de 
naciones que quiere ser supranacional ha dado pie a una curiosa configuraciôn 
de la seguridad nacional y por ende de la libertad. Como dice Revenga 
Sânchez -respecte de Estados Unidos- la seguridad nacional fue el producto 
mâs genuine de la Segunda Guerra Mundial®®®. Es decir, la seguridad nacional 
se predicaba respecte de otros estados que podian invadir y aniquilar la 
libertad de que disfrutaban los naturales del lugar. Y es aqui cuando lo adjetivo 
se hizo sustentive porque lo importante es la pérdida de la libertad, no quién 
sea el autor de su privaciôn.
Es irrelevante que la libertad individual se suprima por “los de aqui” o por 
“los de fuera” -por utilizer la terminologie nacionalista que résulta aùn mâs 
clarificadora-. Lo decisive es que el individuo carece de libertad. El Estado no 
puede suprimir libertades esenciales para garantizar la libertad misma®®®. En el 
cambio “seguridad" por “libertad”, la primera es hojalata y la segunda oro pure. 
Muchos kilos de la primera son necesarios para compenser un gramo de la 
segunda.
De otro lado, si lo que pretende el Estado es garantizar su supervivencia es 
necesario recordarle al Estado que su existencia solo tiene sentido en la
Lo que lleva directamente al pensamiento de Rawls. Lo justo puede entenderse promoviendo un bien que es 
comùn para los ciudadanos. Rawls, John; op. cit., pâg. 109.
Cfr. Revenga Sânchez, Miguel; El imperio... op. cit., pâgs. 14 y 15.
Ni la pérdida o restricciôn de una libertad concreta puede actuar como locomotora o como justitificaciôn para la 
pérdida o restricciôn de otras tantas: “Se empieza por ceder en unas libertades, se termina perdiendo todas". Haro 
Tecgien, Eduardo; “Miedo a la seguridad", “El Pais”, 20 de noviembre de 2001.
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medida que garantiza la libertad de los individuos®® .^ ^Qué ventajas obtendrian 
estos perpetuando la existencia de un Estado opresor?®®®
Sentado lo anterior hay que decir también que la idea de seguridad, 
personal y econômica®®®, ha ejercido siempre un poderoso atractivo sobre los 
hombres de todos los tiempos y todas las edades. Es dificil que sociedades 
acostumbradas a la libertad estén dispuestas a cambiarla por seguridad (tal 
como sucediô en la Alemania de Hitler), pero el fenômeno puede darse y es 
tanto mâs plausible cuanto mâs aprieta la necesidad. Es entonces cuando se 
escuchan razonamientos del tipo que Harold Laski hizo poco antes de la 
Segunda Guerra Mundial: “sin seguridad econômica la libertad carece de 
valor”. De ser cierta tal afirmaciôn, sôlo los funcionarios valorarlan debidamente 
la libertad. Pero hay un grano de verdad en ella, “cierta seguridad es esencial si 
la libertad ha de preservarse, porque la mayoria de los hombres sôlo estarâ 
dispuesta a soportar el riesgo que encierra inevitablemente la libertad si este 
riesgo no es demasiado grande” ®^®.
La libertad no tiene alternative digna, pero aùn asi, siempre habrâ quien, 
en uso de su libertad, décida ser esclave, y cambiar libertad por seguridad^®\ 
Ante esto sôlo cabe recorder las palabras de Benjamin Franklin:”Aquellos que
Los derechos fundamentales han demostrado en el pasado ser inaplicables cuando el hombre no era ciüdadano 
de ningùn Estado, caso de los judios y el Holocauste. Cfr. Arendt, Hannah; Los orioenes del totalitarisme: Madrid, 
1974, pâgs. 371,377 y 378.
El Estado defensor de la libertad individual enlaza con la idea de Dahl del bien comùn identificado con las 
instituciones que desarrollan el bienestar de los ciudadanos. Dahl, Robert; Democracy and its Critics: Londres, 1989, 
pâgs. 305 a 308.
El Estado no puede dar a todos “la certidumbre de unos determinados ingresos si ha de concederse alguna 
libertad a cada cual para que elija su ocupaciôn”. Friedrich, Hayek; op. cit.; pâg.161.
Friedrich, Hayek; op. cit.; pâg. 172. Sin embargo, el hombre medieval, vivia para guerrear, poseia un verdadero 
espiritu guerrero. “La causa por la cual en el espiritu guerrero prevalece el apetito de acciôn sobre el temor al peligro 
no es otra que un radical sentimiento de confianza en si mismo... La época bârbara es sazôn de fe en si mismo. 
Esta es la gran virtud de tal edad, que conviene injertar en la nuestra, ahita de cautela y preocupaciôn". Ortega y 
Gasset, José; El espectador: op. cit., pâgs. 119 a 121.
“...el bolchevismo deberia alertarnos sobre las consecuencias inhumanas de ciertas ideologias redentoristas que 
prometen el Paraiso a cambio de la libertad”. Jiménez Losantos, Federico; La dictadura silenciosa: Madrid, 1993, 
pâg. 21.
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cedenan la libertad esencial para adquirir una pequena seguridad temporal, no 
merecen ni libertad ni seguridad” ®^^.
4.6. Libertad y servicios de inteligencia
Es évidente que la joya mâs preciada es la que ha de ser primeramente 
defendida. Lo que ya no es tan évidente es el modo en que esta defensa debe 
procurarse.
4.6.1. El ciüdadano, el Gobierno y los servicios de inteligencia
Escribe Andrés Montero-Gômez: “Los métodos de actuaciôn en tiempo de 
paz 0 en época de guerra verân bien matizado su desarrollo... Pero en 
cualquier caso y con independencia del momento, de quién obtiene la 
informaciôn, de quien la trata y del usuario ultimo, el beneficiario siempre 
deberia ser el mismo: el ciüdadano. Desde el mismo instante en que cualquier 
organisme pùblico creado para este fin, no sea conducido bajo la guia de este 
principio y se deje llevar por intereses politicos o personales, esta rem os 
asistiendo a una deformaciôn del servicio desde su base, haciendo de éste un 
ente comprometedor para la misma naciôn que lo sustenta” ®^®.
Los servicios de inteligencia estân para auxiliar al Gobierno en la toma de 
decisiones, pero taies decisiones han de procura rie un bénéficie al ciüdadano 
cuyo modo mâs obvie es ampliar la esfera de libertad de éste, o bien, evitar 
que se vea menguada.
Friedrich, Hayek; op. cit.; pâg. 172.
Montero-Gômez, Andrés; "Valor de inteligencia..." op. cit.
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El estado democrâtico de derecho “no es el estado de debilidad", Robert 
Badinter^ ®"^  dixit No es contrario al estado democrâtico de derecho que la 
policia o los aduaneros registren equipajes cumpliendo con su obligaciôn. Esa 
mengua momentânea en la libertad de uno acrecienta la libertad y la seguridad 
de todos. Lo mismo puede predicarse de los servicios de inteligencia.
Lo que implica la existencia del estado de derecho no es la indefensiôn 
sino el control del poder. Para defender la libertad de todos el estado puede 
defenderse, pero en un estado de derecho taies medidas de autodefensa 
llevadas a cabo por el ejecutivo serân susceptibles de ser controladas por los 
otros poderes del estado. La caracteristica del estado de derecho trente a la 
amenaza de la libertad no es la inacciôn sino la acciôn controlada.
4.6.2. La libertad, referenda primera y ultima de los servicios de 
inteligencia
Como se ha visto, el final del proceso confluye -deberia concluir, so pena 
de intereses espurios- en la libertad de los individuos, del ciüdadano, que ha de 
verse beneficiado de las decisiones que toma su Gobierno, debidamente 
asesorado por los servicios de inteligencia. Al final, la libertad, pero al principio 
también.
En el ejercicio habituai de sus actividades es normal que los servicios de 
inteligencia choquen con la libertad en cualquiera de sus facetas (“La seguridad 
tiene un p recio y asi debe ser” ®^®). Ante este primer paso los servicios han de 
preguntarse: Primero, si es una actividad cubierta por el mandate legal que han 
recibido; segundo, si la decisiôn de acometerla ha seguido el camino oportuno;
Ex ministro de Justicia francés y Présidante del Consejo Constitucional.
Brody. Reed; “El recorte de las libertades pûblicas”, “El Pais", 10 de diciembre de 2001.
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tercero, si el funcionario que la ordena ostenta tal competencia; cuarto, si no 
hay un medio menos gravoso para la libertad de satisfacer el fin requerido; 
quinto, cuâl es la minima intensidad posible con la que tal fin puede ser 
cumplido.
Los servicios de inteligencia debieran tener un anclaje constitucional 
porque su actividad afecta directamente a los derechos fundamentales de los 
ciudadanos. La L.O. de 17 de noviembre de 2005 enlaza directamente la 
seguridad nacional con la defensa de los va lores fundamentales insertos en la 
constituciôn. La seguridad nacional no puede ser utilizada como vâlvula para 
interrumpir el despliegue normalizado de los derechos, sin producir al mismo 
tiempo inseguridad constitucional.
La paz social esta garantizada por los valores constitucionales que dan 
naturaleza sustantiva a los estados democrâticos de derecho. La mera 
existencia de la democracia no basta para garantizar que el poder no sea 
arbitrario, es necesario que la democracia venga acompanada del estado de 
derecho.
La constituciôn es la caja de seguridad, la caja fue rte, que contiene las 
joyas del estado democrâtico de derecho: los valores que lo sustentan. La 
seguridad nacional, la paz, es posible gracias a la existencia en la prâctica 
cotidiana de taies valores.
De todos esos valores, la libertad es especialmente relevante, sin ella no 
son posibles los demâs. Es esencial para el hombre ser libre. Es el valor 
supremo -Lord Acton-. La libertad es el mayor regalo -decia Don Quijote a 
Sancho- y su privaciôn el mayor castigo. Es este hombre libre el que puede 
aspirar a igualdad, justicia y pluralisme politico.
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La relaciôn entre seguridad y libertad no es de confrontaciôn, no viven en 
trincheras opuestas sino en la misma casa, un lugar donde la libertad es la 
sehora y la seguridad la criada.
La libertad ha de ser la referenda primera y ultima de los servicios de 
inteligencia. La libertad fundamenta y justifica la existencia de los servicios de 
inteligencia. El estado, el estado de derecho, el imperio de la ley tiene por 
finalidad la defensa de la libertad de los ciudadanos que son los titulares de los 
derechos recogidos en la constituciôn. A los servicios de inteligencia compete 
ayudar al ejecutivo en el proceso de toma de decisiones para garantizar la 
libertad de los ciudadanos.
El fin de la seguridad es permitirnos vivir en libertad. La seguridad es el 
medio, la libertad es el fin. En un estado democrâtico de derecho las 
actividades de estos servicios no pueden representar una amenaza para los 
principios de su ordenamiento constitucional. “La convicciôn de que la 
seguridad es garantie de la libertad y de la democracia pero que sin libertad y 
democracia no puede existir seguridad constituye uno de los principios 
ideolôgicos de la sociedad occidental sobre los que se levantan sus estructuras 
juridicas, econômicas y politicas” ®^®.
Esteban Navarro, Miguel Angel; “Necesidad, fundamento y misiôn de un servicio de inteligencia para la 
seguridad y la defensa”, “Guademos de Estrategia del Ministerio de Defensa n° 127”, pâg. 79.
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Capitule IV:
Servicios de inteligencia y secretos de estado
6. Ongenes de la razôn de Estado
El paso del tiempo ha hecho que razôn de Estado y Maquiavelo resulten 
sinônimos y coetàneos. Sin embargo, espigando la historia, pueden 
encontrarse abundantes semillas, antecedentes ciertos de lo que mâs tarde se 
denominaria razôn de Estado.
La idea de que la preservaciôn de la comunidad pueda necesitar de 
medidas excepcionales, que se salgan o enfrenten con lo que es tenido por 
normal, la idea de que algunas cuestiones deban ser conocidas por el menor 
numéro de personas en bénéficié de todos no es ciertamente una idea 
novedosa.
En el ordenamiento jurfdico espahol se pueden encontrar referencias a las 
“razones del Reyno” en Las Siete Partidas. Del Aguila se remonta a la Guerra 
del Peleponeso contada por Tucidides, en el ataque por los atenienses a la isla 
de Melos. Por su parte, el teôlogo Hans Küng^ ®^  muestra que ni siquiera el 
Vaticano se librô de taies razones ya a mediados del siglo IX durante el 
pontificado de Nicolâs I.
Küng, Hans; El cristianismo: Madrid, 1997, pâgs. 375 y ss.
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Cuando se asocian Maquiavelo y razôn de Estado, se olvida que en 
tiempos de Maquiavelo no existia el Estado como tal. El Estado moderno que 
hoy conocemos -abstracto e impersonal-no aparece en la historia de las ideas 
pollticas hasta Bodino^ ®®.
1.1. Definiciones clàsicas
Definiciones de razôn de Estado pueden encontrarse tantas como se 
quieran buscar. Quizâ la definiciôn clâsica por excelencia sea la de Giovanni 
Botero que en su obra De la Razôn de Estado dice: “Estado es un dominio 
firme sobre el pueblo y razôn de estado es noticia de los medios aptos para 
fundar, conservar y ampliar tal dominio”. Siguiendo con los clâsicos, Michel 
Foucault entiende que la razôn de estado es todo lo que sirve 
fundamentalmente a la potenciaciôn del aparato del estado^ ®®.
Segùn Del Aguila, dependiendo de la definiciôn que adoptemos podremos 
atribuir la paternidad de la expresiôn a unos u otros^ ^®. Si se entiende que es la 
justificaciôn de ciertas excepciones (sobre la justicia o los principios morales) 
para protéger la comunidad o el bien pùblico, entonces hay que convenir que 
siempre ha existido. Si se la liga a una concepciôn estratégica de la acciôn 
politica que sôlo “funciona como mecanismo de justificaciôn de las 
transgresiones cuando se asocia a un saber técnico sobre la politica” es 
indubitable su ascendencia maquiaveliana^^\ Pero si a esta concepciôn se la 
une con un orden legitimatorio superior y una instituciôn estatal protectora, su
Creador también del concepto de soberania. Passé, Guido; op. cit., pâg. 54.
Cfr. Del Aguila, Rafaël; “Razôn de Estado y razôn civica”, “Claves de Razôn Practica”, n° 52., pâg 15.
Del Aguila, Rafael; Las estrateoias.... op. cit..; pâgs. 92 a 97.
Ibidem, pâg. 93. El pensamiento de Maquiavelo tiene mucho que ver con la Politica y muy poco con el Derecho. 
Passé, Guido;_op. cit., pâgs. 32 y 33.
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nacimiento debe unirse a los teôricos clâsicos de la razôn de Estado que ya 
concebian a éste en el sentido abstracto e impersonal con que hoy se conoce.
“En la concepciôn clâsica, la Razôn de Estado se asienta sobre un 
equilibrio entre un actuar estatal movido por las consideraciones éticas, 
inducidas socialmente, y un obrar politico que obedece al afân de adquirir, 
conservar y extender el poder politico para si. Ethos y Cratos, en una dialéctica 
permanente perfilan la Razôn de Estado... El Estado, todo Estado, se muestra 
impenetrable en cuanto a si mismo porque en su privacidad, en la intimidad 
solitaria de su para si reside su ilusiôn de perpetuaciôn... Para asegurarse esta 
suerte de autoconciencia estatal metafisica... précisa del secreto, de la
mitologizaciôn oculta de su para
1.2. De la razôn de Estado a la Seguridad Colectîva en politica 
internacionaf
La muerte del Archiduque Fernando de Austria es principio de los 
estertores de la razôn de Estado en politica internacional. “...la razôn de 
Estado, indiferente a la moral y a los intereses de los demâs, fracasô en politica 
internacional a partir de la guerra de 1914-1918. Lo substituyô el principio de la 
seguridad colectiva traido de Estados Unidos a Europa por Woodrow Wilson en 
1919 y reafirmado con fuerza por Franklin Roosevelt y Harry Truman en 1945. 
La politica internacional inspirada por dicho principio es de invenciôn americana 
y funciona desde 1945 bajo la direcciôn americana. No se ve otra que pueda 
conducir a un mundo menos inaceptable”^^ ®.
Fraguas, Rafael; “Servicios secretos y razôn de Estado", “Claves de Razôn Prâctica”, n° 14, pâgs. 66 y 67.
Revel, Jean François; La obsesiôn antiamericana: Barcelona, 2003, pâg. 52. Sobre la gestiôn de la politica de 
seguridad colectiva por los Estados Unidos puede verse Kissinger, Henry; Diolomacia. Barcelona, 1996, passim.
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La politica de seguridad colectiva amenaza con ser casi tan inasible como 
el concepto de seguridad nacional, de hecho, ante la falta de participaciôn, en 
general, de Europa Occidental, en su elaboraciôn y aplicaciôn, ha term inado 
por convertirse -de forma unilateral- en la proyecciôn exterior de la seguridad 
nacional norteamericana^^"^.
2. La razôn de Estado y el estado de derecho
Es cierto que este asunto “puede p resta rse a ideas preconcebidas. La mâs 
frecuente de estas, tal vez, consiste en sostener que en un Estado democrâtico 
de derecho toda actuaciôn de los poderes pûblicos ha de quedar 
absolutamente sometida a publicidad; publicidad a la que, en cambio, debe 
estar sustraida la esfera privada”^^ ®. Se supone también que el nacimiento del 
Estado de Derecho marcaria la defunciôn del secreto de Estado: “La sua 
soprawivenza testimonia la scelta de! legislatore di tutelare gli interesi degli 
apparat! dello Stato prima ancora delle regole de! diritto”^^ .^
Rafael del Aguila pretende que la adecuaciôn de la razôn de Estado al 
ecosistema del estado de derecho supone una transformaciôn de la primera, 
una suerte de evoluciôn darwiniana -adaptarse o morir-, que la convertiria en 
razôn civica.
“Para que esa politica de seguridad colectiva... no propiciara el surgimiento de una hiperpotencia americana. 
séria necesario que muchos otros paises tuvieran la inteligencia de participer en su elaboraciôn y su aplicaciôn, en 
lugar de denigrar a sus promotores” Revel, Jean François; op. cit., pâgs. 52 y 53.
Diez-Picazo, Luis Maria; op. cit., pâg. 77.
Periodista el primero y magistrado el segundo. Flamini, Gianni y Nunziata, Claudio; Seareto di State: Roma, 
2002, pâg. 120.
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2.1. De la razôn de Estado a la razôn civica
“La forma en que la razôn de Estado puede hacerse buena en un contexte 
democrâtico exige su transformaciôn en razôn civica”^^ .^ Naturalmente, ese 
contexte democrâtico al que se alude no puede ser otro que el marco del 
estado de derecho.
Para Del Aguila la razôn civica séria “la forma que la razôn de Estado 
puede adoptar bajo condiciones democrâticas” y propone dos vectores de 
aproximaciôn: El primero de elles tiene que ver con el control. Entiende que los 
secretos pueden ser necesarios y no deben ser completamente abolidos pero 
en el marco del estado de derecho pueden y deben ser controlados ya sea a 
priori o a p o s te r io r i.
El segundo enlaza con el pensamiento de Richard Rorty cuando habla de 
una racionalidad que escinde supervivencia e identidad, que permite decir 
“mejor morir que hacer esto o aquello”^^®, que permite a la sociedad no cambiar 
de identidad, no transformarse en lo que no quiere ser aùn a costa de su 
supervivencia.
2.2. Implicaciones del estado de derecho
“El secreto, en cuanto privaciôn que es de acceso a una determinada 
informaciôn a la generalidad de las personas, es una excepciôn al derecho
Cfr. Del Aguila, Rafaël; “Razôn de Estado y razôn..", op. cit., pâg 18.
“...tenemos no solo el derecho sino el deber de juzgar a aquellos que nos gobiernan , de ponernos en su lugar y 
preguntarnos que otro/s curso/s de acciôn podia/n tomarse..." Idem, pâg 21.
719 Ibidem..
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general’™ . Esta preeminencia de la publicidad permite la lucha entre el poder y 
la memoria y posibilita el control a posteriori por la sociedad^^\
“En todo aquello que no cae bajo la protecciôn de la exclusiôn excepcional 
y reglada de conocimiento que es el régimen jurîdico del secreto, el poder debe 
estar desnudo porque ese es el sentido del Estado de Derecho”™. De esta 
afirmaciôn, siguiendo a Javier de Lucas, se derivan algunos corolarios que 
conviene tener présentes: primero, la necesidad de que haya una expresa 
previsiôn legislativa al respecte habida cuenta del carâcter excepcional y 
provisional del secreto; segundo, tal habilitaciôn debe estar claramente tasada 
y, tercero, conectado con el anterior deben delimitarse claramente, al menos, 
objeto, tiempo y depositaries del secreto™.
Hay que dejar bien claro que lo que résulta incompatible con el estado de 
derecho no es la existencia de secretos, sino que estos escapen a la ley, “que 
el poder tenga ambitos en los que no es responsable”™. Segùn Desantes, el 
Estado democrâtico de derecho plantea dos exigencies: el control del que 
gobierna y la participaciôn de los ciudadanos en el gobierno™.
™  Alvarez Conde, Enrique; “El temor..." op. cit: “La régla general...el principio de publicidad, deberâ tener siempre 
una interpretaciôn favorable o extensive. 2. La excepciôn,... el secreto, deberâ tener una interpretaciôn restrictive y 
ser mirado, jurldicamente tiablando, con recelo prudente”. Escobar de la Sema, Luis; Manuel de Derecho de la 
Informaciôn: Madrid, 1997, pâg. 481.
No es cierto, como escribia Hitler, que las masas se sientan satisfechas al ser “dominadas” por el poder {Cfr. 
Hitler, Adolf; Mein Kamot Londres, 1939, pâgs. 56 y ss), pues como puso de relieve Fromm “los sistemas 
autoritarios no pueden suprimir las condiciones bâsicas que originan el anhelo de libertad". Fromm, Erich; El miedo a 
la libertad: Barcelona, 2003, pâg. 230.
^  De Lucas, Javier; “De secretos, mentiras y razones de estado"; “Claves de Razôn Practica", n° 52, pâg. 28.
^  Ibidetn. “El secreto de Estado sôlo es tolerable cuando se présenta en termines rigurosamente excepcionales y 
vinculados a la defensa de un manifiesto interés pùblico. Es constitucional, legal y licite la existencia de secretos 
oficiales, aunque la ley debe limiter esos supuestos que puedan afectar a la seguridad del Estado". Alvarez Conde, 
Enrique; La necesidad de una reforma: Los secretos de Estado tras las sentencias del Tribunal Supreme de 4 de 
abril de 1997: San Sebastiân, 2004, ediciôn electrônica de los Cuadernos de Derecho Judicial del CGPJ, ISSN 
1577-208 X.
De Lucas, Javier; op. cit., pâg. 26.
^  Para mâs informaciôn puede consultarse, Desantes Guanter, José Maria; La funciôn de informar: Pamplona, 
1976, pâg. 196.
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3. El secreto de Estado
Estâ ampliamente extendida la idea de que el secreto es male, quien 
tiene un secreto es porque tiene algo que ocultar, algo nocivo, perverso, que no 
debe ser expuesto a la mirada de los demâs. En expresiôn de Georg Simmel el 
secreto sena “la expresiôn sociolôgica de la maldad moral”™, algo malo per 
se. Si, hodieme die, alguien pregunta y no obtiene una respuesta clara es que 
su interlocutor oculta algo malvado, el secreto™.
Sin embargo, esta valoraciôn peyorativa, a priori, del secreto carece de 
base cientifica alguna. Es necesario que los individuos puedan elegir, en uso 
de su libertad, si quieren o no tener secretos, si p refie ren vivir en una casa de 
piedra, con paredes o sin ellas™, si es de su gusto la pretendida casa de 
cristal que el socialisme tratô de entronizar tras el “Telôn de Acero”™ o no. De 
igual forma, y como mâs adelante se verâ, también es necesario que tenga 
secretos el Estado™, lo cual no le convierte en malvado ni desnaturaliza el 
estado de derecho.
726 El de Simmel es un caso extrano. Muy conocido en Espana gracias a Ortega (caro también a Cioran) y con 
escasa repercusiôn en Europa. Cfr. Simmel, Georg; Socioloqia: Madrid, 1977, pâg. 379.
Con razôn habla Kundera del decimoprimer mandamiento de nuestro tiempo; el deber de responder cualquier 
pregunta y ser veraz en la respuesta. Kundera, Milan; La inmortalidad: Barcelona, 1990, pâgs. 134 a 144.
Tal como hizo Livio Druso segùn cuenta Plutarco. Cfr. Del Aguila, Rafael; La Senda.... op. cit., pâg. 293.
En dos obras distintas cuenta Kundera el caso de Jan Prochazka “gran personalidad de la Primavera de Praga, 
se convirtiô, después de la invasiôn rusa en 1968, en un hombre sometido a estrecha vigilancia. Frecuentaba por 
entonces a otro gran opositor, el profesor Vâclav Cerny, con el que le gustaba beber y hablar... un dia... queriendo 
desacreditar a Prochazka, la policia difundiô estas conversaciones en forma de radionovela... de entrada, 
Prochazka quedô desacreditado... Tan solo de manera progresiva... la gente se fue dando cuenta que el verdadero 
escândalo no eran las palabras atrevidas de Prochazka, sino la violaciôn de su vida... lo privado y lo pùblico son por 
esencia dos mundos distintos... condiciôn "sine que non’  para que un hombre pueda vivir como un hombre libre... la 
cortina que sépara esos dos mundos es intocable... los que arrancan las cortinas son criminales". Kundera, Milan; 
Los Testamentos Traicionados: Barcelona, 1994, pâgs. 272 a 274. Y también Kundera, Milan; La insoportable 
levedad del ser: Barcelona, 1993, pâg. 139.
Secreto de estado recogido por todos los ordenamientos juridicos occidentales con la excepciôn del sueco: “La 
tutela de! segreto di stato dovrebbe teoricamente essere assente da qualsiasi ordinamento democrâtico. Ma se è 
cosi in Svezia, un principio analogo non è stato accolto ne! nostro e in altri ordenamenti...”. Flamini, Gianni y 
Nunziata, Claudio; op. cit., pâgs. 119 y 120.
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3.1. El secreto y el individuo
Para Simmel, “el secreto constituye una de las mas grandes conquistas 
de la humanidad. Sign if ica una enorme ampliaciôn de la vida porque en 
compléta publicidad muchas manifestaciones de esta no podrian producirse™\ 
“La existencia de una esfera privada protegida de intrusiones del poder o de 
otros individuos constituye para nosotros hoy el primer fundamento de una 
sociedad de individuos libres. Nos parece que solo la existencia de esa esfera 
privada permite disfrutar de una vida personal digna y desarrollar 
adecuadamente la autonomia individual”™.
Como apuntaba Farinacius el secreto es bifronte: no soiamente excluye 
a otros sujetos de un saber escondido, sino que al mismo tiempo protege ese 
saber™ y esa protecciôn de los individuos résulta esencial para que puedan 
realizarse como personas. Parafraseando a Michael Walzer los muros del 
secreto permiten edificar espacios de libertad™.
Asi las cosas, no parece que el secreto sea tan mal asunto desde el 
punto de vista de los ciudadanos, mâs bien todo lo contrario, si sôlo existiese la 
vida pùblica de las personas, si no tuviesen vida privada, sôlo se manifestaria 
un aspecto de estas, el aspecto controlado, séria una vida empobrecida, muy 
poco humana y muy del gusto de las dictaduras™.
Citado por De Lucas, Javier, op. cit., pâg. 24. 
Del Aguila, Rafaël; op. cit.; pâg. 298.
733 De Lucas, Javier; op. cit.
El secreto protege a los ciudadanos no sôlo trente a la divulgaciôn sino también trente al conocimiento. Lucas 
Murillo, Pablo; El derecho a la autodeterminaciôn informativa: Madrid, 1990, pâg. 83.
Un planteamiento semejante supondria “sacrificar al individuo y reducirlo a una particula de polvo”, a este tipo de 
vida aspiraban Goebbels y Hitler. Cfr. Fromm, Erich; op. cit., pâgs. 224 y 225.
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3.2. El secreto y el Estado
“El Estado necesita del secreto porque en su autoconciencia anida una 
fuerza suprema que constituye su lenguaje interior y que a lo largo de la 
Historia estatal se ha denominado Razôn de Estado. Se trata de un lenguaje de 
poder. Esa fuerza suprema que se cobija en la entraha del Estado le lleva en 
ocasiones a actuar mâs allâ de la Moral y del Derecho, porque la ley bâsica 
que preside la lôgica estatal consiste en la adquisiciôn, conservaciôn y 
extensiôn del poder politico, incondicionadamente, como sehalara Friedrich 
Meinecke”™.
El problema es que el Estado puede ser tan grande que en vez de 
protéger al individuo lo ahogue™. Sin embargo, aceptando que eso pueda 
suceder en ausencia de los debidos contrôles, el Estado, incluido el Estado de 
Derecho, necesita del secreto en su labor cotidiana. Francisco Guicciardini, 
embajador florentine ante los Reyes Catôlicos, sehalaba cuânto ayuda a quien 
“desempeha un cargo pùblico que sus asuntos sean secretos...”™, y es que no 
es posible el normal desempeho de la actividad del estado sin que haya 
asuntos que deban escapar al conocimiento de todos los ciudadanos, “quien 
dice gobierno dice secretos de gobierno”™, donde hay politica existen 
secretos, porque la politica es estrategia y la estrategia es hermana de la 
prudencia y la prudencia lleva al secreto.
Fraguas, Rafael; op. cit., pâg. 66.
Una concepciôn expansiva de! secreto de Estado (o no bien perfilada en sus elementos objetivo y subjetivo) 
puede llevar a que todo sea secreto, especialmente si roza, siquiera tangencialmente, con la actividad propia de los 
servicios de inteligencia. “La prassi seguita in passato e posta all'attenzione deirautorità giudiziaria aveva reso 
evidenti numerose situazioni in oui tutte la attività del Servizi segreti erano ritenute integranti il segreto di Stato: 
anche quelle che, essendo di carattere administrative, dovevano considerarsi sottoposte al normale controllo di 
legitimita’’. Flamini, Gianni y Nunziata, Claudio; op. cit., pâg. 140.
Citado por Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâg. 21.
Del Aguila, Rafael; La Senda...: op. cit., pâg. 303.
214
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
Ahora bien, dicho lo anterior conviene precisar aùn mâs y seguir aqui el 
consejo de Marco Aurelio: simplicidad, primeros principios. El secreto es un 
medio para que el Estado -aunque sea indirectamente- defienda la libertad 
individual de las personas porque ésa y no otra es la razôn de ser del Estado. 
Al garantizar la libertad de las personas, implicitamente, se les garantiza 
seguridad. El secreto es un medio, no un fin en si mismo.
De igual suerte el Estado no existe porque si, no es un minerai, una 
piedra, es una instituciôn que existe para, que ofrece una explicaciôn 
teieolôgica. Es bueno que el Estado trate de perpetuar su existencia, de evitar 
que sea destruido, porque mediante el Estado puede garantizarse mejor la 
libertad de los individuos.
Es por ese motivo que los ciudadanos ceden alguna parte de su libertad 
para garantizar la mayoria de ella. Puesto que es imposible que cada individuo 
goce de una libertad total, se trata ahora de ceder lo menos posible para 
conservar gran parte de ella.
Escribe John Locke: “Si el hombre es tan libre en el estado de 
Naturaleza... ^^or que... se sujetarâ... al control de cualquier otro poder? A lo 
que es obvio responder que aunque en el estado de naturaleza tenga tal 
derecho, sin embargo, su goce es muy incierto y estâ constantemente expuesto 
a la invasiôn de los otros; porque siendo todos los hombres tan reyes como él, 
y cada uno su igual, y no observando la mayor parte estrictamente la justicia y 
la equidad, el goce de la propiedad que tiene en ese estado es muy inseguro, 
muy intranquilo”™.
740 Sânchez Agesta, Luis; Documentes. . o p .  cit., pâg. 372.
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Al igual que ocurre en el budismo ortodoxo, el hombre se ve obligado a 
elegir entre el pequeho y el gran camino^'^\ y ante la imposibilidad de que todos 
puedan optar por el grande se elige el pequeho -el Estado- por donde no cabe 
todo el caudal de la libertad pero si gran parte de ella. Naturalmente, los 
hombres se ven obligados a mantener expedite el camino si quieren que la 
libertad siga fluyendo, y eso exige esfuerzo, dedicaciôn y... secreto. Convendrâ 
asi que algunos asuntos sean lo menos conocidos posible en bénéficié del 
estado del camino y del camino del estado.
De todo lo anteriormente expuesto se deduce que en la historia, como en 
las matemâticas, menos por menos mâs. La evoluciôn de la libertad en Europa 
muestra que un poco menos de la libertad de todos hace que todos sean 
mucho mâs libres™.
3.3. El fundamento del secreto de Estado
En la actualidad “parece comùnmente aceptado que el Estado democrâtico 
se dote de instrumentes adecuados para garantizar su supervivencia y 
estabilidad, razôn por la cual ningùn recelo deberia suscitar la existencia de un 
instrumente como el secreto de estado. Sin embargo el «temor del principe», 
que es el origen de dicho establecimiento, puede convertirse en un «temor al
Que fue la opciôn de! senor medieval (como lo fue. asimismo, de los pueblos germânicos que no concebian que 
el titular de un derecho no fuese capaz de defenderlo, si no podia defenderlo por si mismo. es que no lo ténia): “El 
senor medieval... no conocia previamente un Estado. Poseia derechos desde su nacimiento o los ganaba con su 
puno... Era el derecho adscrito a la persona, el privilégié. La vida pùblica era, en rigor, vida privada... El derecho 
senorial lleva en su raiz misma la guerra... No se malentienda esto suponiendo que para el senor medieval el 
derecho es la fuerza... Aquellos hombres sentian hasta la hiperestesia las cuestiones juridicas. El perfecto “hombre 
de pro”, en el ideal de la época, habla de ser quisquilloso en todo lo que afectase a los derechos. La torpeza con 
que se han tocado en Espana los temas medievales... ha sido causa de que en la figura del Cid, prototipo del noble, 
no aparezca subrayado su carâcter de jurisperito. Y, sin embargo, eso es lo que significa “Campeador”. No, pues, 
batallador, sino entendido en derecho...”. Ortega y Gaset, José; El espectador: op. cit. pâg. 114.
“Lo caracteristico, creo, de esta evoluciôn europea es haberse hecho problema del poder... No se ha resuelto a 
la perfecciôn, por ejemplo, el conflicto entre razôn de Estado y legalidad limpia, al menos que yo sepa, en ninguno 
de los paises que mâs pueda presumir de prôximo a la perfecciôn”. Garcia Anoveros, Jaime; “Europa y la libertad", 
“Claves de Razôn Prâctica”, n° 61, pâg. 71.
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principe», cuando el instrumento creado, por su naturaleza, escapa a los 
medios ordinarios de acceso, por parte de los ciudadanos, a los instrumentos 
del poder. Esta paradoja, que no es un caso aislado en el mundo del Derecho, 
donde es frecuente la existencia de colisiôn de normas, colisiôn de derechos, 
colisiôn de deberes y situaciones de estado de necesidad, que suelen 
solucionarse mediante la utilizaciôn de principios como los de especialidad, 
subsidiariedad, ponderaciôn y anâlisis de los bienes en juego, debe resolverse 
en el sentido de convertir este «temor al principe» en confianza y 
aceptacion” "^^®.
El fundamento de los secretos de Estado “ha radicado, en todo tiempo y 
lugar, en la necesidad de protéger la existencia misma de! Estado y aunque es 
cierto que de la Constituciôn se desprende un principio general de publicidad 
de la actuaciôn de los poderes pûblicos; art. 9 (publicidad de las normas), art. 
20 (derecho a la informaciôn), art. 24 (derecho a un juicio pùblico; exclusiôn del 
deber de declarer sobre hechos delictivos por razôn de secreto profesional), 
art. 76 (comisiones parlamentarias de investigaciôn), art. 80 (publicidad de las 
sesiones plenarias del Congreso y el Senado) y art. 120 (publicidad de las 
actuaciones judiciales), también lo es que la propia Constituciôn limita el libre 
acceso por los ciudadanos a las informaciones en poder de las 
administraciones pûblicas cuando afecte a la seguridad y defensa del Estado, 
asi como cuando afecte a la averiguaciôn de los delitos y a la intimidad de las 
personas (art. 105.b de la Constituciôn)”™.
Alvarez Conde, Enrique; “El temor..." op. cit. 
Alvarez Conde, Enrique; La necesidad...". op. cit.
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3.4. La legitimidad constitucional del secreto de Estado
La cuestiôn no es ociosa porque en la historia del pensamiento occidental 
hay una amplia tradiciôn en contra de los secretos de estado y a favor de su 
aboliciôn.
3.4.1. Posiciones en contra
Francis Bacon es el primero que considéra sinônimos informaciôn 
(conocimiento) y poder. Si la informaciôn es poder (y viceversa) y no un mero 
coadyuvante como se habia entendido hasta entonces, si esto es asi, la 
relevancia de la publicidad adquiere una nueva dimensiôn™ de la que 
posteriormente se hace eco Kant para quien son injustas todas las acciones 
que se refieren al derecho de otras personas cuyos principios no soportan ser 
publicados, ergo el secreto es una patologia a erradicar del Derecho 
Constitucional. Para esta corriente “el Estado debe someterse al derecho, el 
derecho ser resultado de la deliberaciôn y la deliberaciôn debe ser p rod u cto del 
uso pùblico de la razôn. La publicidad se convierte de esta manera en la piedra 
angular de la legitimidad de cualquier asociaciôn politica”™.
En apoyo de esta posiciôn -  lo que Del Aguila llama “la posiciôn 
impecable”- es fâcil encontrar voluntarios, la publicidad y la transparencia han 
demostrado ser excelentes banderines de enganche, asi es posible acudir a 
Rousseau, Condorcet, Bentham, John Stuart Mill, Spinoza (el secreto “quita el
Bacon, Francis; El avance de! saber; Madrid, 1988, pâgs. 70 y 71, citado por Ruiz Miguel, Carlos, op. cit., pâg.
21.
Del Aguila, Rafael; La senda.... op. cit. pâg. 311. Ad abundantiam, Habermas, Jürgen; op. cit., pâgs. 136 y ss.
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juicio a los demâs”) o, mâs modernamente y con matices, Norberto Bobbio y su 
teoria del poder invisible™.
Otra posiciôn absolutamente contraria a los secretos de Estado es la de 
Nietzsche. Desde su punto de vista no hay Estado que merezca ser defendido 
pues nada bueno reporta a los hombres y no cuida sino de su propia 
existencia™. En parecida trinchera intelectual se podria situar a Max Weber 
cuando habla de una burocracia que se alimenta a si misma™ y cuyos 
secretos el Parlamento debe desentrahar™.
3.4.2. Posiciones a favor
Se excluyen aqui las posiciones “implacables” -Del Aguila dixit- que se 
muestra n partidarias del secreto de Estado a pesar de la legalidad o contra la 
legalidad.
Se revisan ùnicamente aquellas que aspiran a conciliar el secreto y el 
estado de derecho pues la hipôtesis de esta tesis doctoral es la adecuaciôn 
constitucional de los servicios de inteligencia.
Entre estas posiciones conciliadoras de la publicidad y la seguridad se 
encuentra la de Martin Kriele^ ®^  que dice que hay razones que abonan el
Que habla de la "falsa visibilidad" del poder, y senala “como uno de los errores capitales del pasado el haber 
infravalorado el poder oculto. "Hemos fingido no verlo -indicaba Bobbio-, como si con la democracia hubiera llegado 
la transparencia plena y el control automâtico (...). Hemos sido incapaces de prever la difusiôn transversal del poder 
oculto y sus conexiones con la criminalidad". La Repubblica’’, 17 de octubre de 1996, entrevista citada por Revenga 
Sânchez, Miguel; Razonamiento iudicial. . op. cit.. Sin embargo, hay que matizar porque el mismo Bobbio defiende 
la existencia de los secretos de Estado “en determinados casos expresamente previstos y regulados en los que la 
réserva bénéficia a los ciudadanos o tutela interese légitimés del Estado". Bobbio, Norberto; “El future de la 
democracia”, “Revista de las Certes Générales", n° 2, pâgs. 9 y ss.
Nietzsche, Friedrich; Asi hablaba Zaratustra; Madrid, 1978, pâg. 82.
El burôcrata descubre que, en general, sus posibilidades de ascenso, poder, influencia y retribuciôn aumentan si 
la burocracia se expande. En consecuencia, al servicio de la maximizaciôn de la dimension del presupuesto se 
dirige la actividad de la burocracia. Esto puede corregirse, en la formulaciôn de Niskanen, incrementando la 
competencia de los departamentos.
Weber, Max; Economia v sociedad: México, 1979, pâgs. 1099 a 1102, citado por Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., 
pâg. 23.
“No existe una publicidad, sino una amplia escala de formas de publicidad”. Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâg. 24.
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secreto de Estado y que no respetarlas “lejos de probar una mentalidad 
democrâtica, significan violaciôn de las reglas convencionales 
democrâticas”™.
En el mismo sentido Carlos Ruiz Miguel cree que sôlo séria posible suprimir 
los secretos oficiales si todos los particulares y todos los Estados lo hiciesen al 
mismo tiempo puesto que la finalidad del Estado es el mantenimiento de la 
libertad individual de los ciudadanos proporcionando una cierta seguridad.
Es imposible cumplir con la finalidad bâsica del Estado -esa cierta 
seguridad- si todas sus actividades son conocidas por amigos y enemigos™.
Otro tanto cabe decir de Rafael del Aguila (cuyo intento de conciliaciôn de 
la publicidad y la seguridad en el marco del estado de derecho fue expuesta 
anteriormente en un epigrafe dedicado a “la razôn civica”™) o de Revenga 
Sânchez, para el cual “el secreto de Estado sôlo es tolerable cuando se 
présenta en termines rigurosamente excepcionales y vinculados a la defensa 
de un manifiesto interés pùblico... Que... exige un acabado régimen legal 
sobre el secreto, asi como un concienzudo sistema de control...”™.
4. Consideraciôn juridica del secreto de Estado
Las apreciaciones de carâcter filosôfico-politico que hasta aqui se han 
hecho sirven a la par de cimiento y de arbotantes de la construcciôn juridica 
del secreto de Estado.
Kriele, Martin; Introducciôn a la teoria del Estado. Fundamentos constitucionales de la legitimidad del estado 
constitucional democrâtico: Buenos Aires, 1980, pâg. 266 citado por Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâg. 24.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâgs. 24 a 26.
Cfr. Del Aguila, Rafael; “Razôn de Estado...", op. cit., pâgs. 10 a 21.
755 Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento iudicial op. cit.
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Cimiento, por cuanto sin ellas el esfuerzo se tornaria vano tratando de 
construir en el vacio™; arbotantes, porque como las catedraies gôticas 
medievales la altura del poder y del viento amenazan con abrir grietas en el 
abside del estado de derecho.
4.1. El concepto técnico-jundico de secreto
Ciertamente, como senala Gômez Reino, ha sido la doctrina penal la que 
ha creado y perfilado el concepto técnico-jundico de secreto con su variedad de 
interpretaciones. Siguiendo a Alvarez Conde hay que distinguir très 
concepciones principales ace rca de qué sea el secreto.
La concepciôn subjetiva o Willenstheohe, “atiende al criterio de la 
voluntad”™, id est, quien posee la cosa decide declararla sécréta. La 
concepciôn objetiva o Interessentheorie, atiende al criterio del interés; por su 
propia naturaleza, per se, o por apreciaciôn general la cosa es objetivamente 
sécréta.
Asimismo, se puede apreciar la existencia de concepciones mixtas, como 
la adoptada por el Tribunal Supremo en la sentencia de 6 de octubre de 1967, 
donde senala que «la cosa puede ser sécréta perse, por su misma naturaleza 
0 por la voluntad de quien la posee».
Citando a Gômez Segade indica Alvarez Conde que “la estructura del 
secreto se compone de dos elementos: el conocimiento y el objeto sobre el que 
recae ese conocimiento. Este, a su vez, ha de cumplir très requisites: que no
La civilizaciôn occidental es deudora de la filosofia griega y alemana que han alentado los ordenamientos 
juridicos europeos. Taies ordenamientos reposan sobre la idea de complitud y padecen horror vacui. Todo debe 
estar regulado, una idea lleva a su corolario y la lôgica aristotélica sigue siendo valida, o una cosa o su contrario. En 
cambio, los grandes sistemas filosôficos orientales -la  escuela Madhyamika, por ejemplo- no temen al vacio, no 
construyen conceptos, los destruyen, y cuando no queda ninguno sienten el vacio -shunyata- como una liberaciôn. 
Cfr. Cioran, Emil; Conversaciones: Barcelona, 1996, pâgs. 54 a 57.
Alvarez Conde, Enrique; “El temor..." op. cit.
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esté divulgado, que haya una voluntad de ocultarlo y que exista un interés. Por 
su parte, el objeto del secreto puede ser un hecho, un objeto, una idea, 
producto o conocimiento”.
4.2. El secreto de Estado en el ordenamiento juridico espanol
Se distinguirà a continuaciôn entre la Constituciôn espahola de 1978 y la 
Ley de Secretos Oficiales y su Reglamento (Decreto 242/1969, de 20 de 
febrero)™.
4.2.1. Publicidad y secreto en la Constituciôn espahola de 1978
Luis Maria Diez-Picazo Giménez aborda la cuestiôn en un estudio empirico 
presentado con motivo de unas jornadas sobre el "Acceso judicial a dates de 
carâcter reservado". Dentro de ese estudio enumera los articules que, segùn la 
Constituciôn estân relacionados, bien con el secreto, bien con la publicidad o 
con ambos al mismo tiempo.
Los articules de la Constituciôn que asocia con la publicidad son los 
siguientes: “Art. 9: Publicidad de las normas. Art. 20: Libertad de informaciôn. 
Art. 22: Prohibiciôn de asociaciones sécrétas. Art. 24: Derecho a un juicio 
pùblico. Art. 39: Investigaciôn de la paternidad. Art. 51: Informaciôn a los 
consumidores. Art. 76: Comisiones parlamentarias de investigaciôn. Art. 80: 
Publicidad de las sesiones plenarias del Congreso y el Senado. Art. 91: 
Publicaciôn de las leyes. Art. 94: Informaciôn a las Cortes sobre tratados cuya 
conclusiôn no requiere su autorizaciôn. Art. 95: Publicaciôn de los tratados. Art.
“En Espana, la norma vigente en materia de secretos de Estado es la Ley 9/1968 de 5 de abril, reguladora de los 
Secretos Oficiales, modificada por la Ley 48/1978. Las fechas son indicativas del momento en que se gestaron y de 
la conveniencia de su sustituciôn por normas plenamente constitucionales". Cousido Gonzalez, Pilar; Derecho de la 
Comunicaciôn (Vol. I, Derecho de la Comunicaciôn Impresa); Madrid, 2001, pâg. 187.
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105: Acceso de los ciudadanos a los archivos y registros pùblicos. Arts. 109- 
111: Facultades parlamentarias de informaciôn. Art. 120: Publicidad de las 
actuaciones judiciales. Art. 164: Publicaciôn de las sentencias del Tribunal 
Constitucionar’^ ®^.
Los articulos relacionados con el secreto son los siguientes: Art. 16: 
Derecho a no declarar sobre las propias creencias. Art. 18: Derechos a la 
intimidad, la inviolabilidad del domicilio, el secreto de las comunicaciones y la 
limitaciôn del uso de la informâtica. Art. 20: Secreto profesional de los 
informadores. Art. 24: Exclusion del deber de declarar sobre hechos delictivos 
por razôn de secreto profesional. Art. 68: Voto secreto en las elecciones al 
Congreso. Art. 69: Voto secreto en las elecciones al Senado. Art. 140: Voto 
secreto en las elecciones municipales.
Dicho este, hay que precisar que el autor introduce una importante 
salvedad: “esta lista no incluye todas las normas constitucionales relevantes en 
materia de publicidad y secreto; y ello, al menos, por dos razones: primera, 
porque en ambas columnas hay preceptos que prevén excepciones y que, por 
tanto, en alguna medida protegen también el valor opuesto "por ejemplo, en el 
âmbito de la publicidad, los limites a la libertad de informaciôn o al acceso a los 
registros pùblicos y, en el âmbito del secreto, los limites a la inviolabilidad del 
domicilio o al secreto de las comunicaciones"; segunda, porque existen normas 
constitucionales que, sin hacer menciôn explicita de la alternativa publicidad- 
secreto, resultan inequivocamente relevantes al respecte. Tal es el caso, 
destacadamente, de la "libertad de empresa en el marco de la economia de 
mercado", proclamada en el art. 38 de la Constituciôn: a nadie se le escapa
Diez-Picazo, Luis Maria; Publicidad y secreto en la Constituciôn: San Sébastian, 2004, ediciôn electrônica de los 
Guademos de Derecho Judicial del CGPJ, ISSN 1577-208 X.
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que el correcto funcionamiento de la empresa y de la economia de mercado 
requiere instituciones jundicas que sepan combinar, en dosis adecuadas, 
transparencia y reserva” ®^°.
Del estudio empirico de la Constituciôn espanola deduce Diez Picazo très 
hipôtesis de trabajo: “En primer lugar, si bien es cierto que de la Constituciôn se 
desprende un principio general de publicidad de la actuaciôn de los poderes 
pùblicos, sus confines no son siempre nitidos y, sobre todo, no es évidente que 
opere siempre de manera uniforme; es decir probablemente cada poder pùblico 
(legislative, ejecutivo, judicial) esta constitucionalmente sometido a formas 
parcialmente distintas de publicidad. En segundo lugar, por lo que se refiere a 
los particulares y a la sociedad civil, dista de ser claro que de la Constituciôn 
emerja un ùnico principio general. Parece, mas bien, que aquélla protege el 
secreto en ciertos âmbitos y la publicidad en otros, sin que quepa descartar que 
con respecte a algunas cuestiones sea indiferente. En tercer lugar, la libertad 
de informaciôn, que es sin duda elemento clave para reconstruir el diseno 
constitucional de la publicidad y del secreto, no tiene el mismo alcance ni se 
topa con idénticos limites segùn su objeto sea la actuaciôn de los poderes 
pùblicos o la de particulares” ®^^
Interesa al objeto del présente estudio, en este capitule, en particular, la 
primera de las hipôtesis (coincidente con la tes is de Martin Kriele, a saber, que 
no existe una publicidad sino una amplia escala de ella). Segùn Diez-Picazo 
sôlo existen dos tipos de actuaciones de los poderes pùblicos en que la
760 Diez-Picazo, Luis Maria; Publicidad.... op. cit. 
ibidetn.
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exigencia constitucional de publicidad es absolute: “la producciôn de normas 
jundicas y el pronunciamiento de sentencias judiciales” ®^^.
“ Mucho mas interesante es la operatividad del principio general de 
publicidad con respecte al poder ejecutivo, este es, el Gobierno y las 
administraciones pùblicas; y ello, porque aquî la exigencia constitucional de 
publicidad no solo no es absolute, sino que tampoco es directe. A diferencia de 
lo que sucede con los poderes legislative y judicial, la Constituciôn no exige 
que las actividades ejecutivas se desarrollen normalmente en pùblico. 
Probablemente, ello tiene que ver con el hecho de que la misiôn esencial del 
Gobierno y las administraciones pùblicas consiste en deliberar y decidir, mas 
que en debatir: mientras que todo debate, para ser auténtico y fructifère, ha de 
ser abierto, la toma de decisiones suele necesitar discreciôn y recogimiento... 
Ello no significa, sin embargo, que la Constituciôn excluya las actividades 
ejecutivas del principio general de publicidad; lo que séria, sin duda, absurde 
en un Estado democratico de derecho. Sucede, mas bien, que la Constituciôn 
prevé que la publicidad opere de manera indirecta; y ello, en sustancia, a través 
de dos tipos de mécanismes. Por un lado, como no podia ser menos en una 
forma parlamentaria de gobierno, esta la potestad del Parlemente de accéder a 
cualquier informaciôn de relevancia pùblica... Por otro lado, se halla el derecho 
de los ciudadanos de accéder a todos los archivos y registros administratives; 
derecho que, si bien ha de ser ejercido mediante los procedimientos previstos 
por la ley, sôlo ad mite limitaciones tendentes a salvaguardar "la seguridad y 
defense del Estado, la averiguaciôn de los delitos y la intimidad de las 
personas" (art. 105 de la Constituciôn). El grueso de la informaciôn en poder
762 Diez-Picazo, Luis Maria; Publicidad.... op. cit.
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del Gobierno y de las administraciones pùblicas, en consecuencia, es sin duda 
constitucionalmente susceptible de conocimiento pùblico” ®^®.
4.2.2. El secreto de Estado en la Ley y el Reglamento de Secretos 
Oficiales
El descontento de la doctrine con la legislaciôn existante en materia de 
secretos oficiales^®  ^ puede constatarse por doquier, sirva como ejemplo la 
rotunda afirmaciôn de Alvarez Conde: “hoy résulta cada vez mas necesario la 
regulaciôn de esta materia en una nueva Ley de Secretos de Estado” ®^®. Sin 
embargo esta nueva regulaciôn no ha tenido lugar; “Como consecuencia de las 
circunstancias en que se vio envuelto el ultimo gobierno socialiste, parecia una 
prioridad la elaboraciôn de una nueva Ley de Secretos de Estado que 
recogiese las aspiraciones sociales -de la opiniôn pùblica, de la ciudadania- y, 
al menos, que respondiese a pautas democrâticas. Cuando el Partido Popular 
asumiô el poder en 1996, el gobierno elaborô dos anteproyectos de ley: uno, en 
1996, y otro, en 1997. Ninguno de ellos saliô adelante. El argumente de la 
comodidad -basado en el amplio margen de maniobra que permite la ley en 
vigor-... sigue siendo valide. Sin olvidar, por supuesto, la ligereza con que los 
medios de comunicaciôn atacaron una ley que, al parecer, no convenia” ®^®. Y 
sigue sin convenir. Diez anos después ni los medios ni los sucesivos gobiernos 
han mostrado el mener en interés en ella.
Diez-Picazo, Luis Maria; Publicidad. o p .  cit.
“Como es sabido la materia en Espana esta regulada bâsicamente por la Ley 48/78, que modifica la de 5 de abril 
de 1968 de secretos oficiales, la LECRIM y la Ley 11/95 reguladora de la utilizaciôn y control de los créditos 
destinados a gastos reservados”. Santolaya MactiettI, Pabio; op. cit.
Alvarez Conde, Enrique; “El temor...", op. cit.. En el mIsmo sentido: “Es una Ley muy permisiva en lo que se 
autoriza a hacer al Gobierno, tal vez no estarla mal elaborar una nueva normativa relativa a los secretos oficiales y 
acorde con los principios del Estado de Derecho". Pérez Villalobos, M® Concepcion; op cit., pâg. 60.
Ad abundantiam puede consultarse la trilogla de la profesora Cousido: Cousido Gonzalez, Pilar; Derecho... op. 
c/f., pâgs. 187 y 188.
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4.2.2.1. Transparencia pùblica o réserva informativa
Es un hecho constatable que “tanto en 1968 como en 1978, el principio de 
publicidad résulté consagrado, aunque el Reglamento 242/1969, nunca 
reform ado, estableciese toda suerte de obstâculos a dicha publicidad” ®^^.
En efecto, la Exposiciôn de Motives de la Ley “comienza con la indicaciôn 
del legislador de que, sin modificar lo que se habla senalado en 1968, existe un 
principio general en el que se enmarcarâ toda la actividad administrativa, el de 
la publicidad” ®^®.
Mas adelante, el legislador se hace eco de las posibles excepciones^®®: 
“Mas si la publicidad ha de ser caracteristica de la actuaciôn de los ôrganos del 
Estado, es innegable la necesidad de imponer limitaciones, cuando 
precisamente de esa publicidad puede derivarse perjuicio para la causa 
pùblica, la seguridad del mismo Estado o los intereses de la colectividad 
nacional”^^ ®. Ab initio, el secreto oficial queda vinculado al interés esencial del 
Estado y a su seguridad^^V
En los dos Anteproyectos la idea de transparencia se funde y sustituye a la 
nociôn de publicidad: “En los textos de 1996 y 1997 se alude, en cambio a la
Cousido Gonzalez, Pllar; Derecho... op. cit., pâgs. 187 y 188.
Cousido Gonzalez, Pilar; Comentarlos.... op. cit., pâg. 9. “De acuerdo con lo dispuesto en el articule 1° de la Ley 
9/1968, de 5 de abril, los Organes del Estado estarân sometldos en el ejercido de su actividad al principio de 
publicidad, salve en las materlas que tengan por Ley el carâcter de sécrétas o en aquellas otras que, por su 
naturaleza, sean expresamente declaradas como clasificadas”. Art. 1 de la Ley de Secretos Oficiales (LSO). “En los 
textos de 1996 y 1997 se alude, en cambio, a la “transparencia” en la actuaciôn de los poderes pùblicos en busca de 
la adhésion social a la polltica gubernamental y legal”. Cousido Gonzâlez, Pilar; Derecho.... op. cit., pâg. 188.
“Hay una tendencia doctrinal a sustituir la denominaciôn limites por la de excepciones. Propia y tradicionalmente 
hablando, los binomios libertad-limite, generalidad-excepciôn son los que aparecen consagrados. La justificaciôn 
doctrinal se basa en que en el terreno de los derechos fondamentales toda prudencia es poca, pues si se acepta 
que es la Autoridad quien concede una libertad, también es la Autoridad quien sefiala sus limites que serân 
mâximos. En cambio, si una instituciôn es calificada como derecho, sus excepciones serân minimas: las que se 
deriven de la propia naturaleza del mismo”. Cousido Gonzâlez, Pilar; Comentarlos.... op. cit., pâg. 13.
Exposiciôn de Motives de la Ley 9/1968, de 5 de abril, sobre Secretos Oficiales, modificada por Ley 48/1978, de 
7 de Octubre.
Los “verdaderos” secretos oficiales de que habla la Exposiciôn de Motives. Si el legislador se refiere a los 
verdaderos secretos de Estado es que admite que “pueden existir falsos secretos oficiales”, en el supuesto de 
aquellos documentes que se sustraen del conocimiento de les ciudadanos sin el fundamento de la seguridad y el 
interés esencial del Estado”. Cousido Gonzâlez, Pilar; Comentarlos.... op. cit., pâg. 13.
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“transparencia” en la actuaciôn de los poderes pùblicos en busca de la 
adhesiôn social a la politica gubernamental y legal”^^ .^
4.2.2 2. El elemento objetivo
“A los efectos de esta ley podrân ser declaradas “materias clasificadas” 
los asuntos, actos, documentas, informaciones, datos y objetos cuyo 
conocimiento por personas no autorizadas pueda danar o poner en riesgo la 
seguridad y defensa del Estado”^^ ®.
En relaciôn con este articule de la LSO, el Reglamento, en su articule 2, 
define que se entiende por actos, documentes, asuntos...
Respecte de los documentes en particular, pone de relieve Cousido 
Gonzâlez la disparidad de definiciones existentes en distintos textos légales 
dentre del ordenamiento juridico espanoF"^ y la confusiôn subsiguiente 
dependiendo del asunto de que se trate, pues no siempre aparecerâ 
claramente la condiciôn “especial” de la ley o reglamento que deba aplicarse al 
supuesto de hecho considerado.
Cousido Gonzalez, Pilar; Derecho.... op. c/f., pâg. 188.
Art. 2 LSO. “...la regulaciôn efectuada por el articule 2 de la actual Ley de Secretos Oficiales, modificado en 
1978, présenta una extraordinaria amplitud,... Si comparâmes esta regulaciôn con la que efectùa, a modo de 
ejemplo, la ley italiana num., 801, de 24 de octubre de 1977, las diferencias son évidentes: «Quedan cubiertos por el 
secreto de estado los actos y los documentes, las noticias, las actividades y cualquier otra cosa cuya difusiôn sea 
idônea para causar un daho a la integridad del Estado democrâtico, incluse en relaciôn con los acuerdos 
internacionales, a la defensa de las instituciones fondamentales establecidas por la Constituciôn, al libre ejercido de 
las funciones de los ôrganos constitucionales, a la independencia del Estado respecte a otros Estados y a las 
relaciones con ellos, a la preparaciôn y a la defensa del Estado» (art. 21.1), sefialando, asimismo, que «en ningûn 
caso pueden ser objeto de secretos de estado hechos contraries al orden constitucional» (art. 12.2). También séria 
conveniente, siguiendo el ejemplo de la experiencia britânica tras la ley de 1989, que, segùn Revenga, significa «un 
notable esfuerzo de sus redactores por ir mâs alla de las clâusulas indeterminadas que, por pura inercia, son de 
costumbre en este campe», especificando en cada una de las materias io que es danino para los intereses 
protegidos, puesto que de nuestra legislaciôn se deduce claramente que no se exige la existencia de un dano, sino 
que basta un peligro que ni siquiera hay que actualizar, siendo suficiente con que sea abstracto". Alvarez Conde, 
Enrique; “El temor...”, op. cit.
Ley sobre Patrimonio Histôrico Espafiol, LO de Protecciôn de Datos de Carâcter Personal, RD que reglamenta 
los Archivos Miiitares... Cousido Gonzâlez, Pilar; Derecho..., op. cit., pâg. 189.
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Alvarez Conde hace la siguiente recomendaciôn, en cuanto al elemento 
objetivo, para que sea tenida en cuenta en una legislaciôn futura: “hay que 
evitar, en la medida de lo posible, acudir a conceptos juridicos indeterminados, 
produciéndose la determinaciôn del mismo de forma restrictiva y de acuerdo 
con los postulados de un Estado democrâtico, debiendo distinguirse claramente 
entre el riesgo y el daho efectivo de los bienes dignos de protecciôn. A este 
respecte, résulta imprescindible establecer una lista de materias cerrada, en 
cuya determinaciôn han de tenerse en cuenta los Tratados Internacionales 
suscritos, sin la posibilidad de clâusulas residuales, as! como unos limites 
temporales que no resulten abusives. Todo ello tendente a intentar determinar 
un concepto objetivo de lo que sean secretos de Estado, sin que pueda 
admitirse el principio de absolute discrecionalidad de los ôrganos compétentes, 
aunque si una cierta libertad de apreciaciôn”^^ ®.
4 2.2.3. Categonas de informaciôn clasificada
“Las “materias clasificadas” serân calificadas en las categories de secreto y 
reserved o en atenciôn al grado de protecciôn que requieran”^^ ®. Y aclara el 
Reglamento: “1. La clasificaciôn de “secreto” se aplicarâ a todas las materias 
referidas en el articule anterior que precisen del mâs alto grado de protecciôn 
por su excepcional importancia y cuya revelaciôn no autorizada por autoridad 
compétente para ello pudiera dar lugar a riesgos o perjuicios de la seguridad 
del Estado, o pudiera comprometer los intereses fundamentals de la Naciôn 
en materia referente a la defensa nacional, la paz exterior o el orden 
constitucional. II. La clasificaciôn de “reservedo” se aplicarâ a los asuntos.
I Alvarez Conde, Enrique; “El temor... op. cit.
Art. 3 LSO.
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actos, documentos, informaciones, datos y objetos no comprendidos en el 
apartado anterior por su menor importancia, pero cuyo conocimiento o 
divulgaciôn pudiera afectar a los referidos intereses fundamentales de la 
Naciôn, la seguridad del Estado, la defensa nacional, la paz exterior o el orden 
constitucionai”^^ .^
Es una realidad que no todos los paîses “tienen la misma forma de 
clasificar”^^ ®. En el caso de Espaha se admiten multiples clasificaciones. Asi en 
el Acuerdo sobre Protecciôn de Informaciôn Clasificada entre Israel y Espaha 
se distingue -por parte espahola y como correspondencia con las 
clasificaciones israelies. Top Secret (Sodi Beyoter), Secret (Sodi), Confidential 
(Shamur),- entre asuntos clasificados como Secreto, Reservado y 
Confidencia^^®; en el Acuerdo con Alemania el Reino de Espaha admite cuatro 
posibles calificaciones: Secreto, Reservado, Confidencial, Difusiôn Limitada^ ®®; 
en el Protocole Anejo al Acuerdo Hispano-Griego sobre protecciôn de 
informaciôn clasificada, el art. 1 distingue, en el caso espahol, entre 
informaciôn de carâcter secreto, reservado, confidencial, difusiôn limitada; 
clasificaciôn que se repite en el art. 1 del Protocole Anejo sobre protecciôn de 
informaciôn clasificada con Noruega; la OTAN -organizaciôn a la que 
pertenece Espaha- distingue entre alto secreto, secreto, confidencial y
Art. 3 RSO.
778 Cousido Gonzâlez, Pilar; Comentarlos.... op. cit., pâg. 34.
Clâusula 3 del Acuerdo sobre Protecciôn de Informaciôn Clasificada entre Israel y Espana firmado en Madrid el 
13 de Febrero de 1995 (BOE 20 de Mayo 1995).
Articule 8.2 del Acuerdo entre el Reino de Espana y la Repùblica Federal de Alemania relative al intercambio y 
salvaguarda reciproca de informaciôn clasificada hecho en Madrid el 14 de Octubre de 1996 (Boletin Oficial de las 
Certes Générales 22 de Noviembre de 1996).
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reservado^®\ Este abanico de clasificaciones genera una incertidumbre legal 
que no es beneficiosa “desde ningûn punto de vista” ®^^.
4.2.2.4. El elemento subjetivo
“La calificaciôn a que se refiere el articule anterior correspondera 
exclusivamente en la estera de su competencia al Consejo de Ministres y a la 
Junta de Jefes de Estado Mayor” ®^®. Ahora bien, hay que recorder que “en la 
practice la actividad de clasificaciôn ha quedado reducida a un solo ôrgano 
puesto que conforme a la Ley Orgânica reguladora de las funciones de la 
Defensa en la actualidad el ejercito dispone tan sôlo, en este âmbito, de un tipo 
de competencia meramente consultiva” ®^"^ .
De otro lado, la referenda de la Ley al Consejo de Ministres es 
extraordinariamente précisa. “El Gobierno, conceptualmente, es mâs amplio y 
pudieran ser relativamente numerosas las autoridades que, no formando parte 
del Consejo de Ministres, si lo son del Gobierno. Entre ellas, se encuentra, 
desde 1977, la figura del secretario, que queda excluida del concepto Consejo
Cousido Gonzâlez, Pilar; Comentarlos. o p .  cit., pâg. 34.
ibidem. Los anteproyectos de 1996 y 1997 distinguian entre alto secreto, secreto y confidencial. Cousido 
Gonzâlez, Pilar; Derecho.... op. cit., pâg. 189. Ademâs, hay que hacer notar que la clasificaciôn de la LSO no ha 
sido respetada ni siquiera en momentos de la historia de Espaha que pudieran entenderse mâs acordes con su 
espiritu. Por doquiera pueden encontrarse referencias en periôdicos o libres a documentos que no respetan tal 
clasificaciôn {verbigratia, la expresiôn “mâximo secreto” utilizada de su puho y letra por el Teniente General De 
Santiago, cfr. Palacios, Jésus; 23-F: El goloe del CESID: Barcelona, 2001, pâg. 68) junto con otras muchas que si 
se atienen a ella (Instrucciôn General 2/81 del Estado Mayor del Ejército clasificada como “secreto”, Cernuda, Pilar, 
Jâuregui, Fernando y Menéndez, Manuel Angel; 23-F: La conjura de los necios: Madrid, 2001, pâg. 340), de ahi la 
confusiôn existante. La Oficina Nacional de Seguridad editô un libro que recoge los tratados internacionales sobre 
protecciôn de la informaciôn clasificada suscritos por Espaha con una tirada de mil ejemplares. Los tratados 
internacionales sobre protecciôn de la informaciôn clasificada suscritos por Espaha: Madrid, 2009, passim.
Art. 4 LSO.
Cousido Gonzâlez, Pilar; Comentarlos.... op. cit., pâg. 58. En el mismo sentido escribe Alvarez Conde que tal 
competencia debe entenderse hoy derogada cuya competencia debe entenderse hoy derogada “por lo dispuesto en 
la Ley Orgânica 6/1980, de 1 de julio, por la que se regulan los criterios bâsicos de la Defensa Nacional y la 
Organizaciôn Militar, modificada por Ley Orgânica 1/1984, de 5 de enero, pues lo configura como el ôrgano 
colegiado de asesoramiento militar, pero no de la defensa nacional, no estando entre sus funciones la de clasificar 
secretos oficiales y sin que exista una remisiôn a lo que dispongan otras leyes”. Alvarez Conde, Enrique; “El 
temor..., op. cit.
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de Ministres” ®^®. En cualquier caso, tal potestad se réserva al Poder Ejecutivo 
aunque algunos autores -Alvarez Conde- son partidarios de la “posible 
existencia de una «clasificaciôn legislativa», como competencia del Parlamento 
a través de una ley, tal y como sucede con los gastos o fondos reservados, 
regulados en el articule 59.3. de la Ley General Presupuestaria y especificados 
cada aho en la correspondiente Ley de Presupuestos” ®^®.
Es interesante la distinciôn que hace Alvarez Conde entre calificaciôn y 
clasificaciôn por la autoridad compétente: “La funciôn de clasificaciôn se realiza 
por medio de una declaraciôn. Por su parte, la calificaciôn es una distinciôn que 
se realiza sobre la materia previamente declarada como clasificada. Aunque 
ambos actos suelen realizarse simultaneamente, la competencia de los 
ôrganos legitimados es para calificar, pero no para clasificar, pudiendo 
interpretarse que el legislador ha querido que sean los mismos ôrganos los que 
realicen ambas funciones. Por ello, debe precisarse, a fin de evitar la confusiôn 
entre clasificaciôn y calificaciôn, cual es la naturaleza juridica de ambas 
funciones, a efectos de su posible control jurisdiccional. Quizâs la soluciôn 
consista en establecer, como sucede en el ordenamiento juridico sueco, que la 
calificaciôn de secreto de un documente no alcanza al registre en que éste se 
encuentre, con lo cual se puede predicar el carâcter pùblico de la propia
Cousido Gonzalez, Pilar; Comentarlos a la lev de Secretos Oficiales v su Reglamento: Barcelona, 1995, pâg. 58.
“Salvo esta ùnica excepciôn, no somos partidarios de la existencia de una pluralidad de ôrganos compétentes, 
como sucede en los Estados Unidos, donde, ademâs, estâ permitida la delegaciôn. Al propio tiempo, es conveniente 
sehaiar que no debe primar tanto la voluntad del ôrgano compétente como la apreciaciôn objetiva de las 
circunstancias que puedan afectar a la seguridad del Estado. Asimismo se debe regular la voluntad, expresa o 
tâcita, de que el secreto deje de serlo, especialmente si desaparece el elemento objetivo. A este respecte, deberia 
tenerse en cuenta la soluciôn ofrecida por el ordenamiento juridico sueco, en virtud de la cual el ôrgano compétente, 
sin necesidad de procéder a una desclasificaciôn, pueda autorizar el conocimiento puntual del documente calificado 
como secreto, si lo estima asi necesario para la defensa de los intereses pùblicos”. Alvarez Conde, Enrique; “El 
temor del Principe o el temor al Principe”, “Revista del Poder Judicial”, n° 45, ediciôn electrônica.
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clasificaciôn, permitiendo la posterior impugnaciôn de la misma, ya que la 
posible denegaciôn de su consulta habrà de ser motivada” ®^^.
Sobre este asunto los dos Anteproyectos dan soluciones distintas: “En el 
Anteproyecto de 1996 se atribuye la facultad de clasificar al Consejo de 
Ministres y a los ministres compétentes (para las categorias de “secreto” o 
“confidencial”). En el Anteproyecto de 1997 se atribuye al ministre compétente 
por razôn de la materia la facultad de catalog a r y formalizar los diverses actos 
afectados por la clasificaciôn. En cambio, se excluye su competencia de 
clasificar. La facultad de calificar la categoria que corresponde puede ser 
considerada una forma de delegaciôn parcial” ®^®. Ambos Anteproyectos 
mantienen la linea de no delegaciôn y no transferencia^®® y en ambos cases “se 
excluye la desconcentraciôn, lo que puede ser una respuesta anticipada a 
preguntas derivadas del régimen autonômico espahol” ®^®.
4.2.2.S. El procedimiento
En principio, interesa distinguir entre el acte y el procedimiento porque 
aquel entra de lleno en el poder de direcciôn politica. En cambio este ultime es 
plenamente judicializable^®\ si bien este considerando ha dejado de ser 
adversative en el ordenamiento juridico espahol ya que “tras la entrada en vigor 
de la Ley 50/1997, de 27 de Noviembre, del Gobierno, todos los actos del 
mismo pueden ser recurridos, perdiendo su carâcter de actos politicos” ®^^.
Alvarez Conde, Enrique; “El temor...”, op. c/f.
Cousido Gonzalez, Pilar; Derecho.... op. c/f., pâg. 190.
789 Art. 5 LSO. Otra cosa es que la autoridad esta también obligada a sehaiar “quienes pueden tener acceso a las 
materias clasificadas, de entre el “personal a sus ôrdenes”, asi como bajo qué formalidades y con qué limites”. 
Cousido Gonzalez, Pilar; Comentarlos.... op. cit., pâg. 58.
^  Cousido Gonzâlez, Pilar; Derecho.... op. cit., pâg. 190.
En este sentido puede verse Alvarez Conde, Enrique; “El temor...”, op. cit.
Cousido Gonzâlez, Pilar; Derecho.... op. cit., pâg. 193.
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Sobre el procedimiento dispone la LSO: “La calificaciôn de secreto o 
reservado no impedirâ el exacte cumplimiento de los trâmites de audiencia, 
alegaciones, notificaciones directas a los interesados, sin perjuicio de la 
eventual aplicaciôn de las sanciones previstas en esta Ley en caso de violaciôn 
del secreto por parte de los interesados” ®^®. Este procedimiento, plenamente 
contrôlable, es el que se recoge en la Ley 30/1992, de 26 de Noviembre, de 
Régimen Juridico de las Administraciones Pùblicas y de Procedimiento 
Administrativo^®" .^
4.2.2.6. La desclasificaciôn
La falta de previsiôn expresa de la LSO dio pàbulo al “Escandalo de los 
papeles del CESID” al negarse el Gobierno a su desclasificaciôn^®®. En efecto, 
en la “Ley de 1978 se atribuye esta competencia a los mismos ôrganos que se 
encargan de la clasificaciôn, sin contemplar plazos de duraciôn de la misma” ®^®.
Los Anteproyectos abordan la cuestiôn -como no podia ser de otra manera 
puesto que fue el leit motiv que les impulsô- de forma semejante: “En el 
Anteproyecto de 1996 se indica que las causas de la desclasificaciôn pueden 
ser: 1. El transcurso del tiempo. 2. El cumplimiento de una condiciôn. 3. El 
acuerdo del ôrgano clasificador. 4. La solicitud de desclasificaciôn de una 
autoridad judicial, en cuyo caso, para dar efectividad plena al derecho 
constitucional a la tutela judicial, el ôrgano requerido -texto de 1996- o Consejo 
de Ministres -texto de 1997- tendra que sopesar los intereses générales y los
Art. 14 LSO, reafirmado en casi idénticos términos por el art. 35 del Reglamento. 
^  Cousido Gonzâlez, Pilar; Comentarlos ... op. cit., pâg. 109.
^  Lozano, Blanca; op. cit., pâg. 18.
^  Cousido Gonzâlez, Pilar; Derecho.... op. cit., pâg. 193.
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derechos fundamentales en juego, adoptando un acuerdo de forma motivada. 
El acuerdo puede incluir la desclasificaciôn parcial” ®^^.
En las très sentencias del Tribunal Supremo de 4 de abril de 1997 a 
propôsito de los “papeles del CESID” ®^® se considéra a los actos de 
clasificaciôn y desclasificaciôn como actos politicos. Con anterioridad, el 
Consejo de Estado emitiô un Dictamen -de 18 de julio de 1996- que diferencia 
los siguientes modos de expresiôn de la voluntad del Gobierno: actos de 
gobierno, actos administrativos y disposiciones générales, aunque establece 
unos criterios comunes a todos ellos: "Todos los acuerdos del Consejo de 
Ministres, cualquiera que sea la forma que adopten, ya tengan contenido 
normative o no, ya sean de gobierno o administrativos, estân sujetos a la 
Constituciôn y al reste del ordenamiento juridico, como toda la actividad de los 
poderes pùblicos (art. 9.1 CE) Los actos a través de los cuales el Gobierno 
ejercita sus funciones estân regulados juridicamente, no son actos exentos o 
vacios de derecho"^®®.
De ello deduce el Consejo de Estado que, “cualquiera que sea la naturaleza 
del acto, siempre existen ciertos elementos reglados, aun cuando el fondo del 
acto pueda tener un contenido discrecional; en este supuesto, consideran 
elementos reglados, la competencia que corresponde al Consejo de Ministres, 
asi como la forma expresa y motivada del acuerdo”®®®. Es importante rem a rear 
que siempre hay elementos reglados por muy discrecional que sea el acto, lo 
que a su vez implica que nunca faltarân motives juridicos que permitan a los
Cousido Gonzalez, Pilar; Derecho.... op. cit., pâg. 193.
Casos Ohaederra, Laza y Zabala, y Lucia Urigoitia, très recursos contencioso-administrativos interpuestos por 
los familiares de las victimas invocando el art. 24 de la CE, todos ellos bajo la direcciôn juridica del abogado Ihigo 
Iruin. Lozano, Blanca; op. cit., pâg. 172.
^  Alvarez Conde, Enrique; La necesidad.... op. cit.
Ibidem.
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tribunales de justicia controlar a la administraciôn en contra de lo sostenido por 
Rafael del Aguila®®\
Por otro lado, la conclusion juridica del Consejo de Estado referida a los 
actos politicos se reflejaria antes de terminer el aho en la Ley 50/1997, de 27 
de Noviembre, del Gobierno, segùn la cual todos los actos del mismo pueden 
ser recurridos, “perdiendo su carâcter de actos politicos®®^ .
4.2.3. El control de los secretos de Estado
Las materias clasificadas, los secretos de Estado, no son incompatibles 
con el Estado de Derecho. Lo incompatible es que taies materias no estén 
sujetas a control, lo incompatible es que haya âreas de actuaciôn del poder en 
que este poder sea irresponsable. La Constituciôn no précisa una exigencia de 
publicidad absoluta al poder ejecutivo, en consecuencia, éste puede ejercer 
parte de su actividad en secreto dentro de la norma general de publicidad.
Fomentar la transparencia es sumamente beneficioso tanto para el estado 
como para los servicios de inteligencia. El secreto protege y débilita al mismo 
tiempo a la comunidad de inteligencia, cuanto mâs secreto mâs protegida, 
cuanto mâs secreto mâs entregada en brazos del ejecutivo a modo de policia 
politica®®®. Es posible fomentar la transparencia dentro de la comunidad de 
inteligencia puesto que mâs del 90% de la informaciôn que maneja procédé de
Del Aguila, Rafaël; La Senda.... op. cit., pâgs. 293 a 353.
Cousido Gonzâlez, Pilar; Derecho.... op. cit. pâg. 193. Si bien parte de la doctrina ya defendia la 
inconstitucionalidad -con base en el art. 106 CE- de la no justiciabilidad de los actos politicos. Cfr. Garcia de 
Enterria, Eduardo y Femândez, Tomâs-Ramôn; op. cit., pâgs. 532 a 536.
En esta linea se ha expresado la mayoria de la doctrina en la actualidad, Doder, Montero-Gômez, Cubert, o 
Rafael Martinez. Navarro Bonilla, Diego y Esteban, Miguel Angel; Terrorisme Global: Madrid, 2006, pâg 201.
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fuentes abiertas®®^ . En cualquier caso, la funciôn de los servicios no es 
fomentar el secreto sino generar inteligencia.
Sin embargo, una parte de secreto es consustancial a la actividad del 
estado y de la comunidad de inteligencia y es esta parte sécréta la que debe 
estar sujeta a control si se pretende que el estado de derecho no prescinda de 
su esencia.
De otro lado, no sôlo los secretos del estado deben estân sujetos a control 
sino que el estado debe asegurar que los ciudadanos puedan estar exentos de 
contrôles absolûtes en lo que a su vida personal, intima, sécréta, concierne. De 
alguna manera los ciudadanos han de poder controlar los secretos del estado y 
de ninguna forma el estado debe poder accéder absolutamente a la intimidad 
del ciudadano. El ser humane debe ostentar el derecho a mentir frente al 
estado y el estado debe garantizar tal derecho. Ningûn ser humane puede ser 
cosificado como minerai bajo el microscopio y explorado en su totalidad en el 
marco de un estado de derecho garante primero de la libertad.
Reconocer el derecho a mentir de los ciudadanos es llevar la dignidad 
humana y la libertad -Meikiejohn- tan lejos como sea pos/ô/e®®® y esa y no otra 
es la principal funciôn del estado, creado para garantizar la libertad y los 
derechos fundamentales de las personas que en el habitan. Por eso es muy 
importante restringir y controlar el tratamiento automatizado de los datos de 
localizaciôn, se miente con la boca pero no con los pies. Es mâs grave que se
El doctorando conoce estos datos por conversaciones directas con responsables de la comunidad de 
inteligencia.
Es necesario llevar la libertad tan lejos como sea posible porque la libertad juega un papel central en la 
arquitectura del estado democrâtico de derecho. Es inherente a la condiciôn humana. Es el fin politico mâs alto -  
Lord Acton- y la joya mâs valiosa entre las guardadas en la caja fuerte constitucional. Mufioz Machado, Santiago; 
op. cit., pâg. 106.
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sepa desde donde hablamos que saber qué hablamos. Lo que se habla puede 
no ser cierto, la localizaciôn geogrâfica no genera ninguna duda.
En el ordenamiento juridico espahol los secretos de estado estân sujetos a 
un triple control: el del ejecutivo, el legislative y el judicial.
4.2.3.1. El control interne
Segùn el art. 12 de la LSO el Servicio de Protecciôn de Materias 
Clasificadas tiene que preocuparse por los sistemas de protecciôn y por su 
mejora. De la LSO se deduce que son obligaciones del Consejo de Ministres: 
“otorgar autorizaciones de acceso y circulaciôn, hacer saber la indole de la 
materia clasificada al autorizado, mantener los sistemas de protecciôn, mejorar 
dichos sistemas, cumplir la Ley y hacerla cumplir, aplicar las calificaciones 
correctamente y promover las acciones que procedan”®®®.
El problema se plantea a consecuencia de la diferencia existante entre las 
facultades de clasificar y los deberes de protéger. “Mientras que sôlo el 
Consejo de Ministres estâ facultado para clasificar, los diferentes servicios 
ministeriales de protecciôn de material clasificado, cualquiera que sea el range 
que se les otorgue, tienen un amplio abanico de posibilidades en relaciôn con 
su deber de protéger taies materias”®®^. Este podria dar pie a las comunidades 
autônomas para crear sus propios secretos oficiales pero, como bien apunta 
Cousido Gonzâlez, el art. 149.1.4 de la CE atribuye en exclusive la 
competencia sobre defensa al Estado. Ademâs, debe tenerse en cuenta el 
carâcter restrictive del secreto que sôlo puede aplicarse a lo expresamente 
previsto y en ningûn caso hacer una interpretaciôn extensiva o por analogia del
806 Cousido Gonzalez, Pilar; Comentarios.... op, cit., pâg. 103. 
Ibidem.
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mismo. Pero ^pueden las Comunidades Autônomas crear sus propios secretos 
oficiales para la Defensa del Estatuto? Recuérdese que los Lander alemanes 
disponen de servicios de inteligencia para la protecciôn de sus respectives 
constituciones.
Las Comunidades Autônomas tienen dos dificultades importantes en el 
camino para conseguir tal logro. De un lado, como apunta Josep Maria Felip, 
los estatutos no son normas independientes sino que estân subordinados a la 
constituciôn, de otro que es el Estado quien ampara (quien defiende) a los 
estatutos como parte intégrante de su ordenamiento juridico (Art. 147.1 CE)®°®.
El Servicio de Protecciôn de Materias Clasificadas estâ regulado en el 
articule 9 del Reglamento de Secretos Oficiales que dice que debe haber 
tantes como Ministerios, siendo su responsable un cargo de libre 
designaciôn®®®. No se conoce aùn como se articularâ en el Décrété que ha de 
publicarse sobre Infraestructuras Criticas de Telecomunicaciones -el listado de 
las cuâles tendrâ carâcter secreto- la relaciôn entre el responsable ministerial 
de materias clasificadas y el responsable de infraestructuras criticas de 
telecomunicaciones (sécrétas), ni si estas estarân divididas por âreas 
ministeriales o se atribuirâ la responsabilidad al Centro Criptolôgico Nacional 
(CCN-CERT)®^®. “El texto normativo hace referenda continua al Responsable 
del Servicio de Protecciôn de Materias Clasificadas. En los Acuerdos bilatérales 
se mencionan las autoridades nacionales para la seguridad u Organismes
Sobre este particular véase la colaboraciôn del profesor Josep Maria Felip en Navarro Bonilla, Diego y Esteban, 
Miguel Angel; op. c/f., pâg. 232.
Cousido Gonzâlez, Pilar; Comentarios. op. c/f., pâg. 116.
Conversaciôn del autor de la tesis con el responsable del ârea de servicios de la Subdirecciôn General de 
Servicios de la Sociedad de la Informaciôn, mantenida el dia 22 de octubre de 2008, en el marco de las Jornadas 
sobre Ciberterrorismo de la Universidad Europea que dirige el profesor Luis de Salvador.
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compétentes... En la practice las funciones estân atribuidas al C E S I D . . . h o y  
CNI.
Este Servicio de Protecciôn de Materias Clasificadas tiene una cierta 
continuidad (bien es verdad que con distinto nombre) en el Anteproyecto de 
1996 donde “se mencionaba una Autoridad Nacional de Seguridad que habria 
de relacionarse con los diferentes servicios del Estado, tendria atribuciones y 
competencias en materia de secretos oficiales y procederfa del Gobierno. Se 
creaba una Autoridad Delegada, a cuyo cargo estaria el Registre Central de 
Materias Clasificadas en donde estarian ubicados todos los documentos 
originales de los acuerdos de clasificaciôn. En la prâctica séria un intente de 
dotar de competencias al Servicio previsto por el Reglamento de 1969. Se 
preveia un responsable politico, miembro del Gobierno, y un ejecutor 
administrative que podria corresponderse con el cargo de Director del CESID...
En el texto de 1997 desaparece toda menciôn a dicha Autoridad”®^ .^ No 
obstante la Autoridad Nacional Delegada en cuestiones de Seguridad es el 
Secretario de Estado, Director del CNI y del CCN, tanto para seguridad fisica 
como electrônica®^®.
El control ejecutivo sobre los secretos de estado tal y como estâ planteado 
en Espaha hoy es somero y contraproducente. Somero porque estâ 
ampliamente extendida la idea de que cuanto menos se divulgue mejor, y 
contraproducente porque la falta de publicidad hace disminuir los ratios de 
eficacia de la comunidad de inteligencia. Un servicio debe dar a conocer sus 
logros tanto como sea posible y debe ocultar lo menos posible. Cuanto mâs
Cousido Gonzâlez, Pilar; Comentarios. o p .  cit., pg. 119.
Cousido Gonzâlez, Pilar; Derecho.... op. cit., pâg. 191.
Las Autoridades Delegadas de Seguridad Electrônica son figuras de creaciôn muy reciente. El manager de la 
OTAN para ciberdefensa Suleyman Anil fue nombrado en febrero de 2008.
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aprecien los ciudadanos las bondades de su intervenciôn mâs eficaz lo 
considerarân.
4.2.3 2. El control legislativo
Alvarez Conde considéra que el “control parlamentario debe mantenerse 
en los términos actuales, con la posible incorporaciôn del Senado al mismo, 
potenciando el control por parte del Defensor del Pueblo, como sucede en otros 
paises, donde el Ombudsman tiene acceso a los secretos oficiales, pero no 
puede divulgar la informaciôn, media nte la reforma del articule 22 de su Ley 
Orgânica, pues, segùn este precepto, si bien puede soliciter a los poderes 
pùblicos todos los documentos que considéré necesarios para el desarrollo de 
su funciôn, incluidos los clasificados como secretos, se permite que el Consejo 
de Ministres, mediante una certificaciôn acreditativa del acuerdo, pueda 
denegarlo, ante lo cual el Defensor del Pueblo ùnicamente puede ponerlo en 
conocimiento del Parlamento”®^
Sin embargo, el control ejercido en los términos actuales ha dado como 
resultado mùltiples confidencias a los medios de comunicaciôn y fugas de 
informaciôn. Nada hace pensar que la incorporaciôn de senadores fuese a 
disminuir estos o acabar con estas malas prâcticas, todo lo contrario. Taies 
prâcticas generan un circule vicioso: no cuento nada porque sus sehorfas lo 
filtrarân, de esta forma se évita la filtraciôn pero también el control. Es 
necesario que las personas que disponen indebidamente de informaciôn
Alvarez Conde, Enrique; “El temor...”, op. cit. Sin embargo es dudoso el control real por el poder legislativo con 
las normas actuales, un ejemplo sobradamente conocido son las “microfichas de Perote”. El Ministre de Defensa 
Gustavo Suarez Pertierra, “acabô llevândolas a la Câmara, pero en forma de pantomime. Tras imprimir las 
microfichas... a puerta cerrada. Sus Senorias sôlo pudieron ver cuatro o cinco papeles [de 1245 folios]. Algunos 
diputados de la oposiciôn definieron el acto como “una auténtica tomadura de pelo”. No vieron el mâs minime 
secreto de Estado”. Perote, Juan Alberto; Confesiones de Perote: Barcelona, 1999, pâg. 336.
241
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
clasificada sean detectadas y procesadas para asegurar un correcto ejercicio 
del control legislativo.
El acceso de la Comisiôn de Secretos Oficiales del Congreso de los 
Diputados a la informaciôn clasificada y el destine de los fondos reservados y 
su control estân regulados en la Resoluciôn®^® de la Presidencia del Congreso 
de 2 de junio de 1992®^ ® y en la Ley 11/1995, de 11 de mayo, que régula la 
utilizaciôn y Control de los Crédites destinados a Gastos Reservados -  
complementada con la importante Sentencia 155/2002 de la Audiencia 
Provincial de Madrid sobre Gastos Reservados®^
El origen del control legislativo de los secretos oficiales se encuentra en la 
CE, art. 109: “Las Câmaras y sus Comisiones podrân recabar, a través de los 
Présidentes de aquéllas, la informaciôn y ayuda que precisen del Gobierno y de 
sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las 
Comunidades Autônomas”. En consonancia, la reforma de 1978 armoniza la 
LSO segùn la soluciôn propuesta por Lorenzo Martin Retortillo®^ ® que se 
traduce en el actual art. 10.2 de la LSO: “La declaraciôn de “materias 
clasificadas” no afectarâ al Congreso de los Diputados, ni al Senado, que
Las resoluciones se dictan por el Présidente al amparo de lo previsto en el articule 32.2 del Reglamento del 
Congreso: “Corresponde al Présidente cumplir y hacer cumplir el Reglamento, interpretândolo en los casos de duda 
y supliéndolos en los de omisiôn. Cuando en el ejercicio de esta funciôn supletoria se propusiera dictar una 
resoluciôn de carâcter general deberâ mediar el parecer favorable de la Mesa y de la Junta de Portavoces".
Que sôlo reconoce “la facultad de solicitar informaciôn sobre materias clasificadas a los Grupos Parlamentarios 
que representen, al menos, la cuarta parte de la Câmara, y siempre por conducto del Présidente” (Pérez Villalobos, 
M® Concepciôn; op. cit., pâg. 62) y que sustituye a la Resoluciôn de la Presidencia del Congreso de 18 de diciembre 
de 1986. Sobre esta Resoluciôn dice el TC -S IC  118/1998, de 20 de junio, Fundamento Juridico 4: “no es una 
decisiôn o acto sin valor de ley...es...asimilable a efectos de su impugnaciôn a los Reglamentos parlamentarios y, 
por ende, a las disposiciones normatives con fuerza de ley, objeto de impugnaciôn plena, directe y compléta a través 
del recurso de inconstitucionalidad”.
En cuyo Fundamento Juridico 4° puede leerse: “En cuanto al carâcter secreto de los llamados “fondos 
reservados” ha de decirse, en primer lugar, que los fondos como taies no pueden ser secretos. El carâcter fungible 
del dinero hace inidentificable a este por razôn de su origen o afectaciôn inicial. Lo que puede ser reservado es el 
qasto 0 destine final...”, www.westlaw.es (30 de julio de 2009).
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op cit., pâg. 62.
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tendrân siempre acceso a cuanta informaciôn reclamen, en la forma que 
determinen los respectivos Reglamentos y, en su caso, en sesiones sécrétas”.
El Reglamento del Congreso®^® reconoce “la posibilidad de tener acceso a 
la informaciôn tanto a los parlamentarios individualmente, como a los Grupos 
Parlamentarios”®^®. La Resoluciôn de la Presidencia del Congreso de 2 de 
junio de 1992®^  ^ establece que si la materia es calificada de sécréta “se 
facilitera a un diputado de cada grupo parlamentario elegido por el pleno de la 
Câmara por mayoria de très quintos”®^ .^ Si la materia es clasificada como 
reserved a, “el Gobierno facilitarâ la informaciôn a los portavoces de los Grupos 
Parlamentarios o a los représentantes de los mismos en la Comisiôn cuando 
hubiera partido de esta la iniciativa de la solicitud”®^®.
A s i mismo, el Gobierno, excepcional y motivadamente, “puede pedir de la 
Mesa de la Câmara que cierta informaciôn se facilite en exclusive al Présidente 
del Congreso o al de la Comisiôn”®^ .^
Sobre la exhibiciôn de documentos la Resoluciôn citada establece que se 
mostrarân cuando los diputados entiendan que sin su consulta no es posible la 
comprensiôn del asunto. Pueden tomar notas, pero no hacer copias ni efectuar 
reproducciones.
Finalmente resehar que en los Anteproyectos de 1996 y 1997 “se 
atribuye al Congreso y al Senado la facultad de acceso reglamentario a cuanta 
informaciôn reclamen en relaciôn con los secretos de Estado. En ambos textos 
se sehalaba que las sesiones de las Câmaras tendrîan que ser sécrétas y que
Cuya reforma de 16 de junio de 1994 “refuerza el deber de guardar secreto cuando se trata de materias 
reservadas o sécrétas”. Ibidem, pâg. 63.
Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit., pâg. 62.
Que consta de nueve articulos, una disposiciôn derogatoria y una disposiciôn final.
^  Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit., pâg. 63.
Cousido Gonzâlez, Pilar: Comentarios.... op. cit., pâg. 89.
Ibidem.
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SUS miembros no podrîan revelar, ni difundir ni declarar sobre la informaciôn 
conocida”®^®.
4.2.3.3. El control judicial
De entrada, hay que hacer notar que, aunque pudiera pensarse lo 
contrario, la existencia de un control judicial sobre los secretos oficiales no es 
pacifica entre la doctrina. Asi, Rafael del Aguila cuestiona la idoneidad de 
afrontar con criterios juridicos decisiones que son esencialmente politicas. 
Desde su punto de vista el ôrgano adecuado de control es el Parlamento pero 
no el poder judicial®^ ®. Tal opiniôn es cuestionable: por extensiôn, de los litigios 
sanitarios por mala atenciôn clinica tampoco deberian conocer los jueces sino 
los directores de los hospitales puesto que son asuntos esencialmente ligados 
medicos Y no sôlo eso. Prescindiendo del control judicial se évita el que, en 
teoria, es el poder mâs independiente del ejecutivo y, por consiguiente, el que 
mayores garanties puede ofrecer al ciudadano.
Elias Diaz propuso en 1996 una comisiôn de control que, aunque de raiz 
parlamentaria, integrase a los diferentes poderes del Estado permitiendo, 
incluso, la participaciôn autonômica, una comisiôn que se situase en el fiel de 
una balanza cuyos platillos contendrian los conocidos brocard os juridicos que 
resumen las dos tendencies que aqui se enfrentan®^ .^ A esta propuesta se 
opuso rotundamente José Luis Villacahas defensor del control judicial puro de 
los secretos de Estado sin ninguna clase de “contubernio” entre poderes. No
Cousido Gonzâlez, Pilar; Derecho.... op. cit. pâg. 191.
Del Aguila, Rafael; La Senda.... op. cit., pâgs. 335 a 337, donde se muestra de acuerdo con Carl Schmitt en que 
“la pretension ultima de la legalidad y el Estado de derecho es “despolitizar” el mundo” [Ad abundantiam, Schmitt, 
Carl; Teoria de la Constituciôn: Madrid, 1996, pâgs. 33 y ss).
Por un lado, fiat iustitia et pereat mundus; por otro, salus populi suprema lex. Cabe también la posibilidad de 
cerrar los ojos, es otra opciôn, y aceptar como hace Elias Canetti que la sociedad puede tolerar casi cualquier cosa 
siempre que se haga violentamente y en secreto. Canetti, Elias; Masa v coder: Barcelona, 1977, pâg. 291.
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hay que olvidar que en un estado democrâtico de derecho es precisamente la 
separaciôn de poderes la que garantiza su independencia.
Ciertamente tiene razôn Alvarez Conde cuando sehala que la cuestiôn mâs 
problemâtica “no es otra que el posible control judicial”. El se muestra partidario 
de “desechar el modelo de control «in camara» norteamericano por resultar de 
dificil aplicaciôn a nuestro ordenamiento juridico, pues supondria una 
vulneraciôn del principio de contradicciôn. Y es que en el proceso penal rige el 
principio de publicidad con especial intensidad. En la fase del sumario no hay 
problemas especiales... En cambio, en el juicio oral las notas capitales son la 
publicidad y la contradicciôn. Si se trasiada al proceso un secreto de Estado 
(j^ cômo se va a garantizar ese secreto en el seno de un proceso pùblico?... De 
este modo parece llegarse a un punto insoluble: el deber de guardar el secreto 
es inconciliable con la comunicaciôn al juez de la informaciôn sécréta o 
reservada, pues la comunicaciôn a las partes parece llevar implicitamente la 
vulneraciôn del secreto, con lesiôn de los bienes juridicos protegidos por el 
mismo, y el no proporcionar o incorporar al proceso estos datos que por el 
ôrgano judicial han sido admitidos como pruebas pertinentes, conlleva una 
auténtica indefensiôn, con vulneraciôn del derecho a la tutela judicial 
efectiva”®^®.
El caso GAL puso de relieve en Espaha la ausencia “de una regulaciôn de 
las relaciones entre el secreto de Estado y la justicia que permita conciliar las 
exigencias de la protecciôn de la seguridad nacional con los postulados 
constitucionales”®^®. El corolario de esta imprevisiôn es que en un proceso que
Alvarez Conde, Enrique; “El temor...” op. cit.
Lozano, Blanca; op. cit., pâg. 166. “La resoluciôn del problema planteado pasaba por la interpretaciôn de una ley, 
la de Secretos Oficiales, anterior a la Constituciôn, interpretaciôn que podia y debia haberse realizado en sede 
judicial ordinaria y no mediante el recurso al procedimiento de conflictos jurisdiccionales”.
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necesite que sean aportadas materias clasificadas la decision final no estâ en 
manos del poder judicial tal como exige el articule 117.3 de la CE. No se debe 
olvidar que a los tribunales de justicia corresponde el control de la “legalidad de 
la actuaciôn administrativa”®®® y se les encomienda la “funciôn primordial de 
defender los derechos e intereses légitimés que a todos reconoce sin 
excepciôn el art. 24. La garantia judicial de esos derechos e intereses es, de 
conformidad con el articule 10.1 de nuestra norma suprema, uno de los 
“derechos inviolables” que son “el fundamento del orden pùblico y de la paz 
social” por lo que no existe ninguna razôn de Estado mâs poderosa que su 
plena efectividad. Y los derechos de defensa que consagra el articule 24 de la 
Constituciôn resultan conculcados cuando se excluye todo control jurisdiccional 
sobre la decisiôn clasificatoria del Ejecutivo”®®^
Hay que hacer referenda aqui a una particular interpretaciôn, a cargo del 
catedrâtico Rubio LIorente, de cuâl sea la extensiôn de la protecciôn 
constitucional del art. 24 CE. Pretende este catedrâtico que se aplique a las 
pruebas que sean materias clasificadas “pertinentes para la defensa” pero no a 
las que son necesarias para el ataque®®^ . Sin embargo, esta interpretaciôn es 
contraria a la que hace el TC que entiende que el art. 24 “no protege sôlo a 
quienes son objeto de una acciôn penal en su contra sino... también a quienes 
mediante la querella intentan la acciôn penal frente a los que reputan 
responsables de actos delictivos en su perjuicio”®®®.
*'°A rt. 106.1 de la CE.
Lozano, Blanca; op. cit., pâg. 167. 
“El Pals", 30 de marzo de 1997. 
STC 89/1986, d e l de julio.
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Diez-Picazo®®"  ^ hace una propuesta de control judicial que, para garantizar 
el principio contradictorio en el proceso, pretende que haya un ôrgano 
jurisdiccional distinto al compétente para enjuiciar el caso que sea quien revise 
el acto de clasificaciôn. Se tratarla de una especie de cuestiôn incidental ante 
uno 0 varios ôrganos judiciales segùn la naturaleza del procedimiento (Tribunal 
Supremo, Audiencia Nacional o Tribunal Superior de Justicia), implicando ello 
que cada vez que en el curso de un proceso se invoque la legislaciôn de 
secretos de estado, habria que detener las actuaciones y remitir la cuestiôn a 
dicho ôrgano, el cual examinaria tanto la regularidad formai del acto de 
clasificaciôn como que la informaciôn es susceptible de ser clasificada, 
contemplândose también la existencia de un sistema de plazos preclusivos de 
respuesta del ôrgano compétente al requerimiento judicial. Ello supondria -  
segùn Alvarez Conde- una soluciôn “semejante a la realizada en el caso del 
control parlamentario, impidiendo que todos los titulares del poder judicial 
fuesen compétentes, como no lo son todos los parlamentarios, para ejercer el 
control judicial sobre las materias clasificadas".
Un detalle importante que no conviene olvidar es la derogaciôn por la Ley 
48/1978, de 7 de Octubre, del articule 10.2 de la Ley de 1968, de Secretos 
Oficiales, que decia: “No corresponde a la jurisdicciôn contencioso- 
administrativa el conocimiento de las cuestiones que se susciten en relaciôn 
con las calificaciones a que se refiere esta Ley”. Este texto se suprime en el 
Senado y se cambia por el actual, a instancias de Lorenzo Martin Retortillo 
(senador entonces), que lo defiende ante el Pleno el 20 de Junio de 1979. En 
su discurso dice claramente: “Con la modificaciôn que se introduce ahora nada
Diez-Picazo, Luis Maria; “El secreto de Estado en el proceso pénal. A propôsito de la sentencia de conflictos de 
Jurisdicciôn de 14 de diciembre de 1995”, “La Ley”, n° 3952 (1996), passim.
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impedirà que las declaraciones en reiaciôn con los secretes oficiales puedan 
ser enjuiciadas per los Tribunales de lo Contencioso y enervado, por tanto, el 
actuar incorrecto de la Administraciôn Pùblica”®^®.
Ya se ha visto con anterioridad que los actos discrecionales siempre 
pueden ser controlados, siquiera minimamente. Pues bien, lo mismo cabe decir 
respecte de los conceptos juridicos indeterminados®^® -que convendria que el 
legislador utilizase lo menos posible en una materia ya ardua de por si-. Basta 
preguntarse con Marco Aurelio y Aristôteles cual sea la esencia del concepto -  
ousia-, aquella parte que escindida de él le vuelve vacio y sin sentido. Por vago 
y difuso que pueda ser un concepto siempre es posible aprehender parte de su 
esencia y, por tanto, puede ser controlado®^ .^
En conclusion, el art. 106.1 de la CE atribuye a los Tribunales el control “de 
la potestad reglamentaria y de la legalidad administrativa”, sin excepciôn 
alguna, y el art. 24.1 del mismo texto considéra fundamental el derecho a 
obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales, también sin excepciones, 
“sin que, en ningùn caso, pueda producirse indefensiôn”, de donde se deduce 
que es inexcusable el control judicial de los secretos de Estado. Queda ahora 
disenar un sistema que permita articular los principios de publicidad y 
contradicciôn con la naturaleza intima del secreto. De entre todas las 
soluciones propuestas la de Diez-Picazo es quiza la que mejor armoniza los 
très principios que han de conjugarse, bien claro que en la formula quimica, la 
publicidad habrâ de llegar “tan lejos como sea posible”, en la archiconocida
Garcia de Enterria, Eduardo; Democracia. Jueces y control de la Administraciôn: Madrid, 1997, pâgs. 327 y ss. 
“Pocas veces podra demostrarse cual es, tan inequivocamente y para el tema especifico de que se trata tanto la 
voluntas legislatoris como la voluntas legis”.
Debe distinguirse claramente entre actos discrecionales, una cierta forma de regular la administraciôn, y 
conceptos juridicos indeterminados, rasgo de algunas normas que las asocia con la vaguedad. Cfr. Lozano, Blanca; 
op. cit., pâgs. 201 y 202.
Lo que lleva a un esfuerzo similar al de Socrates en los Diâlogos platônicos trente a los sofistas.
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expresiôn de Meikiejohn, porque la régla general del estado de derecho es la 
publicidad y la excepciôn el secreto.
4.3. El secreto de Estado en el derecho comparado
Ante materia tan ardua como los secretos de Estado conviene acercarse a 
las soluciones que han arbitrado otros ordenamientos juridicos.
4.3.1. Alemania
“Hasta ahora, el Tribunal Constitucional alemân no se ha pronunciado 
sobre si el Gobierno federal puede denegar una peticiôn de informaciôn 
alegando secreto de Estado. La doctrina, practicamente, tampoco se ha 
ocupado de este tema. Pero, precisamente porque el principio de publicidad es 
fundamental en el Estado democrâtico, la doctrina alemana ha desarrollado 
desde muy temprano excepciones al principio de informaciôn; asi, la 
comunicaciôn de secretos puede vincularse a medidas de seguridad que el 
Parlamento debe cumplir reservando la informaciôn para un pequeho grupo de 
parlamentarios. Como principio fundamental, el Tribunal Constitucional ha 
establecido que la denegaciôn de informaciôn se puede considerar licita si 
résulta necesaria para defender un bien colectivo superior”®^®.
De otro lado, jurisdiccionalmente, “la ley de 11 de abril de 1978 autoriza 
al Gobierno a negarse a dar informaciôn sobre ciertos procedimientos cuando 
ello sea necesario por razones de protecciôn del servicio secreto. Por su parte, 
la Ley de Funcionarios Federales de 27 de febrero de 1985, en su articule 61, 
obliga a los funcionarios a mantener el secreto de las informaciones
Lo que casa mal con la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos a propôsito de la tutela judicial 
efectiva. Pérez Villalobos, M® Concepcion; op. cit., pâg. 67.
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clasificadas que conocieran, en el ejercicio de su cargo. Este secreto debe 
mantenerse incluse trente a los jueces. El deber de secreto solo puede ser 
levantado por el superior jerârquico. Por su parte, también la Ley de 
Procedimiento Penal impide la declaraciôn testifical de funcionarios y la entrega 
de documentes cuando asi lo détermina el Ejecutivo por estimar que ello puede 
afectar a la seguridad del Estado”®®®.
En cuanto al control parlamentario de los secretos de Estado, hay que 
hacer notar que, respecte del area de Defense, el art. 45, a, 2) de la Ley 
Fundamental de Bonn créa la Comisiôn de Defense que es quien se ocupa de 
tel control con “prerrogativas de Comisiôn investigadora”®"^®. Por otra parte, la 
Ley Fundamental créa la figura del Comisario de Defense como ôrgano auxiliar 
del Bundestag para el control parlamentario de estos asuntos.
4.3.2. Francia
Segûn Santolaya Machetti, la regulaciôn de los secretos de Estado en 
Francia procédé de una pluralidad de textes entre los que se debe tomar en 
consideraciôn los siguientes:
La Ley de 17 de Julio de 1978: que régula la libertad de acceso a los 
documentes administratives, destinada a establecer la transparencia y 
publicidad de los documentes en poder de la administraciôn, pero que contiene 
un complejo articule 6 en el que se determinan los tipos de documentes que 
pueden ser denegados, por su capacidad de atentar por ejemplo contra «las 
deliberaciones del gobierno y de las autoridades responsables relevantes del 
poder ejecutivo, la defensa nacional y la politica exterior, la moneda y el crédite
Ruiz Miguel. Carlos; op. cit., pâg. 151.
Pérez Villalobos, M® Concepcion; op. cit., pâg. 68.
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pûblico, la seguridad del Estado y la seguridad pûblica ... y con caracter general 
contra los secretos protegidos por la Ley»®^\
El articulo 10 de la Ordenanza de 4 de febrero de 1959: “que régula el 
Estatuto de los funcionarios, sometiéndoles a una obligaciôn general de secreto 
profesional, del que no pueden desligarse sino es con autorizaciôn de sus 
respectives ministres, obligaciôn que, como veremos mas adelante, es oponible 
trente a un juez”®'^ ®.
El décrété de 12 de mayo de 1981 de «Organizaciôn de la protecciôn de los 
secretos y de las informaciones concernientes a la defensa nacional y la 
seguridad del Estado», que “tras crear très categories distintas de secretos; 
«muy alto secreto de defensa», «secreto defensa» y «confidencial defensa» 
establece con caracter categôrico, en su articulo 7, que «nadie esta cualificado 
para conocer las informaciones protegidas si no ha recibido autorizaciôn previa 
y si no ha sido reconocido como poseedor de la necesidad de conocerlos para 
el cumplimiento de su funciôn o de su misiôn», correspondiendo la autorizaciôn 
al Ministre de Defensa para la primera de la categorias y al Ministre 
compétente en las demàs. En reiaciôn con esta regulaciôn conviene tener en 
cuenta dos notas: a) En primer lugar, que se ha admitido de manera 
aparentemente pacifica que en esa expresiôn estan incluidos tanto el 
Parlamento como los jueces. b) En segundo lugar, que se ha producido una 
especie de «secreto sobre el secreto», en la medida en que la Instrucciôn 
Interministerial que lo desarrolla ha sido declarada de «difusiôn restringida» y 
como tal no ha sido publicada”®^®.
Santolaya Machetti, Pabio; “El control...” op. c/f. 
Ibidem..
Ibidem.
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En este contexte cabe preguntarse por las posibilidades e instrumentes de 
control, reales, de la acciôn del ejecutivo; “Practicamente nulas para el 
Parlamento, ya que a tenor del articulo 7 de las Ordenanzas de 17 de 
Noviembre de 1958, las Comisiones de investigaciôn y de control tienen 
impedido el acceso a secretos que se refieran a la defensa nacional, los 
asuntos exteriores y la seguridad interior o exterior del Estado. Sumamente 
restringidas para los Organos judiciales... En definitiva, el control de los 
secretos de Estado en Francia, tanto por el Parlamento como por el Poder 
judicial dista mucho de poder ser calificado como modélico, como lo han puesto 
recientemente de manifiesto los casos del Rainbow Warner o del terroriste 
Carlos, asunto este ultimo en el que la decision del Consejo de Estado contiene 
una afirmaciôn polémica al declarer que desconoce, y que, probablemente, es 
bueno que asi sea, el procedimiento por el que se ha traido a Carlos a territorio 
francés, para a continuaciôn dejar sentado que lo importante es que en ese 
pais tiene asegurado un juicio justo”®"^"^.
4.3.3. Italia
La Ley 801 de 1977 prescribe que estân cubiertos por el secreto de Estado 
(art. 12)®"^ ® «los actos, los documentos, las noticias, las actividades y cualquier 
otra cosa cuya difusiôn sea idônea para provocar daho a la integridad del
^  Santolaya Machetti, Pabio, op. cit. “...el gobierno no tiene que proporcionar la informaciôn que el Parlamento 
fije... no existe ninguna norma escrita que obligue al Gobierno a proporcionar toda la informaciôn que demande el 
Parlamento”. Pérez Villalobos, M® Concepciôn; op. cit., pâg. 74.
El asunto estuvo de actualidad en Italia a comienzos del siglo XXI: “...rarticolo 12 délia legge numéro 801 del 
1977, nel definire concettualmente la nozione di segreto di Statu prescinde dell'a autorité compétente circa il 
carattere segreto di atti o document... la natura segreta di un atto, di un documente, di una noticia, ove venga in 
questione l'applicazione di una fattispecie che a quella nozione si richiami, deve essere accertata dall'a autorité 
giudiziaria, con riferimento ai parametri indicati dalla legge numéro 801 del 1977 e tenendo conto, come utile criterio 
orientativo, dette direttive numéro 2001 del 30 luglio 1985 e numéro 4112/1 del 10 gennaio 1986 emanate dal 
Présidente del Consigtto ai fini di una piû analitica individuazione degli atti o document coperti da segreto di State”. 
Casazione penale, Sezione sesta, sentenza n. 1289 del 2 febbraio 2000. Flamini, Gianni y Nunziata, Claudio; op. 
cit., pâg. 141.
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Estado democrâtico, inciuso con reiaciôn a los acuerdos internacionales, a la 
defensa de las instituciones establecidas por la Constituciôn, al libre ejercicio 
de las funciones de los ôrganos constitucionales, a la independencia del Estado 
en reiaciôn a otros Estados y a sus relaciones con ellos, a la preparaciôn y a la 
defensa militar del Estado»®^ ®. En reiaciôn con un secreto tan ampliamente 
concebido, la propia Ley 801 establece que: «los funcionarios... tienen la 
obligaciôn de abstenerse de declarer y no deberan ser interrogados sobre lo 
que esta protegido por el secreto de Estado. Si la autoridad judicial no 
considéra fundada la declaraciôn realizada por alguna de las personas 
anteriores en reiaciôn con su caracter de secreto, interpelarâ al Présidente del 
Consejo que, en el caso de que décida confirmarlo deberâ pronunciarse al 
respecte antes de los 60 dias de haber recibido la solicitud. En tal caso no se 
sigue adelante por el delito contemplado en el articulo 372 del Côdigo Penal y 
si el conocimiento de lo protegido por el secreto de Estado es esencial, la 
autoridad compétente declararâ que no se debe procéder a ninguna acciôn 
legal por la existencia de un secreto de Estado»®"^ .^
Conviene senalar, ademâs, que la Code (Ordenanza 259/86, de 5 de 
diciembre) “ha cerrado la un ica via constitucionalmente posible para combatir la 
decisiôn del Présidente del Consejo; el Conflicto de atribuciones entre Organos 
constitucionales, al declarar inadmisible el planteado por un juez Instructor de 
Florencia contra el Présidente del Consejo ante la oposiciôn del secreto por 
este ultimo a las pretensiones judiciales de investigar determinadas fuentes de 
los servicios secretos del Ministerio de Defensa (Sismi), lo que confirma 
definitivamente que la facultad para oponer el secreto de Estado impidiendo la
846
847
Santolaya Machetti, Pabio; op. cit.
Ibidem.
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continuidad de la acciôn penal se encuentra en manos del Présidente del 
Ejecutivo, sin que exista via alguna que permita su contrastaciôn por los 
Organos judiciales. Sin embargo la propia Ley 801 prevé un cierto control 
parlamentario de estas decisiones al establecer en su articulo 16 que en cada 
ocasiôn en que el Présidente del Consejo confirme la oposiciôn del secreto de 
Estado esta obligado a enviar una comunicaciôn motivada a un Comité 
Parlamentario creado en el articulo 11 de la propia Ley (formado por cuatro 
Senadores y cuatro Diputados elegidos por los Présidentes de las Câmaras de 
acuerdo a criterios de proporcionalidad y vinculados por el secreto), y si este 
Comité la considéra infundada, por mayoria absoluta, «se lo harâ saber a cada 
una de las Câmaras para las consecuentes valoraciones politicas». Ademâs, el 
Gobierno estâ obligado a enviar semestralmente a este Comité un informe 
escrito sobre su politica en materia de informaciôn y seguridad y sobre los 
resultados obtenidos. Es importante senalar que desde el inicio mismo de sus 
actividades este Comité ha optado por adoptar un papel activo con reiaciôn a 
las comunicaciones que le envia el Gobierno, sin limitarse en absolute a 
transferirlas a los plenos de las respectivas Câmaras”®"^®.
Finalmente, hay que hacer referenda a una normativa, la Ley de 7 de 
agosto de 1990, que disciplina el derecho de acceso a los documentos 
administratives, y a dos proyectos de Ley. La primera, ademâs de excluir del 
propio derecho «los documentos protegidos por el secreto de Estado en el 
sentido del articulo 12 de la Ley 801» afirma ademâs que por Décrété 
Presidencial se contemplarân «otros casos de exclusiôn del derecho de acceso 
con reiaciôn a las exigencias de salvaguardia entre otros de a) la seguridad, la
848 Santolaya Machetti, Pabio; op. cit.
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defensa nacional y las relaciones internacionales, b) la politica monetaria y de 
vaiores, c) el orden pûblico y la prevenciôn y represiôn de la criminalidad»®^®.
En cuanto a los proyectos de ley, el primero de ellos Disegno di legge 
gobemativo di reforma 1999, numéro 4162, titulado “Disciplina del sistema 
informativo per la sicurezza”^ ^^  considéra necesaria una regulaciôn mas 
compléta y puntual que la recogida en la referida ley 801, que no dota al 
Présidente del Consejo de los instrumentos necesarios para llevar a cabo su 
labor. En la Exposiciôn de Motives se habla de la necesidad de abrir las 
puertas al control judicial de los secretos de Estado y de los servicios secretos.
El segundo proyecto fue una iniciativa popular de articulo ûnico que 
pretendia abolir los secretos de Estado y permitir la plena justiciabilidad de los 
delitos de terrorisme, contra el orden constitucional y los “delitti di strage 
previsti dagli artt. 285 e 422 del codice penaie’^ ^\
4.3.4. Reino Unido
Santolaya Machetti ofrece una visiôn del control en el Reino Unido desde 
la “administraciôn” britânica y Revenga Sânchez una perspectiva segûn los 
tribunales britânicos. Como ambas son complementarias se detallan a 
continuaciôn.
Segûn Santolaya cuando la Corona es parte en un procedimiento o tiene 
interés en el mismo, puede “usar su prerrogativa y rechazar la entrega de 
cualquier documente en el caso de que estime que la entrega es perjudicial
Santolaya Machetti, Pabio; op. cit.
Fiamini, Gianni y Nunziata, Claudio; op. cit., pâgs. 165 y 166. 
Idem, pâg. 167.
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para el interés pûblico. El leading case al respecte es Duncam vs Cammell 
Laird and Co Ltd de 1942”^ ^^ .
El articulo 1 de la Ley de Secretos Oficiales establece de manera objetiva 
que “comete un delito quien siendo o habiendo sido miembro de un servicio de 
seguridad o inteligencia «revele, sin estar legalmente autorizado, cualquier 
informaciôn, documente u otro objeto relative a la seguridad o inteligencia», y 
ello, sin exigencia de probar lesiôn alguna de interés nacional, aunque se trate 
de la divulgaciôn de un comportamiento ilegal e inciuso aunque haya sido 
objeto de una publicaciôn anterior”®®®.
Por su parte, la Ley del Servicio de Seguridad trata de huir de los medios 
clasicos de control democrâtico de la actividad de este tipo de servicios, es 
decir, del Parlamento y del Poder Judicial, “siendo sustituidos por contrôles 
internos, partiendo de la ôptica de que se trata de un servicio que tiene como 
funciôn «la protecciôn de la seguridad nacional en particular contra amenazas 
que provengan del espionaje, terrorisme y sabotaje, de las actividades de 
agentes de potencies extranjeras y de las acciones que tengan como finalidad 
derrocar o socavar la democracia parlamentaria a través de medios politicos, 
econômicos o violentes» (art. 1.2) y que en consecuencia no puede abrirse el 
circule de personas que tengan acceso a la informaciôn sin estar sometidos a 
los mécanismes de secreto sin riesgo de la propia seguridad nacional. Desde 
las mismas premisas se rechaza cualquier intervenciôn parlamentaria en la 
materia, salvo la informaciôn, de origen puramente convencional y no legal que 
recibe el jefe de la oposiciôn directamente del Premier, y se créa una estructura 
de control alternative, represented a por un Comisario «que ostente o haya
Santolaya Machetti, Pabio; op. cit..
Ibidem.
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ostentado un cargo judicial», cuya misiôn es revisar la autorizaciôn de 
operaciones de acuerdo a las prescripciones de la propia ley, y un Tribunal que 
investigarâ las quejas ace rca del servicio presentadas por cualquier persona 
afectada, y que puede concéder indemnizaciones. Sin embargo, y este es sin 
duda el punto clave, el articulo 5.4 de la Ley establece de manera taxativa que 
no existe ningùn derecho a apelar o cuestionar las decisiones de este 
«tribunal», incluidas las relativas a su jurisdicciôn, ante el Poder judicial, lo que 
parece destinado a impedir eficazmente ese control”®®^.
Revenga Sânchez hace un detallado repaso por la historia 
jurisprudencial britânica a propôsito de los secretos de Estado. Ya en 1916, 
The Zamora Case, puede leerse: "Aquellos sobre quienes recae la 
responsabilidad de garantizar la seguridad nacional deben ser los ûnicos con 
capacidad para decidir que es lo que la seguridad demanda. Séria en extreme 
improcedente que los asuntos de esa indole fueran objeto de prueba ante los 
tribunales, o se convirtieran en materia de discusiôn pûblica"®®®.
En 1964 (caso Chandler y otros) la Câmara de los Lores mantuvo la 
condena de algunos miembros de un Comité pro-desarme nuclear, que habian 
invadido un aeropuerto militar, calificado como zona de acceso restringido por 
la Ley de Secretos Oficiales de 1911. Cuâles fueran los objetivos de los 
activistas, o cuâl la medida en que el intente de impedir el despegue de un 
aviôn resultaba dahino para los intereses del pais, no se tuvo en cuenta. Lo 
decisive fue la presencia fisica de los encausados en una zona prohibida. 
Segûn Lord Pearce: "Los asuntos relatives a la politica de la defensa son 
multifacéticos, complicados, confidenciales y absolutamente inapropiados para
Santolaya Machetti, Pabio; op. cit.
Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento iudiciai.... op. cit.
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ser discutidos ante un Tribunal. En dicho àmbito, el interés del Estado no debe 
tener, a mi juicio, ningùn otro significado que aquel que se corresponda con los 
intereses défi nid os por los organos de gobierno y autoridad, es decir, por las 
decisiones politicas conforme son, y no conforme deberîan ser, segûn la 
opinion del Tribunal. Todo lo que ponga en peligro taies decisiones résulta, en 
los propios términos de la ley perjudicial para los intereses del Estado"®®®.
En 1985®®^ , se plantea si es ajustado a derecho prohibir la afiliaciôn 
sindical de los trabajadores del Government Communications Headquarters 
(GCHQ). La prohibiciôn, decidida por el Gobierno en 1984, afectô a mas de 
4.000 trabajadores, muchos de los cuales estaban afiliados en el momento de 
la prohibiciôn. Segûn muestra Revenga, la Câmara de los Lores respalda 
plenamente el uso del poder de prerrogativa. Lord Fraser of Tullybelton dice 
asi: "La prioridad de las consideraciones de seguridad nacional sobre el deber 
de ajustarse al procedimiento comûn en un determinado caso, es algo que cae 
de lleno en la estera decisoria del Gobierno; sôlo él tiene acceso a la 
informaciôn necesaria a tal objeto, y el procedimiento judicial es el menos 
indicado para decidir en materia de seguridad nacional"®®®. Y ahade Lord 
Diplock’s: "La seguridad nacional es responsabilidad del Ejecutivo... Lo que 
sea necesario para protegerla es... de la competencia de quien carga con la 
responsabilidad, y él ha de ser, por tanto, y no los tribunales, quien tenga la 
ûltima palabra. Se trata de un acto politico por excelencia”.
Chandler y otros, 1964.
Council o f Civil Service Unions v. Minister for the Civil Service ,1985. 
Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento judicial.... op. cit.
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En los anos noventa se plantea el caso C/ieb/a/c®®®, sobre el cual la 
Câmara de los Lores (Lord Donaldson) sentencia; "...aunque la seguridad 
nacional y las libertades civiles pueden dar lugar a tensiones cuando confluyen 
en el mismo âmbito, ambas estân situadas en el mismo lado. Pero al aceptar, 
como résulta obligado, que las necesidades de la seguridad nacional deben 
desplazar a las libertades civiles, si bien en la menor medida posible, no 
hacemos mâs que recorder que en el mantenimiento de la seguridad nacional 
reside el fundamento de todas nuestras libertades"®®®.
4.3.5. Estados Unidos
El personal de la comunidad de inteligencia norteamericana estâ 
obligado “por un secreto profesional a respetar la confidencialidad de las 
informaciones que conozca en el ejercicio de su labor"®®\ La jurisprudencia 
norteamericana ha aceptado ademâs como vâlida la clâusuia de censura sobre 
futures publicaciones de los agentes de la comunidad de inteligencia®® .^
El ejecutivo goza de un privilégié para determiner que “informaciôn sobre 
los procesos internes de toma de decisiones puede transmitirse a los otros 
poderes del Estado”®®®. Fue invocado por el Présidente Eisenhower en 1957 -  
para hacer frente a las investigaciones del senador McCarthy- y por el 
Présidente Nixon, en el caso Watergate.
El profesor Berger se ha mostrado contrario a este privilégié. Entiende 
que se desnaturalizan las competencias constitucionales atribuidas al
Que trata sobre la deportaciôn, por razones de seguridad nacional, de un ciudadano libanés residente en el 
Reino Unido desde 1975, acusado de conexiones con grupos terroristes. El Secretario del Interior se niega a 
desclasificar los documentos o hacer pùblicos los motivos de su decisiôn.
Revenga Sânchez, Miguel; Razonamiento judicial.... op. cit.
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâg.103
United States v. Marchetti (1972) y Snepp v. United States (1980).
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâg.112.
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Parlamento. Si debe contrôler la corrupciôn o ineficiencia del ejecutivo deben 
darse le los medios para poder realizar tal control®®"^ .
La jurisprudencia ha entendido que tal privilégie tiene fundamento en el 
principio de la division de poderes pero que “no estaba legitimada su 
invocaciôn cuando sôlo se pretende una negative a faciliter informaciôn”®®®. 
Ahora bien, cuando dicho privilégié se emplea para protéger “secretos militares, 
diplomaticos o sensibles a la seguridad nacional”®®® su uso estâ justificado 
(aunque con una interpretaciôn restrictive).
Como dice Schlesinger, de Eisenhower a Nixon, “la religiôn del secreto 
se santificô y se sostuvo sobre la base de una incuestionable fe popular en la 
instituciôn presidencial, acompahada de un temor general, igualmente 
incuestionable, hacia el comunismo”®®^. Sehala Revenga, no sin razôn, que “la 
forteleza del secreto parece depender mâs de la disposiciôn a aceptarlo como 
legitimo que de los procedimientos empleados para guardarlo”®®®.
Desde enfonces el ordenamiento juridico norteamericano ha conocido 
reacciones contra el secreto y la resurrecciôn del mismo cuando se le creia 
muerto. En palabras de Revenga, “la reacciôn contra el secreto y su eterno 
retorno”®®®.
5. Conclusion
La razôn civica es la forma que la razôn de Estado puede adopta bajo 
condiciones democrâticas. Los secretos son necesarios pero deben ser
^  Berger, Raoul; Executive onvileae. A constitutional Myth: Cambridge (Massachusetts), 1974, pâg. 251, citado por 
Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâgs. 112 y 113.
865 Ruiz Miguel, Carlos; op. cit., pâg. 113.
United States v. Nixon, 1974.
Schlesinger, Arthur; The Imperial Presidencv. Boston, 1973, pâg. 341. 
Revenga Sânchez, Miguel; El imoerio.... op. cit., pâg. 92.
Idem, pâgs. 137 a 201.
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controlados y, en ultimo término, la sociedad siempre debe tener el “derecho a 
suicidarse" extrapolândolo del pensamiento de Richard Rorty, “mejor morir que 
hacer esto o aquello”, mejor que acaben con nuestra libertad los de fuera, si es 
que tal vez puedan, que no nuestro propio gobierno, con toda certeza, 
utilizando razones de estado.
En el estado democrâtico de derecho es obligatorio que haya una expresa 
prevision legislative al respecte habida cuenta del carâcter excepcional y 
provisional del secreto. Tal habilitaciôn debe estar claramente tasada y deben 
delimitarse claramente, objeto, tiempo y depositaries del secreto.
La existencia de una estera privada protegida de intrusiones del poder o de 
otros individuos constituye el primer fundamento de una sociedad de individuos 
libres. Sôlo la existencia de esa estera privada permite disfrutar de una vida 
personal digna y desarrollar plenamente la idea de libertad. El ciudadano debe 
poder mentir y la sociedad debe poder suicidarse. Sôlo asi se garantiza un 
ejercicio ôptimo de la libertad, razôn por la cual fue creado el estado. Es por 
ese motivo que los ciudadanos ceden alguna parte de su libertad para 
garantizar la mayoria de ella. Puesto que es imposible que cada individuo goce 
de una libertad total, se trata de ceder lo menos posible para conservar tanto 
como sea posible.
La Constituciôn garantiza un régimen de publicidad absoluta en lo referente 
al poder legislative y al judicial, no respecte del poder ejecutivo porque entiende 
que un cierto grade de secreto siempre es necesario. Urge una nueva LSO 
con o sin el beneplâcito de los medios de comunicaciôn que actualice la 
existante y haga frente a los desafios de las nuevas tecnologias en materias 
clasificadas e infraestructuras criticas de telecomunicaciones evitando
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conceptos juridicos indeterminados, una ley que se asiente sobre la base del 
principio de publicidad, que garantice el control de los secretos por los très 
poderes, que explicite con la mayor precision posible las areas sujetas al 
secreto, que aciare sin ningùn género de duda quién y como califica, clasifica y 
desclasifica. Debe reforzarse el control por parte del poder ejecutivo y 
aumentar la transparencia en aras de la eficacia de la propia comunidad de 
inteligencia. El control legislativo no debe ser abolido u obviado por el hecho de 
que exista n filtraciones sino que los responsables de taies filtraciones han de 
ser procesados. El art. 106.1 de la CE atribuye a los Tribunales el control “de la 
potestad reglamentaria y de la legalidad administrativa”, sin excepciôn alguna, 
y el art. 24.1 del mismo texto considéra fundamental el derecho a obtener la 
tutela efectiva de los jueces y tribunales, también sin excepciones, “sin que, en 
ningùn caso, pueda producirse indefensiôn”, de donde se deduce que es 
inexcusable el control judicial de los secretos de Estado.
Desde el punto de vista del derecho comparado la situaciôn espanola es de 
las mas avanzadas. Nuestro ordenamiento juridico facilita el control de los 
secretos de estado a un nivel similar al que puede darse en Alemania aunque 
alli aùn no ha habido ningùn pronunciamiento por parte del Tribunal 
Constitucional. En el otro extremo se encuentra Francia donde las posibilidades 
de control son practicamente nulas para el Parlamento, ya que a tenor del 
articulo 7 de las Ordenanzas de 17 de Noviembre de 1958, las Comisiones de 
investigaciôn y de control tienen impedido el acceso a secretos que se refieran 
a la defensa nacional, los asuntos exteriores y la seguridad interior o exterior 
del Estado y estân sumamente restringidas para los ôrganos judiciales.
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En Italia la facultad para oponer el secreto de Estado impidiendo la 
continuidad de la acciôn penal se encuentra en manos del Présidente del 
Ejecutivo, sin que exista via alguna que permita su contrastaciôn por los 
jueces. Sin embargo se prevé un cierto control parlamentario de estas 
decisiones al establecer que en cada ocasiôn en que el Présidente del Consejo 
confirme la oposiciôn del secreto de Estado esta obligado a enviar una 
comunicaciôn motivada a un Comité Parlamentario, y si este Comité la 
considéra infundada, por mayoria absoluta, «se lo harâ saber a cada una de las 
Câmaras para las consecuentes valoraciones politicas».
En Gran Bretaha, la Ley del Servicio de Seguridad trata de huir de los 
medios clâsicos de control democrâtico de la actividad de este tipo de servicios, 
es decir, del Parlamento y del Poder Judicial, siendo sustituidos por contrôles 
internos. Piensan que no puede abrirse el circule de personas que tengan 
acceso a la informaciôn sin riesgo de la propia seguridad nacional. Se rechaza 
cualquier intervenciôn parlamentaria en la materia, salvo la informaciôn, de 
origen puramente convencional y no legal que recibe el jefe de la oposiciôn 
directamente del Premier, y se créa una estructura de control alternative, 
representada por un Comisario «que ostente o haya ostentado un cargo 
judicial», cuya misiôn es revisar la autorizaciôn de operaciones de acuerdo a 
las prescripciones de la propia ley, y un “Tribunal” que investigarâ las quejas 
acerca del servicio presentadas por cualquier persona afectada, y que puede 
concéder indemnizaciones pero cuyas decisiones no son apelables ante el 
poder judicial. En Gran Bretaha sôlo el ejecutivo contrôla los secretos de 
estado.
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En Estados Unidos el poder ejecutivo goza de una posiciôn central y de 
un privilégie para determinar que informaciôn sobre los procesos internes de 
toma de decisiones puede transmitirse a los otros poderes del Estado. La 
jurisprudencia ha entendido que tal privilégié puede utilizarse de forma 
restrictiva cuando se emplea para protéger secretos militares, diplomaticos o 
sensibles a la seguridad nacional.
En cuanto a la intensidad de los contrôles sobre el secreto de estado 
encontramos que en Alemania y Espaha se puede ejercer por los très poderes 
(control alto), que en Italia y Estados Unidos el ejecutivo tiene un papel central 
y permite o no el conocimiento por parte de los otros poderes (control medio) y 
que en el Reino Unido y Francia el ûnico control posible es por parte de la 
administraciôn (control bajo).
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Capitule V:
El acceso a la informaciôn 
y la potestad informativa del Estado
Se examina aqui, de un lado, el derecho a la informaciôn, el derecho del 
ciudadano -sujeto universal- a investigar, difundir y recibir informaciôn; de otro, 
la potestad informativa del estado -sujeto organizado-, la necesidad de que el 
estado proporcione informaciôn suficiente para que los ciudadanos puedan 
acudir a las elecciones con el debido criterio. De un lado, esta el derecho de los 
ciudadanos a conocer y de otro la obligaciôn del Estado de informer®^ ®.
1. El derecho a la informaciôn
El derecho a la informaciôn -recogido en el articulo 20 de la CE- es un 
derecho fundamental que tiene una doble naturaleza juridica. De un lado, en su 
dimensiôn subjetiva, es un derecho fundamental del individuo; de otro, en su
870 Pesantes Guanter, José Maria; Apuntes sin editar, Madrid, 1983.
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vertiente institucional, es garantîa de una opinion pûblica libre al influir en el 
comportamiento electoral de los ciudadanos®^\
1.1. La dimension subjetiva de! derecho a la informaciôn
El derecho a la informaciôn tiene naturaleza de derecho fundamental de 
libertad lo que bâsicamente significa “ausencia de interferencias o de 
intromisiones de las autoridades estatales en el proceso de comunicaciôn”®^ .^ 
El legislador constitucional incluyô el derecho a la informaciôn en la Secciôn I 
del Capitule II del Titulo I de la CE. En tal secciôn se recogen los derechos 
fondamentales y libertades pûblicas que son objeto de un sistema reforzado de 
garanties (art. 53 CE). Vinculan a todos los poderes pùblicos y sôlo podràn 
regularse por ley que habrâ de respetar su contenido esencial. El contenido 
esencial®^ ® de un derecho es el conjunto de facultades o posibilidades de 
acciôn que lo definen y caracterizan y que son indispensables para poderlo 
entender y reconocer. Segûn el TC el contenido esencial es “tanto aquellas 
facultades o posibilidades de acciôn necesarias para que el derecho sea 
recognoscible como pertinente al tipo descrito y sin las cuales deja de 
pertenecer a ese tipo, como aquella parte del contenido del derecho que es 
absolutamente necesaria para que los intereses juridicamente protegidos que 
le dan vida resulten real, concreta y efectivamente protegidos”®^"^ . Ademâs, 
cualquier ciudadano puede recabar su tutela por un procedimiento preferente y 
sumario o acudir en amparo ante el TC si bien sôlo podrân ser alegados ante la
Gutierrez David, Maria Estrella; Apuntes sin editar, Madrid, 2004.
STC 12/1982 de 31 de marzo. En el mismo sentido SSTC 206/1990, de 17 de febrero, 74/1982, de 7 de 
diciembre, 30/1982, de 1 dejunio, etc.
873 Recuérdese la distinciôn clâsica doxa/ousia. Aristôteles hablaba de esencia {ousia) cuando suprimido une o 
varies elementos el objeto o la idea carecian de valor en si mismos, pasaban a ser algo distinto, otra cosa.
874 STC 13/1984, de 3 de febrero.
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jurisdicciôn ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los 
desarrollen. Es decir, se trata de un derecho que goza de las mâximas 
garantias -a  las que hay que ahadir la prohibiciôn constitucional de la censura 
previa (20.2 CE) y la prohibiciôn implicita de secuestro administrative (20.5 
CE)- y un derecho vale lo que valen sus garantias.
1.2. La dimensiôn institucional del derecho a la informaciôn
Esta dimensiôn institucional del derecho a la informaciôn es deudora de 
la jurisprudencia constitucional y muy especialmente de la STC 6/1981, de 16 
de marzo que consagra la vinculaciôn entre el art. 20 CE y el concepto de 
estado democrâtico de derecho del art. 1 CE.
Sin una comunicaciôn pûblica libre carecerian de eficacia el reste de los 
derechos que la Constituciôn consagra, quedanan sin significado las 
instituciones democrâticas (que son a su vez pilares del estado democrâtico de 
derecho) y se falsearia el principio de legitimidad democrâtica y de soberania 
nacional. Siguiendo a Torres del Moral, “soberania nacional” implica; 
participaciôn ciudadana, democracia social, pluralisme politico, divisiôn y 
control del poder, gobierno de la mayoria y el principio de publicidad.
El pluralisme politico y social estâ indisolublemente vinculado a la 
existencia de opiniôn pûblica libre que garantiza el art 20 CE. Si las elecciones 
son la mâs alta expresiôn de la democracia es porque el ciudadano elige 
libremente entre las diversas opciones de las que ha tenido posibilidad de 
informarse, de donde se colige que el derecho a la informaciôn es inherente a 
la democracia.
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1.3. El contenido del derecho a la informaciôn
Con reiaciôn a las facultades del derecho a la informaciôn, la doctrina ha 
diferenciado entre las facultades de investigaciôn, difusiôn y recepciôn. Desde 
el punto de vista constitucional, los arts. 20 1a) y d) sôlo reconocen las 
facultades de difundir y recibir®^ ®. No obstante, debe tenerse en cuenta que el 
art. 10.2 CE establece que los derechos fondamentales reconocidos por 
nuestra constituciôn se interpretarân de conformidad con la Declaraciôn 
Universal de Derechos Humanos de 1948 (suscrita por Espaha) que dispone 
en su art. 19: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opiniôn y expresiôn; 
este derecho incluye el de no ser molestado por causa de sus opiniones, el de 
investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitaciôn 
de fronteras, por cualquier medio de expresiôn”. No cabe pues, ninguna duda, 
acerca de que el derecho a investigar también forma parte del derecho a la 
informaciôn.
Sin embargo, desde el punto de vista del derecho constitucional, hay que 
reconocer que han sido pocas las ocasiones en que el Tribunal Constitucional 
ha ido mâs allâ del ordenamiento juridico espahol y se ha apoyado en la 
clâusuia de remisiôn del articulo 10.2 de la Constituciôn Espahola “para 
importar del Convenio Europeo para la Protecciôn de los Derechos Humanos y 
las Libertades Fondamentales algunos limites implicites, inexistentes en la 
enumeraciôn del art. 20.4 CE, e inciuso de muy dificil deducciôn de los 
restantes bienes juridicos protegidos en ella”®^®.
Escobar de la Sema, Luis; op. cit., pâg 371.
Lo que no habla demasiado bien de la actuaciôn del citado tribunal y delata una falta de sintonia. Bastida 
Freijedo, Francisco J. y Villaverde Menéndez, Ignacio; Libertades de Expresiôn e Informaciôn v Medios de 
comunicaciôn: Pamplona, 1998, pâg. 38.
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1.3.1. La facultad de difundir
Difundir es poner la informaciôn a disposiciôn de los ciudadanos. 
Cuando se ejercita tal facultad la informaciôn se hace accesible al pûblico. 
Difundir, divulgar, no sôlo es un derecho es también una responsabilidad. En 
efecto, desde el momento en que la informaciôn es publicada se desencadenan 
las posibles responsabilidades derivadas de ella.
1.3.2. La facultad de recibir
Es la facultad del sujeto universal de recibir o no la informaciôn asi como 
de seleccionar a través de qué medio la desea recibir. En tanto en cuanto la 
pluralidad informativa sea mayor la facultad de recibir sera mas. A mayor 
pluralismo informativo mâs posibilidades de que el ciudadano pueda recibir la 
informaciôn que le interesa desde la ôptica que considéra mâs interesante.
1.3.3. La facultad de investigar
Esta facultad comprende el acceso directe a las fuentes de informaciôn. 
El acceso directe a determinadas informaciones de la administraciôn pûblica es 
un signe de transparencia informativa.
La consagraciôn constitucional de la facultad de accéder a la informaciôn 
administrativa se encuentra en el art. 105 b): “La ley regularâ: (...) b) El acceso 
de los ciudadanos a los archives y registres administratives, salve en lo que 
afecte a la seguridad y defensa del estado, la averiguaciôn de los delitos y la 
intimidad de las personas”.
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1.4. El acceso a los archivos y registros administrativos
Se trata de un derecho que constituye un reflejo importante del principio 
de transparencia administrativa y que en la Espaha actual puede darse por 
inexistente: “Obtener informaciôn oficial, accéder a archivos pùblicos o recabar 
datos de la Administraciôn es, mâs que un derecho, un calvario. A diferencia de 
lo que ocurre en casi toda Europa (en Suecia, desde 1766), en Espaha no 
existe ninguna ley que garantice la transparencia. Nada ni nadie obliga a 
instituciones, fundaciones o entidades privadas financiadas con dinero pûblico 
a proporcionar datos a los ciudadanos. El oscurantismo es la ûnica norma que 
se cumple a rajatabla. Impera la ley del top secret”^ ^^ .
La transparencia informativa que el profesor Debbah califica como 
perteneciente a una tercera generaciôn de derechos del hombre®^ ®, posee un 
innegable carâcter de medio de control de la actuaciôn administrativa. Eso es 
asi en un doble aspecto: por una parte, el mâs inmediato, se encuentra 
vinculado a la posiciôn del interesado en cada concrete procedimiento 
administrative, en la medida en que debe reconocerse -como ahora hace el art. 
35 de la Ley 30/1992- su derecho a conocer, en cualquier momento, el estado 
de la tramitaciôn del mismo; y, por otra, en el mâs amplio, relacionado con el 
derecho de los ciudadanos a estar inform ad os del funcionamiento ordinario y 
cotidiano de las Administraciones Pûblicas.
“ El Pais”, 28 de octubre de 2008.
Asunto que no es pacifico en la doctrina. Aunque hay autores a favor no faltan opiniones -Rivero- que 
consideran que el concepto de "Derecho del hombre" es muy esencial para que se extienda a nociones demasiado 
vagas. Para Rivero decir que existe un "derecho a la transparencia" habida cuenta de la diversidad de las formas de 
la transparencia, y de las modalidades que puede revestir, es un poco “hablar para no decir nada"; la segunda razôn 
es que "los Derechos del Hombre pertenecen, salvo error por mi parte, a la persona humana, a todo ser humano, 
.../... y la dependencia frente a la Administraciôn me parece muy ligada a un contexte temporal, a cierta forma de 
civilizaciôn, para que se puedan erigir al nivel de los Derechos del Hombre las relaciones del administrado con la 
Administraciôn". Mestre Delgado, Juan Francisco; El acceso a los registres administrativos: un derecho de la nueva 
Generaciôn: San Sebastian, 2004, ediciôn electrônica de los Cuadernos de Derecho Judicial del CGPJ, ISSN 1577- 
208 X.
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Realmente es en esta ultima acepciôn en la que debe entenderse el âmbito 
propio del derecho de acceso a los archivos y registros administrativos. El 
derecho de los interesados en cada concrete procedimiento administrative a 
conocer el contenido del expediente, en cualquier momento, dériva de la propia 
posiciôn procesal que en él ocupa, y que le corresponde en funciôn del criterio 
de legitimaciôn previsto en el ordenamiento. Notas que no son comunes con el 
derecho de acceso del que se habla aqui, que posee una trascendencia 
especifica respecte de la propia de los derechos del interesado en el 
procedimiento.
Sistemâticamente, en fin, la diferencia ha sido acogida por la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, al reconocer en favor de los ciudadanos, por una 
parte, el derecho "a conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitaciôn 
de los procedimientos en los que tengan la condiciôn de interesados, y obtener 
copias de documentos contenidos en ellos" (art. 35.a), y, por otra, "al acceso a 
los archivos y registros de las Administraciones Pûblicas en los términos 
previstos en la Constituciôn y en esta u otras Leyes" (art. 35.h).
Su justificaciôn en el orden constitucional espahol dériva como 
consecuencia necesaria del principio de control pleno de la actuaciôn 
administrativa. Es ilustrativo, a estos efectos, recorder que el Tribunal 
Constitucional lo ha reconocido asi, aunque en reiaciôn con la actividad de las 
Asambleas Legislatives, si bien sus razonamientos son aplicables al âmbito de 
la Administraciôn.
En la sentencia 136/1989, de 19 de julio, declarô que "la publicidad de la 
actividad parlamentaria, que es una exigencia del carâcter representative de las 
Asambleas en un Estado democrâtico mediante la cual se hace posible el
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control politico de los elegidos por los electores, ofrece dos vertientes: uno, la 
publicidad de las sesiones; otra, la publicaciôn de las deliberaciones y de los 
acuerdos adoptados".
Desde la perspectiva de la posiciôn que, en el ordenamiento 
constitucional espahol, ocupa la Administraciôn Pûblica (tal vez con mâs 
claridad en el âmbito local, en el que coincide el ejercicio de responsabilidades 
estrictamente administrativas con el ejercicio de funciones de representaciôn), 
es posible obtener, sin dificultad, la misma conclusiôn®^ ®.
Sainz Moreno puso de manifiesto las dificultades existantes porque por 
un lado, la Administraciôn debe ser transparente y faciliter la informaciôn que 
se le pide (arts. 105, 109 y 23 CE), pero, de otro, la Administraciôn estâ 
obligada a mantener el secreto de ciertas materias e, inciuso, necesita de un 
cierto secreto para poder actuar eficazmente.
Ello significa, para sus autoridades y funcionarios, un doble deber: el 
deber de informer y el deber de callar. Desde este punto de vista, el derecho de 
acceso -como expresiôn del mâs amplio principio de transparencia- se alinéa 
en la tradiciôn de control de las Administraciones Pûblicas, para quienes 
résulta, histôricamente, mâs cômodo actuar sin sujeciôn a control alguno®®®, sin
En un sentido similar se ha pronunciado, por otra parte, el Consejo de Europa, en la Recomendaciôn 854, de 
1979, relative al acceso del pûblico a los documentos gubernamentales y a la libertad de informaciôn. En ella la 
Asamblea Parlamentaria del Consejo juzgô deseable, a salvo de algunas "‘excepciones inevitables", que "el pûblico 
tenga acceso a los documentos gubemamentales", debido, entre otros extremos, a que "los contribuyentes, es decir, 
el pûblico en general, son los que abastecen las areas del Estado y que, por tanto, deberian tener la posibilidad de 
saber si los fondos pùblicos estân bien o mal utilizados por los servicios y organismos gubernamentales". En 
atenciôn a las razones que emplea, recomendô al Comité de Ministres "invitar a los Estados miembros que aûn no lo 
hayan hecho a introducir un sistema de libertad de informaciôn, es decir, de acceso a los documentos 
gubernamentales”, cifrando este derecho en favor de todas las personas.
"La Administraciôn, cuando régula, tiene miedo de que se le haga trabajar o de que se puedan descubrir sus 
pequenos secretillos. Muchos funcionarios deberian cambiar de mentalidad; no son guardianes de secretos". 
Declaraciones del profesor Manuel Sânchez de Diego a “El Pais” de 28 de octubre de 2008.
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que nadie revise su actividad, fuertemente resguardadas bajo el manto del 
secreto®®^
1.4.1. El derecho de acceso y sus vinculaciones con otros bienes y 
derechos constitucionales
El derecho de acceso, proyecta sus efectos sobre otros derechos que 
gozan también de protecciôn constitucional:
a) El art. 23.1 de la Constituciôn reconoce el derecho fundamental a 
"participar en los asuntos pûblicos, directamente o por medio de 
représentantes, libremente elegidos en elecciones periodicas por sufragio 
universal". Como ha dicho el Tribunal Constitucional "se trata del derecho 
fundamental en que encarna el derecho de participaciôn politico en el sistema 
democratico de un Estado social y democratico de Derecho, que consagra el 
art. 1° y es la forma de ejercitar la soberania, que el mismo precepto consagra 
que reside en el pueblo espanol" (SIC 51/1984).
En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Supremo en una ya 
reiterada y univoca doctrina jurisprudencial, que arranca de la sentencia de 15 
de septiembre de 1987, en relaciôn con la participaciôn en los asuntos pûblicos
Gômez-Reino, Enrique; "El principio de publicidad de la acciôn del Estado y la técnica de los secretos oficiales", 
“Revista Espanola de Derecho Administrativo” n.° 8, enero-marzo 1976, pâgs. 18 y ss., ha senalado que "el secreto 
es una de las constantes que caracterizan, a través del tiempo, la acciôn administrativa. Esta régla de oro del 
Antiguo Régimen, sin duda por estar en la linea de los intereses mâs primarios de los administradores, ha resistido, 
incluso, a los principios del nuevo orden revolucionario, y es todavia hoy visible en los textos positivos que regulan el 
modo de actuar de los entes pûblicos, a pesar de que, evidentemente, estes arcana regni son incompatibles con los 
principios y necesidades de la llamada democracia directa" (pâg. 120). Atendiendo a la habilitaciôn contenida en la 
Ley de Secretos Oficiales, ha explicado cômo en Espaha se declararon materias clasificadas asuntos como la 
Conferencia Constitucional de Guinea, los debates sobre el Proyecto de Ley Sindical, los documentes preparatories 
de una sesiôn plenaria del Consejo Nacional del Movimiento, la documentaciôn de la Comisiôn Especial de las 
Certes en el asunto Matesa o las informaciones sobre algunas materias universitarias, entre okas. Mâs 
recientemente, da cuenta de fenômenos semejantes en la experiencia norteamericana el Informe de la Comisiôn 
Moynihan, designada por el Congreso, sobre protecciôn y reducciôn de secretos del Gobierno, de 1997. En él se 
apuesta decididamente por una reducciôn del numéro de documentes clasificados (mâs de très millones y medio en 
1995), que en muchos cases no responden a necesidades reales, sine que se emplea esta técnica como 
instrumente para encubrir errores o particulares posiciones de responsables pûblicos.
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municipales. Siguiendo las declaraciones de esta sentencia, la de 8 de 
noviembre de 1988 sehalô que "esta participaciôn efectiva en la actuaciôn 
pùblica se manifiesta en una amplia gama de asuntos concrètes entre los que 
cabe destacar el derecho a la fiscalizaciôn de las actuaciones municipales y al 
control, analisis, estudio e informaciôn de los antecedentes necesarios, 
obrantes en los servicios municipales, tanto para esa labor de control como 
para documentarse con vistas a decisiones a adoptar en el future". Por elle, 
negar el acceso a esa informaciôn incide directamente en la privaciôn de su 
derecho y deber del ejercicio del control y fiscalizaciôn de los ôrganos de 
gobierno municipales y quebranta el art. 23.1 CE, ya que esa falta de 
informaciôn les priva de la participaciôn en los asuntos pûblicos municipales y 
de poder actuar en la funciones de control de la actuaciôn municipal, inherentes 
a su cargo, que les impone un deber: conocimiento de datos que ha de ser 
previo a la propuesta, discusiôn y decisiôn en la reuniôn del pleno de la 
Corporaciôn.
b) Existe también una inequivoca relaciôn con la iibertad de 
informaciôn. El Tribunal Constitucional (STC 12/1982, de 31 de marzo) ha 
senalado que el art. 20.1 de la Constituciôn "significa el reconocimiento y la 
garantia de una instituciôn polîtica fundamental, que es la opiniôn pûblica libre, 
indisolublemente ligada con el pluralisme politico, que es un valor fundamental 
y un requisite de funcionamiento del Estado democratico. El art. 20 defiende la 
Iibertad en la formaciôn y en el desarrollo de la opiniôn pûblica, pues la Iibertad 
en la expresiôn de las ideas y los pensamientos y en la difusiôn de noticias es 
necesaria premisa de la opiniôn pûblica libre". Por tanto, no es dificil convenir 
en que el derecho de acceso puede resultar de particular utilidad como
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presupuesto del ejercicio de la Iibertad indicada, contribuyendo, también por 
este cauce, a la formaciôn de una opiniôn pûblica libre.
g ) Entendido el derecho de acceso a registros y archivos 
administrativos como un derecho instrumentai, que coadyuva a la 
formaciôn de una opiniôn pûblica libre, al mantenimiento del principio de 
transparencia administrativa y, en fin, a posibilitar el efectivo control de la 
actuaciôn administrativa, es claro que la negativa al ejercicio del mismo puede 
determiner “una correlative vulneraciôn del derecho a la tutela judicial efectiva, 
ya que es distinto al estricto derecho de audiencia”®®^.
Si el derecho a la tutela judicial incorpora el derecho a accéder sin trabas 
injustificadas a la jurisdicciôn, y, eventualmente, (si se observan los 
presupuestos y requisitos procesales de admisibilidad) el de obtener una 
resoluciôn fundada en derecho, sobre el fondo, es precise que los jueces -y las 
partes, a fin de respetar el principio de contradicciôn- puedan conocer todos los 
extremes relevantes para la resoluciôn de la cuestiôn sometida a la jurisdicciôn.
En estes cases, es difîcilmente discutible, apreciando la normativa vigente, 
que la Administraciôn pueda negarse a facilitar los documentes que oustedia, 
incluso en el supuesto de que se trate de aquellos de difusiôn restringida o 
limitada, porque de ordinario la legislaciôn exime a los jueces de las 
limitaciones que pudieran establecerse con carâcter general. Asi résulta, por 
ejemplo, de le dispuesto en el art. 41.2 de la Ley Orgânica 5/1985, de 19 de 
junio, reguladora del Régimen Electoral General, cuando dispone que "queda 
prohibida cualquier informaciôn particularizada sobre los datos personales
Mestre Delgado, Juan Francisco; op. cïï.
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contenidos en el censo electoral, a excepciôn de los que se soliciten por 
conducto judicial".
Ello no obstante, es posible que existan limitaciones a esta clausula general 
de enjuiciamiento, derivadas del mantenimiento rigido del régimen establecido 
de secreto en relaciôn a determinado documentes, con lo que se produce una 
peculiar limitaciôn del ambito efectivo del derecho a la tutela judicial efectiva, 
justificado en el mantenimiento de otras finalidades dignas de protecciôn. Es 
posible apreciar este tipo de circunstancias en supuestos como el del secreto 
comercial o industrial.
En nuestro Derecho, la Ley Orgânica del Tribunal Constitucional incorpora 
una previsiôn que no conoce parangôn en la ordenaciôn de las facultades y 
competencias de los ôrganos judiciales. A efectos de permitir una decisiôn 
plenamente fundada del asunto que se le someta establece que "el Tribunal 
dispondrâ las medidas necesarias para preservar el secreto que legalmente 
afecte a determinada documentaciôn y el que por decisiôn motivada acuerde 
para determinadas actuaciones"®®®. Con lo que el legislador ha estimado 
conveniente que el Tribunal tenga un conocimiento pleno del supuesto de 
hecho, intentando garantizar, a la par, el respeto al secreto comercial.
A similares conclusiones puede llegarse tras el analisis de la Ley Orgânica 
3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, a quien se le encomienda la 
competencia para supervisar la actividad de la Administraciôn (art. 1). Para el 
cumplimiento de las finalidades atribuidas, la Ley Orgânica establece que "no 
podrâ negârsele el acceso a ningun expediente o documentaciôn administrativa 
o que se encuentre relacionada con la actividad o servicio objeto de la
883 Art. 88.2 LOTC.
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investigaciôn, sin perjuicio de lo que se dispone en el art. 22 de esta Ley"®®'*. La 
remisiôn al art. 22 no es baladi, porque en este precepto se contiene el régimen 
de actuaciôn para el supuesto de que sea precise que el Defensor del Pueblo 
accéda a archivos o registros en los que se contengan documentes declarados 
secretos. En taies cases, la Ley ha optado porque prevalezca la finalidad 
encomendada, abatiendo el régimen propio de los documentes secretos, bien 
que pretendiendo que se garantice. De esta forma, tiene la posibilidad de 
inspeccionar tal documentaciôn, salve en el case de que el Consejo de 
Ministres lo deniegue (art. 22.1); en otro case, "las investigaciones que realice 
el Defensor del Pueblo y el personal dependiente del mismo, asi como los 
trâmites procedimentales, se verificarân dentro de la mâs absoluta réserva, 
tanto con respecte a los particulares como a las dependences y demâs 
organismes pûblicos, sin perjuicio de las consideraciones que el Defensor del 
Pueblo considéré oportuno incluir en sus informes a las Certes Générales. Se 
dispondrân medidas especiales de protecciôn en relaciôn con los documentes 
clasificados como secretos".
Mestre hace hincapié ademâs en “una vertiente ahadida, de la que, en mi 
criterio, no debe prescindirse. Que el ciudadano pueda conocer, sin acudir 
necesariamente a la Jurisdicciôn, el contenido de una determinada actuaciôn 
administrativa, cerciorândose de si résulta correcta en Derecho, puede 
constituir, ademâs, una eficaz medida preventiva del ejercicio de acciones 
judiciales. Si la actuaciôn administrativa es, como exige el ordenamiento, 
ajustada a la legalidad, y satisface las exigencias de la motivaciôn (entre otras, 
como ha declarado de forma univoca la jurisprudencia, interna y comunitaria, la 
de facilitar al ciudadano una explicaciôn razonable acerca de la decisiôn
Art. 20.3 LODP.
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adoptada) es eventualmente posible que el interés del ciudadano quede 
satisfecho con el conocimiento de la actuaciôn en cuestiôn. Desde otra 
perspective, es facil comprender que el ejercicio de este derecho puede 
contribuir a la efectividad de la tutela judicial, cuando, por ejemplo, se 
encuentre comprometido el principio de igualdad, facilitando al interesado el 
conocimiento de eventuales termines de comparaciôn”®®®.
1.4.2. El derecho de acceso a los archivos y registros administrativos en 
el ordenamiento juridico espanol interno: estado de la cuestiôn en 
la actualidad
El 28 de septiembre es el dia internacional del derecho a saber, “pero la 
Administraciôn espanola no parece tener esa fecha en el calendario”®®®. El 
Gobierno del Présidente Zapatero se ha comprometido a promover una ley, a lo 
largo de su segundo mandate, que garantice el mayor acceso posible a la 
informaciôn pùblica®®^ . Unos ochenta paises en todo el mundo disponen ya de 
una ley similar, incluidos México o Guatemala, que en esta cuestiôn estan muy 
por delante de Espana. En Europa sôlo Grecia, Luxemburgo y Chipre carecen 
de regulaciôn en este asunto como Espaha. Segûn Access Info el 78% de las 
solicitudes de informaciôn por los ciudadanos espaholes son denegadas.Esa 
nueva ley debiera tener carâcter de Ley Orgânica, es decir, debiera estar 
anclada en el art. 20 CE y no en el 105, debiera gozar de las garantias 
reforzadas de la Secciôn I del Capitule II del Titulo I de la CE. Debiera 
establecer un proceso sencillo, râpido y gratuite, con un lenguaje comprensible
Mestre Delgado, Juan Francisco; op. cil. 
886 “El Pais”, 28 de octobre de 2008.
Compromise efectuado en la clausura de la Sociedad Interamericana de Prensa (agrupa a mâs de 1300 
publlcaciones) como respuesta a una peticiôn expresa de esta.
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y una respuesta râpida. La media de los plazos para responder por parte de la 
administraciôn es de quince dias®®® En Suecia -caso extreme- es cuestiôn de 
horas, 24 o todo lo mas 48, si hay dificultades y la respuesta va a alargarse 
(como mucho una semana), el funcionario llama al ciudadano para explicàrselo. 
En el modelo britânico hay un organisme independiente que vela por su 
cumplimiento. Algunos piensan que en Espaha esas funciones podria 
asumirlas el Defensor del Pueblo o bien una instituciôn similar a la Agenda de 
Protecciôn de Datos pero hay que recorder el escaso éxito de ambas 
instituciones respecte de las administraciones pùblicas®®®.
Aunque en Espaha el principio general es la transparencia y la 
excepciôn el secreto es precisamente el secreto el que esta regulado y la 
transparencia la que carece de regulaciôn: “Existen normas (la Ley de Datos, la 
de Secretos Oficiales, etcetera) que protegen esas excepciones, pero no 
todavia la que garantice el principio general: la obligaciôn de facilitar el acceso 
de los ciudadanos a esas informaciones”®^®.
Por el momento y con base en el art. 105 CE, se han producido algunas 
regulaciones de alcance general. Las mâs importante son las contenidas, por 
una parte, en la Ley 7/85, reguladora de las Bases del Régimen Local®®* y en 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las
En Espana, segûn Access Info, la media son 38 dias (1 de noviembre de 2008).
Por ejemplo: conflicto entre el Ayuntamiento de Cuenca y la Diputaciôn que gestiona y trata los datos del 
Ayuntamiento, titular de los mismos. Es claro que el titular puede reclamar los datos al gestor cuando lo estime 
oportuno para gestionarlos el directamente. El asunto esta estancado. Las dificultades de la ARD respecte de las 
administraciones pûblicas le han sido reiteradamente expuestas en diferentes conversaciones del doctorando con 
inspectores de la misma.
“El Pais", editorial del dia 27 de octobre de 2008.
Que ha establecido, de forma expresa el derecho de los vecinos "a ser informados, previa peticiôn razonada, y 
dirigir solicitudes a la Administraciôn municipal en relaciôn a todos los expedientes y documentaciôn municipal, de 
acuerdo con lo previsto en el art. 105 de la Constituciôn" -art. 18.1-; y ha anadido, en su art. 69.1, que "las 
Corporaciones Locales facilitarân la mâs amplia informaciôn sobre su actividad y la participaciôn de todos los 
ciudadanos en la vida local".
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Administraciones Pûblicas y del Procedimiento Administrativo Comûn®®^ . Mâs 
recientemente la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organizaciôn y Funcionamiento 
de la Administraciôn General de! Estado, ha incluido, en su art. 3.2.g), entre los 
principios conforme a los que debe actuar aquélla Administraciôn, los de 
"objetividad y transparencia de la actuaciôn administrativa".
El reconocimiento expreso del principio de transparencia se ha 
producido con carâcter general prâcticamente veinte ahos después de la 
vigencia de aquella. La Exposiciôn de Motives de la Ley 6/1997 refleja en 
buena medida una justificaciôn de este principio: "el servicio a los ciudadanos y 
a los intereses générales debe estar caracterizado, como ha dispuesto la 
Constituciôn, por la objetividad. Es decir, la transparencia en la actividad 
administrativa debe ser, no sôlo una garantia para los ciudadanos, sino un 
criterio de actuaciôn general del aparato pûblico. Los titulares de los diferentes 
ôrganos administrativos no son mâs que gestures de intereses ajenos, los del 
cuerpo social, por lo que deben rendir cuentas de su gestiôn ante los 
ciudadanos".
Por lo que se refiere a los documentos comprendidos, el art. 37.1 de la Ley 
30/1992, afecta a "los registros y a los documentos que, formando parte de un 
expediente, obren en los archivos administrativos, cualquiera que sea la forma 
de expresiôn, grâfica, sonora o en imagen o el tipo de soporte material en que 
figuren, siempre que taies expedientes correspondan a procedimientos 
terminados en la fecha de la solicitud".
Las modalidades de acceso son tanto el acceso directo a los documentos 
en cuestiôn, como la obtenciôn de copias y certificaciones (art. 37.8 de la Ley 
30/1992).
Que reconoce el derecho en su art. 35 y afronta su regulaciôn general en su art. 37, de forma restricitva.
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La Ley 30/1992 ha ampliado indebidamente las causas de exclusion del 
derecho de acceso (recuérdese que la régla es la publicidad y la excepciôn el 
secreto) mâs allâ de lo que explicitamente indica el art. 105. b) de la 
Constituciôn. En su apartado 5 ha anadido los expedientes "que contengan 
informaciôn sobre las actuaciones del Gobierno del Estado o de las 
Comunidades Autônomas, en el ejercicio de sus competencias constitucionales 
no sujetas a Derecho Administrativo", "los relativos a las materias protegidas 
por el secreto comercial o industrial" y "los relativos a actuaciones 
administratives derivadas de la politica monetaria". Este listado, en todo caso, 
tampoco es complete, porque existen regulaciones especificas que impiden el 
ejercicio del derecho de acceso de los ciudadanos, por ejemplo, a los ficheros 
policiales, o a los gastos reservados®®®.
Por lo que se refiere a la forma de ejercer el derecho, pueden 
destacarse, en este sentido, dos aspectos ciertamente singulares: por una 
parte, la Ley prevé que debe "formularse peticiôn individualizada de los 
documentos que se desee consulter, sin que quepa, salvo para su 
consideraciôn con carâcter potestative, formuler solicitud genérica sobre una 
materia o conjunto de materias" (art. 37.7). Lo que el precepto en cuestiôn 
posibilita es una suerte de restricciôn al ejercicio del derecho, dependiendo del 
criterio que se emplee para rellenar de contenido, en cada caso, el concepto 
("peticiôn individualizada") que emplea la Ley.
Por otra parte, la Ley 30/1992 ahade que el ejercicio del derecho de acceso 
"podrâ ser denegado cuando prevalezcan razones de interés pûblico, por 
intereses de terceros mâs dignos de protecciôn o cuando asi lo disponga una 
Ley, debiendo, en estos casos, el ôrgano compétente dictar resoluciôn
Cfr. Ley 11/95, de 11 de mayo, reguladora de la utilizacion de fondos reservados.
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motivada" (art. 37.4). Parece posible apreciar un criterio restrictivo en la 
formulaciôn del precepto; en él se mezclan aspectos de diferente textura, que 
dificultan la comprensiôn del mandate: se podrâ denegar el acceso cuando lo 
disponga una Ley, debiendo en tal supuesto motivarse la décision.
Sobre las regulaciones especificas anteriormente resehadas son de 
destacar especialmente las referidas al acceso a los archivos y registros 
policiales y la informaciôn judicial.
a) Acceso a los archivos y registros policiales
Segûn el art. 37.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Juridico de las Administraciones Pûblicas y del Procedimiento Administrativo 
Comûn, el derecho de acceso no podrâ ser ejercido respecte de no pocos 
documentos obrantes en los archivos y registros policiales. Este articule 
excluye del acceso a los expedientes "tramitados para la investigaciôn de los 
delitos cuando pudiera ponerse en peligro la protecciôn de los derechos y 
libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén 
realizando". No todo acceso queda proscrite, “sino sôlo el que pueda perjudicar 
los bienes juridicos que el precepto enumera, quedando asi precisado 
legalmente el limite que la Constituciôn establece en el art. 105, b) con la 
fôrmula, aparentemente mâs amplia, de la afecciôn a la averiguaciôn de los 
delitos. Con ello, parece que habrâ documentos relacionados con la 
investigaciôn de los delitos a los que se podrâ accéder por no poner en peligro 
la protecciôn de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de la 
investigaciôn que se esté realizando. Y, también, que no quedan excluidos del 
acceso los documentos que no guardan relaciôn con la investigaciôn de delitos
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concretos que ya se han cometido y que por lo tanto no se integran en un 
expediente tramitado para investigaciôn alguna”®®'*.
Sin embargo, como indica Fernandez Ramos, hay que tener en cuenta que 
pueden existir documentos obrantes en los archivos policiales que no se 
refieren a una investigaciôn en curso pero cuya difusiôn podria poner en peligro 
la seguridad ciudadana. No parece que tal supuesto encaje en el art. 37.5, b) 
de la Ley. Por tanto “habrâ que denegar el acceso cuando prevalezcan razones 
de interés pûblico e intereses de terceros mâs dignos de protecciôn; cuando 
concurran, en suma, razones afectantes a la seguridad ciudadana que 
justifiquen la negativa al acceso que se pretende a expedientes no tramitados 
para la investigaciôn de los delitos"®®®.
No se puede dejar de mencionar aqui la llamada “ley de 
videovigilancia”®®® cuyo art. 9.2 dispone que: “Toda persona interesada podrâ 
ejercer los derechos de acceso y cancelaciôn de las grabaciones en que 
razonablemente considéré que figura. No obstante, el ejercicio de estos 
derechos podrâ ser denegado por quien custodie las imâgenes y sonidos, en 
funciôn de los peligros que pudieran derivarse para la defensa del Estado, la 
seguridad pûblica, la protecciôn de los derechos y libertades de terceros o las 
necesidades de las investigaciones que se estén realizando”.
La cuestiôn de si pueden accéder terceros a los documentos obrantes en 
los archivos y registros policiales se suscita a la vista del art. 37.3 de la Ley 
30/1992 que se refiere a los “documentos nominativos” a los que podrân
Es dificil pensar, no obstante, que, de hecho, se va a poder accéder a documentos que figuren en alguna 
investigaciôn. Barcelona Llop, Javier; El secreto policial. Acceso a archivos y registres de la policia. Los ficheros 
automatizados de las fuerzas v cueroos de seouridad: San Sebastian, 2004, ediciôn electrônica de los Cuadernos 
de Derecho Judicial del CGPJ, ISSN 1577-208 X.
Barcelona Llop, Javier; op. c'tt.
Ley Orgânica 4/1997, de 4 de agosto.
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accéder, ademâs de los titulares, quienes acrediten un interés légitime y 
directe. Sobre el significado del concepto de "documentos nominativos" no 
existe “acabado consenso, es indudable que el precepto incorpora una 
restricciôn subjetiva al derecho de acceso, que quizâ pueda ser utilizada para 
oponer el texte legal a las pretensiones de los periodistas de conocer lo que en 
los archivos policiales se contiene sobre determinada persona aunque la 
intimidad de ésta no esté directamente comprometida”®®^.
b) El acceso a la informaciôn judicial
Quienes defienden celosamente el secreto judicial alegan el problema 
que supone para la justicia la celebraciôn de “juicios paralelos”. Desde el punto 
de vista contrario se creen compatibles informaciôn y justicia sin que ninguna 
de las dos haya de sufrir menoscabo alguno. Al respecte José Maria 
Dosantes®®® hace las siguientes consideraciones: que toda informaciôn que 
perjudique la administraciôn de justicia ha de ceder ante ésta; que las 
informaciones que contribuyan a ayudar a la justicia (exempli gratia: reuniendo 
pruebas fâcticas) han de ser fomentadas; que los supuestos intermedios son 
solucionables teniendo claro que en la duda prevalece la administraciôn de 
justicia; que los medios de informaciôn no pueden sustituir con su juicio -  
paralelo- el juicio del juez, que es el verdaderamente relevante.
En el ordenamiento juridico espanol el art, 120.1 CE establece que las 
actuaciones judiciales serân pûblicas con las excepciones que establezcan las 
leyes de procedimiento. En este sentido el art. 301 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal “contradice aparentemente este principio al declarar que las
Barcelona Llop, Javier; op.cit.
Desantes Guanter, José Maria; La funciôn.... op. cit. pâg. 129.
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diligencias del sumario serân sécrétas hasta que se abra el juicio oral, con las 
excepciones determinadas en la propia Ley”®®®.
El Tribunal Constitucional aciara esta aparente contradicciôn 
estableciendo que la régla que dispone el secreto de las actuaciones 
sumariales es, ante todo, una excepciôn a la garantia constitucional del art. 
120.1 CE®°°.
Para Escobar de la Sema, la regulaciôn legal del secreto sumarial “no se 
impone como un limite trente a la Iibertad de informaciôn sino, mâs amplia y 
genéricamente, como un impedimento al conocimiento por cualquiera, incluidas 
las mismas partes, de las actuaciones seguidas en esta etapa del 
procedimiento pénal”®®*.
Desde el punto de vista de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, 
ha quedado establecido “que el principio de publicidad de los juicios,... implica 
que éstos sean conocidos mâs allâ del circule de los présentes en los mismos, 
pudiendo tener una proyecciôn general. Esta proyecciôn no puede hacerse 
efectiva mâs que con la asistencia de los medios de comunicaciôn social...”®®^.
También deja sentada el Tribunal Constitucional la doble finalidad del 
principio de publicidad: “Por un lado, protéger a las partes de una justicia 
substraida al control pûblico, y por otro, mantener la confianza de la comunidad 
en los Tribunales, constituyendo en ambos sentidos tal principio una de las 
bases del debido proceso y uno de los pilares del Estado de Derecho”®®®.
Escobar de la Sema, Luis; Manual de derecho de la informaciôn: Madrid, 1996, pâg. 486. 
^  STC 13/1985.
Escobar de la Sema, Luis; op. cit., pâg. 487.
STC 30/1982.
STC 96/1987.
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1.4.3. El principio de transparencia administrativa en el ordenamiento de
la Union Europea
Puede identificarse la confirmaciôn decidida de este principio en el orden 
comunitario a partir de la Declaraciôn n.° 17, relativa al derecho de acceso a la 
informaciôn®®^ *, aneja al Acta Final del Tratado de la Uniôn Europea, firmado en 
Maastricht el 7 de febrero de 1992®®®.
El siguiente paso en la construcciôn del principio en el ambito comunitario 
se produjo a raiz del Consejo Europeo de Edimburgo, celebrado los dias 11 y 
12 de diciembre de 1992; en las Conclusiones de la Presidencia se formularon 
medidas especificas al respecte, entre las que se cuentan, en primer lugar, las 
referidas al acceso a los trabajos del Consejo; en segundo lugar, se régula la 
"informaciôn" sobre el papel del Consejo, que incluye previsiones sobre 
"transparencia sobre las decisiones del Consejo", incremento de la informaciôn 
general sobre el papel y las actividades del Consejo y "cooperaciôn y 
agilizaciôn de la transmisiôn del material"®®®; en tercer lugar, se alude a la 
simplificaciôn y facilitaciôn del acceso a la legislaciôn comunitaria, insistiendo 
en la necesidad de formularla con mayor claridad y sencillez, y en la necesidad 
de facilitar una mayor accesibilidad a la misma.
^  La demanda social de transparencia se hace évidente en Europa con motivo de la crisis de la comisiôn Santer. 
Cousido Gonzalez, Pilar y Gutierrez David, Estrella (Coordinadoras); La transparencia en el sector audiovisual: 
Barcelona, 2008, pâgs. 21 a 23.
966 En ella se indica que "la Conferencia estima que la transparencia del proceso de decisiôn refuerza el carâcter 
democrâtico de las instituciones, asi como la confianza del pûblico en la Administraciôn”.
966 Entre las indicaciones que se contienen, se incluyen las referidas a la publicaciôn en el comunicado de prensa de 
una relaciôn compléta de las conclusiones del Consejo, la publicaciôn sistemâtica de sintesis explicatives de los 
puntos importantes adoptados, la mejora de la informaciôn sobre los antecedentes y contextes de las decisiones del 
Consejo, la celebraciôn de sesiones de informaciôn a la prensa sobre los antecedentes de los asuntos a tratar antes 
de cada Consejo, la publicaciôn de las posiciones comunes (en los procedimientos de los arts. 189 B y 189 C), la 
publicaciôn sin retraso del Informe Anual, aumentar las actividades administratives en general, el uso de nuevas 
tecnologias de comunicaciôn o la cooperaciôn entre los Estados miembros y las instituciones comunitarios en el 
sector informativo.
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El 6 de diciembre de 1993 el Consejo y la Comisiôn aprobaron un 
"côdigo de conducta, relative al acceso del pûblico a los documentos del 
Consejo y de la Comisiôn"®® ;^ previamente, el Parlamento Europeo, en sesiôn 
de 17 de noviembre de 1993, DOCE n° L 329, de 6 de diciembre de 1993, 
aprobô la Declaraciôn interinstitucional sobre la democracia, la transparencia y 
la subsidiariedad, en la que el Présidente, el Consejo y la Comisiôn "reafirman 
su empeho en que las instituciones apliquen la transparencia"; el Consejo 
déclara su decisiôn de adoptar, entre otras, medidas tendantes a "abrir al 
pûblico algunos de sus debates, publicar los resultados de las votaciones que 
en él se celebran y las explicaciones de voto", publicar las posiciones comunes 
y las exposiciones de motivos que las acompahan, y "dar acceso a sus 
archivos"; y la Comisiôn manifiesta que ha adoptado o esta en proceso de 
adoptar medidas, entre otras, referidas a "la creaciôn de un mejor acceso 
pûblico a los documentos en poder de la Comisiôn, a partir del 1 de enero de 
1994", "la publicaciôn semanal en el Diario Oficial de listas de documentos 
dedicados a asuntos générales; la ampliaciôn del acceso pûblico a los 
documentos de carâcter sectorial", "la adopciôn de una nueva politica de 
informaciôn y de comunicaciôn, que deberâ tener un lugar de mâs importancia 
en las actividades de la Comisiôn; el aumento de la coordinaciôn de las 
actividades de informaciôn en el interior y el exterior de la Comisiôn" y "la 
adopciôn de medidas adicionales para facilitar la comprensiôn de los trabajos 
de la Comisiôn por el gran pûblico, en particular mediante la puesta a 
disposiciôn de los recursos y equipos necesarios para poder responder 
adecuadamente a las solicitudes de los medios de comunicaciôn".
DOCE n.“ L 340, de 31 de diciembre de 1993.
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El Côdigo de Conducta del Consejo y la Comisiôn establece un principio 
general: "el pûblico tendra el mayor acceso posible a los documentos que 
posean la Comisiôn y el Consejo" (entendiendo, a taies efectos, por documento 
"todo escrito, sea cual fuere su soporte, que contenga datos existantes y que 
esté en poder del Consejo o de la Comisiôn"). Aunque se establece la 
prohibiciôn de acceso respecto a los documentos "cuya divulgaciôn pueda 
suponer un perjuicio para: la protecciôn del interés pûblico (seguridad pûblica, 
relaciones internacionales, estabilidad monetaria procedimientos judiciales, 
actividades de inspecciôn e investigaciôn); la protecciôn del individuo y de la 
intimidad; la protecciôn del secreto en materia comercial e industrial; la 
protecciôn de los intereses financières de la Comunidad; la protecciôn de la 
confidencialidad que haya solicitado la persona fisica o juridica que haya 
proporcionado la informaciôn o que requiera la legislaciôn del Estado miembro 
que haya proporcionado la informaciôn"®®®. Se trata de una restricciôn 
demasiado amplia que amenaza con acabar con la régla general desde la 
excepciôn en el sentido que se examinô anteriormente respecto de la ley 30/92 
en el derecho interno espanol.
Mediante Decisiôn 93/731/CEE, de 20 de diciembre®®® "relativa al acceso 
del pûblico a los documentos del Consejo", éste instrumentô el desarrollo del 
Côdigo de Conducta. La Comisiôn se comportô de la misma forma, segûn 
résulta de la Decisiôn 94/90/ CECA, CE, Euratom, de 8 de febrero de 1994®*® 
"sobre el acceso del pûblico a los documentos de la Comisiôn". Ambas 
decisiones vienen a reiterar el contenido del Côdigo de Conducta. Estas reglas
Y anade que las instituciones podrân denegar el acceso al documento "a fin de salvaguardar el interés de las 
mismas en mantener el secreto de sus deliberaciones".
909 DOCE n.° L 340, de 31 de diciembre de 1993.
910 DOCE n.” L 46, de 18 de febrero de 1994.
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fueron recogidas en la Comunicaciôn (94/C67/03) de la Comisiôn sobre mejora 
del acceso a los documentos®**.
Posteriormente, puso de relieve la importancia que en el orden comunitario 
tiene el acceso de los ciudadanos a los documentos en la Resoluciôn del 
Parlamento Europeo, de 22 de abril de 1994®*^  sobre la transparencia en la 
Comunidad. Anticipô entonces el Parlamento que la transparencia consiste "en 
primer lugar en el acceso de los ciudadanos a las decisiones de las autoridades 
de la Uniôn Europea, a sus trabajos preparatorios o relacionados con ellas y, 
en general, al conjunto de las documentaciones de que disponen dichas 
autoridades" aunque destacando "que la transparencia de las distintas 
instituciones es insuficiente si el conjunto del sistema comunitario permanece 
opaco para los ciudadanos"®*®. Hoy puede afirmarse que la transparencia es 
un principio general de Derecho Constitucional Comunitario. El Anexo numéro 
17 del Acta Final del Tratado de la Uniôn Europea reconoce que la 
transparencia fortalece la naturaleza democrâtica de las instituciones y la 
confianza de los ciudadanos en la administraciôn®*'*.
Por su parte, la jurisdicciôn comunitaria ha sido favorable al derecho de 
acceso. El primer analisis esta efectuado en la sentencia del Tribunal de 
Primera Instancia, de 19 de octubre de 1995, John Carvel y Guardian 
Newspapers/Consejo, en la que se enjuiciaron varies acuerdos del Consejo 
que, en definitive, denegaron el acceso a determinados documentos, que 
habian solicitado los demandantes. Se trataba, en particular, de los
911 DOCE n." C 67, de 4 de marzo de 1994.
912 DOCE n.“ C 128, de 9 de mayo de 1994.
Segûn Dyrberg los très terrenos en los que deberia operar la transparencia comunitaria serian la actividad 
legislativa, la redacciôn clara y comprensible de los textos y el acceso del pûblico a los documentos institucionales. 
Cousido Gonzalez, Pilar y Gutierrez David, Estrella; op. cit, pâg. 24.
Ibidem.
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documentos relativos al Consejo de "Justicia" de 29 y 30 de noviembre de 
1993, del de "Agricultura" de 24 y 25 de enero de 1994 y a los informes 
preparatorios, actas y registro de votos del de "Asuntos Sociales" de 12 de 
octubre y 23 de noviembre de 1993. El Consejo denegô la peticiôn sosteniendo 
que era preciso protéger el secreto de sus deliberaciones, ya que "los 
documentos de que se trata contienen informaciones confidenciales relatives a 
la posture adoptada por los miembros del Consejo durante sus deliberaciones" 
(aunque los documentos relativos a "Asuntos Sociales" finalmente fueron 
entregados, indicando la Comisiôn en el proceso que fue por un error 
administrativo)®*®.
El Tribunal estimô el recurso, y anulô las decisiones del Consejo que 
denegaron el acceso a los documentos; recordô, para ello, que a tenor del art. 
4.2 de la Decisiôn 93/731 (que le atribuye "una facultad de apreciaciôn que le 
permite denegar, en su caso, una solicitud de acceso a unos documentos 
relacionados con sus deliberaciones") el Consejo "debe ponderar realmente, 
por una parte, el interés del ciudadano en obtener un acceso a sus 
documentos, y, por otra, su posible interés en preservar el secreto de sus 
deliberaciones". De donde se sigue, ademas, que "no puede privar a los 
ciudadanos, absteniéndose de ejercitar la facultad que le confiere el apartado 1 
del art. 5 de su Reglamento interno, de los derechos que para éstos derivan del 
apartado 2 del art. 4 de la Decisiôn 93/731".
’ ^^Segùn explico en sus alegaciones, "trabaja en el marco de un proceso de negociaciones y de compromises, 
durante el cual los miembros expresan libremente sus preocupaciones y sus posturas nacionales. Es esencial que 
estas posturas sigan siendo confidenciales, en especial, si los miembros se ven obligados a dejarlas de lado para 
que se pueda llegar a un acuerdo, en ocasiones hasta el punto de no seguir las instrucciones que les han sido 
dadas en el ambito nacional sobre un determinado aspecto. Este proceso de negociaciones y de compromise es 
vital para la adopciôn de la Legislaciôn comunitaria y se pone en peligro si las delegaciones han de tener en cuenta 
permanentemente el hecho de que sus posturas, tal y como figuran en las actas del Consejo, pueden hacerse 
pûblicas en cualquier momento debido a la posibilidad de acceso a dichos documentos, haya concedido o no el 
Consejo una autorizaciôn al efecto".
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Por otra parte, el derecho de acceso fue analizado por la sentencia del 
Tribunal de Primera Instancia de 5 de marzo de 1997 (WWF UK - World Wide 
Fund for Nature-/Comisiôn), en la que se enjuiciô la decisiôn de la Comisiôn de 
2 de febrero de 1995, que denegô el acceso a los documentos relativos al 
examen del proyecto de construcciôn de un centre de observaciôn de la 
naturaleza en Mullaghmore (Irlande) y, en particular, a los documentos relativos 
a la cuestiôn de saber si los fondos estructuraies podian ser utilizados para 
financier aquel proyecto. Las autoridades comunitarias denegaron el acceso a 
aquellos documentos por entender que esta ban excluidos del ambito de 
aplicaciôn del derecho en cuestiôn, en particular por la necesidad de protéger 
el interés pûblico y el secreto de las deliberaciones de la Comisiôn. El Tribunal 
estimô el recurso y anulô la decisiôn denegatoria; recordô, para ello, que la 
Decisiôn 94/1990 es un acto susceptible de conferir a terceros los derechos 
que la Comisiôn esta obligada a respetar, incluso si recogiese obligaciones que 
se hubiese impuesto a si misma, de forma voluntaria, la Comisiôn en ejercicio 
de sus competencias de organizaciôn interna®*®.
El Tribunal senalô que la Décision 94/1990 constituye la respuesta de la Comisiôn a las peticiones del Consejo 
de reflejar a nivel comunitario el derecho de los ciudadanos, reconocido en la mayor parte de las legislaciones de los 
Estados miembros, de tener acceso a los documentos que se encuentren en manos de las autoridades pûblicas. 
Aunque el legislador comunitario no haya adoptado la reglamentaciôn general relativa a este derecho, las 
instituciones comunitarias estân obligadas a adoptar, en virtud de su poder de organizaciôn interna, las medidas 
necesarias para resolver las peticiones de acceso a los documentos de manera que responda a los intereses de una 
buena administraciôn. “En la Decisiôn se sienta la régla general del derecho de acceso, y las excepciones que se 
contemplan deben ser interpretadas de forma restrictiva; en particular, la aplicaciôn de las excepciones no puede 
hacerse de forma tal que se haga imposible la realizaciôn del objetivo de transparencia. Aunque existen, segûn 
déclara el Tribunal, dos clases distintas de excepciones: la primera tiene un carâcter imperativo, y engloba los 
motivos previstos en el apartado 1 del art. 4 de la Decisiôn 93/731; cuando concurra alguno de ellos la Comisiôn 
estâ obligada a denegar el acceso a los documentos En este supuesto, se protegen los intereses de terceros o del 
pûblico en general, en los casos en que la divulgaciôn de ciertos documentos por la instituciôn afectada pueda 
causar perjuicios a quienes podrian denegar legitimamente el acceso a los mismos si estuvieran en su posesiôn. La 
segunda estâ delimitada en termines facultatives (la Comisiôn puede denegar el acceso para asegurar la protecciôn 
del interés de la instituciôn relative al secreto de sus deliberaciones), y su aplicaciôn exige, necesariamente, que se 
ejerza el poder de apreciaciôn balanceando, realmente, el interés del ciudadano por obtener el acceso a los 
documentos con el interés eventual de la instituciôn en preservar el secreto de sus deliberaciones”. Mestre Delgado, 
Juan Francisco; op. cit.
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En tanto que principio, la transparencia es considerada como elemento 
intégrante de las tradiciones constitucionales de los paises de la Union 
Europea en igualdad de condiciones con la democracia. El Tribunal de Primera 
Instancia de la Comunidad Europea pone de relieve en el caso Kuijer (2002) 
que al entender la transparencia como principio su objeto es asegurar una 
mejor participaciôn de los ciudadanos en el proceso decisorio, asi como 
garantizar una mayor legitimidad, eficacia y responsabilidad de la 
administraciôn trente a los ciudadanos®*^.
Este es el panorama actual pero î,qué habria sucedido si la Constituciôn 
Europea hubiese llegado a entrar en vigor? La que habria sido la Constituciôn 
Europea hubiera obligado a los ôrganos y a la normativa comunitaria a 
promover una gestiôn abierta. En particular, los ôrganos comunitarios hubiesen 
debido imponer la transparencia en la gestiôn y el acceso a los documentos 
pûblicos. Hubiese existido una obligaciôn explicita de transparencia legislativa 
para el Parlamento y el Consejo y una obligaciôn de transparencia 
administrativa para el Banco Central, el Banco Europeo de Inversiones y el 
Tribunal de Luxemburgo®*®.
1.5. El acceso a los archivos de los servicios de inteligencia
En lo que respecta a los servicios de inteligencia es imposible pensar 
que cualquier ciudadano pueda accéder a la totalidad de sus archivos sin mâs. 
Pero debiera ser igual de inaceptable pensar que la totalidad de los archivos de 
éstos puedan estar completamente cerrados a la totalidad de los ciudadanos.
Cousido Gonzalez, Pilar y Gutierrez David, Estrella; op. cit, pâg. 29. 
Cousido Gonzâlez, Pilar y Gutierrez David, Estrella; op. cit, pâgs.. 60 y 61.
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El material clasificado debe ser desclasificado en cuanto sea posible 
porque el estado natural de la documentaciôn “pûblica” es la publicidad y lo 
excepcional el secreto. Aunque sôlo se proporcione a los ciudadanos el uno por 
ciento de informaciôn sobre los servicios de inteligencia, la publicidad, la 
transparencia, debe ser el principio general de actuaciôn, de forma que se 
informe tanto y tan lejos como sea posible, aunque sôlo se pudiese informer del 
uno por ciento de su actividad.
Hoy la comunidad de inteligencia espanola sigue siendo impenetrable 
para el comûn de los ciudadanos y sumamente dificil para los jueces y 
magistrados ordinaries. Un ejemplo reciente: un magistrado espanol conoce de 
un accidente de coche ante las puertas del Centro. Piensa que las camaras de 
la pueda pueden haber recogido lo que realmente sucediô y pide acceso al 
material. El acceso le es sistemâticamente denegado y, tras mucho insistir, 
consigue realizar un examen in camera de la filmaciôn donde lo ûnico que se 
ve es que la câmara estaba mal emplazada®*®. Semejante secretismo carece 
de cualquier justificaciôn.
Conocer tanto como sea posible sobre la actividad de los servicios es 
bueno porque; desde los fiiôsofos de la antigua Grecia sabemos que se ama lo 
que se conoce, el conocimiento pone de relieve las bondades (el trabajo) que 
realizan, muestra también claramente las ineficacias (lo cual es bueno 
asimismo porque permite corregirlas), évita tentaciones de acudir a terrenos 
que no son suyos y refuerza su compromise con el estado de derecho.
La nueva ley a la que se ha comprometido el Gobierno de Zapatero y la 
Convenciôn auspiciada por el Consejo de Europa sobre este asunto que podria 
ver la luz en el aho 2009 debieran auspiciar el màximo conocimiento posible
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por parte de los ciudadanos salvo cuestiones que sigan atahendo directamente 
a la seguridad nacional o a la intimidad de personas vivas. Es importante que 
se sumen la mayor cantidad de paises del primer mundo para que no pueda 
burlarse la ley radicando ficheros ilegales o accesibles en sus paises de origen 
en un pais distinto.
La Assasination Materials Act establece criterios sobre el particular: la 
amenaza para la defensa y la seguridad nacional provocada por la apertura de 
los archivos y registros ha de ser de tal gravedad “que sobrepase al interés 
pûblico” en accéder al documento en cuestiôn®^ ®.
En ningûn caso el secreto puede amparar la mentira del poder ejecutivo. 
Es aceptable secreto quia securitas. Es inaceptable la alianza del secreto con 
la mentira que, parafraseando a Alberti, son dos mentiras: mentira en el fondo y 
mentira en la forma. El caso de los Pentagon Papers es sumamente ilustrativo: 
nada habia en ellos de secreto®®* y si mucho de mentira. Es importante 
recorder aqui el voto particular del juez Stewart: “cuando todo estâ clasificado 
nada estâ clasificado, y el sistema induce a la falta generalizada de obediencia, 
y a la manipulacion por parte de quienes buscan autoprotegerse o 
autopromocionarse”. También résulta trascendente la carga de la prueba. 
Desde este caso se ha admitido que la prueba, probatio diabôlica, es 
responsabilidad de la autoridad que hurta el documento al conocimiento 
pûblico. Es esta autoridad la que debe probar y justificar la decision, 
excepcional, de declararlo secreto®®®.
Conversaciôn privada de! magistrado con el doctorando con motivo de unas jornadas sobre inteligencia.
Revenga Sânchez, Miguel; El imperio.... op. cit., pâg. 101.
Pese a estar calificados como Top Secret-sensitive, una calificaciôn no recogida en la Orden Ejecutiva vigente 
entonces en USA, la 10.501.
922 Es incomprensible, por ejemplo, que parte de la documentaciôn relativa al vuelo de Rudolf Hess siga siendo 
sécréta, no se entiende que tipo de justificaciôn pueden alegar las autoridades britânicas.
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La Ley de Libertad de Informaciôn norteamericana que entrô en vigor en 
1967 nos da pie a un analisis de su importancia respecto de las solicitudes de 
informaciôn mâs o menos vinculadas con la seguridad nacional. Segûn la 
asociaciôn norteamericana Campaign for Political Rights se ha dado luz verde 
habitualmente a las solicitudes relatives a trabajos académicos®®®. También a 
estudios o reportajes que pretendiesen dar una visiôn de conjunto de la polîtica 
exterior norteamericana. Ademâs, ha habido una especial sensibilidad respecto 
de experimentos o pruebas nucleares que pudiesen haber afectado a los 
reclamantes. Sin embargo, el afiuente principal de peticiones vinculadas a la 
seguridad nacional ha estado relacionado durante todos estas décadas con 
personas que solicitaban del FBI acceso a sus antiguos expedientes 
personales y que, en la mayorîa de los casos recibieron respuesta positiva.
Dos reformas importantes en los ahos ochenta definieron mâs qué se 
podîa soliciter y qué debîa ser rechazado. Segûn la Public Law 98-477 el 
director de la CIA puede situar al margen de la Ley de Libertad de Informaciôn 
aquellos archivos que se refieran a: realizaciôn de operaciones de inteligencia y 
métodos de trabajo asi como a informaciôn procédante de otros servicios o 
gobiernos extranjeros; procedimientos de recolecciôn de inteligencia a través 
de sistemas cientificos o técnicos; las investigaciones para conocer la 
capacidad operativa de otros servicios. Se prevé expresamente la revisiôn 
judicial de la decisiôn. Por su parte la Public Law 99.570 aumentô la 
discrecionalidad del FBI y de los jueces a la hora de conocer del asunto®®'*.
^  La situaciôn es bien distinta en Espana. “Al iniciar la investigaciôn solicité la colaboraciôn del servicio de 
inteligencia... sin embargo, la diabôlica relaciôn que vive el secreto con la publicidad supuso que “el objeto 
estudiado" prefiera mantenerse opaco”. Quien asi escribe es Antonio Diaz en el prôlogo de su libro DIaz Femândez, 
Antonio M.; Los servicios de inteligencia espanoles: Madrid, 2005, pâg. 17, dando una idea muy précisa de las 
dificultades con que se encuentra quien pretende abordar estos asuntos.
Esta excepciôn relativa a los métodos de trabajo es la que subyace en Espana en el caso Florez. Revenga 
Sânctiez, Miguel; El imperio.... op. cit.; pâg. 170.
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La Ley de Libertad de Informaciôn norteamericana esta animada de un 
espiritu aperturista que se to ma oscurantismo cuando la consulta estâ 
relacionada con la seguridad nacional. No debiera ser asi, también en la 
seguridad nacional la régla es la publicidad y la excepciôn el secreto, siempre 
debidamente justificado por la autoridad calificadora.
También debiera quedar claro ab initio en cualquier legislaciôn al 
respecto quién decide qué cosa sea la que causa daho a la seguridad nacional, 
cômo y ante quién se articula un recurso judicial si la decisiôn es negativa y 
sobre todo “définir el conflicto” con el mayor detalle posible para évitar la 
arbitrariedad y la discrecionalidad tanto como sea posible estableciendo 
claramente cuâles son los supuestos y cuâles son sus limites.
En el caso de la legislaciôn espanola urge una nueva Ley de Secretos 
Oficiales. La situaciôn actual donde el gobierno tiene la potestad exclusiva para 
desclasificar documentos y para entregarlos o no al juez®®® casa mal con el 
estado democrâtico de derecho. Estado de derecho supone “justicia judicial” y 
ninguna otra de carâcter mâs o menos vaporoso como recuerda el profesor 
Garcia de Enterria. A los tribunales les corresponde el control de la legalidad 
de la actuaciôn administrativa -art. 106.1 CE- y ademâs, los derechos de 
defensa de que habla el art. 24 “resultan conculcados cuando se excluye todo 
control jurisdiccional sobre la decisiôn clasificatoria del ejecutivo”®®®.
Es un contrasentido socavar los principios constitucionales en nombre 
de la seguridad nacional puesto que esos principios son garantia y fundamento 
del orden pûblico y de la paz social. No es posible arremeter contra la paz 
social en nombre de la seguridad nacional. Si desde el Ricardo III de
Asi se expreso el Tribunal de Confiictos en el caso de los “Papeles del Cesid”. 
Lozano, Blanca; op. cit., pâg. 167.
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Shakespeare sabemos que la mayor locura -Duque de Gloucester- es 
arremeter el hombre contra si mismo, mutatis mutandi, lo mismo cabe decir de 
una moneda en la cual las dos caras se declaran la guerra, venza quien venza 
y destruya a la otra, la moneda habrâ perdido su valor, ya no serâ una moneda.
De otro lado, la argumentaciôn segûn la cual es lôgico que todo lo 
relativo a los servicios de inteligencia sea secreto porque todo lo que maneja es 
secreto es una tautologia tan peligrosa como falsa. Mâs del 90% de la 
informaciôn que manejan los servicios de inteligencia procédé de fuentes 
abiertas, accesibles a cualquier persona -segûn comentô al autor de la tesis un 
alto responsable de los mismos-.
2. La potestad informativa del Estado
La potestad informativa del Estado es también obligaciôn informativa y, 
en el caso de los funcionarios y de quienes sirven al Estado, tienen un doble 
deber: dar publicidad a todo cuanto pueda ser pûblico (pues la publicidad debe 
ser la régla general y el secreto la excepciôn) y guardar relativa réserva 
(secreto) en todo cuanto no deba trascender de los arcana regni.
Ciertamente, como dice Gonzâlez Casanova, no puede haber comunidad 
sin comunicaciôn ni viceversa. Y puesto que el Estado es la forma juridica que 
adopta la comunidad, ha de emitir y recibir comunicaciones.
Desantes contempla al Estado como sujeto universal y también como 
sujeto organizado de la informaciôn: “Entre sus potestades el Estado tiene la de 
informer, pero también entre sus deberes el Estado tiene el de informer, que 
corresponde al que se ha denominado derecho del ciudadano a recibir 
informaciôn del Estado organizado como una democracia pluraliste. De aqui
297
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
que haya que considerar al Estado como un sujeto organizado, ademâs de un 
sujeto universal, y un sujeto eminente puesto que para ejercer su derecho a 
cumplir su deber dispone de unas potestades singulares, de las que no 
disponen otras organizaciones” ®^ .^
La vitalidad de la democracia de un pais, su alejamiento de los regimenes 
totalitarios®^®, el respeto al estado de derecho y a la soberanla popular, 
encuentran una excelente piedra de toque en la “calidad” de la informaciôn que 
el Estado suministra. Esta calidad viene determinada por la extension de la 
publicidad y de la transparencia que, ademâs de ser la régla general, debe 
llegar, en feliz expresiôn acuhada por Alexander Meikiejohn, “tan lejos como 
sea posible”.
Sobre esta cuestiôn el Comité Politico para los Medios de Comunicaciôn 
de Masas del Consejo de Europa emitiô un Informe el 21 de diciembre de 1978 
donde exige a la informaciôn suministrada por el Estado las siguientes 
condiciones: Que sea verdadera, auténtica, verificable y no controvertible; que 
sea accesible a todos, sin discriminaciôn de personas o medios, conforme a la 
universalidad del sujeto y del medio; que sea fâcilmente comprensible por 
todos con un lenguaje claro; que la informaciôn se proporcione cuando pueda 
ser util a la sociedad y a sus ciudadanos por la autoridad o el politico 
responsable; que sea constante, todo lo frecuente que exija la situaciôn; que 
sea significativa, que revele todos los aspectos del problema; y que estimule y 
fomente la participaciôn ciudadana en asuntos que deben ser conocidos por 
todos y en los que todos han de decidir cuando llegue el momento de las 
elecciones.
Desantes Guanter, José Maria; Apuntes..., op. cit.
Que Hayek caracterizaba, entre otras cosas, por el monopolio estatal de los medios de comunicaciôn.
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En el citado Informe se distinguen très clases de informaciones que 
pueden dar los estados: la informaciôn politica, la referida a la acciôn 
gubernamental o parlamentaria; la administrativa, que tiene que ver con la 
aplicaciôn de las leyes; y la documentai, sobre el acceso a los registros y 
estadisticas en poderde la administraciôn.
Dice Desantes que el control de la informaciôn que suministra el Estado 
corresponde, en un estado democràtico de derecho, al Parlamento y a los 
Tribunales de Justicia. Pero también deberia incluirse entre los “controladores” 
a los propios destinatarios de la informaciôn, esto es, medios de comunicaciôn 
y ciudadanos, porque tanto unos (a través de sus medios) como otros 
(manifestândose en la calle) pueden mostrar su conform id ad o disconformidad 
con la informaciôn facilitada por el ejecutivo.
En cuanto al deber de informer de la administraciôn hay que remontarse 
al articule 7 de la Ley de Prensa para encontrar algo al respecte, porque el RD 
208/1996 por el que se regulan los Servicios de Informaciôn Administrativa y de 
Atenciôn al Ciudadano nada dice sobre este asunto aunque, eso si, subraya la 
importancia de que todas las administraciones colaboren entre si para que el 
ciudadano esté debidamente informado®^ ®.
Este RD distingue entre informaciôn general e informaciôn particular (que 
sôlo puede ser obtenida por el interesado y sus représentantes légales) e 
impide (mas aùn si sumamos el escudo que supone la Ley de Protecciôn de 
Datos) el acceso de los periodistas a informaciôn relevante transcurrido un 
tiempo desde que el proceso/procedimiento fue resuelto® °^.
Cousido Gonzalez, Pilar; Derecho.... op. cit., pâgs. 175 a 180.
Este problema se plantea ya dentro de la Administraciôn de Justicia y como muy bien senala el Asesor de 
Imagen de la Justicia, Carlos Berbell, consagra algo parecido a “un derecho al olvido”, piadosamente oculto tras una 
cortina de papel. (Conversaciôn del doctorando con don Carlos Berbell).
299
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
Volviendo al deber del Estado de informar a los ciudadanos sobre sus 
actividades el articule 7 de la Ley de Prensa ordena que las administraciones 
pûblicas faciliten informaciôn a todos los medios que se lo soliciten. La solicitud 
ha de ser por escrito y estar firm ad a por el director del medio o persona 
debidamente autorizada. La administraciôn debe proporcionar la informaciôn 
solicitada o marcar un plazo para facilitar la misma salvo que se trate de 
materia sécréta o reservada. Sin embargo, la realidad discurre por senderos 
muy distintos, donde deberia reinar la transparencia triunfa la opacidad, donde 
se ordena actividad que origine informaciôn campea la holganza, ni los 
ciudadanos parecen conscientes de su derecho a investigar, a ser inform ad os, 
ni el Estado de su deber de informar: “Obtener informaciôn oficial, accéder a 
archives pûblicos o recabar datos de la Administraciôn es, mâs que un 
derecho, un calvario. A diferencia de lo que ocurre en casi toda Europa (en 
Suecia, desde 1766), en Espaha no existe ninguna ley que garantice la 
transparencia. Nada ni nadie obliga a instituciones, fundaciones o entidades 
privadas financiadas con dinero pùblico a proporcionar datos a los ciudadanos. 
El oscurantismo es la ùnica norma que se cumple a rajatabla. Impera la ley del 
top secret”. .
Ambas facetas aparentan ser los hijos olvidados del derecho de la 
informaciôn. En una futura revisiôn de la Constituciôn convendria ahadir, dentro 
del art. 20, dentro del Capitule II del Titulo I, con la protecciôn cualificada de 
que goza, tanto el derecho a investigar de los ciudadanos como el deber de 
proporcionar informaciôn por parte del Estado. Las dos opciones han de ser 
llevadas “tan lejos como sea posible", porque la lejania es directamente 
proporcional a la calidad del estado de derecho y de la democracia.
El Pals, 27 de octubre de 2008.
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Por otro lado, incluso en el caso de los servicios secretos, persiste la 
obligaciôn de informar por parte del estado, y la régla general, también aquî, ha 
de ser la publicidad. Lo restringido -no importa su amplitud- ha de ser 
excepcional. El estado tiene la obligaciôn de informar también sobre sus 
servicios de inteligencia. De esta forma el ciudadano podria comprobar si la 
informaciôn que el estado da y la informaciôn a la que el podria accéder 
coinciden en la misma sintonia de onda.
2.1. La prensa y los servicios de inteligencia
La "gran apertura” se produce en la comunidad de inteligencia espahola 
con la llegada de Calderôn a la direcciôn del CESID. Se publica un libro con la 
bendiciôn del centro®^ ,^ el director acude a encuentros con la prensa, un 
programa de televisiôn entra en el centre para entrevistar a su director... Se 
trata de lavar, limpiar, la imagen que habia quedado de los servicios de 
inteligencia tras el “Caso Mengele” y el “Asunto Perote”. En la anterior época 
socialista los contactes eran frecuentes también pero menos form a les y con 
menos publicidad.
Sin embargo, esas operaciones cosméticas adornadas con una pagina 
web distan mucho de proporcionar la informaciôn que desde el estado y desde 
los ôrganos del estado debe darse sobre la comunidad de inteligencia. En 
aquellas fechas (1997), el présidente del BND aleman, Hansjôrg Geiger, ya 
ténia muy claro cômo y por qué debia articularse esta relaciôn asi como cual 
era el tipo de informaciôn que se debia dar. Segùn éP^ en un estado 
democràtico de derecho el ciudadano tiene derecho a recibir informaciôn
Urbano, Pilar; “Yo entré en el CESID": Barcelona. 1997, passim. 
Conferencia pronunciada en Jaca el 25 de septiembre de 1997.
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veridica sobre las actividades de sus servicios de inteligencia y el estado tiene 
la obligaciôn de proporcionârsela. Y es bueno que as! sea, puesto que la 
oscuridad absoluta, cualquiera que sea la materia, se acompasa mal con la 
altura de los tiempos y peor aùn con la idea de democracia y de control del 
poder. Si la relaciôn entre las partes no funciona ambas partes son culpables, 
no es de recibo poner sobre el tapete ùnicamente los fallos de la prensa.
Aboga el présidente del BND por la “diplomacia selectiva”, esa que tan 
buenos rendimientos ha dado a la OTAN a través de su divisiôn de diplomacia 
pûblica. Una apuesta a largo plazo para generar confianza siempre es una 
apuesta segura.
No sirve de nada tratar de escapar porque los servicios de inteligencia 
siempre se ran objeto de la curiosidad pûblica, a mayor disonancia may ores 
posibilidades de malentendidos y manipulaciones, eso sin contar con la ya de 
por si peligrosa capacidad explosiva de lo secreto bellamente expresada en el 
celebérrimo articule de Emile Zola en 1898, “Yo acuso”®^"^ .
2.2. Hacia una cultura de inteligencia
Fruto de esa potestad informativa del estado y de la evoluciôn que en 
esta materia ha experimentado la comunidad de inteligencia espahola se ha 
llegado a la actual situaciôn de defensa y potenciaciôn de una cultura de 
inteligencia.
Otra cosa es la forma en que taies relaciones han de ser conducidas. La direcciôn de comunicaciôn del CNI no 
suele, salvo casos puntuales, tener relaciôn personal con la mayoria de los periodistas que tratan estos asuntos. Lo 
considero un grave error. Marco Schartz (jefe de opiniôn de “Pùblico”) se quejaba de ello en una reuniôn celebrada 
en el CESEDEN sobre Inteligencia Europea. Lo mismo Antonio Rubio de “El Mundo” en la clausura del II Master de 
Analistas de Inteligencia de la Rey Juan Carlos. Igual Manuel Angel Menéndez (“Diario Critico”) en la apertura del II 
Congreso de Inteligencia en la Carlos III (Conversaciones con el doctorando). Cierto también que hay voluntad de 
cambiar esta situaciôn de distanciamiento y absoluta desconfianza.
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En la actuaiidad la comunidad de inteligencia espahola no solo informa 
con regularidad a los medios de sus actividades sino que lleva a cabo un 
amplio programa de actuaciones para que los ciudadanos puedan conocerlos 
mejor.
Se ha creado, con apoyo del CNI, el Institute Juan Velazquez de Velasco 
de Investigaciôn en Inteligencia para la Seguridad y la Defensa adscrito a la 
Universidad Carlos III. Ha nacido también -con el mismo apoyo- la Câtedra de 
Servicios de Inteligencia y Sistemas Democraticos radicada en la Universidad 
Rey Juan Carlos a cuyo trente esta el fiiôsofo Fernando Velasco. Ambas 
instituciones realizan actos (recientemente el primer congreso nacional de 
servicios de inteligencia) y publican trabajos, bien sea en libres, bien a través 
de la revista “Inteligencia y seguridad: Revista de anâlisis y prospective”, con la 
finalidad de que nuestra comunidad de inteligencia sea mejor valorada y 
conocida.
Hoy casi cualquier iniciativa académica en este sentido sabe que puede 
contar con el apoyo del propio CNI y ese es un gran paso adelante respecte de 
lo que sucedia en el pasado.
<j,Qué valores se han de poner de relieve con el fomente de la cultura de 
inteligencia? ^Qué valores promocionar -dentro de la potestad informativa del 
estado- para acercar los servicios de inteligencia a los ciudadanos y para que 
sean mejor aceptados por éstos? Siguiendo a Rafael Martinez, estos son los 
valores sobre los que conviene insistir:
a) Transparencia: Un servicio de inteligencia debe crear inteligencia y 
no secreto, como decia Courbet, el secreto débilita a la democracia. 
La transparencia es mucho mâs fâcil “cuando se reconoce que la
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inmensa mayoria de la informaciôn procesada proviene de fuentes 
abiertas”®^ .^
b) Modernidad: modernizar el sistema de captaciôn, incorporer material 
puntero, fluidez en la cooperaciôn internacional y manejo de 
escenarios de incertidumbre.
c) Eficacia: siempre que sea posible el servicio debe dar a conocer sus 
logros.
d) Diâlogo fluido con la sociedad: no para los agentes de campo pero si 
para muchos analistas al modo en que se hace en los paises 
escandinavos.
e) Desmilitarizaciôn: un servicio civil dependiente de la Presidencia del 
Gobierno ayudaria a ser percibidos como “asesores en el proceso de 
toma de decisiones", como analistas, y no tanto como remedos de 
James Bond.
En este sentido hay que destacar el master®^ ® para formar analistas de 
inteligencia que realiza la Câtedra de Servicios de Inteligencia de la 
Universidad Rey Juan Carlos desde el aho 2009. Se trata de formar analistas 
que sean capaces de procesar la enorme cantidad de fuentes abiertas que 
proporciona la sociedad de la informaciôn pronta a dar el salto a la sociedad del 
conocimiento. Esas personas trabajarân en empresas privadas “asesorando en 
el proceso de la toma de decisiones” y cuando varias promociones estén ya en
Navarro Bonilla, Diego y Esteban, Miguel Angel; op. cit, pâg. 201.
Escribe Elena Sanchez Blanco, Secretaria General del CNI: “El Master constituye una iniciativa pionera en 
nuestro pals y tiene por objeto principal trasladar una de las especialidades fundamentales de los servicios de 
inteligencia, el anâlisis, a otros sectores" (Prologo). Velasco, Fernando; Bonilla, Diego; Arcos, Ruben; La inteligencia 
como disciplina cientifica: Madrid, 2010, pâgs. 13 y 14. El volumen recoge las actas del primer Congreso Nacional 
de Inteligencia.
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el mercado, el trabajo que realizan los servicios de inteligencia sera mucho mâs 
asimilable y comprensible para el com un de los ciudadanos.
305
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
Capitule VI:
La inviolabilidad domiciliaria 
y el secreto de las comunicaciones^^^
El control judicial previo para la realizaciôn de actividades que puedan 
afectar a la inviolabilidad domiciliaria y al secreto de las comunicaciones es una 
de las peculiaridades “que diferencian al sistema de inteligencia espahol de los 
modelos desarrollados en otros paîses de nuestro entorno cultural”^^ ®. No 
obstante, hay autores que reivindican una reforma de la ley de control judicial 
previo del CNI desde diferentes ângulos.
Admitiendo las bondades de la ley respecte de la situaciôn anterior, 
Pérez Villalobos cree necesario detallar de forma mas minuciosa aquello de lo 
que debe informar el Secretario de Estado Director al Magistrado del Tribunal 
Supremo para obtener la correspondiente autorizaciôn. Tal y como esta 
redactada la ley, entiende esta profesora que es posible hurtar al Magistrado 
informaciôn relevante.
Por otro lado, Gimbernat y Ollé sostienen que en el caso de la 
inviolabilidad domiciliaria y el secreto de las comunicaciones las medidas
Cada apartado podria ser perfectamente el objeto de una tesis, tanto la Inviolabilidad domiciliaria como el secreto 
de las telecomunicaciones se prestan perfectamente a ello, pero no son en modo alguno el objeto principal de esta 
tesis doctoral enfocada a la constituclonaüdad de los servicios de inteligencia. La bibliografla sobre taies cuesüones 
es ampllsima, aqui solo se recoge de forma Instrumental la que Impiica directamente a los servicios de Inteligencia. 
Ambos aspectos estân de actuaiidad a comienzos de 2011 de résultés del cruce de opinlones entre Gimbernat y 
Ollé, por un lado, y Cussac por otro. “El Mundo”, 6 de enero de 2011.
Colaboraclôn de Nieves Bregante Otero en Navarro Bonilla, Diego y Esteban Navarro, Miguel Angel; op. e t,  pâg. 
124.
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invasivas de ambos derechos han de ser adoptadas en el marco de un 
auténtico procedimiento judicial penal.
Segùn el profesor Ollé®^ ® ambos derechos no pueden ser sacrificados 
sin mas. La intromisiôn en ambos derechos debe estar amparada por las 
funciones propias del CNI, a saber: “protéger y promover los intereses politicos, 
econômicos, industriales, comerciales y estratégicos de Espaha” (Ley 11/2002, 
art. 4). Remitiéndose a un articule publicado por Gimbernat®"^ ®, el profesor Ollé 
defiende que sin un auténtico procedimiento judicial penal no pueden verse 
recortados ninguno de los dos derechos.
Reclama una resoluciôn motivada del Magistrado del Supremo 
encargado de los asuntos del CNI que pueda ser consultada, para garantizar la 
tutela judicial efectiva del articule 24 CE, una vez levantado el secreto de 
sumario. Normalmente el Supremo deniega tal posibilidad porque las 
actuaciones del citado Magistrado estân clasificadas como sécrétas. Una forma 
de superar esta dificultad (ya prevista en su informe previo sobre la ley por el 
CGPJ que reclamaba una soluciôn) podria ser el examen in camera por parte 
del juez que conozca del asunto.
También solicita la intervenciôn del Ministerio Fiscal en el proceso como 
garante de la legalidad, especialmente durante la fase de secreto de sumario, 
El CGPJ en su informe previo indicaba, del mismo modo, la conveniencia de 
contar con el Ministerio Fiscal.
Estas reformas de la ley evitarian posibles desencuentros de la 
legislaciôn espahola en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos al amparo
E-mail del profesor Ollé recibido por el doctorando el dia 6 de enero de 2011. 
’ "° “El Mundo”, 30 de abri! de 2008.
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de lo dispuesto por ese tribunal en otros asuntos con identidad de razôn, como 
ya se dijo anteriormente respecte de! caso Malone.
1. El derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilie
La inviolabilidad domiciliaria va unida al estado de derecho desde los 
origenes de este. En 1764, Lord Chatham lo reivindicaba asi en su celebérrimo 
discurso ante el Parlamento britânico; “el hombre mâs pobre desafia en su 
recinto a todas las fuerzas de la Corona; su chimenea puede estar fria, su 
tejado puede temblar, el viento soplar entre las puertas desencajadas, la 
tormenta puede entrar, pero el Rey de Inglaterra no”®"^ \
La entrada en el domicilie y el registre de éste son dos medidas distintas 
que se pueden acordar en el marco de una investigaciôn penal y que 
“constituyen una injerencia o intromisiôn en el derecho fundamental a la 
inviolabilidad domiciliaria que llevan a cabo los ôrganos pûblicos habilitados por 
la normativa procesal para la persecuciôn penal por el Estado”®"^ ,^ cuya 
finalidad consiste en lograr la obtenciôn de informaciôn que sea de interés para 
la investigaciôn o, también, conseguir la detenciôn del imputado.
Son dos diligencias diferentes que afectan a un mismo derecho 
fundamental “pero que se encuentran en relaciôn de medio a fin, dado que 
mediante la entrada se pénétra en el domicilie y a través del registre se buscan 
y recogen datos utiles a la investigaciôn y fuentes de prueba”®"^ ,^ lo que supone 
que siempre un registre conllevarâ una entrada.
Matia Portillo, Francisco Javier; El derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio: Madrid, 1997, pâg. XXV. 
Rascôn Ortega, Juan Luis; El punto de partida: La inviolabilidad domiciliaria como derecho fundamental: “Revista 
del Poder Judicial”, n° 58, ediciôn electrônica, San Sebastiân, 2004, ISSN 1577-208 X.
943 Ibidem.
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La Constituciôn espahola establece en el articule 18.2: “El domicilio es 
inviolable. Ninguna entrada o registre podrâ hacerse en él sin consentimiento 
del titular o resoluciôn judicial, salvo en caso de flagrante delito”. La doctrina ha 
criticado que, al hablar de limitaciones, este articule piense “meramente en 
algunos supuestos tipicos de naturaleza procesal penal, con el riesgo de 
parcialidad en la regulaciôn que ello comporta”®'^ .
En este aspecto, la Constituciôn espahola se aparta radicalmente de 
otras constituciones o textes politicos del entorno espahol que no caen en este 
errer, caso de la Ley Fundamental de Bonn, de la Constituciôn italiana, de la 
Declaraciôn Universal de Derechos del Hombre o del Convenio Europeo para 
la Protecciôn de los Derechos Humanos y las Libertades Pûblicas; esta 
ausencia de vinculaciôn procesal penal puede verse en todos y cada uno de 
ellos®^ ®.
^  Ibidem.
945 Cfr. art. 13 Ley Fundamental de Bonn: “El domicilio es inviolable. Los registros y allanamientos no podrân ser 
ordenados sino por el juez y, si la demora implicare un peligro, también por los demâs ôrganos previstos en las 
leyes, y ùnicamente en la forma estipulada en ellas. Por lo demâs, sôlo podrân tomarse medidas que afecten a esta 
inviolabilidad o la restrinjan, en defensa ante un peligro comùn o de la vida humana; en virtud de una ley, tales 
medidas podrân también ser tomadas con el fin de prévenir peligros inminentes para la seguridad y el orden 
pûblicos, especialmente para subsanar la escasez de vivienda, combatir una amenaza de epidemia o protéger a 
menores en peligro”; art. 14 de la Constituciôn italiana: “El domicilio es inviolable. No pueden efectuarse 
inspecciones, registros o secuestros a no ser en los casos y en las formas establecidos por la ley con arreglo a las 
garantias présentas para la tutela de la libertad personal. Las averiguaciones y las inspecciones por motivos de 
sanidad y de incolumidad pûblicas o con fines econômicos y fiscales se regulan por leyes especiales”; art. 12 de la 
Declaraciôn Universal de Derechos del Hombre: “Nadie serâ objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su 
familia, su domicilio... Toda persona tiene derecho a la protecciôn de la ley contra taies injerencias o ataques”; art. 
17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos: “Nadie serâ objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en 
su vida privada, su familia, su domicilio... Toda persona tiene derecho a la protecciôn de la ley contra estas 
injerencias o esos ataques”; y art. 8 del Convenio Europeo para la Protecciôn de los Derechos Humanos y las 
Libertades Pûblicas, articule que, ademâs de abrir un amplio abanico y no restringir los limites a cuestiones 
exclusivamente pénales, menciona expresamente la cuestiôn de la seguridad nacional: “Toda persona tiene derecho 
al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia. No podrâ haber injerencia de la 
autoridad pûblica en el ejercicio de este derecho, sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y 
constituya una medida que, en una sociedad democrâtica, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad 
pûblica, el bienestar econômico del pais, la defensa del orden y la prevenciôn del delito, la protecciôn de la salud o 
de la moral, o la protecciôn de los derechos y las libertades de los demâs”.
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1.1. Concepto constitucional de domicilio
La menciôn del texte constitucional se refiere exclusivamente al 
domicilio, sin mâs concreciones. &Puede aplicarse el concepto de domicilio a 
una segunda residencia, un coche, una nave industrial, un bar, un despacho 
profesional?
El Tribunal Constitucional®"^® senala que el concepto constitucional de 
domicilio que se contiene en el art. 18.2 de la Constituciôn es de mayor 
amplitud que el concepto juridico privado o juridico administrative; “que no 
coincide, por tanto, aquel concepto con el que dériva del art. 40 del Côdigo 
Civil, como punto de localizaciôn de la persona o lugar de ejercicio por esta de 
sus derechos y obligaciones. Se dice en tal resoluciôn, que la protecciôn 
constitucional del domicilio lo es de carâcter instrumental, que defiende los 
âmbitos en que se desarrolla la vida privada de la persona; por lo que déclara 
existante un vinculo indisoluble entre la norma que prohibe la entrada y registre 
en un domicilio (art. 18.2 CE) y la que impone la defensa y garantia del âmbito 
de la privacidad (art. 18.1 CE)”®"^ .^
Desarrollando este concepto, el Tribunal Constitucional déclara 
posteriormente®"^® que "el domicilio es un espacio en el cual el individuo vive sin 
estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su 
libertad mâs intima. Por ello, a través de este derecho no sôlo es objeto de 
protecciôn el espacio fisico en si mismo considerado, sino lo que en él hay de 
emanaciôn de la persona y de estera privada de ella".
STC 22/1984.
Barrientos Pacho, Jesùs Maria; Entrada y registre en domicilio particular: San Sebastiân, 2004, ediciôn ï
electrônica de los Guadernos de Derecho Judicial del CGPJ, ISSN 1577-208 X. |
^'^^STCI37/1985. |
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Por su parte el Tribunal Supremo ha considerado como tal "cualquier 
lugar cerrado en el que pueda transcurrir la vida privada, individual o familiar" 
estimândose asi que constituye domicilio digno de aquella protecciôn cualquier 
lugar, cualquiera que sea su condiciôn y caracteristica, donde vive una persona 
o una familia, sea propiamente domicilio o simplemente residencia, estable o 
transitoria, incluidas la segunda residencia, las chabolas, tiendas de campaha o 
la habitaciôn de un hotel.
En sentido contrario, no estân incluidos dentro del concepto de domicilio 
los locales comerciales o de esparcimiento que, al estar abiertos al pùblico, no 
pueden compartir el concepto de "intimidad" como valor esencial -en el sentido 
aristotélico, ousia- de la tutela dispensada en el art. 18.2 de la CE. Tampoco 
ostentan tal consideraciôn los lugares o espacios que constituyan viviendas 
efectivamente deshabitadas.
En cuanto al automôvil la jurisprudencia del Tribunal Supremo viene a 
excluir el coche de la protecciôn que a la intimidad domiciliaria presta y otorga 
el art. 18.2 de la CE.
Por lo que respecta a garajes y trasteros la STC 171/1999, de 27 de 
septiembre, concluye que forman parte del domicilio, "pues ha de entenderse 
que se trata de un lugar dependiente de la voluntad de su titular a los efectos 
de la privacidad y de la exclusiôn de terceros".
Segùn el TC, este derecho fundamental se reconoce también a las 
personas juridicas u otras colectividades con entidad juridica propia y sede 
definida (STC 137/1985 y STC 23/1989).
Por lo que atahe a los despachos profesionales y otros espacios que 
constituyan lugares de trabajo, su tratamiento jurisprudencial no es pacîfico, si
311
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
bien la tendencia mâs comùn es la de considerar que si precisan de la 
autorizaciôn judicial para el registre.
1.2. Su relaciôn con otros derechos fundamentales
La STC 22/1984, de 17 de febrero, senala claramente que la inviolabilidad 
del domicilio que se protege en el articule 18.2 CE “es una garantia 
constitucional de la vida privada de las personas que consiste en el derecho 
que tiene el titular del mismo a la no penetraciôn en su interior sin su 
consentimiento y que, no obstante, por ser relative y limitado por propio diseho 
constitucional, ad mite restricciones”®"^®.
En un primer momento histôrico constitucional, este derecho se concibiô 
como garantia de la libertad y de la seguridad personal de que goza todo 
ciudadano®®®. Hoy se vincula mâs al derecho a la intimidad que al derecho a la 
libertad.
Tal y como se proclama en la Constituciôn espahola se trata de un 
derecho que cuenta con autonomia porque tiene unos perfiles propios, pero 
que estâ conectado por un lazo juridico indisoluble con el derecho a la 
intimidad en su doble dimensiôn, personal y familiar.
La obligaciôn que nace para el Estado de respetar este derecho “de vivir su 
propia vida conforme a gustos y preferencias propias en su espacio de libertad 
particular que es el domicilio se proyecta en un doble piano; por un lado, résulta 
obligado que sus autoridad es se abstengan de realizar intromisiones en la
Rascôn Ortega, Juan Luis; op. cit.
La Guarta Enmienda de la Gonstituclôn de los Estados Unidos de America reconoce “el derecho de los 
habitantes a que sus personas, domicilios, documentos y efectos se hallen a salvo de pesquisas y aprehensiones 
arbitrarias, serâ inviolable, y no se expedirân mandamientos que no se apoyen en un motivo fundado, estén 
corroborados mediante juramento o promesa y describan pormenorizadamente el lugar que deba ser registrado y 
las personas o cosas que han de ser aprehendidas”.
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estera privada del ciudadano y, por otro, quedan sometidas al deber general 
que tienen de promover las condiciones que hagan sustantivamente posibles 
los derechos y libertades. Este doble compromise, negative y positive, les ha 
de llevar a evitar, prévenir y reprimir aquellas conductas, sean pûblicas o 
privadas, que directe o indirectamente vulneren un patrimonio juridico tan 
sensible como son los derechos fundamentales"®®\
1.3. La doble naturaleza del derecho fundamental a la inviolabilidad 
domiciliaria
Por su ubicaciôn sistemâtica tiene naturaleza de derecho fundamental y 
cuenta por tanto con el màximo grado de protecciôn que admite la Constituciôn: 
su regulaciôn deberâ efectuarse por ley que, en todo caso, habrâ de respetar 
su contenido esencial, la via judicial de amparo es preferente y sumaria, cabe 
la tutela extraordinaria del Tribunal Constitucional por la via de amparo, una 
hipotética reforma del precepto constitucional que lo cobija exige un especial 
consenso, pudiéndose llevar a cabo la misma sôlo a través del denominado 
procedimiento agravado y, finalmente, determinadas instituciones se encargan 
de hacerlo valer de manera especifica -el Defensor del Pueblo y el Ministerio 
Fiscal, segùn los articulos 54 y 124 CE respectivamente-. Esa condiciôn de 
fundamental que tiene el mismo le lleva a gozar de una doble naturaleza, 
objetiva y subjetiva.
Es doctrina reiterada del Tribunal Constitucional que los derechos 
fundamentales tienen una dimensiôn axiolôgica que los convierte en elementos 
esenciales del ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, en cuanto ésta
951 Rascôn Ortega, Juan Luis; op. cit.
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se configura como marco de convivencia humana justa y pacifica, y, por otro 
lado, son derechos de los individuos no sôlo en cuanto derechos de los 
ciudadanos en sentido estricto, sino en cuanto garantizan un status juridico o la 
libertad en un âmbito de existencia.
Queda claro pues que estos derechos fundamentales -entre los que se 
incluye el articule 18.2 de la CE- son verdaderas normas juridicas objetivas que 
son, a la par, cûspide del sistema axiolôgico informante de todos los sectores 
del Derecho®®^ .
1.4. Los limites del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria
Se trata de un derecho fundamental que, como cualquier otro, no tiene 
carâcter absolute, siendo posible que ad mita restricciones con arreglo a 
determinadas condiciones. Los derechos fundamentales “no son ilimitados y 
estân sujetos en su ejercicio a una serie de requisites. Estos limites pueden 
derivar de la propia naturaleza de cada derecho y de la funciôn social que 
desenvuelven, o de la misma existencia social y de los otros sujetos de 
Derecho que en ella coexisten y que, por tanto, ejercitan también derechos”®®®.
No existen derechos fundamentales ilimitados®®^ . El alcance de estos 
limites lo ha perfilado con pulcritud el Tribunal Constitucional, que ha insistido 
en que los derechos fundamentales sôlo ceden “ante los limites que la propia 
Norma Suprema expresamente les imponga al reconocerlos y definirlos o,
A lo hora de aplicarlos no hay que olvidar el principio hermenéutico favor libertatis, por el que los derechos deben 
de interpretarse del modo mâs amplio posible, de la forma mâs favorable para su efectividad -SSTC 17/1985 y 
1/1989-, principio que, desde luego, primarâ cuando exista duda razonable sobre la interpretaciôn. Rascôn Ortega, 
Juan Luis; op. cit.
“...el fundamento de los limites a los derechos estriba en que... su goce no puede vulnerar los iguales derechos 
0 intereses de los demâs, con los que han de hacerse conciliables”. Ad abundantiam Rascôn Ortega, Juan Luis; op. 
cit.
Matia Portillo, Francisco Javier; op. cit., pâg. 233.
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incluso, ante los que de manera mediata o indirecta se infieran al resultar 
justificados por la necesidad de resguardar otros derechos o bienes 
constitucionalmente protegidos, no pudiéndose ver afectado el manantial 
juridico constitucional de derechos y libertades por limitaciones légales que 
vayan mas alla del contenido esencial del derecho que en todo caso ha de 
preservarse”®®®.
Quizâ una de las sentencias mas clarificadoras a este respecte sea la 
STC 22/1984®®®. En ella el TC senala que existen “fines sociales que deben 
considerarse de range superior a algunos derechos individuales”.
La cuestiôn ahora es si taies fines sociales pueden asociarse a fines 
expositivos. La CE habla de un ûnico caso en que es posible la entrada en un 
domicilio ajeno sin resoluciôn judicial -delito flagrante- pero résulta évidente 
que podrian darse muchisimos mas, por ejemplo, riesgo para la vida de 
alguien, riesgo para el inmueble (se quema)®® .^..
1.4.1. La nociôn de orden pùblico constitucional
Francisco Javier Matia Portillo agrupa taies supuestos bajo el enunciado 
“orden pùblico constitucional”. El orden pùblico aparece recogido por primera 
vez con catégorie constitucional en el art. 10 de la Declaraciôn de Derechos del 
Hombre y del Ciudadano de 1789®®®.
La nociôn de orden pùblico tiene una amplia trayectoria doctrinal en el 
derecho espahol. Encuentra acomodo en los articulos 16 (libertad religiose) y
Rascôn Ortega, Juan Luis; op. cit.
Cuyo asunto principal es precisamente la inviolabilidad del domicilio.
El antiguo articulo 491 del Côdigo Penal eximia de responsabilidad penal al infractor del delito de allanamiento 
de morada en taies supuestos. Hoy se llega al mismo resultado como consecuencia de la aplicaciôn de la eximente 
del art. 8.7 CF.
Que reconoce el derecho de opiniôn “siempre que su manifestaciôn no perturbe el orden pùblico establecido por 
la ley”.
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21 (derecho de reunion). El TC ha precisado que la nociôn de orden pùblico es 
mâs amplia que la de seguridad pûblica e incluye cuestiones taies como la 
salubridad.
El orden pùblico constitucional “puede concebirse en un Estado 
democràtico como el pacîfico ejercicio competencial que ciudadanos y poderes 
constituidos tienen... los derechos fundamentales son, en acertada expresiôn 
de Juan J. Solozâbal Echavarria, normas competenciales del ordenamiento 
juridico porque establecen a favor de los particulares âmbitos inmunes a los 
poderes pûblicos y atribuyen al legislador, en su caso, la actividad normadora 
necesaria”®®®.
El desenvolvimiento del estado debe realizarse en un clima de orden 
pùblico y de paz social. Sôlo si se da ese orden pùblico y esa paz social 
pueden ejercitarse los derechos fundamentales que son conditio sine que non 
para la existencia de un verdadero estado de derecho®®®.
Asi las cosas hay que concluir que el orden pùblico es a la vez limite y 
garantie de los derechos fundamentales. El orden pùblico no es, a priori, un 
enemigo que imposibilita su ejercicio. Mâs bien al rêvés, los hace posible de 
dos maneras diferentes: de un lado, los limita para hacerlos compatibles y 
permitir que coexistan entre ellos y, de otro, créa las condiciones sociales que 
favorecen su ejercicio.
1.4.2. La resoluciôn judicial
La resoluciôn judicial se configura en la Constituciôn espahola como el 
mecanismo limitador ordinario del derecho fundamental. El TC ha exigido que
Matia Portillo, Francisco Javier, op. cit., pâg. 240.
^  Asi lo cree también el Tribunal Constitucional italiano, vid. TO1168/1971.
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la entrada domiciliaria esté precedida “de una determinada resoluciôn judicial: 
la autorizaciôn judicial, habitualmente expresada en un auto judicial, que 
deberia dictarse incluso para la ejecuciôn de sentencias judiciales"®®\
Esta forma de entender la resoluciôn judicial fue revisada posteriormente 
por el propio TC entendiendo que cualquier resoluciôn judicial puede justificar 
una intervenciôn domiciliaria®® .^
Ahora bien, la Constituciôn prohibe la actuaciôn arbitraria de cualquier 
poder pùblico -legislativo, ejecutivo y judicial- como équivalente a cualquier 
conducta pûblica no adecuada a la legalidad, o que p retende un fin 
constitucionalmente illcito, o que aparezca como desproporcionada al objetivo 
que pretenda, aunque éste sea llcito. Esa interdicciôn de la arbitrariedad “es, 
en suma, exigencia de proporcionalidad y ha de ser defendida por los cauces 
constitucionales y légales preestablecidos, de manera que contrariada en 
relaciôn con un derecho fundamental bien podria dar lugar a la protecciôn de 
este bien en los tribunales ordinaries o bien subsidiariamente ante el Tribunal 
Constitucional”®®®.
El criterio de la proporcionalidad tiene dos referencias: externa e interna. La 
proporcionalidad externa supone que el fin que persiga sea légitimé desde el 
punto de vista constitucional, es decir, que esté justificado porque pretenda la 
protecciôn de otros bienes constitucionales y, ademâs, sea una imperiosa 
necesidad social.
La proporcionalidad interna del registre conlleva una selecciôn adecuada 
y razonable de las condiciones de ejecuciôn, apostando solamente por aquellas
Matia Portillo, Francisco Javier; op. cit., pàg. 411.
STC 160/1991, de 18 de julio.
Rascôn Ortega, Juan Luis, op. cit.
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que sean estrictamente necesarias para la consecuciôn del fin perseguido 
segùn las circunstancias del caso.
1.4.3. Consentimiento del titular y flagrancia
El TC ha declarado que no existiendo oposiciôn por parte del titular de 
dicho derecho a que se franquee su estera mâs intima, la actuaciôn 
investigadora es plenamente vâlida. En el Auto del TC de 26 de marzo de 
1990, se hace referenda al art. 551 LECr y con arreglo a dicho precepto se 
concluye que se entiende prestado el consentimiento, por aquél que, requerido 
por quien hubiere de efectuar la entrada y el registre para que lo permita, 
ejecuta por su parte los actos necesarios que de él dependan para que pueda 
tener efecto, sin invocar la inviolabilidad del domicilio que le reconoce la 
Constituciôn. El art. 550 LECr habla de "interesado" y en buena lôgica por tal 
habrâ de entenderse a quien en efecto sea el morador de la vivienda, dejando 
al margen el concepto juridico en virtud del cual ostente la posesiôn.
El consentimiento debe ser prestado de forma inequlvoca, lo que no 
necesariamente impiica que haya de ser expreso. Otra cuestiôn prâctica que 
puede suscitarse viene dada por la pluralidad de moradores, “siendo criterio 
comùnmente aceptado que como quiera que lo que se protege es la intimidad 
individual, no séria suficiente con el consentimiento vertido por el cabeza de 
familia si existe cualquier tipo de oposiciôn por alguno de los restantes titulares, 
conclusiôn ésta que séria plenamente aplicable a los hallazgos ocasionales, 
con respecto a los cuales las pruebas obtenidas estarian viciadas si no ha 
mediado consentimiento del interesado en concrete”®®"^.
^  Estrella Ruiz, Manuel; Entrada v reoistro, interceptaclôn de comunicaciones postales, telefônicas. etc.: San 
Sébastian, 2004, ediciôn electrônica de los Guadernos de Derecho Judicial del CGPJ, ISSN 1577-208 X.
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Por ultimo hay que tener présente que el consentimiento como acto 
unilateral de voluntad que es, puede ser revocado en cualquier momento 
(normalmente, en el momento mâs delicado), en cuyo caso serâ necesario 
suspender de inmediato la diligencia y acudir a la soluciôn judicial.
En cuanto a la flagrancia, no es posible abordar la cuestiôn sin hacer 
referenda a la STC 341/1993 que declarô inconstitucional el art. 21.2 de la Ley 
Orgânica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protecciôn de la Seguridad 
Ciudadana, asi como a los diversos pronunciamientos posteriores del Tribunal 
Supremo derivados de los recursos de casaciôn que se plantearon por 
registros policiales practicados al amparo de dicha norma. En el citado 
precepto se excluia como requisito la percepciôn personal directa del hecho 
delictivo por parte del tercero que sorprende in situ al delincuente. Dicho 
precepto fue sometido de inmediato a duras criticas y en su favor se argüia la 
doctrina del Supremo, conforme a la cual, el delito flagrante a los efectos del 
art. 553 LECr, en relaciôn con el art. 18.2 CE, quedaba delimitado por très 
requisites: inmediatez temporal, inmediatez personal entre sujeto y objeto o 
instrumentes del delito y la necesidad urgente. Sin embargo, la STC 341/1993 
dio al traste con el precepto y con el cuerpo doctrinal que se elaborô en apoyo 
del mismo. En la actuaiidad, el TS define la flagrancia en torno a dos conceptos 
esenciales: a) la percepciôn personal por parte de los agentes de la autoridad, 
y b) la necesaria intervenciôn en orden a evitar el agotamiento del delito, la 
desapariciôn de los efectos o instrumentos o para evitar la fuga de los autores. 
En este sentido, el termine flagrante en correspondencia con su origen 
etimolôgico, significa en sentido técnico-juridico que un delito lo sea cuando se 
cometa pùblicamente y ante testigos, siendo asi un delito flagrante el que
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encierra en si las pruebas de su realizaciôn, por lo que la flagrancia es la 
percepciôn personal di recta del hecho delictivo, de manera que la flagrancia se 
ve, se observa, no se demuestra, y aparece vinculada a la prueba di recta y no 
a la indirecta, circunstancial o indiciaria. Por lo que respecta a la percepciôn 
personal, conviene indicar que el TS la admite por cualquier medio sensorial y, 
si bien el mas comùn serâ lôgicamente el de la vista, no es el ùnico y se admite 
la entrada de los agentes que oyeron a través de la pueda que se encontraba 
abierta, una conversaciôn que se mantenia en relaciôn con la comercializaciôn 
de drogas.
Otro aspecto a significar tras la sentencia del TC, es la absoluta necesidad 
de que la percepciôn sea protagonizada por los agentes que procedan a 
materializar la entrada y registre, haciendo inviable cualquiera que se practique 
mediante llamadas de terceros, normalmente vecinos anônimos, ya que 
precisamente esa percepciôn directisima es la base de la declaraciôn de 
inconstitucionalidad del art. 21.2 LPSC, que admitia la entrada con base en el 
"conocimiento fundado", posibilidad hoy desterrada.
1.5. El bien jundico protegido
La inviolabilidad del domicilio protege el bien juridico intimidad. A 
diferencia de Estados Unidos, no protege la propiedad y, a diferencia del 
pasado, no protege la libertad.
Llegado este punto cabe plantearse, si no es una reiteraciôn por parte 
de la Constituciôn espahola reconocer el derecho a la inviolabilidad del 
domicilio -18.2 CE- ademâs del derecho a la intimidad -18.1 CE-.
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La respuesta es no. Existe una importante diferencia, la garantia que la 
Constituciôn espahola establece respecto de la inviolabilidad domiciliaria tiene 
una particularidad: cualquier entrada no autorizada en el domicilio supone, 
automàticamente, una violaciôn de la intimidad. No es necesario demostrar que 
tal violaciôn de la intimidad existe, como si ocurre cuando se alega el art. 18.1 
de la Constituciôn Espahola.
1.6. Las actuaciones del servicio de inteligencia en relaciôn con la 
inviolabilidad domiciliaria
Es necesario insistir nuevamente en que la mayor parte de la informaciôn 
que obtiene un servicio de inteligencia -mâs del 90%®®®- procédé de fuentes 
abiertas y perfectamente accesibles.
No obstante, a veces hay que recurrir a actividades que pudieran resultar 
ilegales (dependiendo del modo y manera en que fuesen realizadas) para 
obtener la informaciôn necesaria. Una de taies actividades es lo que en el argot 
del servicio de inteligencia espahol se conoce como “penetraciones”, o sea, la 
entrada en domicilios.
No es casualidad la promulgaciôn de la Ley Orgânica 2/2002, de 6 de 
mayo, reguladora del control judicial previo del CNI “a los efectos de establecer 
un control judicial de las actividades del citado Centro que afecten a los 
derechos fundamentales reconocidos en el articulo 18.2 y 3 de la Constituciôn 
espahola. Para las actividades que puedan afectar a la inviolabilidad del 
domicilio y al secreto de las comunicaciones, la Constituciôn espahola exige en 
su articulo 18 autorizaciôn judicial, y el articulo 8 del Convenio Europeo para la
Navarro Bonilla, Diego y Esteban, Miguel Angel; Gestion del conocimiento v servicios de inteligencia: Madrid, 
2004, pâgs. 61 y 62.
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Protecciôn de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales exige 
que esta injerencia esté prevista en la Ley y constituya una medida que, en una 
sociedad democrâtica, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad 
pûblica, el bienestar econômico del pais, la defensa del orden y la prevenciôn 
del delito, la protecciôn de la salud o de la moral, o la protecciôn de los 
derechos y las libertades de los demâs”®®®.
Esta Ley Orgânica supone un reconocimiento implicite de que los dos 
derechos fundamentales con mayores probabilidades de ser vulnerados por las 
actuaciones que son propias de un servicio de inteligencia son el derecho a la 
inviolabilidad domiciliaria y al secreto de las comunicaciones. Ahora bien, como 
escribe Elviro Aranda Alvarez esto “no debe llevarnos a olvidar que existen 
otros que también pueden verse afectados por su actuar. Dos buenas muestras 
son la tutela judicial efectiva del art. 24.1 y la libertad informâtica del art. 18.4 
de la CE’’®®^
1.6.1. El control judicial previo para supuestos de entrada y registre de
domicilios
La principal novedad introducida por las leyes que regulan la 
organizaciôn y funcionamiento del CNI “es el control judicial previo de las 
actividades del Servicio de Inteligencia que afectan a los derechos reconocidos 
en el art. 18 de la CE”®®®. Tal y como especifica la Ley Orgânica 2/2002, de 6 
de mayo, se ha designado por el CGPJ un Magistrado del Supremo para este 
tipo de autorizaciones. Cabia la posibilidad de que el elegido perteneciese a la
^  Exposiclôn de Motivos de la LO 2/2002.
Navarro Bonilla, Diego y Esteban, Miguel Angel; Gestion... op. cit., pâg. 169.
^  Sobre este particular puede verse la colaboraclôn de Nieves Bregante en Navarro Bonilla, Diego y Esteban, 
Miguel Angel; Terrorisme...: op. cit., pâg. 121.
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sala de lo pénal o lo contencioso-administrativo. Hasta la fecha han pertenecido 
siempre a la sala de lo administrative. Varies de elles, en cenversacienes cen 
etres Magistrades del Tribunal Supreme y relevantes persenalidades del 
Censeje General del Peder Judicial se han manifestade contentes per la 
cencrecion practica de le dispueste en la Ley Orgânica.
Su trabaje especifice en relacion cen el CNI®®® consiste en auterizar e ne 
la entrada y registre del domicilie en un plaze de setenta y des heras que 
puede reducirse a 24 para asuntes urgentes.
La LO 2/2002 intreduje un nueve articule en la Ley Orgânica del Peder 
Judicial (en adelante LOPJ) que especifica las cendicienes que ha de reunir el 
Magistrade que se encargue de estes asuntes: “El Magistrade del Tribunal 
Supreme compétente para cenecer de la auterizacion de las actividades del 
Centre Nacienal de Inteligencia que afecten a les dereches fundamentales 
recenecides en el articule 18.2 y 3 de la Censtituciôn se nembrarâ per un 
période de cince ahes, a prepuesta del Censeje General del Peder Judicial, 
entre Magistrades de diche Tribunal que cuenten cen très ahes de servicios en 
la categeria”®^°.
1.6.2. Legitimaciôn activa
La Ley Orgânica 2/2002 dispene que el “Secretarie de Estade Director 
del Centre Nacienal de Inteligencia deberâ selicitar al Magistrade del Tribunal 
Supreme compétente, conforme a la Ley Orgânica del Peder Judicial, 
auterizacion para la adepciôn de medidas que afecten a la invielabilidad del 
domicilie y al secrete de las cemunicacienes, siempre que taies medidas
969 No tiene dedicaciôn exclusive para asuntes de! servicio. Ibidem. 
""° Art. 342 bis LOPJ.
323
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
resulten necesarias para el cumplimiento de las funciones asignadas al 
Centra”®^’ .
Asi pues la ûnica persona legitimada para solicitar la intervenciôn es el 
Director del Centro, lo cual supone una garantia adicional interna puesto que va 
a haber una cadena de mandes que va a tener neticia de la eperacién y tedes 
elles inferman faverablemente entendiende que es abseiutamente necesaria 
para el cumplimiento de les fines que son prepies de un servicio de inteligencia.
1.6.3. Requisites de la solicitud de auterizacion
Segùn dispene la prepia Ley Orgânica: “La solicitud de auterizacion se 
fermularâ mediante escrite que centendrâ les siguientes extremes: a) 
Especificaciôn de las medidas que se solicitan. b) Heches en que se apeya la 
solicitud, fines que la metivan y razenes que acensejan la adepciôn de las 
medidas selicitadas. c) Identificaciôn de la persona e personas afectadas per 
las medidas, si fueren cenecidas, y designacion del lugar dende hayan de 
practicarse. d) Duracion de las medidas selicitadas, que ne pedrâ exceder de 
veinticuatre heras en el case de afeccion a la invielabilidad del domicilie y très 
meses para la intervenciôn e interceptaciôn de las cemunicacienes postales, 
telegrâficas, telefônicas e de cualquier etra indele, ambes plazes prerregables 
per sucesives périodes iguales en case de necesidad”®^ .^
Le primere a destacar es que la solicitud ha de reaiizarse 
ebligateriamente per escrite le que implica dejar censtancia de la misma y 
pesibilita su control. Sentade este, el escrite de solicitud debe establecer 
claramente que es exactamente le que se solicita. Ese “petitum” debe estar
Apartado 1 del articulo ùnico de la LO 2/2002. 
^  Apartado 1 del articulo ùnico de la LO 2/2002.
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basado en unos hechos claramente identificados y debe tener una finalidad 
sôlidamente razonada.
En principio se ha de precisar quien o quienes son las personas que van 
a ser objeto de taies medidas y dônde se van a llevar a cabo salvo, claro esta, 
que la identidad de taies personas resuite desconocida o que estas medidas 
tuvieran por objeto averiguar su verdadera identidad.
En el caso de tener que “penetrar” en un domicilie, el limite maxime de la 
auterizacion es de 24 horas prerregables por “sucesives périodes iguales en 
caso de necesidad”®^ .^
1.6.4. Plazos para concéder o no la autorizaclôn de entrada y registre
El apartado 3 del articule ùnico establece: “El Magistrade acordarâ, 
mediante resoluciôn motivada en el plazo improrrogable de setenta y dos 
horas, la concesiôn o no de la auterizacion solicitada. Dicho plazo se reducirâ a 
veinticuatre horas, por motives de urgencia debidamente justificados en la 
solicitud de auterizacion del Secretarie de Estado Director del Centro Nacienal 
de Inteligencia que, en todo caso, centendrâ los extremes especificados en el 
apartado anterior de este articulo”.
Ahade ademâs este apartado -como no podria ser de otra manera- que 
las actuaciones del Magistrade constituyen material clasificado en grade de 
secrete:"El Magistrade dispondrâ lo procédante para salvaguardar la réserva de 
sus actuaciones, que tendrân la clasificaciôn de secrete”.
Aunque en el caso de la invielabilidad domiciliaria taies prôrrogas pudieran no entenderse muy bien o quizâ, 
pudiera pensarse también que carecen de sentido, una anécdota servira para ilustrar sobre la necesidad de su 
existencia: Segùn le contô Juan Alberto Perote al autor de la tesis durante una penetraciôn domiciliaria se le dio el 
caso de encontrarse con una mochila atada con un nudo de alpinista. Hubo que abandonar la operaciôn y volver a 
entrar de nuevo en compania de un especialista que deshiciera/hiciera el nudo de la mochila de forma tal que nada 
notase el terroriste al que pertenecia.
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1.6.5. Informaciones no relacîonadas con el objeto de la entrada y
registre
El apartado 4 del articulo ùnico contiene la expresiôn de un buen deseo 
que dificilmente puede tener concreciôn en la realidad. Este apartado establece 
lo siguiente: “El Sécrétario de Estado Director del Centro Nacional de 
Inteligencia ordenarâ la inmediata destrucciôn del material relative a todas 
aquellas informaciones que, obtenidas mediante la auterizacion prevista en 
este articulo, no guarden relacion con el objeto o fines de la misma”.
Es muy complicado creer que tal cosa sea posible. Un servicio de 
inteligencia es, en si mismo considerado, un agujero negro de la informaciôn. 
Establecido un objetivo, formulada una necesidad de informaciôn sobre una 
persona, al centre le interesa todo, abseiutamente todo, lo que tenga que ver 
con ella.
Este apartado parece pensado para salvaguardar toda la intimidad 
posible de la persona en cuyo domicilie se entra y se registre, pero la realidad 
es que los servicios de inteligencia, por su propia naturaleza, estân sumamente 
interesados en cualquier aspecto de la personalidad que permita atisbar una 
ventana de vulnerabilidad. Parafraseando a Cernuda, nunca estuvo tan lejos la 
realidad del deseo, salvo quizâ en la Censtituciôn de 1812 donde se establecia 
que todos los espaholes habian de ser justes y bénéfices.
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2. El secreto de las comunlcaciones^^^
El art. 18.3 CE garantiza “el secreto de las comunicaciones y, en especial, 
de las postales, telegrâficas y telefônicas, salvo resoluciôn judicial”. Este 
derecho fundamental se encuentra reconocido también “en las Constituciones 
de 1869, 1876 y 1931, asi como en el Fuero de los Espaholes”®^®.
En el piano internacional, el derecho al secreto de las comunicaciones se 
encuentra reconocido en el art. 12 de la Declaraciôn Universal de Derechos 
Humanos, en el art. 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos y 
en el art. 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos®^ ®. Asimismo suele 
reconocerse en la mayoria de las constituciones europeas: art. 15 de la italiana, 
art. 10 de la Ley Fundamental de Bonn, art. 29 del Texto Refundido de la 
Constituciôn belga, art. 72 de la danesa, art. 12 de la de Finlandia... Fue 
reconocido por primera vez en un Decreto de la Asamblea Nacional Francesa 
de 1790 y se limitaba a la correspondencia escrita.
En el ordenamiento juridico espahol el contenido esencial del derecho no 
parece peligrar “por el descubrimiento y utilizaciôn de nuevos medios de 
transmisiôn, que hoy culminan en la informâtica aplicada al establecimiento de 
una comunicaciôn” La doctrina entiende -Jiménez Campo, Martin Morales, 
Alonso Pérez...- que los très tipos de comunicaciôn que cita la Constituciôn 
espahola tiene carâcter de numerus apertus.
Marti Mingarro defiende que el secreto de las comunicaciones es un 
derecho fundamental, y asi se reconoce en la Constituciôn espahola, porque
Vale aquî lo dicho en la primera nota de este capitule: la hipôtesis y el objeto de esta tesis es la adecuaciôn 
constitucional de los servicios de inteligencia, no el secreto de las comunicaciones.
Alonso Pérez, Francisco; Intervenciôn de las comunicaciones postales, telegrâficas v telefônicas: Madrid, 2001, 
pâg. 18.
Montahés Pardo, Miguel Angel; La intervenciôn de las comunicaciones: Pamplona, 1999, pâg. 21.
Manzano Sousa, Manuel; La interceptaciôn leoal de las telecomunicaciones en la Uniôn Eurooea: Madrid, 1996, 
pâg. 29.
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negarle a alguien su sehono sobre su comunicaciôn con los damas supone 
quebrantar la propia naturaleza del ser humano®^ ®.
2.1. Fundamento de la protecciôn
El secreto de las comunicaciones “constituye una garantia del derecho a 
la vida privada y, en especial, a la intimidad personal que constituye su nûcleo 
esencial”®^®. En este sentido se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en 
STC 85/1994: “la observaciôn de las telecomunicaciones supone una grave 
injerencia en la estera de la intimidad personal”.
2.2. Doble dimension del derecho al secreto de las comunicaciones
Esta doble dimensiôn del derecho al secreto de las comunicaciones 
comprends la libertad de comunicaciôn y el secreto del mensaje. De esta 
ambivalencia da fe la doctrina del Tribunal Constitucional que sehala que “el 
derecho fundamental consagra la libertad de las comunicaciones, 
implicitamente, y, de modo expreso, su secreto, estableciendo en este ultimo 
sentido la interdicciôn de la interceptaciôn o del conocimiento antijuridico de las 
comunicaciones ajenas” (STC 114/1984).
El secreto de las comunicaciones se perfila como una garantia formai, 
que protege “la réserva o privacidad de la comunicaciôn, sea cual sea el 
contenido de la misma. En consecuencia, aunque el tenor de una conversaciôn 
o el contenido de la correspondencia sea intrascendente y no se exteriorice en 
ella ningùn dato que afecte a la vida privada de quienes se comunican, la 
captaciôn de la comunicaciôn constituiria una vulneraciôn del secreto de las
Marti Mingarro, Luis; “El secreto de las comunicaciones”; “Otrosi”, febrero 1994, pâg. 20. 
Montanés Pardo, Miguel Angel;_op. c/t., pâg. 22.
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comunicaciones, pues se protege la opacidad de la propia comunicaciôn, no de 
su contenido”®®°.
El concepto de secreto -secreto de las comunicaciones- tiene, segùn la 
jurisprudencia del TC, un carâcter “formai”, se p red ica de lo comunicado sea 
cual sea el contenido^®\
2.3. Legitimaciôn activa y pasiva
Se trata de un derecho que se reconoce a toda persona, incluidos los 
extranjeros, puesto que el articulo 18.3 CE no hace distinciôn alguna. Ademâs, 
el art. 13.1 CE sehala que los extranjeros gozarân en Espaha de los mismos 
derechos que reconoce a todos los espaholes el Titulo I de la Constituciôn®® .^
También son titulares del derecho las personas juridicas, por tratarse de 
un derecho que, por su naturaleza, puede ser ejercido por ellas como 
abiertamente reconoce la jurisprudencia del TC®®®, y del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos.
Ahora bien, dicho esto hay que precisar también que el secreto de las 
comunicaciones no afecta a los participes en la comunicaciôn, sino sôlo a los 
terceros ajenos a ella; “quien graba una conversaciôn de otros... atenta al 
derecho reconocido en el art. 18.3 de la Constituciôn; por el contrario quien 
graba una conversaciôn con otro no incurre, por este sôlo hecho, en conducta 
contraria al precepto constitucional” (STC 114/1984).
^  Montanés Pardo, Miguel Angel; op.c/f., pâg. 23. 
STC 114/1984.
Alonso Pérez, Francisco; op. cit. pâg. 24.
STC 137/1985.
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2.4. Los limites de! derecho al secreto de las comunicaciones
Como escribe Diaz Fernandez, Espaha “conoce la necesidad de hacer 
compatibles las restricciones que conlleva la seguridad con el respeto a los 
derechos y las libertades de los ciudadanos”®®"^.
El derecho al secreto de las comunicaciones no tiene carâcter absolute e 
ilimitado. La primera limitaciôn dériva del propio art. 18.3 CE; existencia de 
resoluciôn judicial que la autorice. Ademâs, aunque la CE no lo mencione, no 
cabe duda de que el consentimiento enerva la protecciôn constitucional.
En cuanto al derecho de los penados, el art. 25.2 CE prevé la posibilidad 
de que los derechos fundamentales se vean limitados o restringidos, ya sea por 
el contenido de la pena o por la legislaciôn penitenciaria. Asi, el art. 51 de la 
LOGP®®® reconoce el derecho de los reclusos a las comunicaciones y distingue 
varias modalidades de comunicaciôn, estableciendo un régimen diferenciado 
para “las comunicaciones genéricas con terceros (ap. 1), que pueden ser 
suspendidas o intervenidas motivadamente por el Director del establecimiento, 
dando cuenta a la autoridad judicial compétente (ap. 5), y otro distinto para las 
comunicaciones especificas del interno con su Abogado defensor, que no 
podrân ser suspendidas o intervenidas salvo resoluciôn judicial y en los 
supuestos de terrorisme (ap. 2)"®®®.
2.5. La suspension del derecho al secreto de las comunicaciones
El art. 55 CE contempla la posibilidad de suspender el derecho al 
secreto de las comunicaciones en dos supuestos; cuando se acuerde la
^  Diaz Femândez, Antonio; op. cit., pâg. 454.
Que se aplica a todos los intemos, sean penados, presos preventivos o detenidos.
986 Sobre el particular puede consultarse una extensa y compléta referenda en Montanés Pardo, Miguel Angel; op. 
cit., pâg. 26.
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declaraciôn del estado de excepciôn o sitio y en relaciôn con la investigaciôn de 
delitos de terrorisme. En el primer caso es una suspensiôn de "carâcter general 
para todos los ciudadanos, en tanto que en el segundo la suspensiôn de 
derechos es de carâcter individual”®®^.
Ahora bien, la declaraciôn del estado de excepciôn o sitio no supone, por 
SI sola, la suspensiôn del derecho al secreto de las comunicaciones. Ello se 
produce en tanto en cuanto la autorizaclôn y la declaraciôn asi lo estipule®®®. La 
LO 4/1981 reguladora de los estados de Alarma, Excepciôn y Sitio permite a la 
autoridad gubernativa -excepciôn- o militar -sitio- intervenir toda clase de 
comunicaciones estableciendo un control judicial a posteriori.
En cuanto a la suspensiôn individual, la LO 4/1988, de 25 de mayo, 
reformô el art. 579.4 LECr estableciendo que “en caso de urgencia, cuando las 
investigaciones se realicen para la averiguaciôn de delitos relacionados con la 
actuaciôn de bandas armadas o elementos terroristas o rebeldes, la medida... 
podrâ ordenarla el Ministre del Interior o, en su defecto el Director de la 
Seguridad del Estado, comunicândolo inmediata mente por escrito motivado al 
Juez compétente, quien, también de forma motivada, revocarâ o confirmarâ tal 
resoluciôn en un plazo mâximo de setenta y dos horas desde que fue ordenada 
la observaciôn”.
Esta posibilidad debe interp retarse restrictivamente, segùn ha 
establecido el Tribunal Constitucional, en cuanto que afecta a la limitaciôn de 
un derecho fundamental, las razones de urgencia han de ser interpretadas 
restrictivamente.
Alonso Pérez, Francisco; op. cit., pâg. 27.
Cruz Villalôn, Pedro; Estados excepcionales v suspension de oarantlas: Madrid, 1994, pâg. 94.
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2.6. Intervenciôn y observaciôn de las comunicaciones telefônicas
Las intervenciones telefônicas pueden ser definidas como “aquellas 
medidas instrumentales restrictives del derecho fundamental al secreto de las 
comunicaciones privadas decretadas y ejecutadas, en el estadio instructor de 
un proceso penal, bajo la autoridad del ôrgano jurisdiccional compétente y 
trente a un imputado -ya sea en su calidad de comunicante inmediato o 
mediate- a los fines de, a través de la captaciôn del contenido de la 
comunicaciôn o de otros aspectos o caractères de! iter comunicador, investigar 
la comisiôn de delitos, averiguar los delincuentes y, en su caso, aportar al juicio 
oral elementos probatorios concretes”®®®.
Es mérite de la LO 4/1988, de 25 de mayo, la introducciôn, por vez 
primera en el ordenamiento procesal penal espahol, de una regulaciôn de la 
intervenciôn de las comunicaciones telefônicas, atribuyendo en este sentido 
nuevo contenido al articulo 579 LECr, el cual encierra -en sus pârrafos 3 y 4- el 
desarrollo législative de la previsiôn contenida en el articulo 55.2 CE al 
autorizar al juez, por resoluciôn motivada y plazo de hasta très meses 
prorrogable por iguales periodos, “la observaciôn de las comunicaciones 
postales, telegrâficas o telefônicas de las personas sobre las que existan 
indicios de responsabilidad criminal, asi como de las comunicaciones de las 
que se sirvan para la realizaciôn de sus fines deiictivos”.
Como se vio anteriormente en caso de urgencia -dispone el apartado 4 y 
ultimo del art. 579 LECr- cuando las investigaciones se realicen para la 
averiguaciôn de delitos relacionados con la actuaciôn de bandas armadas o
Femândez-Esplnar, Gonzalo; “El levantamiento del secreto de las comunicaciones telefônicas en el marco de las 
diligencias de investigaciôn y aseguramiento en el proceso pénal”; “Revista del Poder Judicial”, n° 32, diciembre de 
1993.
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elementos terroristas o rebeldes, la medida prevista en el articulo 579.3 LECr 
podrâ acordarla el Ministre del Interior o, en su defecto, el Director de la 
Seguridad del Estado, comunicândolo inmediatamente por escrito motivado al 
juez compétente, quien, también de forma motivada, revocarâ o confirmarâ tal 
resoluciôn en un plazo mâximo de setenta y dos horas desde que fuere 
ordenada la observaciôn.
2.6.1. Garanties constitucionales y procesales para la adopciôn de las
intervenciones
No cabe duda de que la intervenciôn telefônica exige un monopolio 
jurisdiccional, esto es, una exclusividad en la atribuciôn judicial, en donde el 
juez “tiene la primera y la ultima palabra no sôlo de conformidad con las 
prescripciones de los articulos 24.1 y 117.3 CE, sino, asimismo, al amparo de 
su obligaciôn de autorizar medidas restrictivas individuates de derechos 
fondamentales"®®®.
&Cuâl es el tipo de resoluciôn jurisdiccional en la que debe plasmarse la 
autorizaclôn de intervenciôn? El articulo 18.3 CE no responde a esta cuestiôn 
ni, asimismo, exige la necesidad de una resoluciôn motivada, si bien “el deber 
de motivaciôn debe inferirse de los articulos 579.2 y 3 LECr, asi como de los 
preceptos 245.1.b) y 248.2 LOPJ, y, en ultima instancia, del articulo 24.1 CE 
teniendo declarado el TC que el principio de proporcionalidad de los sacrificios- 
es decir, limitaciôn de un derecho fundamental en virtud de una resoluciôn 
motivada- constituye el fundamento sobre el que descansa la necesidad de 
justificaciôn y argumentaciôn"®®\
^  Ibidem.
Ibidem.
333
La adecuaciôn constitucional de los servicios de inteligencia
La exigencia de motivaciôn nace no sôlo para garantizar el derecho de 
defensa del afectado, sino, también, para poner de relieve un enjuiciamiento 
judicial personal subjetivo y previo a la autorizaclôn otorgada que dé 
cumplimiento al principio de proporcionalidad en el marco de “la razonable 
apreciaciôn, por la autoridad actuante, de la situaciôn en que se halle el sujeto 
que puede resultar afectado”®®^. Exigiéndose en consecuencia un auto, éste 
debe adecuarse a un “criterio de razonabilidad, que ha de medirse caso por 
caso”®®®.
2.6.2. Doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos
La Circular 1/1999, de 29 de Diciembre, de la Fiscalia General del 
Estado, sobre la intervenciôn de las comunicaciones telefônicas, recuerda que 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha interpretado el art. 8 del 
Convenio de acuerdo con los siguientes paramétrés:
a) La injerencia ha de estar prevista por ley®®"^ .
b) La medida ha de ser compatible con la preeminencia del derecho al 
secreto de las comunicaciones®®®.
c) Que la injerencia sea necesaria para conseguir alguno de los fines 
que estân previstos en el art. 8.2 CEDH: salvaguardar la seguridad 
nacional, la seguridad pùblica, el bienestar econômico del pais, la 
defensa del orden y la prevenciôn del delito, la protecciôn de la salud
^  STC 37/89, de 15 de febrero. 
STC 55/87, de 13 de mayo.
^  SSTEDH 26 de abril de 1979 (caso The Sunday Times) y 30 de marzo de 1989 (caso Chappel) 
^  STEDH 2 de agosto de 1984 (caso Malone).
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O de la moral, o la protecciôn de los derechos y libertades de los 
demâs®®®.
2.6.3. Una cuestiôn semantical intervenciôn y observaciôn
Se suele distinguir entre intervenciôn y observaciôn, en el sentido de que 
en el primer su puesto “se permite conocer el contenido de las conversaciones y 
los teléfonos a los que se llama desde el aparato interceptado, en tanto que la 
observaciôn sôlo autoriza conocer los numéros de teléfono a los que se llama. 
En cualquier caso, la distinciôn carece de relevancia, ya que sera el juez, 
quien, en su caso, determinarâ el mandamiento correspondiente al alcance de 
la medida” ®®^.
Sin embargo, el Tribunal Supremo sehala que la diferencia entre 
intervenciôn y observaciôn telefônica del articulo 579.2 y 3 LECr es puramente 
gramatical, con el propôsito de évitar repeticiones pues en ambos casos se 
persigue conocer el contenido integro de las conversaciones.
^  Sin embargo, existe un organisme dentro de la Uniôn Europea cuyas actividades dificilmente pueden 
incardinarse dentro de la doctrina del TEDH: Enfopol. Se trata de un organisme de la Uniôn Europea para la 
vigilancia y escucha masiva de teléfonos, faxes, y comunicaciôn por ordenador. Sus origenes se remontan a la 
reuniôn (Trevi) de ministres comunitarios de diciembre de 1991. En un principio, su existencia se mantiene en 
riguroso secreto, y esto es asi hasta que el grupo antiescuchas britânico, State watch, hace pùblicos algunos 
documentes de Enfopol que databan del aho 1995. Con posterioridad, el webzine alemân Telepolis.de vuelve a 
alertar sobre su existencia y, finalmente, sale a la luz con la aprobaciôn de la Comisiôn Europea y el 
pronunciamiento en contra del Comité Pro Derechos Humanos del Parlemente Europeo. Cuando parecia que iba a 
ser rechazado por el Parlemente Europeo, es aprobado en mayo de 1999 con los votes favorables de casi todos los 
grupos politicos de extreme a extreme. El organisme dista mucho de ser pacifico. Sus exigencies de intervenciôn 
inmediata se comparecen mal con la intervenciôn judicial previa.
^  Alonso Pérez, Francisco; op. cit., pâg. 88.
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2.6.4. Telefonia môvil: el probiema de la locallzaciôn y su tratamiento
automatizado
El Tribunal Constitucional®®® considéra que es también tipica la 
interceptaciôn de comunicaciones de teléfono inalàmbrico -luego no habria 
extensiôn analôgica del tipo penal- y, en consecuencia, su intervenciôn 
requiere los mismos presupuestos y requisitos que en los supuestos de 
telefonia por cable.
Pero la telefonia inalâmbrica genera un probiema que aùn no ha sido 
abordado. Como bien indica Fernando Davara®®® el aprovechamiento 
“inteligente” del espacio no deja de crecer en progresiôn geométrica. Una de 
las posibilidades que nos ofrecen los satélites es la localizaciôn, con una 
precisiôn inferior a un métro. Pero en el caso de los teléfonos môviles no son 
necesarios satélites si no se pretende/necesita una localizaciôn con un error de 
metros/centimetros. La red de itinerancia de la telefonia môvil semeja un panai 
con celdas hexagonales que recorriesen toda Espaha. Cada vez que se utiliza 
un repetidor se pasa por una de esas “casillas”. De esta manera es fâcil 
determiner, tras automatizar las llamadas, el recorrido de una persona, a lo 
largo de un dia, dos, una semana, un mes. Y es mucho mas importante la 
informaciôn que se obtiene de los pies que la se obtiene de la lengua. Con la 
lengua se miente, con los pies no. Los pies revelan la radiografia compléta de 
la persona; si va a misa, si recoge a sus hijos, si tiene un amante. Proporcionan 
una verdad cierta, en cambio la lengua sôlo manifiesta una cierta verdad. Son 
mas importantes y mas reveladores de la intimidad de una persona los datos.
^ S T C  34/1996, de 11 de marzo.
^  Navarro Bonilla, Diego y Esteban, Miguel Angel; Gestion.... op. cit., pâgs. 207 y ss.
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debidamente automatizados, que muestran desde donde se dice que lo que se 
dice.
A través de la observaciôn o interceptaciôn telefônica puede obtenerse 
esta informaciôn^ ®®®, que si se solicita por separado, entonces se deben 
observer las mismas garanties que cuando se p retende conocer el contenido 
de la conversaciôn, porque ataca el derecho a la intimidad del ser humano en 
la misma o incluse mayor medida.
2.6.5. Requisitos de las intervenciones telefônicas
Estes son los requisitos que han de cumplirse en las intervenciones 
telefônicas realizadas en Espaha segùn el vigente ordenamiento juridico:
a) Exclusividad jurisdiccional: ùnicamente por la autoridad judicial se 
pueden establecer limitaciones.
b) Finalidad exclusivamente probatoria.
c) Especialidad de la materia a investigar: hay que indicar el tipo delictivo 
que se esta investigando.
d) Existencia de indicios deiictivos.
e) Excepcionalidad de la medida: sôlo se adoptarâ cuando no exista otro 
medio que cause menos daho a sus derechos fundamentales.
f) Proporcionalidad: sôlo habrâ de adoptarse en el caso de delitos 
graves, porque grave es también el daho que se causa a la intimidad de la 
persona^®®\
g) Sôlo cabe intervenir teléfonos que utilicen personas presuntamente 
implicadas.
Que résulté relevante para la localizaciôn de los responsables del 11-M, por ejemplo. 
1001 TEDH, casos KjmsHn y Huving, sentencias de 29 de septiembre de 1990.
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h) Resoluciôn judicial motivada.
i) Control judicial de la intervenciôn.
j) Cotejo por el Secretario Judicial del contenido de las cintas.
2.7. Particularidades del derecho al secreto de las comunicaciones, si
interviens el servicio de inteligencia
La LO, 2/2002, reguladora del control judicial previo del ONI establece en 
su articulo ùnico que “el Secretario de Estado Director del Centro Nacional de 
Inteligencia deberâ solicitar al Magistrade del Tribunal Supremo compétente, 
conforme a la Ley Orgânica del Poder Judicial, autorizaclôn para la adopciôn 
de medidas que afecten... al secreto de las comunicaciones, siempre que taies 
medidas resulten necesarias para el cumplimiento de las funciones asignadas 
al Centro”.
&Cuândo resultan necesarias? La medida ha de ser necesaria (principio 
de necesidad), ha de ser idônea (principio de idoneidad de la medida) y no ha 
de perder de vista la finalidad perseguida (principio de utilidad). Si tal medida 
es susceptible de conseguir el objetivo propuesto (juicio de idoneidad); si, 
ademâs, es necesaria, en el sentido de que no exista otra medida mâs 
moderada para la consecuciôn de tal propôsito con igual eficacia (juicio de 
necesidad); y, finalmente, si la misma es ponderada o equilibrada, por 
derivarse de ella mâs bénéficiés o ventajas para el interés general que 
perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto (juicio de proporcionalidad 
en sentido estricto) la medida habrâ de ser autorizada.
La solicitud de autorizaciôn se formularâ mediante escrito que centendrâ 
“los siguientes extremes: a) Especificaciôn de las medidas que se solicitan. b)
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Hechos en que se apoya la solicitud, fines que la motivan y razones que 
aconsejan la adopciôn de las medidas selicitadas. c) Identificaciôn de la 
persona o personas afectadas por las medidas, si fueren conocidas, y 
designaciôn del lugar donde hayan de practicarse. d) Duraciôn de las medidas 
selicitadas, que no podrâ exceder de... très meses para la intervenciôn o 
interceptaciôn de las comunicaciones postales, telegrâficas, telefônicas o de 
cualquier otra indole, ambos plazos prerregables por sucesives periodos 
iguales en caso de necesidad"^®® .^ Es una regulaciôn detallada que ofrece 
suficientes garanties de recibir una respuesta por parte del Magistrade 
igualmente motivada y detallada.
El Magistrade acordarâ, mediante resoluciôn motivada en el plazo 
improrrogable de setenta y dos horas, “la concesiôn o no de la autorizaciôn 
solicitada. Dicho plazo se reducirâ a veinticuatre horas, por motives de urgencia 
debidamente justificados en la solicitud de autorizaciôn del Secretario de 
Estado Director del Centro Nacional de Inteligencia que, en todo caso, 
centendrâ los extremes especificados en el apartado anterior de este articule”.
2.8. Intervenciôn de la correspondencia
El registre de la correspondencia no ha merecido un tratamiento 
jurisprudencial tan amplio como el de las intervenciones telefônicas o los 
registres domiciliarios, estableciéndose en los arts. 579 al 588 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, cuales son los requisitos que han de régir cuando de 
intervenir la correspondencia se trata. La legitimidad de la actuaciôn judicial 
invadiendo la intimidad de la correspondencia, debe necesariamente 
acompaharse de un formalisme procedimental imprescindible ante la injerencia
Art. ùnico, LO 2/2002.
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que se Neva a cabo, y que pasa “por los siguientes elementos; a) Auto judicial 
motivado, b) inmediata remisiôn de la correspondencia al juez o personaciôn de 
éste en el lugar donde la misma se encuentre y c) apertura por el juez a 
presencia del interesado o de la persona que éste désigné, salvo que no se 
haga uso del derecho o se encuentre en situaciôn de rebeldia, todo ello bajo la 
fe del secretario, quien deberâ diligenciar cuanto suceda en la apertura”^
En cuanto a los paquetes postales, cuando el asunto se plantea por 
primera vez ante el Tribunal Supremo establece que correspondencia equivalia 
a comunicaciôn por escrito de una persona con otra, mientras que la remisiôn 
de unos paquetes postales, aunque se efectuase a través del servicio de 
correos, no por ello se transformaba en correspondencia, ya que no eran sino 
simple transmisiôn de mercancias.
Posteriormente se abriô camino una llnea jurisprudencial extensive con 
arreglo a la cual los paquetes postales a que aluden “la Constituciôn y la ley 
procesal son todos los envîos, que se efectùan por el servicio postal de correos 
y por extensiôn de cualquier entidad privada que ofrezca similares servicios, 
contemplando bajo la protecciôn del derecho a la intimidad de la 
correspondencia no sôlo a las cartas o correspondencia personal, sino a 
cualquier género de correspondencia postal, ya que a través del mismo se 
pueden enviar mensajes de carâcter personal, cuyo soporte fisico no tiene 
necesariamente que ser epistolar” ®^®^.
A partir de la STS de 26 de junio de 1993 la jurisprudencia viene 
exigiendo “la necesidad de la Autoridad Judicial para la apertura de paquetes
Estrella Ruiz, Manuel; op. cit. 
Ibidem.
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postales” ®^®®. Dicha tesis fue refrendada en el pleno de la Sala 2.®, en junta 
general celebrada el 4 de abril de 1995, en el que se adopta un acuerdo 
basado en “très puntos: a) Bajo la protecciôn del derecho a la intimidad, se 
encuentran no sôlo las cartas, sino todo género de correspondencia postal, 
entre ella, los paquetes postales al poder ser portadores de mensajes 
personales de indole confidencial. b) La detenciôn y registre de la 
correspondencia queda bajo la salvaguarda de la autoridad judicial, por lo que 
la diligencia de apertura de la correspondencia desprovista de las g ara ntl as 
que la legitiman deviene nula. c) El reconocimiento de los envies postales 
puede efectuarse de oficio y sin formalidades especiales, sobre objetos 
abiertos y sobre cuântos ostenten étiqueta verde” ®^®®.
2.9. Las comunicaciones telemàticas y el art. 18.4 de la CE
Dice el art. 18.4 CE: “La ley limitarâ el uso de la informâtica para 
garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el 
pleno ejercicio de sus derechos”. En el future prôximo los Gobiernos deberân 
hallar la manera de luchar contra las nuevas formas y métodos que adopta la 
delincuencia sin vaciar de contenido las libertades ciudadanas; “cômo poner 
limites y regular las diversas actividades humanas que Internet permite 
desplegar para protéger la libertad misma en la que se apoya; cômo extender
Alonso Pérez, Francisco; op. cit., pâg. 57.
“En relaciôn a los envios de paquetes con étiqueta verde... conviene tener présente el XX Congreso de la Uniôn 
Postal Universal de Washington de 14 de diciembre de 1989 y su reglamento, que fueron ratificados por Espana el 1 
de junio de 1992, pasando a formar parte de nuestro ordenamiento juridico. En el art. 20 del citado acuerdo (BOE de 
30 de septiembre de 1992), se prohibe incluir en los paquetes de toda clase, documentes que contengan el carâcter 
de correspondencia personal, advirtiéndose en el mismo la exoneraciôn de responsabilidad de la Administraciôn del 
Estado por las decisiones de los servicios de aduanas al efectuar la verifcaciôn de los envios sujetos a control 
aduanero, estableciéndose en el art. 117 del citado convenio, que los paquetes que deban someterse a control 
aduanero deberân llevar étiqueta verde. Por consiguiente, una vez se acepta el envio bajo étiqueta verde se estân 
aceptando implicitamente todas sus consecuencias, y al estar entre ellas el control aduanero de su contenido, por 
decirlo de algùn modo se estâ renunciando a la intimidad y secreto de su contenido”. Estrella Ruiz, Manuel; op. cit.
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la vigilancia policial a los contenidos de las comunicaciones cibernéticas sin 
violar los derechos fundamentales conquistados para las sociedades 
democrâticas” ®^®^.
La criptografia es una verdadera garantia material del derecho 
fundamental al secreto de las comunicaciones. El secreto de las 
comunicaciones, salvo resoluciôn judicial, se plasma “en el derecho de cada 
usuario de Internet o de correo electrônico de protéger sus comunicaciones en 
el espacio cibernético mediante el cifrado de su contenido. Este derecho debe 
igualmente garantizarse al ciudadano, y sus posibles limitaciones, respetar su 
relevancia” ®^®®.
La Ley General de Telecomunicaciones de 1998, que recoge 
expresamente este derecho en su art. 52, incide en el desarrollo material y 
concreto del secreto de las comunicaciones, hasta el punto de que en sus arts. 
49 y 51 “se remite de modo explîcito a la Constituciôn y a la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, a pesar de lo cual no ostenta el rango de Ley 
Orgânica. En consecuencia, tampoco cabe admitir que, cuando en su art. 52 se 
prevé la posibilidad de obligar al ciudadano a entregar su clave criptogrâfica a 
algùn tipo de organisme pùblico, se esté estableciendo una limitaciôn eficaz en 
el ejercicio del derecho citado” ®^®®.
Cuando se fuerza a un ciudadano a entregar sus claves a la autoridad 
pertinente se estâ infringiendo un derecho fundamental; el derecho a no 
autoincriminarse. La lucha contra la delincuencia internacional no puede
Navarro Gonzalez, Bias Alberto; Criotoloala v Libertades Pùblicas: San Sebastian, 2004, ediciôn electrônica de 
los Guadernos de Derecho Judicial del CGPJ, ISSN 1577-208 X.
Ibidem.
Ibidem.
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implicar en ningùn caso la abrogaciôn de los principios constitucionalmente 
declarados.
La lucha electrônica contra el delito debe pasar por el control judicial 
previo que garantice los derechos de los ciudadanos. También es necesario 
una mayor cooperaciôn de las autoridades norteamericanas que es donde 
estân residenciados la mayoria de grandes nodos y servidores de Internet^ ®^ ®.
La situaciôn espahola por lo que respecta a la protecciôn de los derechos 
al secreto de las comunicaciones y a la invielabilidad del domicilio respecte de 
las actividades de los servicios de inteligencia es una de las mâs avanzadas 
del mundo occidental gracias al control judicial previo^®^\ Pese a que el nuevo 
sistema lleva en funcionamiento apenas un lustre y aùn no se han planteado 
casos de enjundia en los tribunales, tanto el poder judicial como los servicios 
de inteligencia estân muy contentes con su funcionamiento^®^ .^
Las nuevas leyes promulgadas en el aho 2002^ ®^ ® garantizan la efectividad 
de los derechos reconocidos en el articulo 18 de la CE y también el derecho a 
la tutela judicial efectiva pergehado en el art. 24 CE.
Sin embargo, la habilitaciôn de la LGT respecte de la posibilidad de obligar a 
depositar los algoritmos de encriptaciôn puede chocar con el derecho 
constitucional a no declarar contra si mismo. Esto puede salvarse aplicando el 
mismo criterio de control judicial previo tal y como se realiza en los supuestos 
anteriores.
Sobre los problèmes de la jurisdiccjôn y la legislaciôn aplicable al ciberespacio puede verse Garcia Sanz, Rosa 
Maria; El derecho de autor en Internet: Madrid, 2005, pâgs.. 144 y ss. El comandante de la Guarrdia Civil, jefe de la 
unidad de delitos telemâticos, comentô en las jornadas de Ciberdefensa celebradas en Noviembre de 2010 en la 
Universidad Europea que la situaciôn no mejora, la dificultad para detener a los ciberdelincuentes es cada vez 
mayor. El comercio electrônico no despega aunque si lo ha hecho la utilizaciôn de facturas electrônicas por las 
empresas. Carriôn, Davara, De Salvador; La factura electrônica: Madrid, 2008, passim.
Navarro Bonilla, Diego y Esteban Navarro, Miguel Angel; Terrorisme, op. cit., pâg. 124.
Discurso de apertura del Segundo Congreso de Inteligencia a cargo del Secretario de Estado Director.
Junto con la Ley 62/2003, que modifica el art. 72 de la Ley 11/2002.
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Conclusiones
4. Mâs fundamento democrâtico, mâs pluraiidad de servicios, mâs 
eficacia. La mayoria de los teôricos coincide en sehaiar que el estado 
democrâtico de derecho se configura como una delicada balanza de 
poderes contrapuestos. Ningùn poder puede estar por encima de los 
demâs ni condicionar su existencia. El control reciproco garantiza la 
libertad y los derechos de los ciudadanos. Sobre esta base doctrinal se 
configuran, o deberian configurarse, los servicios de inteligencia de los 
estados democrâticos occidentales puesto que mientras a los gobiernos 
les corresponde la funciôn ejecutiva del estado, habrâ servicios de 
inteligencia que colaborarân en la toma y ejecuciôn de sus decisiones. 
Su extension, regulaciôn y contenido dependerân de la necesidad de 
inteligencia y del ordenamiento juridico del pais considerado en un 
momento dado.
El poder ejecutivo sigue siendo opaco, con el apoyo silente de la 
Constituciôn en vigor. Urge, trente a este descontrol de uno de los très 
poderes, una nueva Ley de Secretos Oficiales que actualice la existante 
y haga trente a los desaflos de las nuevas tecnologias en materias 
clasificadas e infraestructuras criticas de telecomunicaciones evitando 
conceptos juridicos indeterminados, una ley que se asiente sobre la 
base del principio de publicidad, que garantice el control de los secretos
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por los très poderes, que explicite con la mayor precision posible las 
areas sujetas al secreto, que aciare sin ningùn género de duda quién y 
cômo califica, clasifica y desclasifica. Debe reforzarse el control por 
parte del poder ejecutivo y aumentar la transparencia en aras de la 
eficacia de la propia comunidad de inteligencia. El control legislativo no 
debe ser abolido u obviado por el hecho de que existan filtraciones sino 
que los responsables de taies filtraciones han de ser procesados. Desde 
el punto de vista del derecho comparado, el ordenamiento juridico 
espahol facilita el control de los secretos de estado a un nivel similar al 
que puede darse en Alemania aunque alli aùn no ha habido ningùn 
pronunciamiento por parte del Tribunal Constitucional. En el otro 
extremo se encuentra Francia donde las posibilidades de control son 
prâcticamente nulas para el Parlamento, ya que a tenor del articulo 7 de 
las Ordenanzas de 17 de Noviembre de 1958, las Comisiones de 
investigaciôn y de control tienen impedido el acceso a secretos que se 
refieran a la defensa nacional, los asuntos exteriores y la seguridad 
interior o exterior del Estado y estân sumamente restringidas para los 
ôrganos judiciales.
5. El derecho a saber, fundamento de! derecho de acceso a 
informaciôn pùblica. En el terreno de los principios, valores y derechos 
de las democracias, la régla general es, o deberia ser, la publicidad, y la 
excepciôn, el secreto porque el secreto, como apuntaba Beccarla, es el 
mâs fuerte escudo de la tirania. En esta misma linea coincide la doctrina 
iusinformativa mayoritariamente, segùn se ha visto en texto. El pùblico
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tiene derecho a conocer y los servicios tienen el deber de ocultar, pero 
no todo. La parte que puede ser conocida debe serlo, porque el 
ciudadano tiene derecho, porque el conocimiento anula el miedo -se 
teme lo que no se conoce-, porque mejora la imagen del servicio a los 
ojos del ciudadano y porque, en ultima instancia, las informaciones de 
los servicios de inteligencia o sobre ellos siempre despertarân el interés 
pùblico. A s i , mientras que es secreto el nombre de un agente cualquiera 
no lo es el de su director. Son sécrétas las operaciones encubiertas, 
pero no lo son las conferencias ni los seminarios a los que sus miembros 
suelen acudir. En consecuencia, hay una parte considerable de 
informaciôn concerniente a servicios de inteligencia que no estâ sujeta a 
ningùn tipo de restricciôn informative y esa parte debe ser lo mâs amplia 
posible. El material clasificado, por lo tanto, deberia ser desclasificable lo 
antes posible porque el estado natural de la documentaciôn “pùblica” es 
la publicidad. Aunque sôlo se proporcione a los ciudadanos el uno por 
ciento de informaciôn sobre los servicios de inteligencia, la publicidad, la 
transparencia, deberia ser el principio general de actuaciôn. Conocer 
tanto como sea posible sobre la actividad de los servicios es bueno 
porque desde los fiiôsofos de la antigua G recia sabemos que se ama lo 
que se conoce, el conocimiento pone de relieve las bondades (el trabajo) 
que realizan, muestra también claramente las ineficacias (lo cual es 
bueno asimismo porque permite corregirlas), évita tentaciones de acudir 
a terrenos que no son suyos y refuerza su compromiso con el estado de 
derecho.
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Igualmente, es un contrasentido socavar los principios constitucionales 
en nombre de la seguridad nacional puesto que esos principios son 
garantia y fundamento del orden pùblico y de la paz social. No es 
posible arremeter contra la paz social en nombre de la seguridad 
nacional.
Lo que résulta incompatible con el estado de derecho no es la existencia 
de secretos, sino que estos escapen a la ley, “que el poder tenga 
ambitos en los que no es responsable”. Segùn Desantes, el Estado 
democrâtico de derecho plantea dos exigencias: el control del que 
gobierna y la participaciôn de los ciudadanos en el gobierno. Los 
secretos son necesarios pero deben ser controlados. Por eso, de lege 
ferenda, al regular el derecho a saber y su excepciôn, los secretos de 
Estado, debe abordarse con claridad quién decide qué cosa sea la que 
causa daho a la seguridad nacional, cômo y ante quién se articula un 
recurso judicial si la decisiôn es negative y sobre todo deberâ “definir(se) 
el conflicto” con el mayor detalle posible para évita r la arbitrariedad y la 
discrecionalidad.
6. Pluraiidad de servicios de inteligencia, objetivo de los servicios de 
inteligencia espaholes. En este marco, la pluraiidad de servicios de 
inteligencia, ademâs de corresponderse mejor con la esencia de un 
sistema democrâtico, por cuanto permite dividir y contrapesar los 
poderes, ha demostrado ser mâs eficaz. En aras de una mayor eficacia, 
la comunidad de inteligencia espahola deberia quedar configurada de 
manera expresa con très grandes servicios principales (exactamente
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igual que estân configurados los de las democracias occidentales de 
nuestro entorno, facilitando asi el intercambio de informaciôn y la 
cooperaciôn entre servicios con las ventajas derivadas de responder al 
mismo standard): el servicio interior, prioritariamente dedicado a 
contrainteligencia, integrado por los servicios de informaciôn de la policia 
y la guardia civil; el exterior (CNI); y el militar, pues estos asuntos tienen 
especificidad propia y requieren de sus propios organismes capaces de 
atender la particularidad de sus necesidades. Cabria asimismo la 
posibilidad de establecer dos servicios autonomes -integrados, como ya 
estân, o no, en alguno de los principales (la prâctica diaria y el 
presupuesto disponible tendrfan la ultima palabra)- dedicados a 
comercio y nuevas tecnologias (Centre Criptolôgico Nacional). Todos 
elles, conjuntamente considerados, constituirian la comunidad de 
inteligencia espanola.
Ademâs de todo le expuesto no hay que perder de vista que el 
mantenimiento de un solo servicio permite a su director asignar las 
principales partidas del presupuesto bien a interior, bien a exterior, 
siendo él quien, de hecho, realmente détermina las necesidades de 
informaciôn del pais pudiendo enmendar contablemente lo establecido 
en la Directiva de Inteligencia. En buena lôgica democrâtica debiera ser 
el gobierno quien precisase ambas partidas de motu propio -de la 
misma forma que acota los presupuestos del ministerio del Interior y de 
Asuntos Exteriores y no lo hace ninguno de sus funcionarios- porque son 
partidas cruciales para el buen gobierno de Espana, que entran de lleno 
en su responsabilidad politica, y porque tal responsabilidad corresponde
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al poder ejecutivo y no a un funcionario del Estado, ni siquiera teniendo 
la consideraoiôn de Sécrétario de Estado como es el caso en la 
actualidad. (Art 97 CE, el Gobierno dirige la politica interior y exterior).
7. Normativa espanola actualizadora del régimen jundico de los 
servicios de inteligencia. Las constituciones occidentales se 
componen de dos grandes apartados: por un lado, se encuentra la parte 
dogmâtica, en la que se reconoce a los ciudadanos sus derechos 
fundamentals y por otro, la parte organica, en la que se regulan las 
instituciones (poderes) bâsicos del Estado. La Constituciôn espanola de 
1978, a diferencia de otras constituciones europeas, no contiene 
ninguna referenda expresa a los servicios de inteligencia en ninguna de 
ambas partes. Cuando fue redactada, se argumente que los servicios 
de inteligencia no son una instituciôn bâsica del Estado, luego no era 
necesaria su inclusion en la Constituciôn. Sin embargo, la actividad 
diaria de los servicios de inteligencia puede afectar decisiva y 
masivamente -escuchas, por ejemplo- a derechos fundamentals de los 
ciudadanos, ergo merecerfan una regulaciôn constitucional. Su 
importancia es vicaria, pues no son relevantes constitucionalmente per 
se, sino como consecuencia de su actividad, a pesar de lo cual se 
observa que hasta las dos leyes de fecha 6 de mayo de 2002, casi toda 
la regulaciôn concerniente a los servicios de inteligencia tuvo carâcter 
reglamentario. Se puede decir sin temor a errar que hasta el aho 2001, 
la regulaciôn de nuestros servicios de inteligencia era fragmentaria y, en 
parte, pre-constitucional.
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Los articulos de la constituciôn espanola que podrian amparar la 
existencia de los servicios de inteligencia serfan los siguientes:
a. el articule 149.1.4, que otorga en exclusive al Estado la 
competencia sobre el ârea de defense, podria bastar por si sôlo 
para cimenter constitucionalmente los servicios de inteligencia 
espaholes conectândolos con la idea de defense nacional.
b. El articule 149.1.3, que atribuye al estado la competencia 
exclusive en cuanto a las relaciones internacionales podria 
fundamentar la existencia de servicios de inteligencia del estado 
dedicados a la recogida y anàlisis de informaciôn exterior.
G. El articule 8.1 atribuye a las Fuerzas Armadas la defense del 
ordenamiento constitucional, lo que justificaria la existencia de 
servicios de inteligencia tante internes como externes.
d. El articule 149.1.29 establece la competencia exclusive del 
estado en materia de seguridad pùblica sin perjuicio de la 
posibilidad de crear policies autonômicas por las Comunidades 
Autônomas segùn dispongan sus respectives Estatutos. Este 
permitirâ a las Comunidades Autônomas arrogarse la potestad de 
policia, pero no la actividad de informaciôn que es competencia 
exclusive del estado. Esta es una diferencia entre Alemania y 
Espana pues los Lànder pueden disponer de servicios de 
inteligencia y no de meros servicios de informaciôn insertados en 
las policies autônomas como es el caso de Espana.
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8. Deficîencias en la normativa espanola actualizadora del régimen 
jundico de los servicios de inteligencia. Destaca el reconocimiento 
expreso, por vez primera en la legislaciôn espanola, de que es deseable 
la existencia de una comunidad de inteligencia -art. 6.1 Ley 11/2002-, 
aunque
a. ni se asocian a ella las bondades que podrian derivarse desde un 
punto de vista juridico, a saber, el establecimiento o identificaciôn 
de un régimen juridico comùn, o al menos supletorio, en aspectos 
importantes como el del estatuto del personal al servicio de estos 
ôrganos, sus propias competencias, las garantias de su actividad 
y los contrôles a que debieran someterse,
b. ni existe representaciôn tecnolôgica en la Comisiôn Delegada del 
Gobierno. Pero, puesto que la economia y las nuevas tecnologias 
son las dos areas que mas recientemente han incorporado como 
merecedoras de su atenciôn los servicios de inteligencia, no se 
entiende por que una ha de estar representada y la otra, no.
c. De lege ferenda, convendria, ademâs, que se identificara, lo mâs 
precisamente posible, el mandate que vaya a detentar la direcciôn 
del centre. De esta manera séria posible garantizar la fortaleza de 
la direcciôn trente al gobierno y la asunciôn de responsabilidades 
en caso de violaciôn del mandate.
d. Séria deseable una modificaciôn de la ley de control judicial 
previo dotândola de mayor precisiôn en su contenido, 
introduciendo la figura del ministerio fiscal como garante de la 
legalidad y permitiendo el examen in camera por el juez del caso
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de las actuaciones llevadas a cabo por el Magistrado asignado a 
los casos del CNI. Facilitaria la tutela judicial efectiva y evitaria 
disonancias con el TEDH.
9. Orientaciôn doctrinal y actives de la normativa actualizada de los 
servicios de inteligencia espanoles.
a. La filosofia de la ley -11/2002- no podia ser otra que la de 
terminer con la dispersion normativa que régula los servicios de 
inteligencia espanoles, dar a los mismos una regulaciôn legal y 
sujetarlos a las prescripciones del estado de derecho.
b. En este sentido, los criterios inspiradores de la ley, segùn los arts. 
2.1 y 2.3, son el principio de sometimiento del centre al 
ordenamiento juridico y los principios de eficacia, especializaciôn 
y coordinaciôn.
c. Las propias altas instancias judiciales espanolas han entendido 
que llenar un vacio legal évidente es une de los valores de la 
reciente normativa.
d. Como son también valores suyos la consagraciôn de las 
autorizaciones judiciales, respaldadas por sanciôn penal, de las 
acciones de los servicios de inteligencia que afecten o puedan 
afectar a los derechos fundamentales de las personas,
e. al igual que introducir el control parlamentario por primera vez en 
nuestro ordenamiento juridico, a través del control de los fondos 
reservados y mediante la fiscalizaciôn de los objetivos anuales del 
Centro.
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f. Del mismo modo, se puede afirmar que de lege lata, cabe “un 
control de constitucionalidad, cenido a la comprobaciôn de si se 
ha producido un sacrificio patentemente innecesario de derechos 
que la Constituciôn garantiza, como dice la SIC 55/1996 (con cita 
de las SSTC 66/1985, 19/1988, 50/1995), para comprobar si, de 
modo manifiesto, existen medios alternativos menos restrictivos 
de derechos para la consecuciôn, igualmente eficaz, de las 
finalidades queridas por el legislador”.
g. Las objeciones principales al control judicial de los servicios de 
inteligencia han tenido que ver con:
1. la necesaria (o no) renuncia a alguna de las 
caracterlsticas inherentes al poder judicial para 
poder conocer de esta materia (principios de 
publicidad y contradicciôn).
Una interpretaciôn sistemâtica de los articulos 24 CE y
105.b) permitiria el examen in camera de las pruebas 
pues este ultimo articulo supone un limite al acceso a 
los archivos por parte de los ciudadanos, pero no por 
parte de los jueces, lo que permitiria interpretarlo como 
una excepciôn al articulo 24 CE, de suerte que, por un 
lado, se garantizaria la tutela judicial (art. 24 CE) y, por 
otro, se impediria la tutela de materias que afectasn a 
la seguridad nacional.
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2. el hecho de juzgar con criterios juridicos lo que tiene 
naturaleza esencialmente politica.
Sin embargo, los jueces espaholes conocen de otros 
asuntos que tienen naturalezas esencialmente bien 
distintas a las juridicas y los resuelven mediante la 
aplicaciôn de la ley, los principios générales del 
derecho, la ayuda de peritos y, caso de conflicto de 
derechos, como es el caso que nos ocupa, ponderando 
los derechos en conflicto, independientemente de su 
naturaleza. Por muy politico o discrecional que sea el 
acto, siempre hay una posibilidad de control judicial.
Sin embargo, el hecho de que el art. 106.1 de la CE atribuya a los 
Tribunales el control “de la potestad reglamentaria y de la 
legalidad administrativa”, sin excepciôn alguna, y que el art. 24.1 
del mismo texto considéré fundamental el derecho a obtener la 
tutela efectiva de los jueces y tribunales, también sin excepciones, 
“sin que, en ningùn caso, pueda producirse indefensiôn”, permite 
entender que es inexcusable el control judicial de los secretes de 
Estado.
10. La responsabilidad de! gobierno en la gestiôn de los servicios de 
inteligencia y de los secretos oficiales. De lege lata, la dependencia 
de los servicios de inteligencia de la presidencia del gobierno por
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intermedio de una persona de la confianza del présidente, que coordine 
su actividad, es el camino que parece haber emprendido nuestra actual 
legislaciôn pues es el vicepresidente del gobierno designado por el 
présidente el encargado de presidir la Comisiôn Delegada del Gobierno 
para Asuntos de Inteligencia y asi ha de ser por cuanto el objetivo de un 
servicio de inteligencia es colaborar en la idoneidad de la acciôn de 
gobierno y tal y como esta configurado nuestro sistema politico, de 
forma y manera presidencialista, es el présidente del gobierno la figura 
clave en la toma de las grandes decisiones que afectan a los intereses 
vitales del estado. En consecuencia, trente a la trayectoria previa a la 
regulaciôn de 2002, marcada por la inexistencia de control ejecutivo 
eficaz que no pasara por la destituciôn del Director, ligada a un 
planteamiento de principio basado en que la ignorancia évita la culpa y, 
por tanto, la responsabilidad politica, de lege ferenda debe tenerse en 
cuenta que la culpa esta ligada tanto a la acciôn como a la omisiôn, y si 
el gobierno no contrôla a sus servicios de informaciôn es culpable in 
vigilando y culpable in eUgendo, porque es el gobierno quien désigna a 
su director y mâximo responsable.
Del mismo modo, debe considerarse que el secreto no puede amparar la 
mentira del poder ejecutivo. Es aceptable secreto quia securitas. Es 
inaceptable la alianza del secreto con la mentira. El caso de los 
Pentagon Papers ha sido trascendente, también, para la carga de la 
prueba. Desde él, se ha admitido que la prueba, probatio diabolica, es 
responsabilidad de la autoridad que hurta el documente al conocimiento 
pùblico.
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11. El estatuto jundico del personal de los servicios de inteligencia y 
los derechos fundamentales propios, de acuerdo con la normativa 
actualizadora del régimen juridico de los servicios de inteligencia. 
El incumplimiento del principio constitucional de legalidad. Tanto 
por ley, como de hecho, los deberes que afectan a los miembros del 
centre presentan un particular interés juridico porque limitan derechos 
fundamentales.
a. Asi, el derecho a la intimidad (art. 18.1 CE) queda afectado por 
los articulos 37 y 41 del Estatuto de Personal que exigen llevar 
una vida sin acciones que ocasionen vulnerabilidades al agente y 
dar toda la informaciôn que se le solicite sobre sus bienes y 
patrimonio, respectivamente.
b. El derecho a la informaciôn, una de cuyas facultades es la 
difusiôn libre de informaciôn (art. 20 CE), queda capitidisminuido 
por la obligaciôn de guardar secreto sobre todo lo que conociô a 
lo largo de su vida laboral, incluse después de haber cesado en 
sus funciones (art. 38, deber de réserva, del Estatuto de 
Personal).
c. Las causas de cese afectan también a derechos fundamentales: 
haber revelado -libertad de expresiôn-, haberse sindicado, - 
libertad sindical-.
En consecuencia, cabe hacer al Estatuto una critica radical: la rupture del 
principio de legalidad al responder a la forma normativa de Decreto.
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12. Los derechos personales de los ciudadanos, tras la actualizaciôn 
normativa de los servicios de inteligencia. Las leyes promulgadas en 
el aho 2002 garantizan la efectividad de los derechos reconocidos en el 
articulo 18 de la CE y también el derecho a la tutela judicial efectiva 
pergehado en el art. 24 CE. Sin embargo, la habilitaciôn de la LGT 
respecte de la posibilidad de obliger a depositar los algoritmos de 
encriptaciôn puede chocar con el derecho constitucional a no declarer 
contra si mismo. Este puede salvarse aplicando el criterio del control 
judicial previo. La existencia de una estera privada protegida de 
intrusiones del poder o de otros individuos constituye el primer 
fundamento de una sociedad de individuos libres. Sôlo la existencia de 
esa estera privada permite disfrutar de una vida personal digna y 
desarrollar plenamente la idea de libertad. La libertad ha de ser la 
referenda primera y ultima de los servicios de inteligencia. La libertad 
fundamenta y justifica la existencia de los servicios de inteligencia. El 
estado, el estado de derecho, el imperio de la ley tiene por finalidad la 
defensa de la libertad de los ciudadanos que son los titulares de los 
derechos recogidos en la constituciôn. A los servicios de inteligencia 
compete ayudar al ejecutivo en el proceso de toma de decisiones para 
garantizar la libertad de los ciudadanos. El fin de la seguridad es 
permitirnos vivir en libertad. La seguridad es el medio, la libertad es el 
fin. En un estado democrâtico de derecho las actividades de estos 
servicios no pueden representar una amenaza para los principios de su 
ordenamiento constitucional. “La convicciôn de que la seguridad es 
garantie de la libertad y de la democracia pero que sin libertad y
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democracia no puede existir seguridad constituye uno de los principios 
ideolôgicos de la sociedad occidental sobre los que se levantan sus 
estructuras juridicas, econômicas y politicas”. Debe quedar 
definitivamente desterrada la cultura juridica que impone la seguridad 
nacional como valor prépondérante sobre cualesquiera otros que con él 
pudieran entrar en conflicto. Y la actual normativa espanola sobre 
servicios de inteligencia, que avanza en esa direcciôn, asi lo demuestra, 
segùn ha quedado probado en esta tesis doctoral.
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